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Raúl Prebisch y el dilema del
desarrollo en el mundo global

Aldo Ferrer

La globalización plantea desafíos y oportunidades. Prebisch 

enfrentó este dilema del desarrollo en el mundo global y dejó tres 

mensajes que son el gran legado de su obra. Primero, los países 

centrales conforman visiones del orden mundial funcionales a sus 

propios intereses. Es necesario rebelarse contra ese esquema teórico 

para resolver el dilema. Segundo, es posible transformar la realidad 

y lograr, con los centros de poder mundial, una relación simétrica no 

subordinada. Tercero, la transformación requiere un cambio profundo 

en la estructura productiva para incorporar —en la actividad económica 

y social— el conocimiento, que es el instrumento fundamental del 

desarrollo. Estos mensajes conservan plena vigencia en la actualidad.
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I
Introducción1

En su análisis de los problemas del desarrollo de América 
Latina, Raúl Prebisch siempre relacionó las condicio-
nes internas de los países de la región con su contexto 
internacional y la inestabilidad de corto plazo con la 
vulnerabilidad estructural en el largo plazo. Su principal 
preocupación fue cómo fortalecer nuestra capacidad de 
respuesta frente a los desafíos y oportunidades del orden 
mundial, que actualmente denominamos globalización. 
De esa aproximación a la realidad surgieron sus aportes 
acerca del enfoque centro-periferia, los términos de 
intercambio, la industrialización, la integración regio-
nal, la distribución del ingreso y las políticas públicas 
convenientes.

En la actualidad, el sistema mundial enfrenta pro-
blemas no resueltos. En primer lugar, las asimetrías en 
los niveles de bienestar derivadas de la desigualdad en 
la distribución de los frutos del progreso técnico entre 
los países y dentro de cada uno de ellos. Los problemas 
“históricos” de la globalización se entrecruzan ahora 
con la gran crisis financiera y sus repercusiones en la 
economía real. En este escenario resaltan tres cuestio-
nes principales. Primero, la inviabilidad de un sistema 
financiero planetario desregulado, centrado en la espe-
culación. Segundo, la imposibilidad de seguir cerrando 
la brecha ahorro-inversión a través del déficit externo 
de los Estados Unidos. Tercero, la emergencia de las 

 Ensayo basado en la Conferencia magistral realizada en la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (cepal), en Santiago 
de Chile, el 22 de abril de 2010, en el marco de la Novena Cátedra 
Raúl Prebisch.
1 El autor de este ensayo se ha basado en buena medida en las siguientes 
referencias de su autoría: Ferrer (1996, 1997, 1998, 2004 y 2008, esta 
última se refiere a la 4ª edición de La Economía Argentina (2008). En 
esta edición, que es la cuarta, colaboró M. Rougier).

grandes naciones de Asia como nuevos protagonistas 
de las relaciones internacionales.

La crisis ha desencadenado transformaciones en el 
sistema mundial que modifican algunos de sus compor-
tamientos. Subsisten, sin embargo, rasgos esenciales de 
la globalización y sus relaciones con el desarrollo de las 
economías nacionales. No es previsible que los cambios 
en curso abran una etapa prolongada de relativa estabili-
dad en las relaciones internacionales, si no se enfrentan 
las consecuencias de las desigualdades extremas en los 
niveles de bienestar, ni se resuelven los problemas más 
urgentes del medio ambiente.

En este ensayo se procura identificar la naturaleza 
y el alcance de los cambios en curso en el orden global 
y su repercusión en los países de la región. Es decir, 
explorar cuánto han cambiado el orden mundial y los 
problemas del desarrollo latinoamericano entre los 
tiempos de Prebisch y la actualidad y, en consecuencia, 
qué vigencia conservan sus ideas y, en un sentido más 
amplio, las contribuciones del pensamiento estructura-
lista latinoamericano fundado en su propia obra y en 
los aportes de Celso Furtado, Aníbal Pinto y Osvaldo 
Sunkel, entre otros.

Para tales fines, en la segunda sección se reseñan 
los principales mensajes de Raúl Prebish sobre el dilema 
del desarrollo, mientras que en la tercera se relacionan 
los alcances de este dilema con su contexto histórico: el 
de la globalización. Continúa el ensayo con una cuarta 
sección, orientada a sintetizar los aspectos más relevantes 
del último cuarto de siglo de la historia económica, como 
un antecedente adecuado para sostener la vigencia de las 
ideas prebischianas. Finalmente, a modo de conclusión, 
se destaca la importancia que tiene la densidad nacional 
en el proceso de desarrollo, requisito que considero clave 
para alcanzar el desenvolvimiento económico y social 
en el contexto de la globalización.
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El mundo global plantea desafíos y oportunidades, 
amenazas pero también nuevas perspectivas. Esa fue 
esencialmente la reflexión de Prebisch a lo largo de su 
vida. Desde sus años mozos hasta el final de sus días 
enfrentó este tema fundamental del dilema del desarrollo 
en el mundo global. A partir de allí, formuló un conjun-
to de ideas que enriquecieron el acervo intelectual de 
nuestros países. Pero, en lo principal, dejó tres mensajes 
que, en definitiva, son el gran legado de su obra.

El primero es que los países centrales conforman 
visiones del orden mundial funcionales a sus propios inte-
reses. Consecuentemente, es necesario rebelarse contra ese 
esquema teórico para resolver el problema del desarrollo 
y responder con eficacia a los desafíos del crecimiento 
en un mundo global. Prebisch llamaba “pensamiento 
céntrico” a esa racionalización del sistema internacional, 
la que —desde la teoría de las ventajas comparativas 
de la doctrina clásica del comercio internacional hasta 
la teoría de las expectativas racionales— es funcional 
a los intereses del “centro”. En el terreno de la política 
económica, desde el libre cambio hasta el Consenso 
de Washington, ocurre lo mismo. Son formulaciones 
ideológicas de los centros desarrollados, que conciben 
una organización del sistema en que los países de la 
periferia son apenas segmentos del mercado mundial 
y no sistemas nacionales capaces de conformar, dentro 
de sus fronteras e integrados a un mundo globalizado, 
estrategias para desplegar su potencial de desarrollo 
económico y social e incorporar los avances de la ciencia 

y la tecnología. Este es el primer mensaje de Prebisch: 
la rebelión contra el pensamiento céntrico.

El segundo es que la transformación es posible, que 
sobre la base de una visión realista de los problemas se 
puede transformar la realidad, desplegar el potencial 
y lograr, con el resto del mundo y en primer lugar con 
los centros de poder mundial, una relación simétrica 
no subordinada.

El tercer mensaje de Prebisch es que la transfor-
mación requiere un cambio profundo en la estructura 
productiva a fin de incorporar, en la actividad eco-
nómica y social, el conocimiento, como instrumento 
fundamental del desarrollo. Esto solo es posible en una 
estructura diversificada y compleja, no puede darse en 
un país especializado en la explotación de los recursos 
naturales sin desplegar, simultáneamente, un entramado 
complejo de industrias y de cadenas de valor agregado 
en la frontera del conocimiento. A partir de allí es 
posible generar empleo, bienestar, inclusión social 
y una relación simétrica no subordinada al sistema 
internacional.

Esos son los tres grandes mensajes de Prebisch. La 
pregunta ahora es, 25 años después de su fallecimiento, 
qué vigencia conservan de acuerdo con los propios plan-
teamientos de la Secretaría Ejecutiva de la cepal. Trataré 
de dar una respuesta y, para esto, detendré brevemente 
la atención de ustedes sobre la cuestión esencial de la 
reflexión de Prebisch, vale decir, el dilema del desarrollo 
en un sistema global.

II
Los mensajes de Prebisch

III
El dilema y su historia

La globalización es el primer componente del dilema: 
ella constituye un sistema de redes financieras y de 
comercio, de integración de cadenas de valor, que se va 
profundizando a lo largo del tiempo bajo el efecto del 
avance de la ciencia y la tecnología. La globalización 
coexiste con el hecho de que los mercados internos de 
los países siguen siendo el espacio fundamental de las 
transacciones y de la actividad económica y social. La 
producción mundial que traspone las fronteras nacionales 

no representa mucho más del 20% del producto global 
y la inversión de las filiales de las corporaciones trans-
nacionales no aporta más que un 15% de la formación 
de capital en el mundo. Por lo tanto, los mercados y 
ahorro internos constituyen los componentes principales 
de la demanda y del financiamiento de la acumulación 
de capital.

La globalización es también un sistema de poder, 
en el que los grandes Estados, las corporaciones 
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transnacionales y los mercados financieros ejercen una 
influencia dominante y establecen las reglas de juego 
del sistema. Finalmente, como lo planteó Prebisch en 
su primer mensaje, la globalización es el espacio de 
formación del pensamiento hegemónico, funcional a 
los intereses del “centro”. De allí surge la idea de que 
el mercado es capaz de administrar con racionalidad 
los recursos a nivel global en beneficio de todos y, 
también, que las fuerzas de la globalización son tan 
abrumadoras que cualquier tentativa de construir, en 
la periferia, proyectos nacionales de desarrollo, está 
destinada al fracaso.

El segundo componente del dilema es el desa-
rrollo, que consiste en gestionar el conocimiento e 
incorporarlo al tejido económico y social. Se trata de 
un proceso acumulativo que se genera a lo largo del 
tiempo. Incluye no solo al capital y la tecnología, sino 
que también implica, simultáneamente, la organización 
del Estado, la educación, la sinergia entre lo público y 
lo privado, y la formación de los sistemas nacionales 
de ciencia y tecnología. Es un proceso de acumula-
ción continua en el tiempo de saberes y de capacidad 
productiva. El desarrollo siempre tiene lugar en un 
espacio nacional. En las palabras del profesor Sunkel, 
el único desarrollo posible es “desde dentro” (Sunkel, 
1991). El desarrollo no se importa. No hay ningún caso 
en la historia económica del mundo en que un país 
haya sido desarrollado desde afuera. El desarrollo es 
siempre un proceso que se da en un espacio nacional o 
no se da. Cuando esto se verifica, es posible desplegar 
el potencial y colocarse en las fronteras del desarrollo 
de cada época.

Como la globalización penetra en los países y el 
desarrollo ocurre siempre en un espacio nacional, surge 
el dilema del desarrollo en un orden global. El espacio 
nacional es penetrado, desde afuera, por la división del 
trabajo determinante de quien produce y quien domina 
las redes de intercambio. Puede penetrar en el control de 
los recursos naturales de los países menos avanzados y 
lo hace a través del dominio de las cadenas de valor, en 
el marco de las grandes corporaciones, y de su influen-
cia en el proceso de generación de conocimiento y de 
aplicación de la tecnología. Precisamente esta relación 
entre la globalización y el conocimiento es uno de los 
campos fecundos de la reflexión latinoamericana sobre 
política tecnológica. Aquí recordaré al profesor Jorge 
A. Sábato, ex Gerente de Tecnología de la Comisión 
Nacional de Energía Atómica de la Argentina, quien ha 
sostenido recurrentemente y en diversos ámbitos que el 
problema consiste en cómo hacer endógeno el cambio 
técnico en nuestros países.

El espacio nacional también es penetrado por me-
canismos más sutiles, como es el del tipo de cambio, lo 
que constituye el tema de la “enfermedad holandesa”. Los 
países especializados en la producción primaria tienden 
a operar con tipos de cambio sobrevaluados, más aún si 
además son objeto de la especulación financiera. El pro-
blema es el principal obstáculo para la industrialización y 
transformación productiva. La cuestión ha sido estudiada 
por economistas latinoamericanos, como Luiz Carlos 
Bresser-Pereira (Bresser-Pereira, 2008 y 2010).

En conclusión, el que un país sea penetrado por los 
fenómenos externos configura el dilema del desarrollo en 
el orden global. Si un país no da buenas respuestas a la 
globalización, se desarticula y no puede poner en marcha 
los procesos acumulativos de gestión del conocimiento, 
inherentes a la transformación. En sentido contrario, 
si las respuestas son adecuadas, la globalización abre 
oportunidades de comercio, inversiones, empleo y acceso 
a nuevos conocimientos.

Es preciso ahora hacer una breve reflexión sobre 
la historia del dilema, para ubicar, en ese contexto, la 
contribución de Prebisch. En el mundo anterior a la 
revolución tecnológica, antes del Renacimiento euro-
peo, del despegue de las civilizaciones cristianas de 
Occidente, las relaciones entre los países eran irrelevan-
tes desde el punto de vista del desarrollo económico. 
Existía comercio “internacional”, un espacio podía ser 
ocupado por otro y dominado, pero las condiciones de 
producción seguían siendo las mismas en unos y otros. 
Como los niveles tecnológicos eran semejantes, las 
relaciones “internacionales” eran irrelevantes para la 
actividad económica.

El dilema empieza cuando la tecnología impacta 
en la organización económica y da lugar al crecimiento 
continuo de la productividad. A partir de entonces, el 
tipo de relación que un espacio mantiene con el resto 
del mundo es fundamental desde el punto de vista de 
su desarrollo. En consecuencia, el dilema tiene una an-
tigüedad de cinco siglos. Empieza en la última década 
del siglo XV, cuando Colón descubre el Nuevo Mundo 
y los portugueses llegan por la vía marítima a Oriente, 
culminando la empresa iniciada por el príncipe Enrique el 
Navegante a principios de dicho siglo. En ese momento 
se configura el dilema por dos motivos. Por una parte, 
existe el primer sistema planetario. Por otra, la gestión 
del conocimiento —es decir, el desarrollo de cada 
país— es influida por la naturaleza de sus relaciones 
internacionales.

En estos cinco siglos se pueden identificar varias 
etapas de la formación del sistema mundial y del dilema 
del desarrollo en el orden global. Un Primer Orden 
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Mundial es el del capitalismo mercantil, con el liderazgo 
inicial de los países ibéricos y, enseguida, de Francia, 
Holanda e Inglaterra. Comienza entonces la hegemonía 
occidental y cristiana en la organización del sistema. De 
hecho, hasta tiempos recientes, el dominio de la tecnología 
estuvo concentrado en el Atlántico del Norte.

Desde fines del siglo XVIII, la Revolución Industrial 
inaugura un Segundo Orden Mundial. Las nuevas 
tecnologías y fuentes de energía, los nuevos medios 
de transporte, el surgimiento del ferrocarril, los cables 
submarinos, el telégrafo, los avances en la metalurgia, 
en la agricultura, en las industrias que ahora llamamos 
tradicionales, como la textil, que en aquel tiempo eran 
industrias dinámicas, configuran el nuevo orden mun-
dial y un impulso extraordinario y sin precedentes en 
la globalización.

Durante la conquista y la colonización, América 
Latina se incorporó al orden global en una posición 
subordinada. La relación centro-periferia, estudiada por 
Prebisch, se profundiza en el Segundo Orden Mundial, 
después de la independencia de nuestros países, que se 
incorporaron entonces al sistema como abastecedores 
de productos primarios, importadores de manufacturas 
y tomadores de deuda. Luego, esta relación se mantuvo 
por un período de tres décadas (de 1914 a 1945), en que 
se producen dos guerras mundiales, la gran crisis de los 
años treinta, la ruptura del sistema político con la revolu-
ción de octubre de Rusia y la emergencia del fascismo y 
del nazismo. Es un período en que declinaron todos los 
indicadores de la globalización: comercio, inversiones 
y corrientes financieras. Los países se replegaron sobre 
sí mismos y se produjo también, con la crisis de los 
años treinta, el descrédito de la ortodoxia neoclásica y 
el surgimiento del paradigma keynesiano.

Ese período de “desglobalización” fue sucedido 
por un nuevo orden global que podemos denominar 
Tercer Orden Mundial. Bajo el impacto de las nuevas 
tecnologías tiene lugar una transformación fenomenal 
y la profundización de las redes de la globalización. En 
el período se reconocen dos subperíodos. El primero, 
el “dorado”, en virtud de la recuperación posterior a la 
guerra bajo la hegemonía del paradigma keynesiano y 
del Estado de bienestar. El segundo, el neoliberal, fuer-
temente condicionado por el acelerado crecimiento de la 
globalización financiera y la formación de un gigantesco 
casino especulativo. En ese escenario se recompuso 
la hegemonía ideológica del “centro”, la magia y la 
omnipotencia del mercado y la supuesta impotencia 
de las políticas públicas sometidas al imperio de las 
expectativas racionales, fenómeno que culmina con la 
crisis reciente.

¿Cómo se ubica la reflexión de Prebisch en esta 
trayectoria histórica de la globalización y en la trans-
formación y renovación permanente del dilema del 
desarrollo en el mundo global? Prebisch comienza su 
formación de economista en la década de 1920, en un 
escenario de aparente retorno a la normalidad anterior 
a la guerra, que culmina con la gran crisis, el derrumbe 
del orden económico internacional, el descrédito de la 
ortodoxia neoclásica y el surgimiento del paradigma 
keynesiano. Para ese entonces, la Argentina era el país 
latinoamericano que había alcanzado, dentro de la relación 
centro-periferia durante el Segundo Orden Mundial, los 
más altos indicadores económicos y sociales de América 
Latina. Como consecuencia, la crisis golpeó profunda-
mente a la economía argentina. En semejante escenario 
interno y mundial, antes de cumplir los 30 años, Prebisch 
ocupa posiciones importantes en el régimen político 
argentino que surge del golpe de Estado de septiembre 
de 1930. En 1935, desde su puesto de Gerente General 
del Banco Central de la República Argentina, realiza la 
singular experiencia de administrar la política monetaria, 
que fue decisiva en la formación de su pensamiento.

Prebisch fue profesor de la Facultad de Ciencias 
Económicas de la Universidad de Buenos Aires y se 
retiró de la cátedra por las mismas razones políticas 
que lo alejaron de su posición en el Banco Central, a 
mediados de la década de 1940. Pero en el primer se-
mestre de 1948 volvió a la cátedra y tuve la gran fortuna 
de encontrarme cursando la materia en ese momento. 
Paralelamente a la cátedra, Prebisch dirigía un seminario 
de investigación. Recuerdo que en la primera sesión del 
seminario, en abril de aquel año, nos reunimos unas 20 
personas: Prebisch, dos o tres de sus colaboradores de la 
cátedra y los alumnos. El profesor comenzó por explicar 
los problemas que había enfrentado en la conducción 
de la política monetaria y dijo: “Mi desencanto con la 
teoría ortodoxa era cada vez mayor”. Enseguida pre-
guntó: ¿“A qué atribuyen ustedes ese desencanto”? Yo 
me atreví a contestar, con el asentimiento del profesor, 
que la causa era que la teoría no servía para resolver los 
problemas. En aquel seminario y en el curso, Prebisch 
anticipó las ideas que después desplegaría aquí, desde 
la cepal, enriquecidas por el aporte de Celso Furtado, 
Aníbal Pinto y otros maestros del pensamiento econó-
mico latinoamericano.

Ubicadas en su contexto histórico, se observa 
que las ideas de Prebisch y el llamado estructuralismo 
latinoamericano se gestaron en la fase de desglobaliza-
ción del sistema internacional, y alcanzaron su mayor 
influencia en el “período dorado” del Tercer Orden 
Mundial. Es decir, en la época en que la ortodoxia del 
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centro y su pretensión hegemónica fueron sustituidas 
por el paradigma keynesiano, las políticas públicas y el 
Estado de bienestar.

Fue en ese escenario que el pensamiento de Prebisch 
y su respuesta al dilema del desarrollo en el mundo 
global fructificaron en América Latina, y tuvieron una 
considerable influencia en la política económica de 
los países de la región. A partir de la década de 1970, 
todavía en vida de Prebisch, las cosas cambiaron y se 
recuperó el pensamiento hegemónico desde el centro, 
intensamente penetrado por la dimensión financiera. 

En mayor o menor medida, nuestros países sucumbie-
ron a la nueva situación en el marco de escenarios de 
extrema tensión política en varios de ellos. El proceso 
de transformación, liderado por la industrialización 
sustitutiva de importaciones, no nos había permitido 
construir situaciones nacionales suficientemente sóli-
das. Por lo tanto, caímos en la trampa de la deuda y, 
finalmente, en la década perdida de los años ochenta. 
Fueron los años finales de la vida de Prebisch, en los 
que declinó su influencia teórica y en la política eco-
nómica de los países.

IV
Los últimos 25 años

De 1985 a la fecha han ocurrido cambios profundos, 
que conviene recordar para responder al interrogante 
sobre la vigencia actual del pensamiento de Prebisch. 
El acontecimiento de mayor trascendencia es la conso-
lidación del desarrollo de China y la emergencia de la 
India. Desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, el 
Japón, la República de Corea y la provincia china de 
Taiwán desplegaron su desarrollo industrial y tecnoló-
gico. Pero en conjunto, esos países representan el 5% 
de la población del mundo. Recién con la emergencia 
de las dos grandes naciones asiáticas —cuya población 
representa el 40% de la población mundial— surge un 
polo alternativo de desarrollo que pone fin a la incontes-
table hegemonía occidental de los últimos cinco siglos. 
Lo que precisamente caracteriza la emergencia de estas 
naciones de Asia es la transformación estructural basada 
en la incorporación, en los tejidos productivos y sociales, 
de las actividades intensivas en conocimiento. El centro 
dinámico del sistema ha comenzado a desplazarse desde 
el Atlántico del Norte a la Cuenca Asia y el Pacífico.

Al mismo tiempo, en la actualidad la economía 
mundial ha sido golpeada por el descalabro del mundo 
del dinero. Asimismo, se ha hecho evidente la inviabilidad 
de seguir manteniendo el déficit de ahorro y de pagos 
internacionales de los Estados Unidos, como medio para 
cerrar la brecha ahorro-inversión en la economía global. 
La insuficiencia de la demanda interna de algunos países 
(principalmente, China y Alemania) para absorber sus 
altos niveles de ahorro ha sido cubierta en buena medida 
por el déficit norteamericano.

Un tercer hecho relevante es que la crisis del mundo 
del dinero ha provocado un vacío teórico en el pensa-
miento céntrico. Como en los años treinta, la ortodoxia 

está desacreditada por su incapacidad para generar un 
marco internacional y políticas nacionales viables. La 
Argentina ha cumplido un cierto papel pionero en algunos 
problemas. Recordamos antes que la reflexión de Prebisch 
se fundó en la experiencia argentina en el período de 
entreguerras. En tiempos recientes, la Argentina fue el 
país de América Latina que aplicó el canon neoliberal 
con mayor profundidad. Avanzó en las privatizaciones 
más que cualquier otro de los países de la región, se 
endeudó hasta el límite de la insolvencia, sobrevaluó 
la moneda causando estragos en el tejido productivo, 
convirtió al Banco Central en una caja de conversión 
bajo el régimen de convertibilidad y el tipo de cambio 
fijo, y redujo el objetivo de la política económica a 
“transmitir señales amistosas a los mercados”. El epí-
logo fue el descalabro de 2001-2002. Esta experiencia 
argentina anticipó la crisis que se desencadenó en el 
sistema global a finales de esta década, a partir de las 
mismas ideas y políticas que inspiraron la estrategia 
neoliberal en la Argentina.

Estos cambios en el sistema global plantean 
interrogantes acerca de la resolución de la brecha 
ahorro-inversión, el déficit de los Estados Unidos, la 
regulación del mundo del dinero y cómo se acomodan 
los países emergentes de Asia en un nuevo escenario 
internacional. Lo que no se advierte son respuestas del 
sistema internacional a la altura de los desafíos que siguen 
amenazando la paz, la seguridad y el medio ambiente. 
No se advierten en el debate del Grupo de los Veinte 
y en otros foros internacionales, respuestas válidas a 
estas cuestiones y mucho menos a las crecientes brechas 
de bienestar en el sistema global y en el interior de la 
mayoría de los países.
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En este escenario de incertidumbres hay ciertas cosas 
que, claramente, no cambian. No cambian la naturaleza 
de la globalización y el desarrollo, las relaciones entre 
ambos y el dilema del desarrollo en el mundo global.

La presencia de China en el mundo globalizado 
actual no indica que se comporte de manera distinta 
que las naciones industriales maduras respecto de las 
economías menos avanzadas. Es decir, a través de la 
exportación de manufacturas complejas y capital y la 
importación de alimentos y materias primas. Es previsible 
que la división internacional del trabajo entre el viejo 
centro del Atlántico del Norte y el nuevo de Asia y el 

Pacífico, por una parte, y lo que queda de la periferia 
después del despegue de las naciones emergentes, por 
la otra, se mantenga con las mismas tendencias que 
vienen del pasado.

A su vez, el desarrollo económico enfrenta desafíos 
provocados por cambios importantes en el sistema mun-
dial y debido a la continua ampliación de las fronteras 
del conocimiento y la tecnología. Pero el desarrollo 
sigue siendo esencialmente lo que siempre fue, vale 
decir, la incorporación de la ciencia y la tecnología en 
el tejido económico y social, y la capacidad de gestionar 
el conocimiento en el espacio nacional.

V
La densidad nacional

Esto me conduce a las reflexiones finales acerca del dilema 
del desarrollo en el mundo global y las condiciones que 
determinan la capacidad de los países de responder a los 
desafíos y oportunidades de la globalización. El análisis 
comparado de la experiencia de los países que tuvieron 
éxito a lo largo de los diversos períodos históricos, en 
responder con eficacia a tales desafíos y oportunidades, 
revela la presencia de ciertas condiciones necesarias que, 
en conjunto, denomino la densidad nacional. Puede afir-
marse que cada país tiene la globalización que se merece 
en virtud de la fortaleza de su densidad nacional. Los 
países que tienen fuerte densidad nacional son capaces 
de responder a los desafíos y pueden aprovechar las 
oportunidades del sistema global.

Entre los componentes de la densidad nacional 
figura, en primer lugar, la cohesión social. Sociedades 
profundamente fracturadas por la desigualdad, a veces 
por problemas religiosos y étnicos, carecen de capacidad 
para desplegar su potencial de recursos. El segundo com-
ponente es la calidad de los liderazgos. En las sociedades 
cohesionadas socialmente es normal que los líderes tengan 
estrategias de acumulación de poder dentro del propio 
espacio, y no sean meros agentes comisionistas de los 
intereses transnacionales. Por ejemplo, en la historia 
contemporánea, la experiencia de los países emergentes 
de Asia revela que el empresariado local y los Estados 
nacionales lideran el proceso de acumulación de capital 
y tecnología. Asimismo, establecen relaciones con las 
corporaciones transnacionales para el desarrollo de las 
cadenas de valor, sin perder la capacidad de conducir los 
procesos de acumulación y de cambio. Estas dos condi-
ciones están ligadas la una con la otra. Las sociedades 

muy fracturadas tienden a ser conducidas por minorías 
que están más cerca de los intereses transnacionales que 
el de sus propios pueblos.

Un tercer componente de la densidad nacional es la 
estabilidad institucional de largo plazo, independiente-
mente de la naturaleza del régimen político. Es necesario 
tener una suficiente estabilidad institucional para poder 
articular las respuestas al dilema. El cuarto componente 
son las ideas. Ninguno de los países exitosos condujo sus 
políticas nacionales con la visión hegemónica de centro. 
Todos —incluidos los Estados Unidos en el siglo XIX, 
siendo una nación emergente— se manejaron siempre 
con ideas arraigadas en el interés nacional. Pasó con el 
Japón después de la restauración Meiji, y pasó después 
de la Segunda Guerra Mundial en las ideas y políticas 
heterodoxas de la República de Corea, la provincia china 
de Taiwán, China y la India. Como sostenía Prebisch, 
la existencia de un pensamiento propio es condición 
necesaria e indispensable para poder encauzar a los 
países por el camino del desarrollo.

América Latina, después de dos siglos de indepen-
dencia, tropieza con la debilidad de la densidad nacional 
de nuestros países. Nuestras sociedades están fundadas 
sobre la base de la fractura social, la dominación de los 
pueblos originarios y el posterior fenómeno extraordi-
nario de la esclavitud que caracterizó a gran parte de 
América Latina. En países como la Argentina, en que los 
pueblos originarios y los afroamericanos conservaron 
poco peso relativo en el total de la población después 
de la avalancha inmigratoria, la fractura social se afirmó 
en la concentración de la propiedad de la tierra y otros 
recursos naturales. El hecho de que América Latina sea 
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la región con la mayor concentración de riqueza y la más 
desigual distribución del ingreso es, en gran medida, un 
legado de la historia. Nuestro desafío en la resolución 
del dilema del desarrollo en el mundo global es mayor 
que en otras partes, porque aquí tenemos que responder 
a los problemas de la actualidad y, simultáneamente, 
reparar los agravios de la historia.

La fractura social tuvo su correlato en la inestabilidad 
política de largo plazo y en la existencia de liderazgos 
cuyas estrategias de poder se vincularon al centro hege-
mónico, como agentes de intereses transnacionales antes 
que como líderes de procesos endógenos, nacionales, de 
acumulación. Por las mismas razones prevalecieron, en 
mayor o menor medida según los países y los períodos 
históricos de cada uno de ellos, ideas subordinadas al 
pensamiento céntrico.

Dos siglos después de la independencia subsiste la 
necesidad de construir la densidad nacional. En el último 
informe de la cepal sobre el tema de la igualdad, la in-
tegración social y la inclusión se destaca una condición 
indispensable para el proceso de desarrollo de América 
Latina. Prebisch había enfatizado lo mismo en sus estudios 
sobre el capitalismo periférico e incluso antes.

De manera que para resolver el dilema del desarrollo 
en el mundo global es preciso enriquecer la densidad 
nacional de nuestros países en la inclusión social, en la 
calidad de los liderazgos, en la estabilidad democrática, en 
la consolidación de un pensamiento crítico que fructifique, 
no porque existe un vacío hegemónico del centro, sino 
porque somos capaces de construir un pensamiento original 
latinoamericano de desarrollo económico y social. Todo 
esto, para desplegar políticas eficaces de desarrollo que 
incluyan la estabilidad y la solidez de los fundamentos 
macroeconómicos. Raúl Prebisch siempre puso énfasis en 
esta cuestión, a veces con la incomprensión de algunos de 
sus discípulos. No es posible hacer políticas nacionales 
en el marco del desorden, es indispensable la solvencia 
fiscal, tener bajos niveles de endeudamiento y fortaleza 
en los pagos internacionales. Si no se tiene suficiente ca-
pacidad en el ejercicio soberano de la política económica, 
no hay transformación posible y para poder implementar 
políticas arraigadas en el interés nacional es preciso tener 
densidad nacional.

El neoliberalismo vernáculo, epígono del pensa-
miento hegemónico del centro, nos concibe como un 
segmento del mercado mundial y nos condena, como 
sostiene Helio Jaguaribe (1979), a la posición perifé-
rica. El fundamentalismo globalizador que contagió a 
América Latina ha provocado, en algunas expresiones 
del progresismo, una cierta resignación en el sentido de 
que la globalización es tan abrumadora, que lo único 

que podemos hacer es buscar algunos nichos donde 
acomodarnos. Ese no fue el mensaje de Prebisch. No 
existe ningún nicho que nos permita generar desarro-
llo e inclusión social. La única vía posible es romper 
definitivamente la relación centro-periferia, generando 
capacidad de desplegar nuestros recursos e imaginación 
y un nuevo estilo de inserción en el sistema mundial.

¿Cuál es, entonces, la respuesta a la pregunta que 
formulé inicialmente?, es decir, ¿qué validez conservan 
los tres grandes mensajes de Prebisch? Más validez 
incluso que cuando con la colaboración de sus jóvenes 
colegas de trabajo de la cepal, los formuló hace ya más 
de 50 años. El primer mensaje, la importancia decisiva 
del pensamiento crítico, conserva aun más vigencia 
que en su tiempo. El segundo, que la transformación 
es posible, lo ratifica la experiencia de otras latitudes. 
Prebisch transmite un mensaje de esperanza. Tenemos 
los medios, la capacidad, los recursos, el talento nece-
sario como para construir el desarrollo. No hay factores 
externos que nos paralicen y que lo impidan. El mensaje 
de la transformación y de la esperanza está tan vivo 
como entonces. Finalmente, el tercer mensaje, que no es 
posible el desarrollo sin un cambio estructural profundo 
que incorpore a las actividades en la frontera del conoci-
miento, aparece ratificado por la experiencia histórica y 
los estudios del desarrollo comparado, particularmente 
de los países emergentes de Asia. Esa transformación 
incluye el tema tratado en el último informe de la cepal 
(2010) sobre el despliegue de las pequeñas y medianas 
empresas; sus vínculos con las grandes cadenas de valor; 
los lazos de los sistemas de ciencia y tecnología con la 
producción; la educación y la sinergia entre las esferas 
pública y privada.

Por último, la densidad latinoamericana. Las catego-
rías de la densidad nacional también tienen validez en el 
espacio regional. Cuanto más fuerte sean las densidades 
nacionales más profundas serán las vinculaciones entre 
nuestros países, las inversiones en infraestructura, la 
formación de cadenas de valor en sectores dinámicos de 
alcance regional, los programas de ciencia y tecnología, 
el financiamiento del desarrollo, y más sólidas las insti-
tuciones de la integración capaces de ejecutar políticas 
comunitarias e integrar los procesos nacionales en un 
espacio más amplio de alcance continental.

Para construir la densidad latinoamericana tenemos 
que concebir un pensamiento propio de la integración y 
visiones adecuadas a las realidades, así como abandonar 
la fantasía de reproducir en el espacio latinoamericano 
la experiencia de la Unión Europea. Nuestra realidad es 
diferente, la integración de nuestros países es distinta a 
la de otros espacios regionales. Hemos logrado en este 
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terreno avances importantes, probablemente más en el 
terreno político y en la concertación de las diplomacias 
latinoamericanas que en el campo del desarrollo econó-
mico. La densidad latinoamericana también se sustenta 
en el desarrollo social, la calidad de los liderazgos, la 
consolidación democrática y el pensamiento crítico.

En conclusión, conviene insistir en que, 25 años 
después del fallecimiento de Raúl Prebisch, sus ideas 
fundamentales, desarrolladas inicialmente en la Argentina 
y propagadas luego desde la cepal al resto del mundo 
con la colaboración de sus colegas de trabajo, tienen 
más vigencia que nunca.
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En este trabajo se examina el crecimiento experimentado por un 

conjunto de países latinoamericanos (1980-2004) mediante el análisis de 

la productividad total de los factores (ptf) con una doble perspectiva: 

maximizar el nivel de producción (pib) y minimizar las emisiones de CO2 

generadas en el proceso productivo. Con este propósito se construyen 

índices de productividad de Malmquist. Asimismo, se emplean funciones 

kernel de densidad para poder analizar la convergencia (o divergencia) 

de la eficiencia estimada. Los resultados obtenidos permiten señalar 

que la incorporación de factores medioambientales en la medición de 

la eficiencia y el cambio productivo hace posible que algunos países 

de la región vean mejorar sus estimaciones de manera significativa en 

comparación con las obtenidas por métodos más tradicionales. 



R E V I S T A  c e p a l  1 0 1  •  A G O S T O  2 0 1 0

América Latina: medición de la eficiencia productiva y el cambio técnico incorporando
factores ambientales •  Daniel Sotelsek y Leopoldo Laborda

18

I
Introducción

El propósito de este artículo es reflexionar y analizar 
empíricamente el crecimiento económico, la conver-
gencia en niveles de eficiencia y la vinculación con la 
cuestión ambiental por medio del estudio y la medida 
del cambio de la productividad total de los factores (ptf) 
en los países de América Latina.

En este contexto, la idea principal del estudio 
consiste en combinar la eficiencia técnica en la utiliza-
ción de los recursos con el concepto de sostenibilidad 
medioambiental. Para ello se estima el crecimiento de la 
ptf experimentado por las economías latinoamericanas 
entre 1980 y 2004, descomponiéndolo en mejoras de 
eficiencia y cambio tecnológico mediante el cálculo de 
índices de Malmquist.

La utilización de técnicas no paramétricas como 
el Análisis Envolvente de Datos (dea, según su sigla en 
inglés) para medir la productividad, obedece al propó-
sito de ofrecer resultados desagregados por país de las 
mejoras de eficiencia y de cambio técnico, consideran-
do varias externalidades en la función de producción. 
Por otra parte, se intenta detectar posibles patrones de 
crecimiento convergentes (o divergentes) en los países 
latinoamericanos durante el período 1980-2004.

Estimamos que el tema es relevante puesto que el 
crecimiento de América Latina en los últimos 25 años 

 Una versión preliminar de este trabajo ha sido presentada en el semi-
nario del Centro de Estudios Ibéricos y Latinoamericanos (cilas) de la 
Universidad de California en San Diego (ucsd), California. Agradecemos 
la ayuda institucional del bid y la ucsd, así como los comentarios reci-
bidos de parte del Dr. José Luis Machinea a esa versión.

ha sido modesto, pero también es cierto que no solo es 
necesario considerar la tasa de crecimiento, sino tam-
bién su calidad y estabilidad. Es en este contexto donde 
resulta necesario avanzar en el análisis de las causas 
del crecimiento, distinguiendo los efectos internos del 
cambio de eficiencia técnica (catching-up) y no solo 
un índice agregado.

También es importante destacar que, entre otros, el 
factor ambiental se ha incorporado al debate de la calidad 
del crecimiento y, en este sentido, el análisis cuantitativo 
y las metodologías utilizados en este trabajo permiten 
construir una medida del crecimiento incorporando esta 
variable a objeto de analizar cuál es su influencia a la 
hora de modificar la productividad total de los factores 
y poder comparar situaciones de crecimiento.

De acuerdo con estos objetivos, la estructura del 
trabajo es la siguiente: en la sección II se analizan los 
principales antecedentes sobre la relación entre creci-
miento, convergencia y medio ambiente. En la sección III 
se recoge una primera aproximación a la metodología 
utilizada en la descomposición de la ptf y el análisis 
de la convergencia. En la sección IV se describen los 
datos empleados y se presentan los resultados obtenidos. 
Por último, la sección V contiene las conclusiones del 
trabajo.

II
Antecedentes

1.	P roductividad total de los factores (ptf), 
crecimiento y convergencia en eficiencia

A partir del trabajo pionero de Solow (1957) sobre la 
contabilidad del crecimiento (factor residual), ha sido 
común medir el cambio en la ptf como una forma de 

buscar las causas del crecimiento y de esta manera re-
ducir lo que se ha dado en llamar la medida de nuestra 
ignorancia.

Los avances en este campo han sido significativos y 
en un primer momento se han orientado a distinguir los 
determinantes de la acumulación de factores, tratando 
de observar tanto la calidad de la mano de obra como 
del capital. En realidad, se pretendía dar respuesta a las 
siguientes preguntas: ¿por qué crece una economía? y 
¿cuál era la posibilidad de convergencia?

Desde la aparición del artículo de Romer (1986), 
quien propuso una función de producción con rendi-
mientos crecientes externos a la empresa, se inicia una 
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segunda etapa acerca de la teoría del crecimiento. En 
esos años, y tratando de dar respuesta a las mismas 
preguntas de siempre, surgían por una parte los modelos 
denominados de crecimiento endógeno y, por otra, se 
comenzaba a trabajar en la descomposición del progreso 
técnico y la eficiencia como dos medidas distintas que 
afectaban a la ptf.

En cuanto a la hipótesis de convergencia, la situación 
había dado un giro importante y en los estudios empíricos 
de Abramovitz (1986); Baumol (1986) y Madisson (1987) 
se encontraron evidencias de convergencia entre los 
países desarrollados, pero esta hipótesis no se mantenía 
cuando la muestra se ampliaba a países en desarrollo. 
Barro (1991), Barro y Sala-i-Martin (1992) y Mankiw, 
Romer y Weil (1992) también mostraban la existencia 
de convergencia condicional sobre las características 
del estado estacionario.

Junto con la definición de convergencia beta absoluta 
y condicional, Quah (1993) define una tercera medida 
de convergencia denominada sigma.1 Para el caso de 
América Latina, Elías (2001) analiza la convergencia 
sigma de siete países en el período 1960-1994 y encuen-
tra algún grado de convergencia entre los países, pero 
cuando se integra a los Estados Unidos a la muestra la 
situación es claramente divergente.

En este trabajo se introduce la idea de convergencia 
sigma solo desde el punto de vista de la eficiencia y por 
lo tanto no se profundiza en el tema, ya que lo relevante 
es complementar la idea de eficiencia en América Latina 
desde esta perspectiva.2

En todo caso conviene recordar que la evidencia 
muestra que el crecimiento de América Latina en los 
últimos 40 años ha sido modesto e inestable, presentando 
mayor volatilidad en el período 1980-2000. En este sentido, 
una primera referencia para el análisis del crecimiento 
en América Latina lo encontramos en Hofman (2001), 
donde se analiza en detalle el proceso de crecimiento de 
la región durante el siglo XX, las tendencias de conver-
gencia y un análisis sobre la productividad y la eficiencia. 
Entre otras características, en el trabajo se incorpora un 
tema novedoso para analizar el proceso de crecimiento, 
distinguiendo y relacionando lo que se considera las 
“causas próximas” (análisis tradicional de las fuentes 
de crecimiento y beta convergencia) con las llamadas 

1 La convergencia sigma (σ) mide la dispersión de la renta a través 
de la desviación estándar de la renta (Yit,) en cada país (i) a través 
del tiempo (t) (Barro y Sala-i-Martin, 1992).
2 Para un análisis de la convergencia en América Latina véase cepal 
(2008. pp. 17-54).

“causas últimas” (las instituciones, la distribución del 
ingreso y la inestabilidad macroeconómica).

Las conclusiones están en línea con otros estudios 
en el sentido de encontrar claras tendencias de conver-
gencia en el interior de la región y que el rol de la ptf 
permanece estable a lo largo del tiempo en torno del 
40%, reflejando que los aportes del capital y el trabajo 
son las variables que se modifican a lo largo del tiempo 
(Hofman, 2001, p. 12). 

Con respecto al período 1980-2000, el estudio avanza 
incorporando una explicación de las debilidades estructu-
rales de la región y de cómo estas, aunque resulta difícil 
de cuantificar, afectan al proceso de crecimiento.

En la misma perspectiva, en el artículo de Solimano 
y Soto (2005) se trata de identificar con un grado de de-
talle significativo el proceso de desarrollo económico de 
América Latina y su relación con los ciclos de desarrollo 
en las últimas décadas del siglo pasado. Para ello, se 
formulan en primer lugar algunos hechos estilizados del 
desenvolvimiento económico en la región: i) existencia 
de heterogeneidad y volatilidad en el crecimiento de largo 
plazo, ii) deterioro del desarrollo económico después 
de 1980, y iii) importantes cambios en el desarrollo 
económico entre los países.

En segundo lugar, el artículo se centra en el análisis de 
las fuentes del crecimiento, concluyendo que el deterioro 
del producto interno bruto (pib) en las últimas décadas 
del siglo pasado se relaciona fundamentalmente con una 
caída de la ptf. El estudio avanza en la identificación 
de determinantes de la ptf que pueden estar detrás de 
la merma del crecimiento, como es el caso del ciclo de 
negocios, la calidad de la fuerza del trabajo, los impactos 
(shocks) externos y la inestabilidad macroeconómica 
(Solimano y Soto, 2005, pp. 35-36).

En concordancia con nuestro trabajo, podemos citar 
algunos estudios en que se ha utilizado la estimación 
de la ptf mediante el Análisis Envolvente de Datos y la 
utilización de índices de Malmquist, ya que proporcionan 
una vía para distinguir entre progreso técnico y cambio 
en la eficiencia técnica a nivel de país:
—	 Para el período 1970-2001, Lanteri (2002) estima 

medidas de cambio en la ptf y sus componentes 
para nueve países, entre los que se incluyen a los 
Estados Unidos, así como a varios países latinoa-
mericanos y del sudeste asiático. En conformidad 
con la importancia de medir la eficiencia en el 
cambio de la ptf, se puede destacar que la Argentina 
presenta un decrecimiento de 0,5% anual en el pe-
ríodo (la frontera son los Estados Unidos), pero al 
descomponer la ptf se observa cómo la eficiencia 
aumenta durante este lapso a una tasa de 0,3% anual, 
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mientras que la causa fundamental del declive en 
la ptf radica en que el cambio tecnológico decae 
un 0,7% anual.

—	 Taskin y Zaim (1997) realizan un estudio sobre 
cambios en la ptf para 23 países de altos y bajos 
ingresos, en el período 1975-1990. En él se trata 
de comprobar la hipótesis del cambio de eficiencia 
técnica midiendo ese cambio y evaluando la tasa 
de difusión de la metodología. En conjunto, los 
países pierden muy poco en productividad, pero 
los de altos ingresos ganan un 0,37% anual y los 
de bajos ingresos pierden un 0,38% anual.

—	 En el caso de los países de la Organización de 
Cooperación y Desarrollo Económicos (ocde), en 
los estudios de Dowrick y Nguyen (1989) y Färe, 
Grosskopf y Norris (1994) se aprecia una marcada 
convergencia en los cambios de eficiencia, mientras 
que la situación no es igual cuando se analizan los 
cambios en la ptf con respecto a la frontera.

—	 Ching-Cheng y Yir-Hueih (1999) estudian las 
fuentes del crecimiento de la productividad de 
los factores para el caso de los países asiáticos. 
Usando funciones distancia basadas en el índice 
de productividad de Malmquist, señalan algunos 
resultados interesantes (en la muestra se incluyen 
19 países del Foro de Cooperación Económica Asia-
Pacífico (apec) al dividir la productividad entre 
cambio de eficiencia técnica y progreso técnico 
(innovación). Los datos indican que los Estados 
Unidos (incluido en la muestra) no es el único país 
innovador en la región; en los años ochenta, tanto 
la Región Administrativa Especial de Hong Kong 
como Singapur tenían la capacidad suficiente para 
ajustar la frontera de los países, por lo que no solo 
se destacan adaptando sino también innovando.

—	 Maudos, Serrano y Pastor (1999) al utilizar técnicas 
no paramétricas y para evitar los sesgos de eficiencia 
en el uso de las fronteras de producción consideran 
la posibilidad de conductas ineficientes, como es 
el caso de Färe, Grosskopf y Norris (1994) que de-
notan la importancia de las ganancias de eficiencia 
como fuente de convergencia en la productividad 
del trabajo para los países de la ocde.

2.	P roductividad total de los factores (ptf), crecimiento 
y medio ambiente

En estudios recientes, la literatura ha incorporado la 
cuestión ambiental al análisis tratando de justificar los 
cambios en la ptf y diferenciándolos en eficiencia y 
progreso técnico.

Si bien la vinculación entre crecimiento económico 
y medio ambiente no es un tema de estudio reciente, 
tampoco es lejana. Es en la década de 1970 cuando 
se consolida la idea de que los problemas ambientales 
deben estar, de una forma u otra, relacionados con el 
desarrollo económico.

Los primeros antecedentes se remontan al libro Silent 
Spring (Carlson, 1962) donde se ponían de manifiesto 
los problemas ocasionados para el medio ambiente por 
el uso indiscriminado de pesticidas e insecticidas. Unos 
años más tarde, Boulding (1966), en su ensayo “The 
Economics of the Coming Spaceship Earth”, intentaba 
mostrar el peligro que representaba el crecimiento eco-
nómico ilimitado desde el punto de vista de los recursos 
y la contaminación.

El informe Meadows y otros (1972) fue un primer 
antecedente sobre la existencia de límites al crecimiento 
económico: la hipótesis principal se vinculaba a la res-
tricción de los recursos no renovables. El debate se centró 
en tres puntos: la tasa de cambio del progreso técnico, 
futuros cambios en la composición de la producción y 
la posibilidad de sustitución (Ekins, 1993, p. 271).

Hoy en día el debate básicamente es el mismo; sin 
embargo, los estudios empíricos sobre la existencia de 
la curva ambiental de Kuznets (crecimiento y medio 
ambiente), la descomposición de las emisiones en 
escala y el efecto composición han esclarecido algo el 
debate. En este sentido, se afirma que el crecimiento 
económico no tiene por qué relacionarse con un deterioro 
ambiental, sino que, por el contrario, ambos elementos 
pueden coexistir con una mejora de la calidad ambiental 
(Cole, 2007).

En los años ochenta, en el informe de la Comisión 
Brundtland (cmmad, 1987) se consolida el término de 
desarrollo sostenible (cmmad, 1987).3 Desde el punto 
de vista económico, se trataba de compatibilizar los 
beneficios sociales de la disponibilidad de bienes y 
servicios y los costos ambientales derivados de esta 
producción.

A partir de los años noventa, los estudios de la 
curva ambiental de Kuznets se generalizan, entre otras 
cosas, merced a la disponibilidad de datos: Grossman 
y Krueger (1995) y Shafik (1994) encontraron eviden-
cias de la curva ambiental de Kuznets (en términos de 
escala, composición y efectos técnicos). No obstante, 
existen reservas acerca del punto de cambio según sean 

3 Si bien la idea central de desarrollo sostenible es preservar la equidad 
entre generaciones, este concepto deja de lado la preocupación por la 
equidad del ingreso y los niveles de pobreza en la población (equidad 
intrageneracional) (Markandya, 1992).
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las características económicas, culturales, políticas y 
sociales de cada economía (Cole, Elliot y Shimamoto, 
2005; Stern, 2002).4

A partir de allí, en gran parte de la literatura econó-
mica sobre variación en la ptf, eficiencia y convergencia 
se incluyen los temas ambientales y se acepta la buena 
relación entre crecimiento y medio ambiente:
—	 Kumar (2006) analiza el cambio en la ptf teniendo 

en cuenta la producción de bienes y servicios y la 
generación de externalidades negativas relacio-
nadas con el medio ambiente, mientras que otros 
lo consideran como un costo de abatimiento de 
la contaminación. La medida tradicional de pro-
ductividad ignora la reducción de emisiones no 
deseadas debido a la actividad de abatimiento, dado 
que no hay precio para la indeseable producción 
de emisiones, excepto cuando existe un mercado 
de bienes transables.

	 En el estudio se calcula un índice ajustado de pro-
ductividad de Malmquist para 41 países de mayor 
y menor desarrollo en el período 1971-1992, y se 
analizan los componentes de la ptf dividiendo lo 
que es progreso técnico y eficiencia (no se acepta 
la hipótesis nula de que los índices son iguales 
cuando se ignoran las emisiones), como resultado se 
encuentra que solo seis países (todos desarrollados) 
son innovadores, mientras que esto no se cumple 
en el caso de países de menores ingresos.

—	 Färe, Grosskopf y Hernández-Sancho (2004, p. 349) 
proponen un indicador que mida el comporta-
miento ambiental mediante la técnica de Análisis 
Envolvente de Datos y que consiste en el cociente 
entre el índice de cantidad de bienes producidos y 
el de externalidades ambientales. Este indicador 
muestra el grado en que un sector, firma o país 
puede tener éxito al producir bienes contabilizando 
simultáneamente los efectos negativos ambientales. 
Para la aplicación del índice utilizan los datos de 
una muestra de 17 países de la ocde para el año 
1990. Por una parte, emplean los datos del pib y, 
por otra, los datos de emisiones ambientales, CO2 
NOx SOx y consumo de energía (ce). Los resultados 
evidencian que Francia y Suecia son los países con 
un mayor cociente, mientras que Grecia presenta 
los peores.

—	 Ball y otros (2005) consideran la relación entre 
el crecimiento de la productividad y los efectos 

4 Para un análisis de los resultados sobre la estimación de los puntos 
de retorno en la curva ambiental de Kuznets, véase Cole (2007, 
p. 245).

negativos en el medio ambiente. Para ello tienen 
en cuenta algunos estudios donde se indica que el 
crecimiento de la productividad de los factores se 
encuentra sobreestimado cuando se está ante un 
incremento de externalidades negativas del tipo 
ambiental (Denison, 1979, y Robinson, 1995). 
Los autores parten construyendo un índice que 
denominan Malmquist Cost Productivity (mcp) y 
cuyo objeto es establecer una medida del aumento 
de la productividad que considere las externalida-
des. Utilizando datos de panel muestran cómo la 
medida de la productividad crece cuando se ignoran 
las externalidades ambientales negativas. Al con-
trario, cuando los riesgos ligados a la producción 
disminuyen la productividad aumenta (Ball y otros, 
2005, pp. 382-386).

—	 Färe, Grosskopf y Pasurka (2007), partiendo de 
esta base, consideran la posibilidad de generar una 
medida de la productividad teniendo en cuenta que 
no existen los datos sobre los insumos utilizados en 
las externalidades ambientales. Para ello proponen 
la medida tradicional de la productividad en un 
contexto diferente denominado “aproximación 
conjunta de la producción”.5 Utilizan datos de 
planta de electricidad para el período 1985 y 1995 
con un producto: generación neta de electricidad 
y dos externalidades: CO2 y NOx. Los resultados 
denotan que las actividades de abatimiento de la 
contaminación se relacionan con disminuciones en 
la productividad tradicional y el cambio técnico, 
aunque estas diferencias no son estadísticamente 
significativas (Färe, Grosskopf y Pasurka 2007, 
p. 680).

—	 Schuschny (2007) analiza el desempeño energético 
de 37 países de América Latina y el Caribe mediante 
el empleo de indicadores de la actividad económi-
ca, de intensidad de las emisiones de dióxido de 
carbono (CO2) y de consumo de energía basado en 
el uso de fuentes fósiles o limpias y alternativas. 
Los resultados encontrados muestran la existencia 
de países que han hecho esfuerzos por lograr in-
crementos en el nivel de actividad de la economía, 
intentando sustituir el consumo energético por 
tecnologías limpias.

5 Esta aproximación tiene algunas ventajas: i) no requiere información 
acerca del costo de las tecnologías de abatimiento; ii) no requiere 
investigar sobre las propias estrategias de abatimiento; y iii) la 
medida captura el efecto de abatimiento para más de un problema 
de contaminación.
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A diferencia del trabajo de Schuschny (2007), en este 
artículo los factores contaminantes (en este caso emisiones 
de CO2) no se consideran como un factor a minimizar, sino 
como producto no deseable o externalidad. Este enfoque 
diferente obedece a que el principal objetivo de este trabajo 
es realizar un ejercicio de contabilidad del crecimiento 
económico (de ahí la elección de factores de producción 
clásicos como el capital y el trabajo, y de un producto 
también estándar en este tipo de literatura como es el 

pib) desde una perspectiva más amplia, donde también se 
consideren los efectos negativos en términos ambientales 
vinculados a dicho crecimiento económico.

Para finalizar esta sección creemos importante 
recalcar la relevancia de enmarcar los análisis presentes 
en el contexto de una región como América Latina y en 
un período de tiempo muy significativo, que comprende 
la “década perdida”, el Consenso de Washington y la 
etapa de recuperación.

III
Metodología para el análisis de la eficiencia

1.	 Medición de la eficiencia productiva y el cambio 
técnico: el índice de Malmquist

El análisis propuesto en esta investigación ha requerido 
la estimación de índices de la ptf de Malmquist, para 
ello se ha seguido la metodología propuesta por Färe y 
otros (1994) en virtud de la cual se mide el cambio de la 
ptf entre dos períodos de tiempo, calculando el cociente 
de las distancias de cada punto de datos en relación 
con una tecnología común. Dada una tecnología en el 
período t, el cambio en el índice de la ptf de Malmquist 
(orientado al producto) entre el período s (el período 
base) y el período t puede ser expresado como:
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O bien, usando la tecnología de referencia en el 
período s, el índice puede ser definido como:
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En las ecuaciones (1) y (2) la notación d q xs
t t0 ,( )  

representa la distancia de la observación del período t 
a la tecnología del período s, en los términos ya defi-
nidos. De tal forma que un valor de (mo) mayor que 1 
indica un crecimiento positivo de la ptf del período s 
al período t, mientras que un valor menor que 1 indica 
una disminución de la ptf.

Como han señalado Färe, Grosskopf y Roos (1998), 
estos dos índices son solo equivalentes si la tecnología 
es output-neutral en el sentido de Hicks. Es decir, si las 

funciones distancia del output pueden ser representadas 
como d q x a t d q xt

t t t t0 0, ,( ) = ( ) ( )  para todo t.
A fin de evitar imponer esta restricción o arbitra-

riamente escoger una de las dos tecnologías, el índice 
de la ptf de Malmquist es a menudo definido como la 
media geométrica de estos dos índices, en el sentido de 
Fisher (1992) y Caves, Christensen y Diewert (1982). 
Esto es:
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Las funciones distancia en este índice de pro-
ductividad pueden ser reorganizadas para mostrar que 
lo anteriormente expresado equivale al producto del 
índice de cambio de la eficiencia técnica y el índice de 
cambio técnico:
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En la ecuación anterior el cociente fuera de los 
corchetes mide el cambio de la medida de eficiencia 
técnica orientada al output de Farrell entre el período 
s y el t. La parte restante del índice en la ecuación (4) 
es una medida de cambio técnico, esto es, la media 
geométrica del cambio en la tecnología entre los dos 
períodos, evaluados en (xt) y también en (xs).
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Färe, Grosskopf y Roos (1994) sugieren que el 
cambio de la eficiencia técnica sea descompuesto en dos 
componentes representados por “la eficiencia de escala y 
la eficiencia técnica pura”.6 La anterior descomposición 
implica adoptar la medida de cambio de eficiencia en 
el primer término de la ecuación (4)7 y separarla en un 
componente de cambio de la eficiencia pura y en un 
componente de cambio de eficiencia de escala, tal como 
recogen respectivamente las siguientes ecuaciones:
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El componente del cambio de la eficiencia de escala 
de la ecuación (6) es en realidad la media geométrica 
de dos medidas de cambio de la eficiencia de escala. La 
primera es con relación a la tecnología del período t y la 
segunda con respecto a la tecnología del período s.

Para la estimación de los anteriores componentes 
se recurrirá al Análisis Envolvente de Datos.8 La natu-
raleza de esta técnica, conocida como dea, estriba en 
la definición de una frontera eficiente como punto de 
referencia para evaluar las variaciones observadas en el 
desempeño de distintas unidades productivas (en este 
caso países).9 El método de Análisis Envolvente de 
Datos no crea supuestos sobre formas funcionales, pues 
se trata de un enfoque no paramétrico de la evaluación 
de desempeño; sin embargo, permite la incorporación 
de diversos insumos y productos, por lo que este caso 
constituye un aspecto esencial con relación a los ob-
jetivos del presente trabajo y la principal justificación 
para su empleo.

6 Esto solo es posible cuando las funciones distancia de las ecuacio-
nes consideradas son estimadas en relación con una tecnología con 
rendimientos constantes de escala.
7 En este caso implica asumir un cociente de dos funciones distancia 
con rendimientos constantes de escala.
8 En Schuschny (2007) se realiza una presentación detallada de esta 
técnica, así como una excelente revisión de los conceptos de produc-
tividad y eficiencia.
9 En otras palabras y en el caso que nos ocupa, el supuesto de par-
tida al aplicar esta técnica es que todos los países que comprende la 
muestra deberían poder funcionar en un nivel óptimo de eficiencia, 
que está determinado por los países eficientes que la integran. En 
la literatura especializada, a estos países eficientes se les denomina 
“países pares” y son los que determinan la frontera de eficiencia, de 
manera que la distancia hasta la frontera eficiente representa la medida 
de la eficiencia o de su falta.

Una de las ventajas relevantes de la utilización del 
Análisis Envolvente de Datos es que permite trabajar 
con múltiples insumos y productos que poseen uni-
dades distintas, no hace necesario considerar el pleno 
empleo de los factores productivos, ni requiere formas 
funcionales explícitas. Mientras que en cuanto a los 
inconvenientes se puede decir que el método es sensi-
ble a errores de medición (los puntos de referencia son 
altamente productivos), no permite aplicar fácilmente 
tests estadísticos y se identifican ineficiencias relativas 
y no absolutas (Schuschny, 2007, pp. 22-23).

1.	 Dinámica de la distribución de la eficiencia

A fin de entender la dinámica de la evolución de toda 
la distribución de eficiencia se propone la utilización de 
estimadores kernel estocásticos, de manera análoga al 
planteamiento adoptado por Birchenal y Murcia (1997) 
para analizar la convergencia.

En el gráfico 1 se ilustra este planteamiento, apre-
ciándose una distribución posible de la eficiencia en dos 
períodos de tiempo: t y t+s. La distribución en el período 
t indica que existe un nivel promedio de eficiencia que 
comparten la mayoría de las economías consideradas y 
que existen pocas que tienen elevada o baja eficiencia 
en extremo. En contraste, en t+s se han agrupado las 
economías con mayor eficiencia, así como aquellas 
menos eficientes, conformando dos grupos claramente 
diferenciados donde han desaparecido los grupos de 
eficiencia media.

Gráfico 1

Cambio en la distribución de eficiencia

Eficiencia
1

3

4

2

t+s tiempot

Fuente: elaborado sobre la base de J.A. Birchenal y G.E. Murcia, 
“Convergencia regional: una revisión del caso colombiano”, Archivos 
de macroeconomía, Nº 69, Bogotá, D.C., Departamento Nacional de 
Planeación, 1997.
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Asimismo, las flechas representadas en el gráfico 1 
muestran la dinámica interior de la distribución. Por 
ejemplo, las flechas 2 y 3 indican la “movilidad” de las 
economías en el interior de la distribución y las flechas 1 y 
4 indican la “persistencia” de las economías que conservan 
su posición original entre los períodos t y t+s.

Para analizar esta dinámica, sin distorsionarla, se 
propone dividir el espacio de eficiencia en un número 
infinito de regiones o un continuum. En este caso, la 
matriz correspondiente de probabilidades de transición 
tenderá a un continuum de filas y columnas, convirtién-
dose en un kernel estocástico.

IV
Datos y resultados empíricos

A la hora de aplicar esta metodología al análisis del 
crecimiento de la productividad (ptf) para un conjunto 
de países latinoamericanos (1980-2004), se han utilizado 
los datos correspondientes al pib (expresado en dólares 
constantes de 2000) y a las emisiones de CO2 (kt) como 
principales externalidades.10 Respecto de los insumos, 
estos están representados por el total de la fuerza labo-
ral y por la formación bruta de capital (expresada en 
dólares constantes de 2000). Los anteriores datos han 
sido generados por el Banco Mundial en colaboración 
con otras agencias internacionales.11

En el cuadro I del apéndice estadístico se presenta 
un análisis descriptivo de las estadísticas básicas de las 
variables utilizadas para los 18 países latinoamericanos 
considerados.

A partir de estas variables se estima el cambio de 
la ptf y su descomposición (cambio de la eficiencia, 
cambio tecnológico, cambio de la eficiencia pura y 
cambio de la eficiencia de escala) para el conjunto de 
países considerados en la muestra. Esa estimación se ha 
realizado contemplando una aproximación clásica (que 
denominaremos normal) en la que el único producto 
considerado es el pib y otra alternativa (que denomina-
remos ambiental) en la que se incorpora un producto 
adicional no deseable, representado por las emisiones 
de CO2 que acompañan a dicho crecimiento.

1.	 Análisis de la ptf y de la eficiencia

Se comienza el análisis considerando la descomposición 
del crecimiento de la ptf por año recogida en el cuadro 1. 

10 Las emisiones de dióxido de carbono son aquellas derivadas del 
empleo de combustibles fósiles y de la fabricación de cemento. Se 
incluye el dióxido de carbono producido durante el consumo de 
combustibles en estado sólido, líquido o gaseoso.
11 Los autores agradecen expresamente a estas instituciones su 
amabilidad al facilitar el acceso a las bases de datos Indicadores del 
desarrollo mundial y Finanzas del desarrollo mundial.

En primer lugar, se presentan los resultados del cambio 
experimentado para el período (1980-2004), efectuando 
también estimaciones del cambio alcanzado en distintos 
subperíodos a fin de aportar una mayor información 
sobre el comportamiento de estas variables.12

En términos generales, puede decirse que no hay 
grandes diferencias en las magnitudes estimadas con los 
dos índices empleados, de modo que en ambos casos 
la ptf media durante todo el período considerado ha 
sufrido una pequeña reducción (al descomponer la ptf 
se observa que utilizando el índice normal esta reducción 
se explicaría por la disminución de la eficiencia técnica, 
la eficiencia técnica pura y la debida a la escala; por el 
contrario, al utilizar el índice ambiental es el cambio 
tecnológico el responsable de esta aminoración de la ptf). 
Si bien los resultados finales no son dispares, según sea 
la medida utilizada de ptf las conclusiones preliminares 
y por tanto las recomendaciones de política, así como 
de incentivos, pueden ser distintas.

Al analizar el período completo, se observa que en 
los subperíodos 1981-1982 y 1982-1983 son de creci-
miento en la ptf (cercano al 10%) en ambos escenarios, 
aunque en el caso del índice ambiental el incremento es 
superior, especialmente en el subperíodo 1981-1982. El 
subperíodo 1986-1987 es el de mayor pérdida de ptf 
(cercana al 7%) y también en ambos índices, lo que 
parece indicar cierta evolución negativa de los principales 
indicadores macroeconómicos en lo que se ha dado en 
llamar la “década perdida”. Al contrario, en el decenio 
de 1990 se advierten pérdidas importantes en la ptf en el 
subperíodo 1996-1997 y recuperación en el subperíodo 
1998-1999. Esto parece coincidir con los procesos de 

12 Una interpretación sencilla de los resultados es considerar a 
los valores superiores a la unidad como mejoras experimentadas 
en su crecimiento, y los menores que uno como retrocesos en ese 
crecimiento.
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crisis financieras y bancarias y su superación tanto a 
nivel latinoamericano como mundial.

Llama la atención que tanto en los subperíodos de 
ganancia como de pérdida de productividad la mayor 
influencia proviene del cambio tecnológico o, lo que 
es igual, la variación del cambio tecnológico es mucho 
más pronunciada que la variación del cambio de la 
eficiencia.

A fin de profundizar en el análisis, en el cuadro 2 se 
aprecia la descomposición del crecimiento de la ptf para 
cada uno de los países considerados y para el conjunto 
de ellos. En este caso, se comprueba la inexistencia 
de grandes diferencias en las magnitudes estimadas 
con los dos índices empleados de manera similar a los 
datos del cuadro 1. Sin embargo, hay algunos países 
cuyo comportamiento requiere algunos comentarios. 
Utilizando el índice normal, en el Estado Plurinacional 
de Bolivia se observa un pequeño incremento medio de 

la ptf, y utilizando el índice ambiental, la ptf registra 
una disminución.

En el caso del Ecuador y de la República Bolivariana 
de Venezuela la situación es la siguiente: en el Ecuador 
los incrementos en la ptf se producen en ambos es-
cenarios; sin embargo, el índice ambiental muestra 
un claro comportamiento ascendente con una tasa 
media del 2,3% para todo el período y muy superior a 
la medición a través del pib, lo que parece indicar un 
esfuerzo importante por parte del Ecuador en materia de 
eficiencia cuando se tienen en cuenta las externalidades 
ambientales. Mientras que en la República Bolivariana 
de Venezuela si bien se observa una disminución de la 
ptf en ambos escenarios, su comportamiento es mucho 
mejor cuando se incorporan las emisiones, ya que la 
caída de la ptf es del 2,8% considerando únicamente 
el pib y solo del 0,7% cuando se incorpora el índice 
ambiental.

Cuadro 1

Descomposición del crecimiento de la ptf por año: crecimiento medio anual, 1980-2004

Período Resumen índice Malmquist (índice normal) Resumen índice Malmquist (índice ambiental)

effch techch pech sech tfpch effch techch pech sech tfpch

1980-1981 1,032 0,958 0,983 1,05 0,989 1,023 0,972 1,007 1,016 0,995
1981-1982 0,959 1,141 0,96 0,999 1,093 0,961 1,157 0,977 0,983 1,112
1982-1983 0,942 1,169 0,958 0,983 1,101 0,918 1,207 0,911 1,008 1,108
1983-1984 1,038 0,938 1,061 0,978 0,974 1,117 0,871 1,097 1,018 0,973
1984-1985 0,955 1,05 0,977 0,978 1,003 0,99 1,006 1,02 0,971 0,997
1985-1986 1,028 0,951 1,037 0,991 0,977 0,986 0,971 0,977 1,009 0,957
1986-1987 0,965 0,956 0,986 0,979 0,923 0,986 0,943 1 0,986 0,93
1987-1988 0,861 1,179 0,922 0,934 1,016 0,906 1,141 0,945 0,959 1,035
1988-1989 0,916 1,123 0,836 1,095 1,029 0,807 1,287 0,789 1,022 1,038
1989-1990 1,081 0,895 1,182 0,914 0,967 1,03 0,947 1,146 0,899 0,975
1990-1991 1,332 0,713 1,153 1,155 0,95 1,348 0,705 1,164 1,158 0,95
1991-1992 0,976 0,958 0,998 0,978 0,935 1,068 0,884 1,043 1,024 0,944
1992-1993 0,992 0,98 0,97 1,023 0,971 0,911 1,076 0,932 0,977 0,981
1993-1994 0,77 1,255 0,888 0,868 0,966 0,759 1,274 0,873 0,869 0,966
1994-1995 1,189 0,823 1,096 1,085 0,978 1,188 0,818 1,103 1,076 0,971
1995-1996 0,962 1,086 1,01 0,952 1,044 0,963 1,09 1,019 0,945 1,049
1996-1997 1,078 0,855 1,029 1,047 0,922 1,214 0,76 1,09 1,113 0,922
1997-1998 1,047 0,909 1,019 1,028 0,952 1,058 0,908 1,035 1,022 0,96
1998-1999 0,957 1,155 1,035 0,925 1,105 0,91 1,207 0,998 0,912 1,098
1999-2000 1,002 1,014 0,955 1,05 1,016 1,041 0,963 1,002 1,039 1,002
2000-2001 0,98 1,028 0,954 1,027 1,008 1,014 0,994 0,968 1,047 1,008
2001-2002 0,843 1,205 0,874 0,964 1,016 0,87 1,164 0,935 0,93 1,012
2002-2003 1,12 0,911 1,127 0,994 1,02 0,988 1,043 0,966 1,023 1,031
2003-2004 1,035 0,945 0,999 1,036 0,978 1,126 0,862 1,082 1,041 0,971
Media 0,996 1 0,997 0,999 0,996 1 0,998 1 1 0,998

Fuente: elaboración propia sobre datos de las bases World Development Indicator (wdi) y Global Development Finance (gdf) del Banco 
Mundial.

ptf: productividad total de los factores.
effch: cambio en la eficiencia técnica.
tehch: cambio tecnológico.
pech: cambio en la eficiencia técnica pura.
sech: cambio en la eficiencia de escala.
tfpch: cambio en la productividad total de los factores.
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Al descomponer la ptf se observa un patrón de 
comportamiento diferente del comentado en el cuadro 1. 
En el caso del Ecuador, se observa que parte de la mejora 
se debe especialmente al cambio de eficiencia, que a 
su vez se explica en mayor medida por el cambio de la 
eficiencia técnica pura en el caso del índice ambiental; 
mientras que teniendo en cuenta el índice normal, el 
cambio positivo (aunque mucho menor) obedece bási-
camente al progreso técnico. En el caso de la República 
Bolivariana de Venezuela se llega a la misma conclusión, 
en el índice normal la caída se justifica tanto por efi-
ciencia como por tecnología, mientras que a la hora de 
usar el índice ambiental la eficiencia (eficiencia pura) 
compensa la caída del cambio técnico.

En el caso de la República Dominicana la situación 
también es bastante clara: en el índice ambiental el buen 
comportamiento de la eficiencia técnica (pura) ayuda a 
compensar la caída del cambio técnico, mientras que en 
el índice normal el comportamiento de ambos elementos 
es muy parecido.

En resumen, puede decirse que los resultados 
obtenidos para la totalidad del período considerado 
muestran, en general, bastante consistencia al comparar 
las dos medidas utilizadas (con la salvedad ya señalada 
del Estado Plurinacional de Bolivia). Cabe mencionar 
que los países en que la ptf experimenta un mayor 
incremento en la evolución son el Uruguay (obtiene 
1,015 en los dos índices) y el Ecuador (1,006 en el índice 
normal y 1,023 en el índice ambiental); por su parte, en la 
República Bolivariana de Venezuela la ptf experimenta 
una disminución de 0,972 con el índice normal y tan 
solo de 0,993 con el índice ambiental.

Concluyendo, se puede decir que el comportamiento 
de la región ha sido más bien débil en cuanto a creci-
miento de la ptf durante estos años, tanto desde el punto 
de vista del cambio tecnológico como de la eficiencia 
técnica, aunque esta última juega un papel mucho más 
importante a la hora de utilizar el índice ambiental. Esto 
último se comprueba con mayor nitidez en el caso de 
países que se encuentran más alejados de la media.

Cuadro 2

Descomposición del crecimiento de la ptf por país:
crecimiento medio anual, 1980-2004

País Resumen índice Malmquist (índice normal) Resumen índice Malmquist (índice ambiental)

effch techch pech sech tfpch effch techch pech sech tfpch

Argentina 1 0,997 1 1 0,997 1 0,998 1 1 0,998
Bolivia (Est. Plur. de) 1,007 0,995 1 1,007 1,001 1 0,996 1 1 0,996
Brasil 0,994 1,009 1 0,994 1,003 0,999 1,001 1 0,999 1
Chile 0,999 1,004 0,999 1 1,002 0,997 1,002 1 0,997 1
Colombia 0,997 1 0,996 1,001 0,997 0,995 1,001 0,995 1 0,996
Costa Rica 0,985 1,004 0,989 0,996 0,989 0,985 1,002 0,99 0,995 0,986
República Dominicana 0,998 0,997 1 0,998 0,996 1,005 0,992 1,004 1,001 0,997
Ecuador 1,001 1,006 1,005 0,996 1,006 1,013 1,009 1,012 1,001 1,023
El Salvador 0,987 0,998 0,987 1 0,986 0,99 0,997 0,99 1 0,987
Guatemala 0,991 0,998 0,991 1 0,989 0,997 0,995 0,995 1,002 0,992
Honduras 0,99 0,998 0,982 1,009 0,988 1 0,994 0,994 1,006 0,994
México 1,006 0,99 1 1,006 0,995 1,004 0,984 1 1,004 0,989
Nicaragua 0,997 0,991 1 0,997 0,988 1 0,995 1 1 0,994
Panamá 0,994 1,009 1 0,994 1,003 0,995 1,006 1 0,995 1,001
Paraguay 1,009 1,002 1,012 0,996 1,011 1,011 1,003 1,014 0,997 1,014
Perú 0,994 0,997 0,999 0,995 0,991 0,998 0,993 1 0,999 0,991
Uruguay 1,006 1,009 1,002 1,004 1,015 1,006 1,01 1,002 1,004 1,015
Venezuela (Rep. Bol. de) 0,984 0,989 0,986 0,997 0,972 1 0,993 1 1 0,993
Media 0,996 1 0,997 0,999 0,996 1 0,998 1 1 0,998

Fuente: elaboración propia sobre datos de las bases World Development Indicator (wdi) y Global Development Finance (gdf) del Banco 
Mundial.

ptf: productividad total de los factores.
effch: cambio en la eficiencia técnica.
tehch: cambio tecnológico.
pech: cambio en la eficiencia técnica pura.
sech: cambio en la eficiencia de escala.
tfpch: cambio en la productividad total de los factores.
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2.	 Análisis agregado de la eficiencia técnica en 
América Latina

El empleo de técnicas no paramétricas para analizar el 
crecimiento de la ptf permite disponer de información sobre 
la evolución que ha experimentado la eficiencia técnica 
en América Latina (véase el gráfico 2). La comparación 
entre las magnitudes obtenidas con los dos índices permite 
ver una tendencia muy similar a lo largo del tiempo, si 
bien en términos generales el índice ambiental arroja unas 
cifras algo superiores al índice normal.

En el gráfico 2 se observan varias etapas en la 
trayectoria de esta variable, siendo los años 1989 y 
1994 donde ambas medidas coinciden y vienen pre-
cedidas de una disminución importante en la ptf. Sin 
el propósito de hacer un análisis detallado, se puede 
decir que el primer cambio de tendencia coincide con 
el final de la década y la aplicación de políticas vin-
culadas al Consenso de Washington, mientras que el 
cambio de tendencia en el año 1994 podría explicarse 
por políticas expansivas que desembocan en 1995 con 
la crisis financiera. Otro cambio de tendencia se da en 
2002, donde el comportamiento de América Latina 
coincide con indicadores macroeconómicos estables en 
la mayor parte de la región. Otro punto a considerar es 
que la diferencia entre el índice ambiental y el normal 
es mayor en la década de 1990 que en la de 1980, por 
lo que puede pensarse que el esfuerzo de eficiencia en 
materia de emisiones ha sido mucho más relevante a 

consecuencia de ciertas regulaciones y coincide con 
una mayor preocupación por mejorar los estándares en 
materia ambiental, aunque en todo caso cabe recordar 
que esas mejoras (o menores pérdidas) obedecen más 
a la eficiencia técnica (especialmente la eficiencia 
técnica pura) que al progreso técnico.

Analizada la evolución de la eficiencia técnica, 
suscita interés comprobar si esta ha favorecido la asi-
milación de la tecnología ya existente de los países más 
próximos a la frontera (proceso de convergencia) y, por 
tanto, la convergencia en eficiencia.

A fin de conocer la dispersión existente, en el 
gráfico 3 se recoge la sigma-convergencia a partir de 
la desviación típica del logaritmo del indicador de 
eficiencia.

En el gráfico 3 se comprueba que en estos años 
se han producido marcados cambios de tendencia en 
la evolución de la eficiencia técnica. Al comparar las 
magnitudes obtenidas con los dos índices, nuevamente se 
observa una tendencia muy similar a lo largo del tiempo, 
si bien en términos de convergencia el índice ambiental 
arroja unas cifras levemente superiores al índice normal. 
En dicha tendencia se refleja cómo durante los períodos 
1983-1987, 1989-1992 y 1994-1998 se viven etapas de 
mejora de eficiencia que favorecieron la reducción de 
las diferencias entre los países. Entre esos períodos se 
produce un aumento de la eficiencia de los países más 
próximos a la frontera, lo que vuelve a acentuar las 
desigualdades.

Gráfico 2

Evolución del índice de eficiencia media por año,
1980-2004

0

0,1

0,2

0,3

0,4

0,5

0,6

0,7

0,8

0,9

1

1980 1982 1984 1986 1988 1990 1992 1994 1996 1998 2000 2002 2004

Eficiencia media índice ambientalEficiencia media índice normal

Fuente: elaboración propia sobre datos de las bases World Development Indicator (wdi) y Global Development Finance (gdf) del Banco Mundial.
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Gráfico 3

Evolución de la convergencia sigma del índice de eficiencia media
por año, 1980-2004
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Fuente: elaboración propia sobre datos de las bases World Development Indicator (wdi) y Global Development Finance (gdf) del Banco Mundial.

Un punto a destacar es que, en todo el período, la 
convergencia con el índice ambiental es mayor que con el 
índice normal y que en los períodos de mayores niveles de 
convergencia (1987, 1992, 1998); contando un intervalo 
de cinco años (dos años anteriores y dos posteriores), la 
diferencia entre la convergencia ambiental y normal se 
amplía: por consiguiente, a mayor nivel de convergencia 
mayor diferencia entre los índices, lo que parece indicar 
que el proceso de convergencia se produce con mayor 
facilidad con el índice de convergencia ambiental que 
con el índice de convergencia normal.

Teniendo en cuenta no solo las medidas de con-
vergencia, sino también la distribución de la eficiencia 
técnica (cambio en la forma de la distribución y dinámica 
distributiva en el interior de esa distribución) (Quah, 
1993 y 1997),13 a continuación se presenta la dinámica 
de la distribución de la eficiencia técnica mediante la 
estimación de funciones de densidad kernel siguiendo 
la propuesta de Lucy, Aykroyd y Pollard (2002). Con 
las especificaciones señaladas, en el gráfico 4 se denota 
la convergencia (divergencia) y la persistencia (movili-
dad) en el nivel de eficiencia técnica alcanzado por los 
países latinoamericanos durante los períodos parciales 
1980-1992, 1992-2004 y 1980-2004.

13 Según Quah (1997), pueden existir coaliciones o clubes de conver-
gencia formados endógenamente a través de todos los países, y las 
dinámicas de convergencia diferentes dependerán de la distribución 
inicial de las características de los países.

Para facilitar la interpretación del citado gráfico, 
una estrategia es ilustrar los casos extremos en que toda 
la distribución presenta respectivamente movilidad, 
persistencia y convergencia. En esta situación, la persis-
tencia se traduciría en que toda la distribución mantiene 
sus características entre los períodos t y t+s, los países 
eficientes siguen siendo eficientes y los poco eficientes 
siguen siéndolo; en el caso de la movilidad tendríamos 
una reversión total en las condiciones iniciales de los 
países, de manera que los considerados como poco efi-
cientes en el período t se convertirían en eficientes en el 
período t+s, mientras que los considerados eficientes se 
convertirían en poco eficientes.14 Finalmente, si con el 
paso del tiempo la distribución se concentra alrededor 
de un plano paralelo al eje t, mientras que inicialmente 
la eficiencia se distribuía normalmente en la totalidad de 
la sección cruzada (es decir, el agrupamiento se presenta 
alrededor del valor t+s=1), se dice que la distribución 
converge hacia la misma igualdad en los niveles de 
eficiencia de los países.

Si bien es difícil generalizar dado que el compor-
tamiento del conjunto de países es bastante heterogéneo 
durante el período considerado, parece detectarse una 

14 Según Birchenal y Murcia (1997) una forma sencilla de apreciar 
los anteriores fenómenos es observando si las líneas de contorno de 
la distribución se concentran sobre la línea de 45 grados trazada en el 
plano t – t+s (en este caso, la distribución persiste durante los períodos). 
Ahora, si las líneas de contorno de la distribución se concentran sobre 
una línea perpendicular a la de 45 grados, estaremos ante movilidad 
total dentro de la distribución.
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Gráfico 4

Dinámica de la distribución de la eficiencia: funciones de densidad por kernel

Eficiencia técnica (índice normal)

Eficiencia técnica (índice ambiental)

Fuente: elaboración propia sobre datos de las bases World Development Indicator (wdi) y Global Development Finance (gdf) del Banco 
Mundial.

pauta de movilidad respecto del nivel de eficiencia 
alcanzado con el paso de los años con cierto grado de 
convergencia hacia niveles más altos de eficiencia (este 
fenómeno se refleja en el progresivo acercamiento al eje 
trazado en los gráficos de las puntuaciones que definen 
las distintas curvas de nivel).

Cuando consideramos el índice de eficiencia técnica 
normal durante todo el período se detecta un patrón 
de convergencia con cierta polarización hacia valores 
más elevados de eficiencia técnica. Al distinguir entre 
subperíodos se observa movilidad en la distribución, 
sobre todo en el período 1992-2004.

Por otra parte, cuando se considera el índice de 
eficiencia técnica ambiental durante todo el período, se 
constata un patrón de convergencia con una polarización 
hacia valores más elevados de eficiencia técnica; esta 
polarización no es pronunciada como en el caso ante-
rior. Al distinguir entre períodos, también se observa 
nuevamente más movilidad en la distribución en el 
período 1992-2004. Para finalizar, resulta interesante 
observar cómo los países ubicados en la parte alta de la 

distribución no convergen claramente hacia la igualdad 
en los niveles de eficiencia, especialmente en el caso de 
utilizar el índice de eficiencia técnica ambiental.

3.	 Análisis desagregado de la eficiencia técnica 
en América Latina a nivel de país

A fin de contar con información individual sobre la efi-
ciencia técnica de cada uno de los 18 países de América 
Latina analizados, en los cuadros II y III del apéndice 
estadístico se recogen los índices normal y ambiental 
respectivamente para cada uno de los 25 años conside-
rados durante el período comprendido entre 1980-2004. 
En los citados cuadros es posible señalar a la Argentina 
como el país situado en la frontera de eficiencia durante 
todo el período, de manera que los acercamientos a la 
frontera del resto de países van a estar relacionados con 
el desarrollo tecnológico de este país.

La estimación de la eficiencia desagregada por 
años y por países y para los índices considerados per-
mite analizar si realmente las dos medidas propuestas 
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Cuadro 3

Contraste de Wilcoxon de diferencias entre la medición 
de la eficiencia técnica (et) normal y ambiental por país, 1980-2004

et normal et ambiental et normal et ambiental Contraste estadístico de Wilcoxon Valor P

Argentina – – – – – –
Bolivia (Est. Plur. de) 1,0 1,0 20,9 30,1 427,5 0,00613147a

Brasil – – – – – –
Chile 0,833 0,938 22,4 28,6 390,0 0,133593
Colombia 0,78 0,852 23,44 27,56 364,0 0,321335
Costa Rica 0,869 0,882 24,54 26,46 336,5 0,640475
República Dominicana 0,704 0,847 18,62 32,38 484,5 0,000874616a

Ecuador 0,481 0,735 17,38 33,62 515,5 0,0000851074a

El Salvador 0,968 0,968 25,08 25,92 323,0 0,836961
Guatemala 0,814 0,832 24,36 26,64 341,0 0,586772
Honduras 0,566 0,679 22,76 28,24 381,0 0,182123
México – – – – – –
Nicaragua 1,0 1,0 24,5 26,5 337,5 0,580007
Panamá – – – – – –
Paraguay 0,56 0,564 24,94 26,06 326,5 0,793175
Perú 0,719 0,722 25,02 25,98 324,5 0,823365
Uruguay – – – – – –
Venezuela (Rep. Bol. de) – – – – – –

Fuente: elaboración propia sobre datos de las bases World Development Indicator (wdi) y Global Development Finance (gdf) del Banco 
Mundial. 
W test: Contraste estadístico de Wilcoxon.

a	 Nivel de confianza del 95,0%.

presentan diferencias significativas a nivel de país. 
Con tal fin se propone la utilización del contraste de 
Wilcoxon como aproximación no paramétrica para 
muestras apareadas.15

15 En el presente caso se dispone de n parejas de valores (xi, yi) que se 
pueden considerar como una variable medida en cada sujeto con dos 
métodos diferentes. Para ello se considera el conjunto de las diferencias 
entre los pares muestrales, se ordenan sus valores absolutos de menor 
a mayor y se les asignan rangos. Finalmente, se asocia a cada rango el 

Los resultados del contraste de Wilcoxon presentados 
en el cuadro 3 permiten inferir que para el caso del Estado 
Plurinacional de Bolivia, la República Dominicana y el 
Ecuador se rechaza la hipótesis de que los dos índices 
produzcan las mismas estimaciones de la eficiencia 
técnica durante los años considerados.

signo de la diferencia correspondiente y el estadístico W es el menor 
de los valores: suma de los rangos positivos y suma de los rangos 
negativos (rechazándose Ho si W es demasiado pequeño).
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En este trabajo se ha tratado de aportar evidencia que 
permita determinar si la consideración de medidas de la 
eficiencia y la productividad que incorporen elementos 
medioambientales tienen diferencias significativas en 
la valoración de las economías de la región. En primer 
lugar, se ha reflexionado sobre la importancia de utilizar 
estas medidas en el análisis del crecimiento económico 
e incluir en él el empleo de medidas que consideren las 
externalidades ambientales con miras al objetivo de 
eficiencia y convergencia.

Para ello se ha analizado el crecimiento de la ptf 
de un conjunto de países de América Latina entre 1980 
y 2004, construyendo índices de productividad de 
Malmquist en que se incorporan factores ambientales, 
calculados mediante técnicas no paramétricas de pro-
gramación lineal.

Esta aproximación ha permitido obtener información 
sobre el comportamiento de cada una de las economías 
latinoamericanas cuando se trata no solo de maximizar 
un producto deseable como el pib, sino también de mi-
nimizar las externalidades vinculadas a este proceso de 
crecimiento, como es la contaminación ambiental.

Concretamente, se ha observado que la incorporación 
de factores ambientales en la medición de la eficiencia 
y el cambio productivo hace que algunos países de la 
región vean mejorar sus estimaciones de manera signi-
ficativa en comparación con las obtenidas por métodos 
más tradicionales donde solo se tiene en cuenta el pib 
generado como magnitud de crecimiento.

También es importante destacar la diferencia entre 
“eficiencia técnica pura” y “progreso técnico” a la hora 
de considerar modificaciones en la ptf calculada con y 
sin la variable ambiental.

Pensamos que esta nueva perspectiva incorpora un 
elemento de sostenibilidad que sería importante tener en 
cuenta cuando se valora el crecimiento de la eficiencia 
y la productividad en la región, y se definen políticas 
de actuación en este ámbito.

Por otra parte, estas medidas se completan con un 
análisis de convergencia sigma, que permite analizar el 
comportamiento de las dos medidas (índices ambiental y 

normal) teniendo en cuenta la evolución de la convergencia 
en materia de eficiencia. También se ha incluido análisis 
de kernel estocásticos que hace posible concluir que los 
patrones de convergencia son distintos en ambos casos.

Finalmente, se concluye con una reflexión sobre 
el concepto de sensibilidad ambiental, haciendo uso de 
algunas ideas previas recogidas en trabajos como los de 
Prieto y Zofío (1996), en que se modelizan los efectos 
de la regulación ambiental como fronteras tecnológicas 
construidas mediante funciones de producción no para-
métricas estimadas mediante dea, que permiten definir 
lo que se podría denominar como Índice de Sensibilidad 
de Eficiencia Ambiental (isea):

	 ISEa
E

E
a

N

= 	 (7)

En el citado índice, la eficiencia ambiental EA se 
mide como la capacidad para incrementar los productos 
deseados como el Producto Nacional Bruto (pnb) y 
disminuir los no deseados (CO2), y la eficiencia normal  
EN como la capacidad de incrementar los productos 
deseados (pnb), ignorando los no deseados.

El isea nos muestra el efecto sobre el nivel de 
eficiencia al ignorar los productos no deseados. En el 
cuadro IV del apéndice estadístico se observa que en 
numerosas ocasiones el índice toma un valor igual a 1, 
lo que nos indica que la eficiencia normal y ambiental 
es la misma y por tanto ignorar el impacto de las exter-
nalidades negativas no ha tenido efectos en la medición 
de la eficiencia utilizando estas dos aproximaciones 
propuestas.

Sin embargo, cuando el índice toma un valor mayor 
que 1 indica que no contemplar las externalidades negativas 
conduce a resultados de eficiencia normal y ambiental 
muy diferentes (tanto mayor cuanto más elevado sea dicho 
valor). Un ejemplo de disparidad importante entre las 
dos mediciones de la eficiencia propuesta sería el caso 
del Ecuador donde el isea reviste valores superiores a 
2 en los años 1982, 1984 y 2002.

V
Conclusiones
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E l objetivo de este trabajo es estudiar la dinámica económica 

de un grupo de países de América Latina durante el período 1955-

2003. Para ello se introduce un concepto alternativo de desempeño 

económico basado en la noción de regímenes dinámicos. Estos 

regímenes están definidos por las tasas de crecimiento y los niveles del 

producto interno bruto (pib) per cápita. Mediante la introducción de un 

método no paramétrico de clusters se pueden detectar principalmente 

dos grupos de desempeño cuya evolución es estudiada. Uno de ellos, 

identificado como el grupo de países con alto desempeño, muestra 

una estructura relativamente homogénea. Al contrario, el segundo 

grupo presenta una alta dispersión en sus desempeños, sugiriendo la 

existencia de subclusters y cierta divergencia entre ellos. Además, se 

advierte que hay movilidad entre los grupos de bajo y alto desempeño, 

y que la distancia entre clusters se incrementa en el tiempo.
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I
Introducción

Durante los años ochenta y noventa, uno de los temas de 
mayor interés dentro de la literatura sobre crecimiento 
económico ha sido la hipótesis de la convergencia. En 
el postulado principal de este enfoque, corolario del 
modelo neoclásico de Ramsey-Solow, se señala que los 
países pobres experimentan o son potencialmente aptos 
para experimentar tasas de crecimiento más altas que los 
países ricos, producto de la libre circulación de tecnología 
y conocimiento. En numerosos estudios empíricos se 
avaló dicha hipótesis, en algunos completamente y en 
otros de forma parcial (Barro y Sala-i-Martin, 1995).

Sin embargo, la gran disparidad observada en las 
tasas de crecimiento y los marcados incrementos en la 
desigualdad de ingresos per cápita entre los países a nivel 
mundial permiten cuestionar la existencia de mecanismos 
endógenos inexorables que reduzcan las diferencias interna-
cionales (Lucas, 2002). Muy por el contrario, la evidencia 
empírica marcó tendencias divergentes en el desempeño 
económico de dichos países. Este hecho, junto con otras 
fuertes críticas teórico-empíricas al modelo de crecimiento 
neoclásico, dio lugar a un nuevo campo de investigación 
dentro de la teoría del crecimiento económico: la teoría 
del crecimiento endógeno (tce) (Romer, 1994).

Desde esta nueva perspectiva teórica fue posible 
encontrar las causas por las cuales diferentes economías, 
incluso partiendo de condiciones iniciales y parámetros 
similares, podrían llegar a divergir en su comportamiento 
agregado. A pesar de este avance, los primeros estudios 
econométricos realizados no fueron ampliamente satis-
factorios, por lo que el grado de explicación alcanzado 
no difería sustancialmente de los anteriores modelos de 
crecimiento (Amable y Guellec, 1992; Solow, 1992). 
Durante más de dos décadas, la tce continuó sus avances 
teóricos, centrando su atención en las fuentes endógenas 
del crecimiento como explicación para las divergencias 
internacionales (Aghion y Howitt, 1999).

Paralelamente a los avances teóricos y empíricos 
en la tce, D. Quah (1996 y 1997) introdujo una nove-
dosa metodología de análisis con la que se identifican 
clubs de convergencia (grupos de países que presentan 
un desempeño económico similar en el largo plazo) 
sobre la base de modelar directamente la dinámica de 
la distribución (sección de corte transversal) de los 
países. A partir de este trabajo, el autor demuestra que 
la existencia de convergencia es compatible con ingresos 
per cápita que permanecen o aumentan en el tiempo. La 
dinámica de los clubs de convergencia y las causas que 
los provocan, así como la existencia de trampas inexo-
rables de pobreza, se convirtieron en el resultado final 
(bottom line) de la investigación económica (Howitt y 
Mayer-Foulkes, 2004, entre otros).

La principal diferencia entre los trabajos estándar 
sobre convergencia económica y el enfoque anterior radica 
en que mientras en los primeros el análisis se basa en la 
existencia de un modelo teórico subyacente, el segundo 
enfoque se concentra en la dinámica misma, indepen-
dientemente del modelo que sustente tal dinámica.

El trabajo aquí desarrollado se enmarca dentro de 
esta última línea de investigación. Su objetivo es analizar 
la dinámica de los clubs de convergencia desde la pers-
pectiva del desempeño económico, con el propósito de 
obtener clubs de desempeño. Se introduce el concepto 
de régimen económico cuyo carácter bidimensional 
amplía la interpretación del desempeño económico. Para 
este fin se analizan el comportamiento de las tasas de 
crecimiento y los niveles de ingreso per cápita para un 
grupo de países de América Latina, a partir de un método 
estadístico (no paramétrico) no tradicional: el árbol de 
expansión mínima y el árbol jerárquico.

El trabajo se organiza de la siguiente manera: 
en la sección II se presenta una breve discusión sobre 
el concepto de convergencia y su testeo empírico, en 
particular para los países de América. En la sección III 
se describe el método propuesto, mientras que en la 
sección IV se exponen los resultados. Por último, en la 
sección V se rescatan las principales conclusiones y las 
líneas futuras de investigación.

 El presente trabajo ha sido financiado por la Free University of 
Bolzano (proyecto: “Crecimiento económico, régimen de convergencia 
y análisis de clusters”).
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Una primera aproximación al análisis de la hipótesis de 
la convergencia proviene de la idea de que los países más 
pobres deberían crecer —dada la circulación internacional 
de tecnologías y conocimiento— más rápidamente que los 
países ricos, de modo que a largo plazo convergerían en 
el nivel de producto per cápita. Esta idea ya era esbozada 
por los economistas clásicos como Adam Smith y John 
Stuart Mill, quienes consideraban que una distribución 
equitativa era consecuencia natural de la evolución y el 
progreso económico (De Long, 1997). Desde un punto 
de vista teórico, el concepto de convergencia toma fuerza 
a partir de los desarrollos del modelo neoclásico de cre-
cimiento, el cual predice que si todos los países poseen 
los mismos parámetros en las funciones de producción 
y utilidad, los países más atrasados crecerán a una tasa 
superior que los de mayores ingresos, por lo que el ingreso 
per cápita tiende a igualarse a largo plazo.

La clave de esta predicción se encuentra en la pro-
ductividad del capital: dado que los países pobres cuentan 
con un acervo (stock) de capital menor que los ricos, su 
productividad será mayor. Por tal motivo, la inversión física 
en este contexto será alta, impulsando una tasa de creci-
miento elevada. Así, a partir de una única diferencia entre 
países originada en su nivel inicial de ingreso per cápita 
y considerando la existencia de rendimientos marginales 
decrecientes en el factor acumulable (capital), los países 
pobres tenderán en el largo plazo a igualar a los ricos.

La convergencia presenta matices en su interpretación. 
Por ello, siguiendo a Barro y Sala-i-Martin (1995), se 
incorporan al análisis los conceptos de β convergencia y σ 
convergencia: se dice que existe β convergencia absoluta 
si los países pobres tienden a crecer más rápido que los 
ricos, mientras que σ convergencia se da en un grupo de 
países si la dispersión de sus niveles de pib real per cápita 
está disminuyendo. La relación entre ambos conceptos es 
claramente intuitiva: si los niveles de pib per cápita están 
emparejándose a lo largo del tiempo (σ convergencia), 
esto se debe a que la economía más pobre está creciendo 
más rápido que la rica (β convergencia). Una condición 
necesaria para la existencia de σ convergencia es la exis-
tencia de β convergencia, mientras que la existencia de 
esta última tenderá a generar σ convergencia, si bien se 
plantea como una condición necesaria pero no suficiente 
para la σ convergencia.

Las críticas al concepto de la convergencia han sido 
ampliamente discutidas, tanto desde un punto de vista 

teórico como empírico (véase Barro y Sala-i-Martin 
1995; Lucas 2002; Quah, 1997, entre otros). Sin em-
bargo, es importante destacar que el argumento de que 
el modelo neoclásico predice convergencia depende del 
supuesto clave de que la única diferencia entre países 
viene dada por el capital per cápita inicial. La realidad 
económica muestra que los países difieren en mucho más 
que sus dotaciones iniciales y también se diferencian 
notablemente en otros parámetros clave, como la tecno-
logía, la propensión a ahorrar, las tasas de crecimiento 
poblacionales, los parámetros institucionales, y otros. Si 
diferentes economías tienen distintos parámetros tanto 
de comportamiento como tecnológicos, presentarán 
diferentes estados estacionarios. Dado que la teoría se 
refiere a convergencia al estado estacionario (β con-
vergencia condicional), distintos estados estacionarios 
marcarían diferencias en el comportamiento económico. 
Este hecho abre un abanico inmenso de posibilidades 
que echan por tierra las predicciones lineales: es posible 
encontrar países ricos que estén por debajo de su estado 
estacionario, creciendo a un ritmo mayor que países 
pobres que, encontrándose por sobre su estado esta-
cionario, crezcan más lentamente. Manteniendo todos 
los demás supuestos del modelo neoclásico, el análisis 
basado en el concepto de estado estacionario dista de 
ser trivial (Durlauf y Quah, 1999).

Por otra parte, en numerosos estudios empíricos se 
mostró la inexistencia de la convergencia, presentando 
en general σ divergencia: la falta de convergencia entre 
países plantea que el grado de desigualdad no solo no 
está desapareciendo, sino que por el contrario se incre-
menta (Ros, 2001).

Sobre la base de este resultado, en el primer lustro 
de la década de 1990 varios autores replantearon la re-
lación entre la hipótesis de la convergencia y el modelo 
neoclásico (Barro, 1991; Mankiw, Romer y Weil, 1992; 
Barro y Sala-i-Martin, 1995; entre otros). Dado que en el 
modelo neoclásico se predice que la tasa de crecimien-
to de una economía se relaciona inversamente con su 
propio estado estacionario (convergencia condicional), 
solo resulta válido plantear que los países más pobres 
crecerán más rápido que economías avanzadas solo si 
todas las economías tienen el mismo estado estacionario. 
De esta forma habría que hallar un equivalente tanto 
teórico como empírico a objeto de continuar utilizando 
el enfoque para el estudio de la convergencia.

II
La hipótesis de la convergencia: antecedentes
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Empíricamente se han encontrado dos formas de 
“condicionar los datos”: limitando el estudio a conjuntos 
de economía similares, en el supuesto de que poseen 
el mismo estado estacionario (Barro y Sala-i-Martin, 
1995; Barro, 1997), o condicionando los datos a través 
de regresiones múltiples mediante la introdución de va-
riables adicionales que aproximan al estado estacionario, 
manteniéndolo constante (Mankiw, Romer y Weil, 1992). 
Sobre la base de este nuevo método empírico, en los 
trabajos mencionados se encuentran, para determinados 
conjuntos de países, β y σ convergencia condicional.

Para el caso específico de América y América Latina, 
los estudios realizados a partir de regresiones de corte 
transversal han sido extremadamente sensibles a las 
variables utilizadas: Helliwell y Chung (1992) y Utrera 
(1999), por ejemplo, encuentran β convergencia condi-
cional para una veintena de países de América Latina, 
mientras que Dobson y Ramlogan (2002) encuentran β 
divergencia absoluta y condicional al incorporar, para el 
mismo grupo de países, la composición sectorial y una 
variable ficticia (dummy) para los países exportadores 
de petróleo. Los mismos resultados contradictorios se 
encuentran en trabajos en que se utilizan técnicas de 
pruebas de raíces unitarias con datos de panel (Dobson, 
Goddard y Ramlogan, 2003; Cáceres y Núñez Sandoval, 
1999; Utrera, 1999, entre otros). Este último autor realiza 
un análisis de convergencia para 20 países latinoameri-
canos, entre 1950 y 1990, encontrando β convergencia 
condicional a partir de una regresión de corte transversal, 
β divergencia con pruebas de raíces unitarias y β diver-
gencia con dinámicas de la distribución (a la Quah).

Sin embargo, el punto principal a la hora de analizar 
el desempeño relativo de países pobres y ricos no debería 
plantearse como una validación o invalidación del modelo 
neoclásico, sino como la búsqueda de una explicación 
económica acerca de las causas de la desigual distribución 
del ingreso mundial. De esta forma, concentrar el análisis 
en la discusión de un determinado modelo (en muchos 
casos, pobremente interpretado) no parecería ser el camino 
adecuado para el propósito descrito. Esta observación ya 
se encuentra presente en Durlauf y Quah (1999), quienes 
presentan una revisión bibliográfica exhaustiva respecto de 
las técnicas empíricas para el análisis de la convergencia.

En esta discusión, el papel clave del concepto de 
estado estacionario impone una limitación al análisis. 
Sin embargo, a diferencia del caso anterior, es posible 
desarrollar un método de análisis empírico en que se 
prescinda de un modelo específico subyacente.

Tal como se mencionó en la Introducción, el primer 
aporte en esta dirección fue realizado por D. Quah (1993). 
Este autor enfoca sus trabajos en el aspecto instrumental del 
análisis empírico de la convergencia y plantea como crítica 

principal que los tests de convergencia están afectados de 
la Falacia de Galton de reversión a la media.1

En esos tests se señala que la reversión a la media 
interpretada junto con la noción de convergencia podría 
describir el hecho (planteado teóricamente) de que 
los países de mayores niveles de producto tiendan a 
presentar menores tasas de crecimiento. Sin embargo, 
y como parte de la crítica al análisis convencional de la 
convergencia, Quah muestra que un coeficiente negativo 
en una regresión de sección transversal sobre los niveles 
iniciales de producto resulta perfectamente consistente 
con la ausencia de convergencia. Como consecuencia, 
este autor propone una forma alternativa de evaluar la 
presencia de convergencia, que consiste en examinar di-
rectamente la evolución en el tiempo de las distribuciones 
de sección cruzada del producto por trabajador (Quah, 
1996). Sobre la base de sus investigaciones, este autor 
concluye que al tiempo que la brecha entre los países 
pobres y ricos se amplió en el período considerado, la 
clase media presentó una tendencia al empobrecimiento 
(hipótesis de los dos picos: twin-peak hypothesis).

Además, Quah considera que es altamente probable 
que en los ingresos de las economías existan tendencias 
estocásticas que aseguran que el proceso de estimación 
del coeficiente de convergencia sea uniforme y, por lo 
tanto, no provenga de una verdadera convergencia. Otro 
punto, aun más general, es que las estimaciones de con-
vergencia no tienen en cuenta aspectos de la dinámica 
de las economías en su transición a los estados de equi-
librio. La ausencia de estos aspectos dinámicos puede 
conducir a conclusiones erróneas sobre la presencia de 
un fenómeno en que las economías tienden a un estado 
estacionario (Moncayo, 2004).

La importancia de la dinámica en este tipo de análisis 
es vital. Así, y en función de lo expuesto en este apartado, 
en la siguiente sección se presentará un método estadístico-
descriptivo sobre desempeño y clubs de desempeño basado 
en la dinámica de comportamiento de los distintos países, 
que permite establecer convergencia o divergencia entre 
grupos y subgrupos de economías sin imponer ex ante 
condicionamientos en los datos.2

1 Esta falacia se conoce así a raíz de la investigación realizada por 
Francis Galton en 1885, titulada “Regression Toward Mediocrity in 
Hereditary Stature”, en la que este autor notó que los hijos de padres 
altos “regresaban a la (talla) media”, pues en promedio estas personas 
resultaban con una estatura menor a la de los propios padres.
2 En los modelos econométricos o multivariados estándar sobre con-
vergencia se analiza este fenómeno bajo el supuesto de la existencia 
de un determinado estado estacionario, y se incorpora un grupo de 
variables que describen la economía con el propósito de validar o 
invalidar el modelo subyacente. De esta forma, se “condicionan los 
datos” a una idea preexistente de estado estacionario. En nuestro 
modelo, si bien trabajamos con dos tipos de variables: pib y su tasa 
de crecimiento, no se presupone un modelo, siendo el agrupamiento 
de datos un proceso meramente estadístico.
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III
Convergencia en dinámicas de regímenes

Esta dinámica puede ser descrita en términos de 
series temporales simbólicas de la siguiente manera: a 
partir de los valores del régimen de cada país y año se 
construye una serie temporal, con lo que se tiene una 
matriz de N x T de datos (N países y T períodos), donde 
se ubica cada valor del régimen Rn, t. El análisis de las 
dinámicas de regímenes de cada país se puede realizar 
con técnicas como las utilizadas en Brida, Puchet y 
Punzo (2003); Brida y Garrido (2006) y Accinelli y 
Brida (2007). En el cuadro 1 se pueden observar las 
siguientes características:
i)	 El Canadá y los Estados Unidos son los países que más 

tiempo permanecen en el régimen 4, aproximadamente 
un 66% de las veces, transitando en el resto de los 
períodos solo el régimen 3 en forma pasajera.

ii)	 Por otra parte, se puede mencionar el caso opuesto 
de países como Haití y Honduras que permanecen 
más tiempo en el régimen 1 (más del 60% de las 
veces), transitando el resto de los períodos en el 
régimen 2. Aquí surgiría la pregunta de cómo un 
país como Haití, que cerca del 66% de las veces 
está en una región de bajo pib y bajas tasas de 
crecimiento, podría converger con un país como  
los Estados Unidos, que en cambio está el 66% de 
las veces en un régimen de elevado pib y altas tasas 
de crecimiento.

En esta sección se propone una nueva manera de definir 
la convergencia, considerando dinámicas en términos 
de regímenes que dan una descripción cualitativa de 
la evolución de las economías (Brida, 2008). En este 
caso, el espacio de estados está definido sobre la base 
de las variables pib per cápita y su respectiva tasa de 
crecimiento, variables clásicas en las teorías de creci-
miento económico. Nótese, como rasgo distintivo del 
método aquí presentado, que se realiza un “análisis 
multidimensional” a diferencia de la mayoría de los 
estudios descritos en la sección anterior.

En el presente estudio se definen cuatro regímenes 
sobre la base de las dinámicas observadas. En particu-
lar, los regímenes están representados por la división 
del espacio a partir de dos valores umbrales, que son 
considerados como las medias del pib per cápita y de 
su tasa de crecimiento para todos los países y todo el 
período de muestreo.3 Si dichos valores son my y mg, 
entonces nuestros regímenes están representados por los 
siguientes subconjuntos del espacio de estados:

R1= {(y, gy): y< my , gy< mg}, R2= {(y, gy): y< my , gy> 
mg}, R3= {(y, gy): y> my , gy< mg}, R4= {(y, gy): y> my , 
gy> mg}

donde, por ejemplo, R1 es el régimen de bajos niveles 
de pib y bajos niveles de crecimiento en que un país 
que ocupe ese período se consideraría como pobre y 
de magro crecimiento. Los restantes regímenes admiten 
interpretaciones similares. En el gráfico 1 se muestra la 
grilla que caracteriza a los cuatro regímenes.

En este punto podemos olvidar los valores precisos 
de nivel de ingreso (pib) y su tasa de crecimiento, y 
describir la evolución de una economía a partir de los 
cambios de regímenes efectuados a lo largo de su historia. 
Esto nos da una descripción gruesa de la dinámica, ya 
que solamente dice qué régimen ocupaba una economía 
en un determinado momento del tiempo.

3 En este trabajo se ha considerado una división en regímenes 
basada en valores umbrales de ambas variables, calculados a partir 
de las observaciones. Este es un ejemplo de partición endógena, es 
decir, relacionada con una propiedad de los datos (y, por lo tanto, 
varía con el conjunto de observaciones). Una partición exógena está 
predeterminada, no depende del conjunto de datos y muchas veces 
es inducida por una teoría económica que describe el proceso que se 
está analizando (Brida y Punzo, 2003).

Gráfico 1

Regímenes de desempeño
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Fuente: elaboración propia.
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iii)	 Otros países, en cambio, parecen haber pasado 
de regímenes de bajo desempeño a otros de alto 
desempeño. La Argentina, por ejemplo, en los 
primeros años transitaba los regímenes 1 y 2, para 
luego pasar a transitar los 3 y 4. Lo mismo sucede 
con México, que en los primeros 24 años ha estado 
en los regímenes 1 y 2 y luego pasa a los 3 y 4.
De todas formas, para comparar la evolución en el 

tiempo de las distintas dinámicas que han seguido los 
países americanos se necesita alguna noción de cercanías 
de estas evoluciones. Se pueden definir diferentes nociones 
de distancia en el espacio de las sucesiones simbólicas 
(véanse Brida y Punzo, 2003; y Brida, 2006).

En este ejercicio usaremos una distancia d, que 
tiene en cuenta las coincidencias de regímenes de dos 
países distintos y además las pondera. Esto es, si en 

el momento t dos países se encuentran en el mismo 
régimen, esto aporta un 0 en el lugar t a la suma total, 
mientras que si se encuentran en regímenes distintos, 
esto aporta un valor positivo p en el lugar t de la suma. 
El número p puede ser 1, 2 o 3, dependiendo de cuán 
lejos están los regímenes ocupados por los dos países. 
Esta métrica está definida por la ecuación (1).
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donde Sit y Sjt es el régimen en que se encuentran los 
países i y j en el momento t, respectivamente; mientras 
que T es el período de estudio.

Sobre la base de esta métrica los países se pueden 
reagrupar mediante una técnica de clusterización. Dada 
la distancia definida, se construye el árbol de expansión 
mínima conectando los países de la muestra mediante 
el algoritmo de Kruskal.4 La idea básica consiste en 
elegir sucesivamente las aristas de mínimo peso. Si la 
muestra tiene n series temporales, el algoritmo estriba 
en los siguientes pasos:
i)	 Iniciar el árbol de expansión mínima (mst por su 

sigla en inglés, de aquí en adelante) con n nodos 
y sin arcos mst5 = ({1,2, ...,n), ø).

ii)	 Crear una lista L de arcos en orden ascendente de 
peso (en este caso, las distancias entre las series 
temporales). Los arcos con el mismo peso son 
ordenados arbitrariamente.

iii)	 Seleccionar el arco (i, j) que esté al comienzo de 
L. Se transfiere a T y se borra de L.

iv)	 Si L es no vacío, volver al paso 3; de lo contrario, 
se termina el proceso.
En el cuadro 2 se muestra la lista T de las distancias 

relevantes luego de aplicar el algoritmo en el caso de 
este problema.6

4 El algoritmo de Kruskal es un algoritmo de la teoría de grafos 
para encontrar un árbol de expansión mínima en un grafo conecta-
do y ponderado. Es decir, se busca un subconjunto de aristas que, 
formando un árbol, incluyen a todos los vértices y donde el valor 
total de todas las aristas del árbol es el mínimo. Este algoritmo fue 
publicado por primera vez en 1956 y fue escrito por Joseph Kruskal 
(Kruskal, 1956).
5 Gráficamente, los arcos están representados por las líneas que unen 
los nodos o vértices en el mst.
6 El total de distancias obtenidas es de 46, incluidas las distancias de 
un país con respecto a sí mismo; sin embargo, las distancias relevantes 
para los 8 países son 7.

Cuadro 1

América (25 países): porcentaje de 
visitas a cada régimen

País R1 R2 R3 R4

can 0,00 0,00 33,96 66,04
usa 0,00 0,00 33,96 66,04
tto 5,66 5,66 26,42 62,26
pri 1,89 28,30 16,98 52,83
arg 1,89 5,66 45,28 47,17
ven 0,00 0,00 54,72 45,28
chl 22,64 28,30 7,55 41,51
ury 18,87 9,43 35,85 35,85
mex 11,32 33,96 24,53 30,19
pan 18,87 47,17 20,75 13,21
bra 20,75 50,94 16,98 11,32
cri 26,42 52,83 9,43 11,32
col 39,62 49,06 5,66 5,66
dom 30,19 69,81 0,00 0,00
per 41,51 58,49 0,00 0,00
ecu 47,17 52,83 0,00 0,00
bol 49,06 50,94 0,00 0,00
cub 49,06 50,94 0,00 0,00
jam 52,83 47,17 0,00 0,00
slv 54,72 45,28 0,00 0,00
gtm 54,72 45,28 0,00 0,00
nic 54,72 45,28 0,00 0,00
pry 54,72 45,28 0,00 0,00
hnd 62,26 37,74 0,00 0,00
hti 66,04 33,96 0,00 0,00

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos consignados en 
el Apéndice.

can: Canadá. usa: Estados Unidos. tto: Trinidad y Tabago. pri: Puerto 
Rico. arg: Argentina. ven: República Bolivariana de Venezuela. 
chl:  Chile. ury: Uruguay. mex: México. pan: Panamá. bra: Brasil. 
cri: Costa Rica. col: Colombia. dom: República Dominicana. per: Perú. 
ecu: Ecuador. bol: Estado Plurinacional de Bolivia. cub: Cuba. 
slv: El Salvador.gtm: Guatemala. jam: Jamaica. nic: Nicaragua. 
pry: Paraguay. hnd: Honduras. hti: Haití.
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El procedimiento para construir gráficamente el 
árbol de expansión mínima es el siguiente. En el cuadro 2 
se aprecia que la distancia menor corresponde a d(can, 
usa)=0,3885, entonces se conecta el Canadá (can) con  
los Estados Unidos (usa) en un grupo, luego se con-
tinúa con la segunda menor distancia que corresponde 
a d(gtm, pry)=0,5140 conectando a Guatemala (gtm) 
con el Paraguay (pry) en otro grupo; posteriormente se 
toma la tercera menor distancia d(hti, gtm)=0,5494, 
que conectará a Haití (hti) con el grupo de Guatemala 
y el Paraguay. El proceso sigue hasta tener a todos los 
países conectados en un árbol, como se advierte en el 
gráfico 2. Nótese que de esta manera los arcos del árbol 
de expansión mínima representan las conexiones entre 
los países y su longitud es la distancia entre los países 
conectados. Para obtener una gráfica de mejor visuali-
zación, las líneas en el gráfico 2 no están ponderadas 
por las distancias, las que sí se pueden observar en el 
árbol jerárquico del gráfico 3.

Tenemos entonces que el árbol de expansión 
mínina (mst) se construye progresivamente relacio-
nando a todos los países de la muestra en un grafo 
caracterizado por la mínima distancia entre las series 
temporales, empezando por la distancia más corta. El 
atractivo principal de este árbol es que ofrece un arreglo 
de los países en que se seleccionan las conexiones más 
relevantes de cada elemento de la muestra. Dos vértices 
cualesquiera del mst se pueden conectar directamente 
o a través de uno o más vértices. En cualquier caso, 
las conexiones representan los caminos de mínima 

Gráfico 2

Árbol de expansión mínima para los países 
americanos
(No ponderado)
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Fuente: elaboración propia.

ury: Uruguay. tto: Trinidad y Tabago. mex: México. usa: Estados 
Unidos. can: Canadá. ven: República Bolivariana de Venezuela. 
arg: Argentina. pri: Puerto Rico, chl: Chile. bra: Brasil. cri: Costa 
Rica. pan: Panamá. col: Colombia. bol: Estado Plurinacional de 
Bolivia. hti: Haití. cub: Cuba. pry: Paraguay gtm: Guatemala. 
slv: El Salvador. nic: Nicaragua. dom: República Dominicana. 
per: Perú. ecu: Ecuador. hnd: Honduras. jam: Jamaica.

Cuadro 2

América: conexiones más relevantes entre países

Conexión País i País j Distancia Conexión País i País j Distancia

1 can usa 0,3885 13 ven can 0,7137
2 gtm pry 0,514 14 arg tto 0,7524
3 hti gtm 0,5494 15 bra cri 0,8578
4 slv gtm 0,5828 16 col bol 0,8687
5 nic slv 0,5828 17 arg ven 0,8687
6 hnd slv 0,5828 18 cri col 0,9007
7 ecu pry 0,528 19 mex ury 0,9316
8 dom nic 0,5987 20 pan cri 0,9517
9 cub slv 0,5987 21 pri mex 0,981

10 bol slv 0,5987 22 pri arg 1,0187
11 per dom 0,6143 23 chl pri 1,1159
12 jam hnd 0,6295 24 chl bra 1,1655

Fuente: elaboración propia.

ury: Uruguay. tto: Trinidad y Tabago. mex: México. usa: Estados Unidos. can: Canadá. ven: República Bolivariana de Venezuela. 
arg: Argentina. pri: Puerto Rico. chl: Chile. bra: Brasil. cri: Costa Rica. pan: Panamá. col: Colombia. bol: Estado Plurinacional de 
Bolivia. hti: Haití. cub: Cuba. pry: Paraguay. gtm: Guatemala. slv: El Salvador. nic: Nicaragua. dom: República Dominicana. per: Perú. 
ecu: Ecuador. hnd: Honduras. jam: Jamaica.
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distancia entre estos. Así, el mst permite evidenciar 
la eventual formación de clusters y denotar los países 
más conectados con el resto, así como los más aislados 
en su dinámica, estableciendo una topología entre sus 
dinámicas de crecimiento. Este mismo procedimiento, 
posibilita construir —a partir del mst— la distancia 
ultramétrica (véase Mantegna, 1999) que se puede uti-
lizar para estudiar el grado de organización jerárquica 
de los vértices del grafo; por ejemplo: de los países 
de la muestra. La distancia ultramétrica d<(i,j) entre 
i y j es el máximo de las distancias d(k,l) (es decir, 
las distancias que están representadas por los arcos o 
líneas en el mst) desde el nodo (o vértice) i al nodo 
j a través de la trayectoria más breve que conecta el 
vértice i con el j en el mst.7 Esto es, a partir del mst, 
la distancia d<(i,j) entre i y j está dada por

7 Si tenemos dos puntos i y j que están unidos por l (i-j-l), la distancia 
ultramétrica verifica la condición siguiente, más restrictiva que la 
desigualdad triangular: d<(i,j)=max{d<(i,l),d<(l,j)}, es decir, será el 
máximo entre las dos distancias que unen a i y l pasando por j.

d i j Max d w w i ni i
<

+= ≤ ≤ −{ }( , ) ( ; );0 1 1 1

donde {(w1;w2), (w2;w3), ..., (wn-1,wn)} denota la única 
trayectoria mínima en el mst que conecta i y j, donde 
w1=i y wn=j (véase Ramal, Toulouse y Virasoro, 1986). 
Esta fórmula permite calcular el valor de d<(i,j) para 
cada pareja de países. El mst posibilita construir el 
árbol jerárquico (ht, por su sigla en inglés) a partir de 
las distancias ultramétricas. Por ejemplo, si se quiere 
ver cuál es la distancia ultramétrica entre los Estados 
Unidos y Panamá se tendrán que observar todas las 
distancias que están en el camino desde los Estados 
Unidos hasta Panamá; en el gráfico 2 se obtiene que el 
camino está compuesto por el conjunto que se muestra 
en la siguiente expresión:

(USa,caN); (caN,VEN); (VEN,aRG); (aRG,pR);
(ppR,cHl); (cHl, BRa); (BRa,cRI); (cRI,paN){ }

De aquí se observa que la máxima distancia co-
rresponde a d(chl, bra)=1,1655, y esta será d<(usa, 
pan)=1,1655. En el gráfico 3 se aprecia el árbol jerár-
quico para el período completo.

Gráfico 3

Árbol jerárquico para los 25 países americanos
(Gris = países “ricos”, blanco = países “pobres”)
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Fuente: elaboración propia.

can: Canadá. usa: Estados Unidos. ven: República Bolivariana de Venezuela. arg: Argentina. tto: Trinidad y Tabago. mex: México. ury:  Uru-
guay. pri: Puerto Rico. chl: Chile. bra: Brasil. cri: Costa Rica. col: Colombia. per: Perú. bol: Estado Plurinacional de Bolivia. cub: Cuba. 
dom: República Dominicana. ecu: Ecuador. slv: El Salvador. gtm: Guatemala. pry: Paraguay. hti: Haití. nic: Nicaragua. hnd: Honduras. 
jam: Jamaica. pan: Panamá.
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En el árbol jerárquico se observan dos clusters bien 
diferenciados, que en los gráficos 2 y 3 se distinguen 
mediante los colores gris y blanco, respectivamente.8 
El cluster “gris” está compuesto por el Canadá, los 
Estados Unidos, República Bolivariana de Venezuela, 
la Argentina, Trinidad y Tabago, México, el Uruguay, 
Puerto Rico y Chile. Una primera interpretación de los 
países de este grupo es que se trata de aquellos que 
han tenido un mejor desempeño histórico, de allí que 
abusando del lenguaje los llamaremos países “ricos”. 
Nótese que, de todos modos, dentro de este cluster 
podemos distinguir dos subclusters, de los cuales uno 
está formado por el Canadá y los Estados Unidos, 
países que presentan la menor distancia en la muestra. 
Estos serían sin duda los países de mejor desempeño, 
ya que son los únicos que han estado más del 60% de 
las veces en el régimen 4, de elevado pib per cápita y 
alto crecimiento, y nunca estuvieron en regímenes de 
bajo pib (regímenes 1 y 2).

El cluster “blanco” (países “pobres”) está formado 
por el Brasil, Costa Rica, Panamá, Colombia, Estado 
Plurinacional de Bolivia, El Salvador, Honduras, Jamaica, 
Cuba, Haití, Guatemala, el Paraguay, el Ecuador, 
Nicaragua, la República Dominicana y el Perú. Dentro de 
este cluster también es posible distinguir algunas diferen-
cias entre los países que lo componen. Se puede observar 
un subgrupo compacto de países que distan muy poco 
entre ellos, formado por Panamá, Estado Plurinacional 
de Bolivia, El Salvador, Honduras, Jamaica, Cuba, 
Haití, Guatemala, el Paraguay, el Ecuador, Nicaragua, 
la República Dominicana y el Perú. Estos son los países 
que han presentado el peor desempeño histórico dentro 
del grupo de países “pobres”. Por otra parte, el Brasil, 
Costa Rica y Colombia aparecen distanciados de este 
subgrupo, pero no lo suficiente como para estar dentro 
del cluster “gris” o formar otro cluster; de todos modos 
se podrían considerar como un subcluster del “blanco”. 
En las historias económicas del Brasil, Colombia y 
Costa Rica resalta que estos países se encuentran en 
una situación intermedia entre los aquí definidos como 
países “pobres” y los “ricos”, de allí que se encuentren 

8 Cabe hacer notar que, luego de formar los clusters, se cumple que 
la distancia entre países en el interior de un mismo cluster es menor 
que la distancia existente entre clusters.

claramente más alejados (en términos de distancias) de 
los otros miembros de su propio grupo.

Por lo tanto, si bien en los resultados se aprecian dos 
grupos bien diferenciados, hecho que se visualiza en un 
primer análisis superficial con una simple observación 
del cuadro 2, las dinámicas dentro de los grupos no son 
homogéneas, por lo que un examen pormenorizado de la 
evolución de los grupos o clusters construidos permitirá 
obtener un análisis con mayor grado de detalle.

Evolución de los grupos

Dado lo anterior y sobre la base de la construcción de 
clusters efectuada, interesa estudiar cómo ha sido su 
evolución, si ha habido países que han cambiado de 
cluster o si estos se han mantenido en el tiempo. Además, 
si hay países que se han mantenido en los mismos 
grupos, se desea investigar si se han acercado o alejado 
entre ellos. Este análisis puede realizarse tomando una 
ventana temporal móvil en el período de tiempo que 
consideramos. Esto es, se toma una ventana de longitud 
v<T y se consideran todos los subperíodos de duración v 
comprendidos en el arco temporal de análisis. Luego se 
repite la técnica anterior, construyendo los respectivos 
árboles e identificando grupos en ellos. Esto permite 
obtener una evolución de los clusters.9 En el ejercicio 
se obtuvieron los árboles para ventanas de longitud 5, 
10, 20, y 30 años.

Para estudiar si los países de un grupo se acercan o 
alejan a lo largo del tiempo, se necesita una medida de 
distancia global. Siguiendo la metodología que propone 
Onnela (2002), esta medida se puede obtener al sumar 
todas las distancias del árbol. Esto representa el diámetro 
del grupo. En el gráfico 4 se representa la evolución 
de la distancia entre todos los países americanos para 
ventanas de 5, 10, 20, y 30 años.

En el gráfico 5 se aplica la técnica de las ventanas 
para el grupo “gris”. Nótese que la distancia entre los 
nueve países definidos como “ricos” decrece a lo largo 
del tiempo, lo que podría interpretarse como una con-
vergencia entre ellos a una dinámica común.

9 En este trabajo no se incluyen los cuadros y árboles obtenidos debido 
a una cuestión de espacio.

IV
Análisis de los resultados
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Gráfico 4

Evolución de la distancia global entre los países americanos
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Fuente: elaboración propia.

Gráfico 5

Evolución de la distancia entre los nueve países americanos más ricos
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Por otra parte, en el gráfico 6 se aprecia la evolución 
de la distancia global para los 16 países “pobres”; como se 
observa, estos países presentan una distancia que ha crecido 
en el tiempo. Este hecho puede ser interpretado como un 
incremento en la heterogeneidad del grupo, destacándose 
algunos países cuyo desempeño (performance) plantea 
una mejora relativa para los últimos períodos.

Finalmente, en el gráfico 7 se intenta mostrar qué 
es lo que ha sucedido entre un país promedio del grupo 
“rico” y uno del grupo “pobre”. Una primera observación 
parece sugerir que los países “pobres” en promedio se 
han ido alejando de los “ricos”.

Los resultados obtenidos parecerían convalidar los 
trabajos de Quah (1993, 1997), quien encuentra, a partir de 
su análisis “matrices de movilidad”, que existe una cierta 
convergencia entre países “pobres” y entre países “ricos”, 
mientras que la probabilidad de converger hacia uno u otro 
de los estados es más equitativa para grupos de ingresos 
medios. Estos estudios derivaron en la conocida “hipótesis 
de los dos picos”, para la que existe en el largo plazo una 
tendencia a la conformación de clubs de convergencia.

Sin embargo, hay una diferencia clave en el análisis 
aquí propuesto, en el que el concepto de convergencia es 
más amplio: la convergencia encontrada se relaciona no 

solo con el nivel de pib alcanzado, sino con el desempeño 
general de los países durante todo el período de análisis, 
por lo que hablamos de clubs de desempeño.

Para dar mayor robustez al resultado del análisis 
aquí realizado y remarcar las diferencias con el estudio 
tradicional de la convergencia, se generaron 20.000 simu-
laciones de Monte Carlo a 51 años de países “pobres” y 
“ricos”. La función que se obtiene de dichas simulacio-
nes es una distribución de probabilidad simulada para 
distancias constantes entre dos países. En particular, 
se puede seleccionar un intervalo de confianza al 5% 
y 95%; de esta forma, si dos países se alejan (acercan), 
pero permanecen en el intervalo de confianza, se podrá 
decir que tal distanciamiento (acercamiento) no fue 
significativo y por tanto se puede considerar que sus 
distancias se mantuvieron constantes.

La función de distribución de probabilidad simu-
lada para distancias promedio entre el país “rico” y el 
país “pobre”, que se obtiene a partir de la simulación, 
permite entonces analizar si estos se acercan o alejan. 
En el gráfico 7 se presentan en líneas punteadas los 
intervalos de confianza al 5% y 95%. Nótese que en los 
años noventa las distancias salen de los intervalos de 
confianza, marcando un significativo distanciamiento.

Gráfico 6

Evolución de la distancia entre los 16 países americanos más pobres
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En este último análisis se muestra claramente que 
después de la crisis de la deuda (en los años ochenta) los 
países realizaron ajustes diferenciales en sus políticas 
macroeconómicas, produciendo una suerte de divergencia 
temporaria en el desempeño. En el análisis dinámico, estas 
diferencias podrían marcar el surgimiento (o desaparición) de 
nuevos clusters. Entonces, en la simulación se confirman los 
resultados del análisis inicial para los países promedio.

Para avanzar en el estudio de “dinámicas de clusters” 
se ha calculado el árbol de expansión mínima tomando 
intervalos (ventanas) temporales de 20 años. Se observa 
que la única conexión (link) que sobrevive intacta en los 33 
años de análisis es la que se produce entre el Canadá y los 
Estados Unidos, lo que señala una relación muy estrecha 
entre los dos países y deja ver una dinámica diferente a la 
del resto de la muestra. Los países latinoamericanos no 
presentan conexiones tan fuertes, y las que se producen 
entre Colombia y el Brasil y entre Cuba y El Salvador son 
las que sobreviven más tiempo.10 Sin embargo, como se 

10 Tal como se señaló más arriba, la persistencia en la cercanía entre 
Colombia y el Brasil, por una parte, y El Salvador y Cuba, por otra 
obedece a similitudes macroeconómicas productivas y estructurales 
entre ambos pares de países.

desprende de un análisis posterior, los grupos de países 
son relativamente estables y tienden a perpetuarse, aunque 
algunos países propenden a cambiar de grupo.

Al analizar los árboles jerárquicos es posible 
apreciar algunos acontecimientos. El primer árbol se 
refiere al año 1971 y en él se consideran los últimos 
20 años. Se observan dos grupos importantes: por una 
parte, los países “ricos”, compuestos de dos subgrupos 
integrados por el Canadá y los Estados Unidos, en el 
primer subgrupo, y la Argentina, República Bolivariana 
de Venezuela y Trinidad y Tabago, en el segundo. Por 
otra parte, en el grupo de países “pobres” se observa 
al Uruguay en una posición relativa destacada, como 
también en cierto grado a Chile y Puerto Rico. Lo 
anterior se mantiene en el tiempo hasta 1976, año en 
que Puerto Rico muestra una tendencia a integrarse 
al grupo de países “ricos” y México comienza a dis-
tanciarse levemente de los países “pobres”. En 1982, 
encontramos que Puerto Rico ya pertenece al grupo de 
los “ricos” junto con el Canadá, los Estados Unidos, 
Trinidad y Tabago, la Argentina y República Bolivariana 
de Venezuela. Entretanto, México y el Uruguay forman 
un nuevo cluster separándose de los países “pobres” y 
Chile continúa presentando un desempeño que lo aleja 

Gráfico 7

Evolución de la distancia entre un país “pobre” promedio
y un país “rico” promedio
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de los países “pobres”, como también se observa este 
comportamiento en Panamá en el año siguiente.

En 1987, el grupo formado por México y el Uruguay 
se une al de los países “ricos”, mientras que Panamá 

Gráfico 8

Árbol jerárquico para América, 1971 
(Tomando una ventana de 20 años)
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can: Canadá. usa: Estados Unidos. ven: República Bolivariana de Venezuela. arg: Argentina. tto: Trinidad y Tabago. mex: México. ury: Uru-
guay. pri: Puerto Rico. chl: Chile. bra: Brasil. cri: Costa Rica. col: Colombia. per: Perú. bol: Estado Plurinacional de Bolivia. cub: Cuba. 
dom: República Dominicana. ecu: Ecuador. slv: El Salvador. gtm: Guatemala. pry: Paraguay. hti: Haití. nic: Nicaragua. hnd: Honduras. 
jam: Jamaica. pan: Panamá.

y Chile se distancian considerablemente de los países 
“pobres” y el Brasil  muestra un comportamiento que 
lo comienza a alejar de dicho grupo. En 1992, Chile 
ingresa al grupo de países “ricos” aunque aún distanciado 

Gráfico 9

Árbol jerárquico para América, 1987
(Tomando una ventana de 20 años)
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can: Canadá. usa: Estados Unidos. ven: República Bolivariana de Venezuela. arg: Argentina. tto: Trinidad y Tabago. mex: México. ury: Uru-
guay. pri: Puerto Rico chl: Chile. bra: Brasil. cri: Costa Rica. col: Colombia. per: Perú. bol: Estado Plurinacional de Bolivia. cub: Cuba. 
dom: República Dominicana. ecu: Ecuador. slv: El Salvador. gtm: Guatemala. pry: Paraguay. hti: Haití. nic: Nicaragua. hnd: Honduras. 
jam: Jamaica. pan: Panamá.
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y en 1997 Panamá presenta una performance similar. 
En 2001, el Brasil  y Costa Rica forman un grupo cuyo 
desempeño se diferencia de los países “pobres” y, a su 
vez, Colombia se mueve en dirección similar.

En 2003, al final del período, encontramos tres 
grupos: por una parte, los países “ricos” integrados por 
los Estados Unidos, el Canadá, la Argentina, el Uruguay, 
México, Trinidad y Tabago, Puerto Rico, República 
Bolivariana de Venezuela y Chile, y por otra, un grupo 
de países intermedios —que se unen al grupo de los 
países “ricos”— compuesto por el Brasil, Costa Rica 
y Panamá. Por último, se encuentra el grupo de países 
“pobres” en el que Colombia aparece como divergiendo 
en forma evidente.

En el análisis se advierte que siempre han existi-
do principalmente dos grupos de países y, asimismo, 
que países que en principio pertenecían al grupo de 
“pobres” han pasado al grupo de países “ricos”. Este 
es el caso, primero, de Puerto Rico, después de México 
y el Uruguay y, finalmente, de Chile. Panamá, Costa 
Rica y el Brasil forman un grupo al final del período 
que aún no se integró completamente al de los países 
“ricos”. Cabe notar que no se produce ningún tránsito 
en sentido contrario, es decir, ningún país perteneciente 
al grupo de países “ricos” ha pasado al grupo de los 
países “pobres”.

Los resultados se refuerzan si se considera la 
evolución de los grupos tomando en cuenta las ventas 
de 30 años. En primer lugar, se observa que además de 
la conexión entre el Canadá y los Estados Unidos, que 
permanece intacta en los 23 años desde 1981, la otra 
conexión que permanece constante es la que se produce 
entre México y el Uruguay.

Al estudiar los árboles jerárquicos se destacan 
algunos hechos. El primero aparece en 1981, en que 
encontramos al grupo de países “ricos” formado por 
el Canadá, los Estados Unidos, República Bolivariana 
de Venezuela, la Argentina y Trinidad y Tabago. Por 
otra parte, Puerto Rico, el Uruguay, México y Chile 
se encuentran distanciándose de los países “pobres”, 
pero sin salir del cluster. En 1984, Puerto Rico salta al 
cluster de países “ricos” y México y el Uruguay forman 
un grupo cuya performance se aleja de la de los países 
“pobres”. En 1990, se observa que el grupo de México 
y el Uruguay se une al de países “ricos”, mientras que 
Chile y también Panamá intentan distanciarse de los 
países “pobres”. En 1993, Chile logra entrar en el cluster 
de países “ricos”, mientras que Panamá y en parte el 
Brasil  muestran un comportamiento que los distancia 
de los países “pobres”.

En 2003, se observa que el cluster de países “ricos” 
está compuesto por el Canadá, los Estados Unidos, Puerto 

Gráfico 10

Árbol jerárquico para América, 2003
(Tomando una ventana de 20 años)
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arg: Argentina. ury: Uruguay. can: Canadá. usa: Estados Unidos. mex: México. tto: Trinidad y Tabago. pri: Puerto Rico. ven: República 
Bolivariana de Venezuela. chl: Chile. bra: Brasil. cri: Costa Rica. pan: Panamá. col: Colombia. per: Perú. bol: Estado Plurinacional de 
Bolivia. cub: Cuba. slv: El Salvador. gtm: Guatemala. hti: Haití. pry: Paraguay. nic: Nicaragua. jam: Jamaica. ecu: Ecuador. dom: República 
Dominicana. hnd: Honduras.
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Gráfico 11

Árbol jerárquico para América, 1981
(Tomando una ventana de 30 años)
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Fuente: elaboración propia.

can: Canadá. usa: Estados Unidos. ven: República Bolivariana de Venezuela. arg: Argentina. tto: Trinidad y Tabago. bra: Brasil. col: Co-
lombia. ecu: Ecuador. cri: Costa Rica. gtm: Guatemala. pry: Paraguay. pan: Panamá. cub: Cuba. slv: El Salvador. bol: Estado Plurinacional 
de Bolivia. jam: Jamaica. hnd: Honduras. hti: Haití. per: Perú. dom: República Dominicana. nic: Nicaragua. chl: Chile. mex: México. 
ury:  Uruguay. pri: Puerto Rico.

Gráfico 12

Árbol jerárquico para América, 1993
(Tomando una ventana de 30 años)
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Fuente: elaboración propia.

can: Canadá. usa: Estados Unidos. tto: Trinidad y Tabago. arg: Argentina. ven: República Bolivariana de Venezuela. pr: Puerto Rico. 
mex: México. ury: Uruguay. chl: Chile. bra: Brasil. col: Colombia. cri: Costa Rica. gtm: Guatemala. ecu: Ecuador. pry: Paraguay. hti: Haití. 
slv: El Salvador. hnd: Honduras. cub: Cuba. bol: Estado Plurinacional de Bolivia. dom: República Dominicana. nic: Nicaragua. per: Perú. 
jam: Jamaica. pan: Panamá.
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Rico, República Bolivariana de Venezuela, Trinidad y 
Tabago, México, el Uruguay, la Argentina y, aunque 
distanciado, Chile. Por otra parte, en el grupo de los 
países “pobres” vemos al Brasil y Costa Rica formando 
un subgrupo que, junto con Panamá, aún muestran una 
performance que los aleja de dicho grupo.

De nuevo en este caso los saltos solo ocurren de países 
“pobres” a “ricos” y no a la inversa. Nótese que Puerto 
Rico, México, el Uruguay y Chile son los países que en 
todo el período pasan de un grupo a otro. Nuevamente 
se encuentra que este análisis coincide con el realizado 
por Quah (1993), aunque avanza en el poder explicativo 

y el desglose de la dinámica. Tal como señala este autor, 
las probabilidades de que países “ricos” se transformen 
en países “pobres” son extremadamente bajas, mientras 
que la probabilidad de convergencia de países “pobres” 
a “ricos” es más alta. Sin embargo, los países de ingresos 
medios tienen un comportamiento más errático, por lo que 
el tránsito de países “pobres” a “ricos” no se encuentra 
asegurado en términos de convergencia tradicional. Este 
último resultado es reforzado por el análisis mediante 
ventanas temporales, del que se desprende que la movilidad 
“a la Quah” se encuentra condicionada por el desempeño 
relativo de cada país.

Gráfico 13

Árbol jerárquico para América, 2003
(Tomando una ventana de 30 años)
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Fuente: elaboración propia.

gtm: Guatemala. hti: Haití. pry: Paraguay. ecu: Ecuador. slv: El Salvador. bol: Estado Plurinacional de Bolivia. nic: Nicaragua. hnd: Honduras. 
dom: República Dominicana. cub: Cuba. per: Perú. jam: Jamaica. col: Colombia. bra: Brasil. cri: Costa Rica. pan: Panamá. can: Canadá. 
usa: Estados Unidos. pri: Puerto Rico. ven: República Bolivariana de Venezuela. tto: Trinidad y Tabago. mex: México. ury: Uruguay. 
arg: Argentina. chl: Chile.
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En este trabajo se ha presentado un método no para-
métrico de clusterización basado en el concepto de 
régimen dinámico. La técnica se aplicó para contribuir 
al debate de la convergencia económica. En particular, 
se introduce una nueva idea de convergencia distinta 
de la tradicional, basada en la convergencia a un estado 
estacionario. En este nuevo concepto de convergencia 
dos países “convergen” si sus dinámicas de regímenes 
se aproximan, donde no necesariamente sus variables 
tienden a un estado estacionario.

En el ejercicio se aplica la técnica a un grupo de 
países de América, que incluye a países considerados 
desarrollados y no desarrollados, y se muestra una serie 
de resultados que un análisis de convergencia tradicional 
no remarcaría. En primer lugar, si bien se han destacado 
dos grupos bien diferenciados (a los que llamamos países 
“pobres” y “ricos”), dentro de ellos se han encontrado 
comportamientos heterogéneos. En el interior de estos 
dos grupos se pueden hallar dos subgrupos: en los países 
“ricos” tenemos un subgrupo compuesto por los Estados 
Unidos y el Canadá (que registran la menor distancia de la 
muestra) que presenta una dinámica diferente respecto del 
resto del grupo de países “ricos”. Por otra parte, dentro de 
los países “pobres” se puede observar un grupo compacto 
de países, que podríamos considerar como los más pobres, 
y el Brasil, Costa Rica y Colombia que, aunque no llegan 
a integrar el grupo de los “ricos”, presentan un marcado 
distanciamiento con relación a los más “pobres”.

Un segundo comportamiento interesante que es 
posible encontrar en este análisis, es la presencia de 
mayores disparidades en el grupo de países “pobres” 
que en el de “ricos”. Mientras que los países más “ricos” 
han presentado una convergencia entre ellos, los países 
más “pobres” han mostrado cierta tendencia a divergir 
en el tiempo.

Al estudiar la evolución del distanciamiento entre 
un país “pobre” y uno “rico” promedio y realizar 20.000 
simulaciones de Monte Carlo para países “pobres” y países 
“ricos”, se obtiene como resultado que la distancia entre 
un país “pobre” promedio y uno “rico” promedio sale 
del intervalo de confianza (de una distancia constante) 
en los años noventa. Esto sugiere que gran parte de la 
separación entre los países “ricos” y “pobres” americanos 
se produce en esta década.

La riqueza de los resultados hallados, que permite 
describir el desempeño económico de los países de 
América en concordancia con su historia económica, 
explicaría el fracaso en encontrar un único resultado 
en los análisis tradicionales de convergencia mencio-
nados en las secciones anteriores. De todas formas, los 
resultados coinciden parcialmente con los presentados 
por Mayer-Foulkes (2001) y Howitt y Mayer-Foulkes 
(2004), quienes a partir de un modelo específico iden-
tifican clubs de convergencia.

En síntesis, esta nueva propuesta metodológica ha 
permitido establecer regularidades y tendencias en el 
comportamiento económico de los países de América. 
En particular, se ha analizado la convergencia o diver-
gencia en el desempeño económico de dichos países, 
estableciendo clubs de desempeño sin necesidad de “con-
dicionar los datos” a priori con el fin de ajustar el análisis 
de la convergencia a las herramientas tradicionales, o 
especificar un modelo concreto. Desde un punto de vista 
metodológico, la principal diferencia es que todos los 
resultados encontrados (grupos de países, divergencia/
convergencia entre e intragrupos, y otros) son ex post, 
lo que elimina cualquier sesgo de selección.

Finalmente, el método propuesto permite incorporar 
otras variables al análisis (económicas, institucionales, 
sociales, entre otras), de modo de comparar la influencia 
de tales variables en la conformación de clubs a partir 
de cambios en el desempeño. En particular, es posible 
analizar comparativamente las dinámicas de clubs de 
crecimiento y clubs de desarrollo, tomando variables 
cualitativas (como, por ejemplo, el Índice de Desarrollo 
Humano, o el análisis pormenorizado de la acumulación 
de capital humano, u otras). Una primera hipótesis en 
este contexto es que varios de los países de América 
Latina y el Caribe presentan una dualidad profunda en 
sus desempeños históricos cuantitativos y cualitativos: 
el ingreso per cápita no denota que la desigualdad en la 
distribución del ingreso puede ser creciente con respecto 
al desarrollo económico, ni que la economía puede tender 
a un dualismo en su estructura económico-social y, por 
tanto, que las variables cualitativas pueden presentar 
valores crecientemente negativos para el desarrollo. 
En esta dirección se plantean las futuras líneas de 
investigación.

V
Conclusiones
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Apéndice

Datos usados
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E l objetivo de este artículo es cuantificar la evolución de las 

diversas áreas de la infraestructura básica en los países de la región 

y precisar la dimensión del atraso que estas registran con respecto a 

los países del sudeste de Asia, cuyo nivel de desarrollo era claramente 

inferior al de los países latinoamericanos a fines de los años setenta 

del siglo pasado. En particular, interesa precisar las principales 

características —a modo de tendencias generales— del desarrollo de 

la infraestructura básica en América Latina, con especial énfasis en 

los problemas que registra el proceso inversor en el sector, a fin de 

establecer las principales consecuencias que tales problemas conllevan 

y especificar, de este modo, los desafíos que los países de la región 

están llamados a enfrentar.
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I
Desarrollo de la infraestructura 

básica en América Latina

En diversos trabajos empíricos se ha examinado la 
relación entre la inversión en infraestructura y el creci-
miento económico, encontrando una correlación positiva 
y significativa, sin que ello denote necesariamente una 
dirección de causalidad entre ambas variables (Rozas y 
Sánchez, 2004). La dinámica que sustenta esta relación 
es relativamente transparente: una mayor disponibilidad 
y calidad de los servicios de infraestructura —medidas 
en términos de telecomunicaciones; red vial y servicios 
de transporte; generación, transmisión y distribución de 
energía; y abastecimiento de agua potable y servicios 
de saneamiento— implican para los productores una 
mayor productividad de los factores y costos de pro-
ducción más bajos. La mayor rentabilidad incentiva la 
inversión y, por ende, aumenta el crecimiento potencial 
del producto. En estudios recientes se señala que las 
deficiencias en las redes de carretera y telecomunica-
ciones elevan significativamente los costos de transporte 
y, en general, los costos logísticos, que sobrepasan los 
estándares internacionales afectando la competitividad 
de las empresas, las industrias y las economías en su 
conjunto (Guasch y Kogan, 2001; cepal, 2004).

En la década de 1990, la industria latinoamericana 
de servicios de infraestructura registró una acentuada 
transformación estructural, que se extendió por las te-
lecomunicaciones, la energía, los servicios sanitarios y 
el transporte. En la mayoría de los países de la región se 
puso término a los monopolios estatales y se estimuló 
la participación de agentes privados en mercados que 
hasta entonces habían estado reservados a empresas 
fiscales, derogándose las barreras legales para la entrada 
en algunos segmentos de la industria.

La redefinición del papel del Estado en la provisión 
de servicios de infraestructura significó que en la mayoría 
de los países de la región se procediera a privatizar las 
empresas estatales de cada sector —muchas de ellas 
monopolios protegidos legalmente— y se pusieran en 
práctica marcos institucionales y legales de regulación. 
En numerosos casos, esta situación devino en la creación 

 El autor agradece la asistencia de Mauro Gutiérrez, que ayudó en 
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de agencias reguladoras de las actividades emprendidas 
por las empresas privadas en cada sector.

La apertura de los mercados de servicios de infraes-
tructura y la venta de las empresas estatales permitieron 
el ingreso de empresas extranjeras portadoras en muchos 
casos de nuevas técnicas de producción, tecnologías y 
modalidades de organización empresarial, que resultaron 
determinantes para la modernización de la infraestructura 
y de los servicios producidos localmente. Por cierto, esta 
modernización resulta crucial para obtener mayores ganan-
cias de competitividad sistémica y atraer nuevas corrientes 
de inversión a los demás sectores productivos.

A pesar de la amplitud de estas tendencias, las 
reestructuraciones de los servicios dieron origen a una 
diversidad de modelos que difieren no solo de un sector 
a otro, sino también de un país a otro para un mismo 
sector. Esta diversidad obedece a marcadas diferencias 
derivadas del tamaño y estructura de los mercados, del 
grado real de competencia que es posible introducir en 
cada país y en cada servicio, de los procesos de formación 
de los precios, de la cobertura y calidad de los servicios, 
e incluso de sus impactos ambientales.

De esta manera, entre 1985 y 2007, en la mayoría 
de los países de América Latina mejoró la cobertura y 
calidad de los servicios relacionados con la disponibilidad 
de infraestructura física y de redes. En los últimos 10 
años la expansión ha sido espectacular en el mercado 
de teléfonos celulares e Internet, alcanzando uno de los 
mayores índices de desarrollo a nivel mundial (Rozas, 
2008a). También ha crecido la cobertura del servicio 
eléctrico y se han modernizado muchos puertos mediante 
concesiones (Doerr y Sánchez, 2006). Sin embargo, 
en el segmento de caminos la cobertura no ha sufrido 
mayores variaciones (cepal, 2004; Fay y Morrison, 
2005; Sánchez y Wilmsmeier, 2005).

A pesar de las mejoras, el crecimiento de las cober-
turas de los servicios provenientes de la infraestructura, 
que ha permitido mejores condiciones para el desarrollo 
económico, ha sido insuficiente como se apreciará en 
las páginas siguientes.

Las deficiencias en infraestructura económica, 
causadas por problemas de organización industrial de los 
mercados o por insuficiencias físicas, están dificultando —o 
podrían hacerlo en breve— la capacidad de América Latina 
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de sostener el crecimiento, aumentar la productividad de 
los factores y la competitividad de las economías y reducir 
la pobreza. En la región se debe superar la restricción 
infraestructural para asegurar condiciones que permitan 
dar una base de sostenibilidad al crecimiento. Ello explica 
las necesidades de inversión en el sector.

La diferencia de comportamiento entre la oferta y la 
demanda de infraestructura está provocando dos efectos 
principales, de por sí preocupantes: i) un creciente retraso 
relativo de la región con respecto a otras economías 
emergentes, y ii) una tendencia a la insuficiencia en la 
provisión de servicios de infraestructura.

II
La inversión en infraestructura: 

un desafío no resuelto

La principal razón del desarrollo insuficiente de la in-
fraestructura básica de América Latina en las últimas 
dos décadas radica en las dificultades que han tenido los 
países para mantener un ritmo adecuado de inversión 
en las distintas actividades del sector.

El promedio anual de la inversión en infraestructura 
de las principales economías de América Latina durante 
los quinquenios 1980-1985, 1996-2001 y 2002-2006 
bajó de 3,7% a 2,2% y a 1,5% del producto interno 
bruto (pib), respectivamente. Esta es una disminución 
considerable si se tiene en cuenta que durante el primer 
quinquenio de los años ochenta la región fue afectada 
por la crisis de la balanza de pagos y por altos niveles de 

endeudamiento externo, lo que contrajo drásticamente la 
demanda agregada y, en consecuencia, la inversión. Esto 
determinó que el parámetro respecto del cual se compara 
la inversión promedio de los quinquenios 1996-2001 y 
2002-2006 —es decir, el valor promedio del quinquenio 
1980-1985— no fuera muy exigente, porque su magnitud 
estuvo condicionada por la situación de crisis que afectó a 
la región en la primera mitad de los años ochenta. A pesar 
de esta baja exigencia del parámetro, la inversión prome-
dio de los períodos 1996-2001 y 2002-2006 disminuyó 
considerablemente respecto del valor de referencia.

De acuerdo con la información presentada en el 
gráfico 1, la declinación de la inversión en infraestructura 

Gráfico 1

América Latinaa: inversión en áreas de infraestructura como porcentaje 
del pib, períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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de trabajo, Nº 269, Santiago de Chile, Banco Central de Chile, septiembre de 2004; período 2002-2006, elaboración propia sobre la base de 
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a	 Incluye a la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, el Estado Plurinacional de Bolivia, México y el Perú.

pib: Producto interno bruto.
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a lo largo del período 1980-2006 fue especialmente 
notoria en las áreas de energía y transporte terrestre, 
aunque en esta última se produjo alguna recuperación 
en el quinquenio 2002-2006 respecto del quinquenio 
1996-2001, aumentando de 0,36% a 0,45% del pib 
de los países incluidos en la muestra investigada. Una 
evolución distinta registra la inversión en la industria 
de telecomunicaciones, donde se advierte un ostensi-
ble crecimiento en la segunda mitad de la década de 
1990 respecto de comienzos de los años ochenta, para 
disminuir en el quinquenio 2002-2006 a niveles apenas 
superiores a los iniciales.

En parte importante de la literatura económica más 
reciente dedicada al tema se ha intentado explicar la 
declinación de los flujos de inversión hacia el sector, 
identificándose un conjunto de aspectos que contri-
buyen a tal contracción. Entre estos elementos se han 
mencionado la disminución del gasto público, la menor 
contribución de los organismos multilaterales de crédito 
y agencias bilaterales y la declinación de los aportes 
privados. Por cierto, la discusión sobre los problemas 
que subyacen al comportamiento de los componentes 
de la inversión agregada en infraestructura es un tema 
todavía pendiente en la literatura. Hasta ahora preva-
lecen los análisis sectorializados de los factores que 
han estado determinando esta situación y en los que se 
abordan en muy pocos casos las reformas estructurales 
aplicadas durante la década de 1980 y el primer lustro 
de los años noventa. Estas debieran constituir el objeto 
principal del análisis para aprehender la dinámica de 
los diversos procesos en curso tanto en la industria de 
infraestructura básica como en la prestación de los 
servicios conexos.

Una complicación adicional ha derivado del carácter 
parcial de la información disponible —en algunos casos 
solo se trata de aproximaciones— y de la tendencia de 
algunos analistas a extrapolar situaciones que tienden a 
producirse más intensamente en los países más grandes 
y de mayor gravitación de la región, validándolas para 
el resto de los países como parte de tendencias más ge-
nerales, lo que no necesariamente ocurre de la manera 
como se enuncia.

En esta perspectiva, el estudio realizado por Calderón 
y Servén (2004) contribuye a precisar las variadas ten-
dencias que es posible observar en la región, más allá 
de la evolución de los valores agregados de las variables 
de inversión. En el estudio mencionado, ambos autores 
comparan la inversión total de inicios de la década de 
1980 con la de los inicios del primer decenio del presente 
siglo en las principales economías de América Latina (la 
Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, México y el Perú), 

además del Estado Plurinacional de Bolivia. Los resultados 
obtenidos permiten ver que en la mayoría de los países 
se experimenta una importante declinación que solo se 
revierte escasamente en algunos casos a principios de la 
década de 1990. Según el estudio citado, la excepción a 
la tendencia descrita la constituyen Colombia y Chile, 
países en que se aprecia un importante incremento de 
la inversión en infraestructura durante dicha década 
(Calderón y Servén, 2004).

Los datos presentados en el estudio citado deno-
tan, asimismo, que la inversión total en infraestructura 
cae fuertemente en los países de economías grandes 
(el Brasil, la Argentina y México), de modo que el 
gasto anual promedio en infraestructura disminuye a 
la mitad en el período 1996-2001 con respecto al de 
1980-1985, y se eleva en las economías más pequeñas 
(Chile, Colombia, el Estado Plurinacional de Bolivia y el 
Perú), y de manera particularmente relevante en Chile y 
Colombia: 5,6% y 5,8%, respectivamente. En el período 
siguiente (2002-2006), la información obtenida deja ver 
que la declinación de la tasa de inversión en infraestruc-
tura se acentúa en todos los países de la muestra, con 
la excepción de México, e incluso en aquellos países 
que habían registrado un mejor desempeño durante el 
período anterior (véase el gráfico 2).

Las preguntas relevantes que cabe formularse se 
relacionan entonces con esta disparidad: ¿Qué facto-
res determinan que en algunos países la inversión en 
infraestructura durante la segunda mitad de los años 
noventa sea más alta que la registrada a comienzos de 
los años ochenta, en tanto que en otros países cae a la 
mitad? ¿Por qué la tasa de inversión en infraestructura 
desciende tan abruptamente en Chile y Colombia, 
países que presentaban tasas promedio cercanas al 6% 
de sus respectivos pib a fines de los años noventa? ¿Es 
suficiente una tasa de inversión en infraestructura de 6% 
del pib para enfrentar satisfactoriamente las demandas 
que emergen de la propia dinámica del crecimiento 
económico y del desarrollo?

Es posible que algunos analistas procuren subestimar 
el descenso observado y destaquen tanto el crecimiento 
del pib en el período 2004-2007 —muy por encima del 
promedio de las dos décadas precedentes— como una 
eventual maduración de los mercados en determinadas 
áreas de la industria de infraestructura, como los factores 
causales de tal declinación, validando de esta manera el 
carácter no lineal de la relación estimada entre infraes-
tructura y crecimiento en el largo plazo (efecto positivo, 
pero decreciente).

En América Latina, ambos argumentos son 
discutibles. Primero, porque es erróneo suponer un 
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comportamiento autónomo de la inversión en infraestructu-
ra con relación a la variación del producto, especialmente 
en aquellos países que arrastran un marcado déficit de 
infraestructura, desconociéndose la elasticidad producto 
respecto de la prestación de servicios conexos que han 
sido medidos en numerosos estudios bajo diferentes 
circunstancias (Rozas y Sánchez, 2004), y muy especial-
mente la estrecha causalidad bidireccional que detectaron 
Canning y Pedroni (1999) entre ambas variables cuando 
se permite heterogeneidad en las interacciones de corto 
plazo entre la infraestructura y el pib.

Y segundo, porque se asigna a los países de la región 
un horizonte demasiado bajo en cuanto a la maduración 
de los mercados de servicios de infraestructura, nivel 
que queda en evidencia al compararse los indicadores de 
cobertura y de densidad que han alcanzado tales servicios 
en América Latina respecto de los niveles registrados en 
los países de mayor desarrollo. En consecuencia, parece 
más razonable explorar el comportamiento de los prin-
cipales componentes de la inversión en infraestructura 
a fin de encontrar los elementos de explicación de esta 
declinación, lo que se hace necesario para definir los 
lineamientos generales de política y medidas que se 
estimen pertinentes.

1.	 Inversión pública

En diferentes estudios se ha encontrado una estrecha 
correlación entre el aumento de los déficits primarios 
del sector público y la reducción de los presupuestos 
de inversión pública en general y de infraestructura, en 
particular.

El magro desempeño en materia de inversión en 
infraestructura es el reflejo de las dificultades financieras 
por las que atravesaron la mayoría de los gobiernos de 
la región desde la crisis de la deuda externa iniciada en 
1982. La necesidad de realizar profundos ajustes fisca-
les, junto con el servicio de la deuda externa, condujo a 
los países a reducir significativamente el gasto público, 
sobre todo en lo que se refiere a inversión.

Existen evidencias suficientes para afirmar que 
durante los años noventa los ministerios de hacienda y 
los gobiernos latinoamericanos, enfrentados a situaciones 
de crisis fiscales, encontraron más sencillo suspender o 
anular la ejecución de grandes proyectos de infraestruc-
tura antes que afectar el pago de la deuda externa, las 
pensiones o las remuneraciones del sector público.

Por esta razón, entre 1988 y 1998 el gasto público en 
infraestructura se redujo en América Latina del 3% al 1,8% 

Gráfico 2

América Latina (países seleccionados): inversión en infraestructura 
como porcentaje del pib, períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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del pib, alejándose del nivel requerido para alcanzar a los 
denominados “tigres” del Asia (Fay y Morrison, 2005). 
Los antecedentes más recientes confirman la tendencia 
a la baja: en el período 2002-2006, el promedio anual 
de la inversión pública en infraestructura en el mismo 
grupo de países equivalió apenas al 0,6% del pib, lo que 
implica que en dicho período la inversión pública en el 
sector representa menos de la quinta parte de lo que fue 
a comienzos de los años ochenta.

De acuerdo con estos datos, la retracción de la 
inversión pública fue particularmente acentuada en las 
áreas de transporte terrestre y de energía. En la primera, 
la inversión pública cayó de 0,91% del pib (promedio 
anual del período 1980-1985) a 0,16% (promedio anual 
del período 1996-2001), lo que se explica por la escasa 
prioridad asignada en los países más grandes de la región 
a este tipo de infraestructura en la política fiscal del 
segundo quinquenio de los noventa. Esta retracción no 
fue compensada por una mayor inversión privada, que 
apenas aumentó de 0,15% a 0,20% del pib —como se 
verá más adelante— lo que determinó que la inversión 
total en esa área disminuyera notoriamente, como ya se 
pudo apreciar en el gráfico 1.

Por otra parte, la caída de la inversión pública en 
el área de energía (del 1,64% al 0,31% del pib) obedece 
fundamentalmente a la privatización de las empresas 
eléctricas en la mayor parte de los países de la región, 
con la excepción de México, lo que significó que el 

Estado dejara de ser un actor relevante en esta área de 
la infraestructura básica. Del mismo modo que en la 
infraestructura de transporte terrestre, tampoco en el 
área de energía la inversión privada pudo compensar la 
disminución de la inversión pública.

En la información más reciente se advierte que la 
tendencia a la disminución de la inversión pública se 
acentuó durante el período 2002-2006, tanto en el área 
de energía eléctrica como de telecomunicaciones —lo 
que se vincula a la consolidación del proceso de priva-
tizaciones en ambas actividades— pero se revirtió en la 
de transporte terrestre. Esta última actividad representó 
más de la mitad de la inversión pública en infraestructura 
durante el quinquenio 2002-2006.

De esta manera, la disminución de la inversión 
pública en infraestructura no se explica solo por la 
causal anotada por Fay y Morrison (2005), quienes re-
lacionaron esta retracción, principalmente, con la crisis 
fiscal registrada en los países de la región. Además de la 
repercusión de las privatizaciones —que determinaron 
que el Estado dejara de participar de manera directa en 
actividades tales como energía y telecomunicaciones— 
los presupuestos de inversión pública se redujeron debido 
a que en los años noventa se tuvo la percepción de que 
una parte considerable de la infraestructura básica era 
susceptible de ser financiada y suministrada mediante 
inversión privada, lo que se tradujo en los correspondientes 
criterios de política que orientaron el perfil presupuestal 

Gráfico 3

América Latinaa: inversión pública en áreas de infraestructura 
como porcentaje del pib, períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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en los períodos que se comparan. En este sentido, buena 
parte de la discusión se centró en la definición de las 
condiciones institucionales y normativas más adecuadas 
para que esta inversión se concretara.

La información relativa a la evolución de la inversión 
pública en infraestructura en los principales países de la 
región aporta algunos antecedentes de especial importancia 
para evaluar los déficits de inversión que se arrastran 
en el sector. Como se aprecia en el gráfico 4, la caída 
de la inversión pública durante la segunda mitad de los 
años noventa es generalizada y se produce en todos los 
países latinoamericanos de la muestra investigada. Esta 
reducción es especialmente acentuada en la Argentina, 
México y el Perú, países donde la inversión pública 
bajó a guarismos inferiores al 1% del pib (promedio 
anual del período 1996-2001). Asimismo, en el Brasil 
la inversión pública cayó fuertemente y apenas alcanzó 
al 1% del pib en ese período. A diferencia de los países 
mencionados, la aminoración es leve en Colombia y 
algo menos leve en Chile, país en que la inversión siguió 
teniendo relevancia (1,72% del pib). Esta situación 
se revirtió parcialmente en algunos países durante el 
quinquenio siguiente, especialmente en la Argentina y 
México, además del Estado Plurinacional de Bolivia, 
países donde se incrementa la inversión pública en 
infraestructura en el marco de la notoria expansión de 
sus economías, aunque sin alcanzar estas los niveles de 
comienzos de los años ochenta.

De hecho, a pesar de la recuperación anotada, el 
promedio anual de la inversión pública en infraestructura 
durante el período 2002-2006 no superó el 1% del pib 
en ninguno de los países latinoamericanos considerados, 
con la excepción del Estado Plurinacional de Bolivia y 
Chile. Por otra parte, al contrario de la Argentina, Estado 
Plurinacional de Bolivia y México, en los demás países 
incluidos en la muestra analizada la tendencia a la baja 
de la inversión pública en infraestructura se mantuvo en 
el último quinquenio, especialmente en Colombia, uno 
de los dos países que hasta entonces había mantenido 
niveles de inversión pública de mayor significancia en 
el sector. Además, el incremento de esta tendencia fue 
particularmente notorio en el Brasil y algo menor en 
el Perú.

Los antecedentes revisados permiten entender de 
mejor manera la particular situación de países como 
Chile y Colombia, que registraron tasas de inversión en 
infraestructura cercanas al 6% del pib en el quinquenio 
1996-2001, como se vio en la sección precedente. En 
este sentido, pareciera que aquellos países que mues-
tran menos déficits de arrastre de la inversión total en 
infraestructura son los que conservaron niveles signi-
ficativos de inversión pública (caso de Colombia) o la 
disminuyeron en menor medida (caso de Chile). Ello 
no obstante que ambos países se caracterizan por haber 
aplicado profundas reformas en las diversas áreas de 
infraestructura, privatizando empresas y desarrollando 

Gráfico 4

América Latina (países seleccionados): inversión pública en infraestructura 
como porcentaje del pib, períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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oportunidades de negocios para agentes privados mediante 
la implementación de modalidades no convencionales de 
participación, tales como las concesiones viales y otras 
modalidades de asociaciones público-privadas.

Esto sugiere que la inversión pública no solo puede 
jugar un papel fundamental en el desarrollo del sector, 
sino además, que su retracción a niveles mínimos puede 
ocasionar serios problemas de déficit de inversión en el 
sector, debido a las insuficiencias y dificultades que han 
mostrado los agentes privados para sustituir la inversión 
pública en los niveles demandados por el proceso de 
crecimiento.

La revisión de la desagregación sectorial de la 
inversión pública en ambos países refuerza esta idea. 
En el caso de Chile, la información existente señala 
que la inversión pública en infraestructura básica se 
canalizó preferentemente hacia la infraestructura de 
transporte y lo hizo en el mismo nivel (1% del pib) en 
los quinquenios sometidos a comparación (véase el 
gráfico 5), lo que contribuyó a atenuar la fuerte caída 
de la inversión privada entre 2002 y 2006, como se verá 
más adelante. Esto quiere decir que la aminoración de 
la inversión pública en infraestructura se produjo pre-
ferentemente en telecomunicaciones y energía, áreas 
en las que el Estado privatizó sus principales activos, y 
que la inversión pública se mantuvo en aquellas donde 
el Estado desempeña un papel más activo, tanto en el 
diseño estratégico del sector como en la planificación 

de obras y su financiamiento parcial o total, lo que 
depende del mecanismo de participación privada que 
se implemente.

En la muestra de economías investigadas, la situación 
de Chile contrasta notoriamente con las de los demás 
países de la región incluidos —con la excepción del 
Estado Plurinacional de Bolivia— donde la inversión 
pública en infraestructura de transporte terrestre decae 
a niveles casi marginales (véase el gráfico 6), lo que 
incidió negativamente en la conservación y renovación 
de la infraestructura vial existente (según el grado de 
deterioro, el costo de reposición puede ser incluso más 
alto que el vinculado a la creación de nuevas obras de 
infraestructura vial), y en su expansión conforme con 
los requerimientos del crecimiento del conjunto de la 
economía (Bull, 2003). En el período más reciente, el 
esfuerzo desplegado por el gobierno de Chile continuó 
marcando diferencias con los demás países de la región, 
con la excepción del Estado Plurinacional de Bolivia, no 
obstante que en la Argentina, el Brasil y el Perú aumentó 
significativamente la inversión pública en infraestructura 
de transporte terrestre, pero sin alcanzar los niveles pro-
medio registrados durante el período 1980-1985.

Las particularidades de Colombia ilustran aún 
mejor la situación que se analiza: a diferencia de Chile, 
la inversión pública en infraestructura no se focalizó 
en un sector determinado, aunque el área de energía 
continuó siendo su principal receptora, manteniéndose 

Gráfico 5

Chile: inversión pública en áreas de infraestructura como
porcentaje del pib, períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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en general en niveles levemente inferiores en las áreas 
más relevantes, e incluso aumentando notoriamente en 
el área de las telecomunicaciones (véase el gráfico 7). 
Todo ello contribuyó a que la disminución de la inver-
sión pública en infraestructura básica, en general, no 
fuera similar a la de los demás países de la región, lo 

que sumado a la apertura del sector a la participación 
privada deviniera en el logro de una tasa promedio de 
inversión en infraestructura de 6%.

Sin embargo, en el período más reciente (2002-2006) 
la inversión estatal en el sector se contrajo ostensible-
mente, debido sobre todo a la menor participación del 

Gráfico 6

América Latina (países seleccionados): inversión pública en infraestructura de 
transporte terrestre como porcentaje del pib, períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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Gráfico 7

Colombia: inversión pública en áreas de infraestructura como
porcentaje del pib, períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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Estado en la prestación de servicios de energía y de 
telecomunicaciones. De todos modos, el gobierno de 
Colombia mantuvo casi el mismo nivel de inversión en 
transporte terrestre, que se transformó en la principal 
área receptora de recursos públicos.

En definitiva, en el caso de Colombia, este compor-
tamiento de la inversión pública contribuyó de manera 
decisiva a que la participación de inversionistas priva-
dos se tradujera en un incremento significativo de la 
inversión total en el sector y no fuese solo un sustituto 
parcial de una alicaída inversión pública. En el quin-
quenio siguiente esta perdió relevancia, lo que incidió 
en que disminuyera significativamente la tasa promedio 
de inversión en el sector, siguiendo el derrotero de los 
demás países de la región.

2.	 Evolución de la inversión privada

En líneas generales, en la década de 1990 se produjo un 
importante flujo de inversión privada en infraestructura, 
siendo especialmente importante la dinámica alcanzada 
por este proceso en América Latina, que capturó la mitad 
de la inversión privada que se dirigió a esta actividad en el 
mundo en desarrollo. El máximo flujo de inversión privada 
en infraestructura que sumaron las privatizaciones, las 
concesiones y otras modalidades de asociaciones público-
privadas (app), se alcanzó en 1998 y totalizó casi 67.000 
millones de dólares. A pesar de su magnitud sin precedentes 
en la historia latinoamericana, equivalió a solo el 3,87% 
del pib regional y no logró, por lo tanto, compensar la 
reducción de la inversión pública, especialmente en las 
economías regionales de mayor tamaño relativo.

Durante el trienio 1999-2001, la inversión privada 
en infraestructura disminuyó a casi la mitad del monto 
registrado en 1998, como consecuencia de las dificul-
tades enfrentadas por algunos países de la región en 
el ámbito energético y del impacto provocado por el 
desequilibrio de algunos factores macroeconómicos y 
el término del proceso privatizador en las principales 
economías latinoamericanas. Además, esta declinación 
se acentuó durante el bienio 2002-2003 con motivo de la 
crisis suscitada principalmente en los países de la costa 
atlántica de América del Sur, que afectó seriamente el 
comportamiento de la demanda agregada en dichos países 
—sobre todo el ingreso de las personas y el gasto en 
consumo por efecto de la contracción salarial y el mayor 
desempleo— y la inversión. La recuperación posterior, 
iniciada en 2004, restableció recién en 2007 los niveles 
de inversión previos a la crisis de 2002-2003, lo que 
incluso puede resultar efímero en el nuevo escenario 
internacional que se ha configurado a partir de 2008.

Algunos analistas prefieren enfocar el tema desde 
una perspectiva diferente y señalan que la disminución 
de la inversión pública en infraestructura producida en 
los años noventa se ha visto parcialmente compensada 
por una mayor participación privada en la actividad. 
Aunque esto es cierto, dicha línea de análisis contri-
buye a minimizar la caída de la inversión en el sector 
y a sobrevalorar la importancia del traspaso de activos 
(privatizaciones y adquisiciones), componente esencial 
de la inversión privada que no repercute directamente 
en la formación de capital fijo (acervo de capital de 
infraestructura).

De todos modos, debe tenerse presente que los 
procesos de privatización iniciados en los países de 
la región hacia finales de los años ochenta fueron el 
primer impulso significativo para la incorporación de 
capital privado en el sector de infraestructura. Cerca del 
55% del valor de las privatizaciones efectuadas en los 
años noventa corresponde a la enajenación de activos 
estatales de estos sectores, tradicionalmente cerrados al 
sector privado (Lora, 2001; Rozas, 2005). Asimismo, 
las concesiones han sido otro mecanismo que ha po-
sibilitado la incorporación de agentes privados en el 
financiamiento, construcción y gestión de los servicios 
de infraestructura, particularmente desde mediados del 
decenio de 1990. En alguna medida, las concesiones 
sustituyeron a las privatizaciones como un mecanismo 
de atracción de capitales privados, especialmente extran-
jeros, que los gobiernos de algunos países de la región 
emplearon para aliviar la presión sobre sus respectivas 
balanzas de pagos, una vez agotados los activos físicos 
que podían vender.

Impulsados por las privatizaciones —especialmente 
en el Brasil— y las operaciones de adquisición (take-over) 
en el área de energía, los flujos de inversión privada en 
infraestructura aumentaron notablemente entre 1995 y 
1998 de 14.000 millones de dólares a 67.000 millones 
de dólares. Las mayores cifras agregadas de inversión 
en el sector se registraron en 1997 y 1998, generadas 
principalmente por la venta de las empresas de telecomu-
nicaciones y eléctricas de Brasil, la toma de control del 
grupo chileno Enersis por parte de la Empresa Nacional 
de Electricidad, S.A. (endesa) y el desarrollo de las 
concesiones viales en varios de los países de la región: 
la Argentina, Chile, Colombia y México.

El incremento de la inversión privada en infraes-
tructura se produjo prácticamente en todos los países 
de la región, lo que resulta razonable si se asume que 
la participación de capitales privados estaba vedada o 
restringida en la mayoría de las áreas de infraestructura 
hasta la puesta en marcha de las reformas. Conforme 
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con los datos del Banco Mundial, la inversión privada 
se dirigió principalmente a las áreas de energía y teleco-
municaciones, sectores que alcanzaron una participación 
de 46,2% y 32%, respectivamente, del total invertido 
por agentes privados en el sector durante el período 
1990-2006. En el lapso más reciente, de 2002 a 2006, 
esta tendencia se acentuó, sobre todo la participación 
de las telecomunicaciones, que constituyeron el 52,1% 
de la inversión privada en el sector.

Los antecedentes presentados en el estudio de 
Calderón y Servén (2004) relativizaron la importancia 

adquirida por los inversionistas privados en los totales 
de inversión orientados a la infraestructura de la región. 
Según ambos autores, la inversión privada en el sector 
aumentó de 0,61% del pib (promedio anual del período 
1980-1985) a 1,41% del pib (promedio anual del período 
1996-2001). Aunque este incremento de la inversión pri-
vada en infraestructura entre ambos quinquenios ha sido 
especialmente destacado como expresión del papel más 
activo de las empresas privadas en el desarrollo del sector 
(131% de incremento), no se debe dejar de considerar 
que dicho aumento fue de solo 0,8 puntos porcentuales 

Gráfico 8

América Latina (países seleccionados): 
inversión privada en infraestructura, 1990-2006
(En miles de millones de dólares)
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Gráfico 9

América Latinaa: distribución de la inversión privada por áreas 
de infraestructura en las principales economías
(En porcentajes)
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del pib, muy inferior a la disminución registrada por 
la inversión pública promedio entre ambos períodos 
(–2,27 puntos porcentuales). Los datos posteriores 
confirman que su relevancia en el financiamiento de la 
infraestructura ha sido todavía menos significativa en 
el período siguiente (2002-2006), cuando la inversión 
privada representó apenas un 0,9% del pib promedio de 
las principales economías de la región.

La inversión privada creció notoriamente en el área de 
las telecomunicaciones, no así en energía y en transporte 
terrestre, actividades en que la participación privada no 
presenta variaciones significativas (véase el gráfico 10). 
En cambio, en las telecomunicaciones el peso relativo 
de la inversión privada se cuadruplicó, aumentando de 
0,2% a 0,8% del pib. Este incremento refleja en gran 
medida el éxito alcanzado por el Gobierno de Brasil tanto 
en relación con la privatización de Telecomunicaciones 
Brasileñas, S.A. (telebras) —que marcó un hito en la 
venta de empresas estatales en América Latina— como 
con respecto a la organización de la industria de la tele-
fonía móvil, que desató una gran afluencia de inversión 
extranjera en el sector (Rozas, 2005).

Además, este incremento del peso relativo de la 
participación privada en telecomunicaciones influyó 
para que también en los demás países —especialmente 
en la Argentina, Chile, Colombia, México y el Perú— 
se elevara la participación privada en la inversión en 
el sector como resultado de la privatización de las 
principales empresas operadoras de telefonía. En un 

estudio sobre este proceso se estableció que la venta 
de los monopolios de telecomunicaciones producida 
entre 1986 y 2004 generó ingresos fiscales por 42.000 
millones de dólares, la mayor parte durante los años 
noventa (Rozas, 2005).

En el período posterior, la inversión privada en 
telecomunicaciones medida como porcentaje del pib se 
redujo notoriamente, disminuyendo de 0,77% a 0,47% 
del pib, por haberse puesto término a la privatización 
de las empresas públicas del sector en la mayoría de los 
países de la región. No obstante, esta actividad siguió 
siendo el área de infraestructura que recibió más inversión 
privada, lo que se vinculó con el desarrollo de nuevos 
negocios y con los escenarios de competencia brindados 
por las nuevas tecnologías y el progresivo deterioro de 
las economías de escala de la telefonía básica. Dicha 
disminución se produjo en todos los países que cons-
tituyen la muestra investigada y fue particularmente 
relevante en Chile, país que muestra uno de los niveles 
de penetración telefónica más altos de la región, lo que 
sugiere que las inversiones en telecomunicaciones han 
empezado a alcanzar un cierto techo como consecuencia 
de la progresiva maduración de sus mercados.

Por cierto, cabe discutir hasta qué punto es admisible 
considerar inversión los capitales vinculados a los tras-
pasos de propiedad de las empresas estatales que fueron 
privatizadas y que constituyen buena parte de lo que 
algunos analistas reconocen como “inversión privada”, 
aunque dichas transacciones no inciden directamente en 

Gráfico 10

América Latinaa: inversión privada en infraestructura como 
porcentaje del pib, períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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de trabajo, Nº 269, Santiago de Chile, Banco Central de Chile, septiembre de 2004; período 2002-2006: elaboración propia sobre la base de 
datos del Banco Mundial y estadísticas nacionales.

a	 Incluye a la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, el Estado Plurinacional de Bolivia, México y el Perú.

pib: Producto interno bruto.
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la formación bruta de capital o aumento de la capacidad 
productiva. En estricto rigor, la mayoría de las veces 
el destino de los recursos que generó la venta de tales 
empresas fue el financiamiento del gasto corriente de 
los gobiernos y no el incremento de la infraestructura 
del sector. En este sentido, sería recomendable que los 
países diferenciaran entre los recursos empleados por los 
inversionistas para la compra de acciones o derechos de 
propiedad y aquellos ocupados para constituir, ampliar 
o modernizar la capacidad productiva de la empresa 
adquirida. En tal caso, probablemente los países lati-
noamericanos mostrarían estadísticas muy distintas a 
las existentes.

Asimismo, cabe preguntarse a qué obedece que 
en la inversión promedio realizada en la industria de 
telecomunicaciones —más allá de lo espurias que 
pueden resultar las cifras disponibles— el peso relati-
vo de los agentes privados se haya cuadruplicado y no 
haya ocurrido lo mismo en otras áreas de la industria 
de infraestructura.

La cepal ha sostenido que las razones de esta di-
ferencia pueden encontrarse en los distintos montos que 
son necesarios para generar una unidad de ingreso anual 
(cepal, 2004). Siguiendo las estimaciones del Banco 
Mundial, la cepal ha señalado que son las telecomu-
nicaciones y las empresas de energía —principalmente 
eléctricas— las actividades de infraestructura que requieren 

un menor monto de capital para generar una unidad de 
ingreso anual (cepal, 2004). De esta manera, actividades 
tales como la construcción y conservación de carreteras, 
y la construcción de redes de abastecimiento de agua 
potable y demás servicios de saneamiento son menos 
atractivas para los inversionistas privados, ya sea por el 
mayor monto que deben invertir para generar una unidad 
de ingreso anual, ya sea debido al mayor tiempo que 
deben asignar para lograr el retorno de la inversión.

Esta explicación, sin embargo, no es aplicable al 
sector energía, en el que el peso relativo de la inversión 
privada solo tuvo un leve incremento, transitando de 
0,31% del pib (promedio anual del período 1980-1985) 

Gráfico 11

América Latina (países seleccionados): inversión privada en 
infraestructura de telecomunicaciones como porcentaje del pib, 
períodos 1980-1985, 1996-2001, 2002-2006
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Fuente: períodos 1980-1985 y 1996-2001: César Calderón y Luis Servén, “Trends in infrastructure in Latin America, 1980-2001”, Documento 
de trabajo, Nº 269, Santiago de Chile, Banco Central de Chile, septiembre de 2004. Período 2002-2006: elaboración propia sobre la base de 
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pib: Producto interno bruto.

Cuadro 1

Financiamiento necesario para generar 
una unidad de ingreso anual

2002

Energía 3 
Telecomunicaciones 3-4
Transporte 7
Agua y saneamiento 10-12

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal), 
Desarrollo productivo en economías abiertas (LC/G.2234(SES.30/3), 
Santiago de Chile (2004), sobre la base de estimaciones del Banco 
Mundial.
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a 0,37% del pib (promedio anual del período 1996-
2001) y a 0,29% del pib (promedio anual del período 
2002-2006). Las causas probables de este desempeño se 
relacionan con diversos problemas de índole regulatoria 
y de organización de los mercados internacionales de 
energía, como lo prueban algunos trabajos recientes 
(Rozas, 2008a).

En síntesis, el significativo incremento de la inversión 
privada en infraestructura se focalizó en telecomuni-
caciones, única actividad en que logró sustituir a la 
inversión pública y dinamizar notoriamente su desarrollo 
y modernización. En las demás actividades, el aumento 
del peso relativo de los agentes privados en los niveles 
de inversión fue de menor cuantía y significación, lo 
que devino, en un escenario caracterizado por políticas 

fiscales restrictivas, en una importante contracción de 
la inversión en infraestructura en varios de los países 
de la región, especialmente en los de mayor relevancia 
cuantitativa.

A pesar de las insuficiencias anotadas, las políticas 
de promoción de la inversión privada en la industria 
de infraestructura sí lograron transformar la estructura 
económica de los mercados de los servicios relacio-
nados. Según un estudio de Andrés, Foster y Guasch 
(2006), a inicios del año 2000, el 86% de los clientes 
de las telecomunicaciones, el 60% de los clientes de 
la electricidad y el 11% de los del agua potable eran 
atendidos por empresas privadas. Esto contrasta con el 
bajo nivel de clientes atendidos por empresas privadas 
antes de 1990, estimado en menos de un 3%.

Cuadro 2

América Latina: inversión en infraestructura como porcentaje del pib
(En porcentajes)

País Período
Telecomunicaciones Energía Transporte terrestre Total de la infraestructura

Total Público Privado Total Público Privado Total Público Privado Total Público Privado

Argentina 1980-1985 0,33 0,33 0,00 1,57 1,57 0,00 0,84 0,84 0,00 2,96 2,96 0,00
  1996-2001 0,53 0,00 0,53 0,40 0,03 0,36 0,32 0,15 0,17 1,45 0,22 1,24
  2002-2006 0,44 0,00 0,44 0,46 0,12 0,34 0,32 0,27 0,04 1,26 0,42 0,83

Brasil 1980-1985 0,69 0,32 0,37 3,32 2,53 0,79 0,84 0,47 0,37 5,17 3,64 1,53
  1996-2001 1,16 0,30 0,86 0,76 0,37 0,39 0,14 0,04 0,10 2,39 1,02 1,37
  2002-2006a 0,60 0,01 0,59 0,43 0,00 0,43 0,23 0,18 0,05 1,31 0,23 1,08

Chile 1980-1985 0,41 0,41 0,00 1,59 1,59 0,00 1,01 1,01 0,00 3,24 3,24 0,00
  1996-2001 1,42 0,00 1,42 1,78 0,34 1,44 1,96 1,00 0,96 5,58 1,72 3,86
  2002-2006 0,16 0,01 0,15 0,14 0,01 0,13 1,79 1,31 0,48 2,28 1,37 0,91

Colombia 1980-1985 0,36 0,36 0,00 2,32 2,32 0,00 0,99 0,99 0,00 3,85 3,85 0,00
  1996-2001 1,25 0,58 0,67 3,32 1,91 1,41 0,89 0,69 0,21 5,76 3,48 2,28
  2002-2006 0,60 0,02 0,57 0,28 0,21 0,07 0,84 0,63 0,20 1,88 0,92 0,96

México 1980-1985 0,24 0,24 0,00 0,49 0,49 0,00 1,54 1,54 0,00 2,45 2,45 0,00
  1996-2001 0,73 0,03 0,70 0,11 0,11 0,00 0,34 0,08 0,27 1,24 0,27 0,98
  2002-2006 0,38 0,00 0,38 0,44 0,31 0,13 0,41 0,28 0,12 1,37 0,73 0,64

Perú 1980-1985 0,31 0,31 0,00 1,29 1,28 0,01 0,33 0,30 0,03 1,98 1,94 0,04
  1996-2001 1,07 0,24 0,83 0,94 0,32 0,63 0,25 0,12 0,13 2,28 0,68 1,60
  2002-2006 0,39 0,00 0,38 0,65 0,07 0,58 0,88 0,47 0,41 2,02 0,61 1,41

Bolivia 
(Est. Plur. de) 1980-1985 0,89 0,70 0,19 1,90 1,75 0,14 2,81 2,40 0,41 5,79 5,04 0,76
  1996-2001 1,74 0,00 1,74 1,75 0,22 1,53 2,78 2,61 0,17 7,28 2,93 4,35
  2002-2006 0,80 0,00 0,79 1,66 0,17 1,49 2,71 2,71 0,00 5,50 3,21 2,29

Promedio 1980-1985 0,45 0,30 0,15 1,95 1,64 0,31 1,06 0,91 0,15 3,71 3,10 0,61
  1996-2001 0,94 0,17 0,77 0,71 0,31 0,37 0,36 0,16 0,20 2,24 0,83 1,41
  2002-2006 0,47 0,01 0,47 0,43 0,14 0,29 0,45 0,33 0,12 1,46 0,56 0,90

Fuente: períodos 1980-1985 y 1996-2001: César Calderón y Luis Servén, “Trends in infrastructure in Latin America, 1980-2001”, Documento 
de trabajo, Nº 269, Santiago de Chile, Banco Central de Chile, septiembre de 2004. Período 2002-2006: elaboración propia sobre la base de 
datos del Banco Mundial y estadísticas nacionales.

a	 El nivel de inversión pública corresponde al período 2004-2006.

pib: Producto interno bruto.
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3.	 Financiamiento multilateral

Durante los años noventa, los organismos multilaterales de 
crédito rebajaron sustantivamente los montos de recursos 
que eran destinados al financiamiento de obras de infra-
estructura en América Latina, aunque se incrementaron 
los préstamos orientados al perfeccionamiento de las 
políticas sectoriales y el fortalecimiento institucional de 
los gobiernos. En general, la disminución de los créditos 
destinados al financiamiento de obras de infraestructura 
fue consecuencia de una política que privilegió objetivos 
de asistencia a las autoridades sectoriales de cada país 
de la región, en desmedro del papel de inversor que des-
empeñaba el Estado en el sector. Consecuentemente, la 
asistencia prestada se focalizó en el diseño de políticas 
e instrumentos cuyos objetivos eran la multiplicación 
de los flujos de inversión privada en el sector.

Esta decisión se sustentó en un claro error de 
diagnóstico en una doble perspectiva: por una parte, 
no se asignó la debida importancia a la creación y con-
servación de infraestructura como un factor esencial 
del crecimiento y el desarrollo, por sus efectos en la 
productividad de los agentes económicos y en la compe-
titividad de las empresas, las industrias y las economías 
en su conjunto; por otra, se sobrevaloró el papel que 
desempeñarían los agentes privados en la creación y 
conservación de infraestructura una vez terminado el 
proceso de privatización de los principales activos del 
sector o de entrega en concesión.

En el caso particular del Banco Interamericano 
de Desarrollo (bid), la estrategia de mayor asistencia 
institucional y menor participación en el financiamiento 
multilateral se acentuó firmemente a fines de los años 
noventa, como se observa en el gráfico siguiente, re-
virtiéndose esta tendencia solo en 2005. Antes de ese 
año, los créditos otorgados a los gobiernos se redujeron 
durante el sexenio 1999-2004 a una mínima fracción de 
los montos asignados en 1997 y 1998. Asimismo, en 
el período señalado también se redujeron los créditos 
otorgados a empresas privadas.

Sin embargo, cabe señalar que los organismos 
multilaterales de crédito de la región tuvieron un des-
empeño distinto a los mostrados por el Banco Mundial 
o el bid durante este período, poniendo en ejecución una 
política de colocaciones más de acuerdo con las nece-
sidades de los países accionistas. Este fue el caso, por 
ejemplo, de la Corporación Andina de Fomento (caf), 
que aumentó notoriamente sus préstamos en América 
Latina a partir de 1990, pasando de 500 millones de 
dólares en 1990 a 5.500 millones de dólares en 2006 
(véase el gráfico 13).

Una parte importante de las colocaciones de la 
caf en América Latina la constituyen los créditos 
destinados al financiamiento de infraestructura, línea 
de negocios que recién empezó a desarrollar en 1990. 
Durante el quinquenio 2002-2006, las colocaciones 
de la caf en infraestructura alcanzaron una clara pre-
eminencia respecto de otros sectores, representando 

Gráfico 12

Colocaciones del Banco Interamericano de Desarrollo (bid) 
en América Latina por tipo de receptor, 1995-2006
(En miles de millones de dólares)
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Fuente: Roberto Vellutini, “Financiamento a infraestructura e parceiras público-privadas no setor de energia”, Río de Janeiro, 2007.
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el 52% del total de las colocaciones aprobadas. Este 
valor supera con creces el correspondiente a períodos 
anteriores (47% en el período 1997-2001; 25% en el 
lapso 1992-1996), poniendo en evidencia la importancia 
creciente de la infraestructura en las líneas de negocios 
que la caf apoya (Kogan, 2008). En 2006 —último año 
del que se dispone información— las colocaciones de 
la caf en infraestructura ascendieron a poco menos de 
3.000 millones de dólares y superaron notoriamente 
a las colocaciones del bid. En general, los préstamos 
orientados al sector han seguido una curva ascendente, 

con la excepción de los años 1999 y 2003, cuando 
algunos países de la región debieron enfrentar diversas 
dificultades y redujeron en consecuencia su demanda de 
créditos para el desarrollo de proyectos de infraestructura. 
A pesar de los antecedentes expuestos debe anotarse, 
empero, que la colocación de los préstamos se concentra 
en un pequeño grupo de países (Colombia, el Ecuador, el 
Estado Plurinacional de Bolivia, el Perú, y la República 
Bolivariana de Venezuela, y representan el destino del 
78% de las colocaciones aprobadas) y se dirige mayo-
ritariamente a un sector (transporte: 68%).

Gráfico 13

Aprobación anual de solicitudes de créditos
por la Corporación Andina de Fomento (caf), 1980-2006
(En miles de millones de dólares)
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Fuente: J. Kogan, “Financiamiento de la infraestructura: principales desafíos de las alianzas público-privadas y de la regulación de los mercados”, 
presentación en el Seminario Internacional “Infraestructura 2020: avances, déficits y desafíos” (cepal, Santiago de Chile, 10 de noviembre de 
2008), 2008.

III
Efectos de las dificultades del proceso inversor 

en el sector de infraestructura en América Latina

La declinación de la inversión en infraestructura —es-
pecialmente en la infraestructura de transporte terrestre 
y en algunos países de América Latina con más énfasis 
que en otros— ha provocado dos tipos de efectos que 
lesionan tanto la productividad de los agentes económicos 

como la competitividad de las industrias y las economías 
de la región, al tiempo que impiden una mejor calidad 
de vida de las personas:
i)	 Un creciente rezago en la dotación de infraes-

tructura y en la provisión de servicios no solo 
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respecto de los países desarrollados, sino también 
de otras economías en desarrollo (o emergentes) 
que a comienzos de los años setenta presentaban 
niveles de provisión de servicios más bajos que 
los de América Latina.

ii)	 La declinación de la inversión en las diversas áreas 
de infraestructura, con la excepción de las teleco-
municaciones, ha producido diversos efectos sobre 
la calidad de los servicios prestados, que también 
son percibidos por los usuarios como inferiores a 
los observados en otras economías emergentes.

1.	 Rezago con respecto de otras economías 
emergentes

A pesar de los avances logrados en el sector de infraes-
tructura en la mayoría de los países de la región en el 
transcurso de los últimos 25 años, se observa un claro 
rezago con respecto a los países desarrollados y a los 
países de crecimiento más dinámico del sudeste de Asia, 
en términos de la evolución del acervo y calidad de sus 
sistemas de infraestructura, así como en la cobertura de 
los servicios públicos.

Como se puede observar en el cuadro 3, las dife-
rencias en el acervo (stock) de capital en infraestructura 
entre América Latina y el sudeste asiático aumentaron 
significativamente entre 1980 y 2005, acentuándose la 
brecha que ya existía en favor de los países asiáticos en 
los segmentos de energía eléctrica y de telecomunica-
ciones, a la vez que se revirtió la ventaja que los países 
latinoamericanos tenían sobre sus pares asiáticos en el 
transporte terrestre.

En el área energética, no obstante que los países 
latinoamericanos aumentaron su capacidad de generación 
de electricidad por habitante en 57,7% entre 1980 y el 
año 2000, y en 80,8% entre 1980 y 2005, los países del 
sudeste asiático acrecentaron la suya en 239% entre 
1980 y el año 2000, y en 300% entre 1980 y 2005. Esto 
determinó que la brecha existente en 1980, que ascendía 
al 38,5%, se incrementara al 197,6% en el año 2000 y 
al 206,4% en 2005 (véase el gráfico 14).

Puesto en otros términos, el aumento de la capacidad 
de generación eléctrica de los países del sudeste asiático 
durante el período 1980-2005 superó con creces el de 
los países latinoamericanos, al punto que hacia 2005 la 
capacidad de generación de los países del sudeste asiático 
ya triplicaba la de los países latinoamericanos, en cir-
cunstancias que en 1980 la mayor capacidad de aquellos 
era de solo el 36% en relación con estos últimos.

En el área de las telecomunicaciones pasó algo 
similar, aunque con algunas diferencias importantes que 

cuadro 3

América Latinaa y sudeste de Asiab: 
acervo de capital de infraestructura, 
años seleccionados

1980 1990 1995 2000 2005

Energíac 
América Latina (22) 0,26 0,36 0,38 0,41 0,47
América Latina (7) 0,27 0,34 0,36 0,40 0,47
Sudeste de Asia 0,36 0,67 0,84 1,22 1,44

Telecomunicacionesd

América Latina (22) 39,4 61,7 97,0 271,5 618,0
América Latina (7) 41,2 64,3 100,8 287,1 647,7
Sudeste de Asia 108 324,5 476,2 1 232 1 464,1

Transporte terrestree

América Latina (22) 1,1 1,18 0,93 0,86 0,83
América Latina (7) … … … 0,77 0,76
Sudeste de Asia 0,58 0,87 0,95 1,71 2,06

Fuente: elaboración propia a partir de datos extraídos de la Adminis-
tración de Información Energética del Departamento de Energía de los 
Estados Unidos, Unión Internacional de Telecomunicaciones (uit), 
Federación Internacional de Carreteras y Energy Information Admi-
nistration, doe; International Telecommunication Union, International 
Road Federation (irf) y Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe (cepal), Desarrollo productivo en economías abiertas 
(LC/G.2234(SES.30/3)), Santiago de Chile, junio de 2004.

a	 América Latina (22) incluye a la Argentina, el Brasil, Chile, Colom-
bia, el Estado Plurinacional de Bolivia, Costa Rica, el Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, 
Nicaragua, Panamá, el Paraguay, el Perú, la República Bolivariana 
de Venezuela, Suriname, Trinidad y Tabago y el Uruguay.

	 América Latina (7) incluye a la Argentina, el Brasil, Chile, Colombia, 
el Estado Plurinacional de Bolivia, México y el Perú.

b	 Sudeste de Asia incluye a la República de Corea, Hong Kong (Región 
Administrativa Especial de China), Singapur y la provincia china 
de Taiwán.

c	 Medido como capacidad de generación en kilowatts per cápita.
d	 Medido como número de teléfonos fijos y celulares (desde 1995) 

por cada 1.000 habitantes.
e	 Medido como kilómetros de carreteras pavimentadas per cápita.

sugieren que la tendencia a la profundización de la brecha 
entre ambos grupos de países puede ser revertida.

A comienzos de los años ochenta, los países del 
sudeste de Asia ya presentaban un desarrollo sufi-
cientemente mayor que el alcanzado por los países de 
América Latina en esta actividad, con una diferencia 
de conectividad del 162,4% entre ambos grupos de 
países (véase el gráfico 14). En ese entonces, los países 
latinoamericanos registraban una densidad telefónica de 
solo 4,1 suscriptores de líneas telefónicas por cada 100 
habitantes, mientras que los países del sudeste asiático 
habían alcanzado una densidad de 10,1 suscriptores por 
cada 100 habitantes.

Esta brecha creció significativamente en los años 
ochenta, a consecuencia del fuerte desarrollo que esta 
actividad alcanzó en los países del sudeste de Asia 
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(200,5%), que cuadruplicó la expansión de las teleco-
municaciones en América Latina durante ese período 
(56,6%), estableciéndose una diferencia de 405% entre 
sus niveles de desarrollo. Así, mientras que en América 
Latina la densidad telefónica aumentó a 6,2 suscriptores 
por cada 100 habitantes, en los países del sudeste asiático 
esta llegó a 32,4 suscriptores por cada 100 habitantes.

A contar de entonces, primero con lentitud y luego 
con más rapidez, en el primer lustro de la década de 2000, 
la brecha disminuyó de manera importante, reduciéndose 
a 126%, guarismo inferior al existente en 1980 (véase 
el gráfico 14). Sin embargo, a pesar de esta aminora-
ción, a fines de 2005 los países del sudeste asiático aún 
duplicaban con creces la cantidad de suscriptores de 
líneas telefónicas por cada 100 habitantes registrada en 
América Latina, y ostentaban en consecuencia un notorio 
mayor nivel de conectividad en un área que es esencial 
para la modernización de las estructuras productivas y 
comerciales de cada país.

La respuesta fácil que tiende a darse acerca de 
las causas que explican esta importante reducción de 
la brecha a partir de 1990, pero muy especialmente a 
partir del año 2000, resalta la participación privada y 
asigna un lugar primordial a la privatización del sector 
en un importante número de países de la región. Sin 
duda, este proceso ha sido relevante en países como la 
Argentina, el Brasil y Chile, pero en otros como Panamá 
y la República Bolivariana de Venezuela no ha tenido 
el efecto esperado. En cambio, países que conservaron 

la estructura original de su industria telefónica también 
han alcanzado niveles importantes de expansión de su 
conectividad telefónica, como Costa Rica y el Uruguay, 
no obstante que en otros países —que también optaron 
por mantener el monopolio estatal— se observa un 
significativo rezago (Rozas, 2005; Rozas, 2008a).

El trasfondo de la disminución de la brecha pa-
reciera radicar en dos grupos de factores, los primeros 
vinculados a la profunda transformación productiva que 
experimentó la industria de las telecomunicaciones en 
el último decenio, y los segundos a las formas de orga-
nización de los mercados que fueron posibles luego de 
la transformación productiva de la actividad. La intro-
ducción de la fibra óptica —especialmente de la banda 
ancha— no solo abarató el costo de la transmisión de 
voces a niveles impensados en el período precedente; a 
ello agréguese que permitió la transmisión de imágenes 
y datos, lo que devino en la diversificación del negocio 
de la telefonía tradicional, que se extendió prontamente 
a la televisión pagada y la provisión de servicios de 
Internet, generando importantes economías de ámbito y 
nuevas fuentes de ingresos para las empresas operadoras 
de telefonía fija.

Además, se produjo la masificación de la telefonía 
móvil mediante la introducción del cpp (el que llama 
paga) y del prepago como modalidades de recaudación 
y de extensión del negocio. Los efectos provocados por 
estos elementos fueron, principalmente, una rápida erosión 
de las economías de escala y la aparición de nichos de 

Gráfico 14

Brechas en acervo de capital de infraestructura entre América Latina y 
el sudeste de Asia por actividad, 1980-2005
(En porcentajes)
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Fuente: elaboración propia sobre la base de los datos presentados en el cuadro 3.



R E V I S T A  c e p a l  1 0 1  •  A G O S T O  2 0 1 0

América Latina: problemas y desafíos del financiamiento de la infraestructura • Patricio Rozas

77

mercado donde fue posible la participación simultánea 
de varios actores y la competencia, a veces descarnada, 
entre estos, lo que se tradujo en progresivos incrementos 
de los niveles de inversión en procura de penetrar y/o 
defender posiciones de mercado y de desarrollar nuevos 
productos. Todo ello condujo a ampliar y a diversificar la 
oferta de servicios de telecomunicaciones a niveles que 
autosustentaron su desarrollo, más allá del origen público 
o privado del capital de las empresas operadoras.

A diferencia de lo ocurrido en la industria de tele-
comunicaciones, el desarrollo de la infraestructura de 
transporte en América Latina, probablemente el área 
que más duramente resintió la disminución de la inver-
sión entre 1980 y 2001, muestra un notorio rezago con 
respecto a otras economías emergentes, de acuerdo con 
la información disponible. Hacia 1980, la cantidad de 
kilómetros de carreteras pavimentadas por habitante en 
América Latina (1,10) casi duplicaba la cifra mostrada 
por las economías del sudeste de Asia (0,58); en cambio, 
en 2000 la situación se había revertido en favor de las 
economías asiáticas cuya cantidad de kilómetros de 
carreteras pavimentadas por habitante superaba en 50% 
a la de las economías latinoamericanas. Peor aún: en 
América Latina la cantidad de kilómetros de carreteras 
pavimentadas por habitante disminuyó en términos 
absolutos, cayendo de 1,10 en 1980 a 0,86 en 2000. 
En gran medida, esta última variación deja entrever 
que los países latinoamericanos no solo no crearon 
nueva infraestructura, sino que además no conservaron 
adecuadamente la existente durante el período anali-
zado. Es posible que esta tendencia se haya acentuado 
durante el primer lustro de la década de 2000, debido a 
las dificultades de orden fiscal que surgieron en varios 
países de la región.

2.	 Infraestructura de menor calidad

Una de las consecuencias de la insuficiente inversión 
en infraestructura en los países de la región en las 
últimas dos o tres décadas se relaciona con la calidad 
de los servicios provistos, la que sería inferior a los 
estándares internacionales que prevalecen no solo en 
los países desarrollados, sino también en otras econo-
mías emergentes. Si bien es cierto que no se dispone 
de indicadores objetivos de esta variable —de por sí un 
aspecto complejo que contiene muchas aristas en cada 
una de las áreas de la infraestructura básica— es posible 
tener una idea aproximada a partir del ordenamiento de 
los países que elabora el Foro Económico Mundial en 
función de un índice global de la calidad de los servicios 
de infraestructura.

De acuerdo con este ordenamiento, los países del 
sudeste de Asia —incluso los de industrialización recien-
te— son percibidos en general con mejores índices de 
calidad que los países de América Latina. Los primeros 
se ubican entre los lugares 3 y 28, con calificaciones 
que oscilan entre 6,6 y 5,1 puntos. En cambio, ningún 
país latinoamericano logra situarse entre los 28 países 
mejor calificados y sus resultados oscilan entre 1,9 y 
5, lo que determina su clasificación en lugares que van 
desde el 30 hasta el 129 (véase el cuadro 4).

El país latinoamericano mejor calificado es Chile 
(posición 30), cuyos servicios de infraestructura recibieron 
una calificación de 5 puntos, casi inmediatamente detrás 
de Tailandia, la economía asiática de industrialización 
reciente que recibió la menor calificación. Mucho más 
atrás le siguen el Uruguay y la Argentina (lugares 61 y 
80, respectivamente) con calificaciones respectivas de 
3,7 y 3,1 puntos.

Esto determina una situación especialmente pre-
ocupante para los países de América Latina: la calidad 
de los servicios de infraestructura no solo es percibida 
como inferior con respecto a la de los países asiáticos, 
sino que además es mal calificada en términos absolutos, 
con la excepción de Chile.

En la información relativa a servicios específicos 
de infraestructura no cambia en demasía esta tendencia 

Cuadro 4

Índice de calidad de la infraestructura en 
economías de Asia y de América Latina, 2007

País Calificación
Puntaje 

promedio 

Singapur 3 6,6
Hong Kong (Región Administrativa 
Especial de China) 8 6,2
Malasia 18 5,7
República de Corea 19 5,6
Provincia china de Taiwán 22 5,4
Tailandia 28 5,1
Chile 30 5,0
Uruguay 61 3,7
Argentina 80 3,1
Colombia 89 2,8
Suriname 91 2,8
Ecuador 92 2,8
Brasil 97 2,7
Guyana 100 2,7
Perú 104 2,5
Venezuela (Rep. Bol. de) 105 2,5
Bolivia (Est. Plur. de) 123 2,1
Paraguay 129 1,9

Fuente: M. Porter, Klaus Schwab y X. Sala-i-Martin, The Global 
Competitiveness Report 2007-2008, Nueva York, Palgrave Macmil-
lan, 2007.
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Gráfico 15

Calidad de la infraestructura vial
(7= mejor y 1= peor)
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Gráfico 16 

Calidad de infraestructura ferroviaria
(7= mejor y 1= peor)
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Gráfico 17

Calidad de infraestructura portuaria
(7= mejor y 1= peor)
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Gráfico 18

Calidad de infraestructura de transporte aéreo
(7= mejor y 1= peor)
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Gráfico 19

Calidad de infraestructura telefónica
(7= mejor y 1= peor)
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Gráfico 20

Calidad del suministro eléctrico
(7= mejor y 1= peor)
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general. Como se aprecia en los gráficos presentados 
en la página anterior, en infraestructura vial, ferroviaria, 
portuaria, de transporte aéreo y de telecomunicaciones 
los países del sudeste asiático de industrialización 
reciente presentan mejores índices de calidad que los 
países latinoamericanos. Excepcionalmente, Chile ha 
obtenido calificaciones superiores a algunos de los 
países del sudeste asiático en la prestación de servicios 
de infraestructura vial y portuaria (mejor que Tailandia). 
Asimismo, Chile supera a la República de Corea, Malasia, 
Tailandia y la provincia china de Taiwán en la calidad 
de la prestación de servicios eléctricos, lo que también 
logra parcialmente el Uruguay, que en esta área supera 
a Malasia y Tailandia.

En los gráficos expuestos en la página anterior se 
advierte, asimismo, que el mayor rezago de los países de 
la región latinoamericana se produce en la infraestructura 
ferroviaria, portuaria y vial, no así en la infraestructura 
eléctrica, en la que ocho países de la región (la Argentina, 

el Brasil, Chile, Colombia, el Estado Plurinacional de 
Bolivia, el Perú, el Uruguay y la República Bolivariana 
de Venezuela) obtienen calificaciones superiores a 5 
puntos. Especialmente preocupante es la percepción 
de la calidad de la infraestructura ferroviaria, en la que 
el país latinoamericano mejor calificado es Chile, que 
obtuvo solo 2,5 puntos. También debe ser motivo de 
preocupación el área de infraestructura portuaria, en la 
que ningún país latinoamericano obtiene una calificación 
superior a 5 puntos. Asimismo, únicamente Chile obtiene 
una calificación sobre este nivel en la infraestructura 
vial. En definitiva, los países de la región latinoame-
ricana muestran un claro rezago en la prestación de 
servicios en todas las áreas de infraestructura, con la 
excepción de la industria eléctrica, donde el rezago es 
bastante menor. Esta situación se extiende incluso a la 
industria de telecomunicaciones, la única que registra 
incrementos de la tasa de inversión, como se expuso 
anteriormente.

IV
¿Cómo reducir la brecha de infraestructura?

América Latina enfrenta con urgencia el desafío de 
reducir la brecha que hoy la distancia de las economías 
más dinámicas del sudeste de Asia en cuanto a dispo-
nibilidad y calidad de los servicios de infraestructura, 
para evitar con ello verse superada por la dinámica del 
crecimiento de otras economías asiáticas emergentes, 
ya poseedoras de ventajas competitivas, lo que podría 
desfavorecer las posibilidades de inserción de América 
Latina en el nuevo orden económico internacional.

La literatura especializada y los expertos coinciden 
en señalar que América Latina debe aumentar su inversión 
anual en infraestructura. Fay y Morrison (2005) estiman 
que si los países de la región invierten anualmente el 
0,25% del pib podrían alcanzar la cobertura universal en 
un plazo razonable tanto en electricidad como en aguas 
y saneamiento, debido a que ya disponen de un alto nivel 
de cobertura, con excepción del tratamiento de las aguas 
servidas que presenta un atraso considerable.

A su vez, estas mismas autoras señalan que un 
mantenimiento adecuado de los activos existentes en las 
áreas de agua potable, saneamiento, electricidad, caminos, 
ferrocarriles y telecomunicaciones requeriría un equivalente 
al 1% del pib regional. Finalmente, Fay y Morrison estiman 
que se requiere un 1,3% del pib para solventar nuevas in-
versiones y atender satisfactoriamente la mayor demanda 

que es posible que se genere sobre la base de proyecciones 
conservadoras del crecimiento económico.

En definitiva, la región latinoamericana requiere 
invertir en infraestructura alrededor del 2,5% del pib 
para responder al crecimiento inercial de la demanda, 
pero un porcentaje del pib un poco mayor (entre 4% y 
6%) para alcanzar los niveles actuales de las economías 
más dinámicas del sudeste asiático.

En diversos foros, especialistas del sector han seña-
lado que los países de América Latina deberían plantearse 
como objetivo gastar anualmente en infraestructura montos 
equivalentes al 7% del pib para una mantención adecuada 
de la infraestructura existente y reducir la brecha con los 
países desarrollados y las economías emergentes más 
pujantes del sudeste de Asia. Según el Banco Mundial, 
plantearse alcanzar un nivel de inversión en infraestructura 
equivalente al 7% del pib no sería irrealista si se considera 
que ese fue el nivel de gasto que registraron países como 
China, Indonesia, República de Corea y Malasia entre 
1970 y 1990, y que hoy muestran importantes niveles 
de desarrollo de su infraestructura. Incluso países como 
China han invertido en infraestructura en los años más 
recientes montos que equivalen al 9% del pib.

No obstante, debe tenerse presente que dicho obje-
tivo no puede ser planteado de igual manera para todos 
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los países de América Latina dada su heterogeneidad 
estructural y debido a las diferentes tasas de inversión en 
infraestructura que estos países han venido sosteniendo 
en los últimos años. Con seguridad, la repercusión en 
otras variables clave de la conducción económica será 
distinta en un país que aumente su tasa de inversión en 
infraestructura del 6% al 7% del pib respecto de otro 
que la incremente de un 2,1% al 7%.

Sin embargo, los tiempos apremian. A partir de 
2003, América Latina ha registrado una importante 
expansión de su capacidad productiva, lo que se refleja 
en niveles de incremento del pib que duplican la tasa 
promedio de crecimiento lograda entre 1980 y 2002 
(2,2%). Esto implica que la demanda por servicios de 
infraestructura también ha aumentado rápidamente por 
sobre el crecimiento inercial y continuará acrecentándose 
conforme se extienda el ciclo de expansión de la actividad 
económica en su conjunto. Dado el comportamiento de la 
inversión en el sector, es muy posible que se produzcan 
importantes desajustes en la oferta y demanda de estos 
servicios, en desmedro de las posibilidades de desarrollo 
de las demás actividades productivas.

América Latina no puede pasar por alto que la ex-
pansión de su capacidad productiva ha sido impulsada 
principalmente por factores externos vinculados a la 
globalización de la economía mundial y que se expresan 
en una creciente demanda de bienes transables, una mayor 
liquidez de los mercados financieros internacionales y la 
emergencia de importantes cambios en los patrones del 
comercio internacional y los términos de intercambio. 
Estos últimos han permitido a los países de América Latina 
diversificar las corrientes de comercio, incrementar el 
número de socios comerciales, engrosar sus exportaciones 
y obtener mejores precios por sus productos.

En consecuencia, la posibilidad de los países 
latinoamericanos de mantener este ciclo de expansión 
y crecimiento, así como de conservar su inserción 
en los mercados internacionales, está condicionada 
—entre otros factores— por una mejora sustantiva de 
su infraestructura básica, tanto en lo que se refiere a la 
cobertura y acceso a los servicios prestados, como a su 
calidad y precios.

El desafío de resolver el déficit de arrastre en el 
desarrollo de infraestructura y reducir las brechas que 
separan a América Latina de los países desarrollados y 
del grupo de países más dinámicos del sudeste asiático 
implica no solo aumentar la inversión pública en el sector, 
sino también realizar un esfuerzo considerable para atraer 
nueva inversión privada, que debiera orientarse sobre todo 
a incrementar el acervo de capital del sector y no a la mera 
transferencia de activos. Para ello resulta imprescindible 

ampliar y diversificar los esquemas de participación 
público-privada, y lograr un apoyo más decidido de los 
organismos multilaterales de crédito al desarrollo de 
la infraestructura en la región. En este sentido, dichos 
organismos deben revisar autocríticamente las políticas 
impulsadas en la última década y apoyar seriamente la 
creación de infraestructura en los países de la región.

En los antecedentes expuestos en páginas anterio-
res se delinea la envergadura de la tarea que los países 
latinoamericanos tienen por delante. Antes que nada, 
los gobiernos deben asumir que la tasa de inversión 
en infraestructura que hoy predomina en la región es 
claramente insuficiente, y que en el mejor de los casos 
solo permite la ejecución de tareas de conservación de 
la infraestructura existente.

Asimismo, los gobiernos de la región deben asumir 
que la inversión privada, en general, no ha logrado 
sustituir a la inversión pública ni transformarse en la 
base de sustentación financiera del desarrollo del sector, 
con excepción de la industria de telecomunicaciones en 
algunos de los países latinoamericanos, merced a las 
políticas de competencia y de organización industrial que 
se implementaron conjuntamente con la privatización de 
las empresas estatales que dominaban el mercado.

De hecho, en los antecedentes compilados es posible 
advertir que los países que registran un mayor rezago en la 
tasa de inversión en infraestructura respecto de los estánda-
res internacionales son aquellos que aplicaron con mayor 
fidelidad las recomendaciones del denominado “Consenso 
de Washington” y que, en consecuencia, disminuyeron más 
drásticamente la inversión pública en el sector. En cambio, 
los países que lograron incrementar su tasa de inversión en 
infraestructura son aquellos que mantuvieron altos niveles 
de inversión pública y abrieron simultáneamente espacios 
a la inversión privada, señalando un camino heterodoxo 
respecto de dichas recomendaciones.

En relación con otras fases de expansión de la econo-
mía de América Latina, los países de la región están en una 
posición inmejorable para aumentar la inversión pública 
en infraestructura e impulsar un dinámico crecimiento del 
sector, dando cuenta del buen pie de las finanzas públicas 
y de los equilibrios de las cuentas macroeconómicas 
principales. En general, las economías latinoamericanas 
disponen hoy de mayores niveles de ahorro y de inversión 
que en las fases anteriores; además, sus finanzas públicas 
son más sanas y cuentan con importantes superávits en sus 
cuentas corrientes, a la vez que su vulnerabilidad externa 
ha disminuido considerablemente. Ello, nuevamente, 
coloca a los gobiernos de los países de la región en el 
centro de los desafíos que deben afrontarse para mejorar 
los servicios de infraestructura.
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Reformando las reformas 
previsionales:
en la Argentina y Chile

Rafael Rofman, Eduardo Fajnzylber y Germán Herrera

En este trabajo se describen las recientes reformas previsionales 

en la Argentina y Chile. Con ellas se pretendió en los años ochenta 

y noventa mejorar la sostenibilidad fiscal de largo plazo y el diseño 

institucional de los sistemas, trasladando parte de los riesgos sociales y 

económicos desde el Estado a los participantes. En años recientes, las 

autoridades de ambos países coincidieron en identificar a la insuficiente 

cobertura entre los adultos mayores y al bajo nivel de los beneficios 

como los principales problemas de los sistemas previsionales vigentes. 

Debido a divergencias institucionales y políticas, las respuestas fueron 

dispares. En Chile, un proceso prolongado y participativo redundó en 

una amplia reforma concentrada en efectos a mediano plazo mediante 

ajustes cuidadosamente calibrados. En la Argentina, en cambio, las 

reformas involucraron un gran número de correcciones sucesivas, con 

poco debate público sobre sus implicancias y efectos en la cobertura 

y las necesidades fiscales.
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I
Introducción

La Argentina y Chile, dos países pioneros dentro de la 
oleada de reformas implementadas en los sistemas de 
pensiones latinoamericanos durante los años ochenta 
y noventa, se han visto recientemente involucrados en 
una nueva serie de revisiones y ajustes de sus sistemas 
jubilatorios. En este trabajo se describen los elementos 
centrales de las reformas recientes, se explica por qué 
y cómo estas fueron efectuadas y, al mismo tiempo, se 
discuten sus potenciales efectos y los desafíos que aún 
siguen pendientes.

Chile fue el primer país de la región en introducir, a 
principios de la década de 1980, una reforma estructural 
de su sistema jubilatorio basado en un mecanismo de 
capitalización de fondos con gestión privada. El sistema 
comprendía la participación obligatoria de los asalariados, 
mientras que los trabajadores independientes podían 
unirse a él de manera voluntaria. En la Argentina, la 
reforma de 1993 introdujo un esquema de capitalización 
similar, aunque no eliminaba por completo el componente 
de reparto con beneficios definidos. En este sentido, la 
reforma argentina fue considerada en aquel momento 
como un avance en relación con la experiencia chilena; 
tanto el proceso de diseño y discusión política como 
diversos aspectos técnicos del nuevo sistema fueron 
considerados más sólidos y sostenibles.1

Tal como compartían ciertas características de 
diseño, los sistemas previsionales de la Argentina y 
Chile mostraban también algunos problemas básicos 
comunes. Una baja cobertura, una estructura de costos 

 Los autores agradecen la ayuda de David Robalino y los valiosos 
comentarios y sugerencias de Fabio Bertranou, Carlos Grushka, Hermann 
von Gersdorff, Mariano Tommasi y un revisor anónimo. Las opiniones 
vertidas en este documento son de exclusiva responsabilidad de los 
autores y no representan, oficial o extraoficialmente, las  opiniones 
de los revisores o de las instituciones donde se desempeñan.
Versiones previas de este trabajo fueron publicadas como parte de la 
serie de Social Protection Discussion Papers del Banco Mundial y 
presentadas en seminarios y conferencias en Washington, Bogotá y 
Perugia, Italia. Se agradecen los comentarios recibidos de los parti-
cipantes en dichos seminarios y conferencias.
1 Por ejemplo, Arenas de Mesa y Bertranou (1997) indican que el 
modelo argentino mostraba: “(a)…mayor solidaridad inter e intra-
generacional; (b) costos de transición relativamente menores a ser 
cubiertos por el Estado; (c) una más alta cobertura de los trabajado-
res independientes; (d) un marco regulatorio más consumado; y (e) 
menores inequidades de género”. 

administrativos considerada demasiado elevada, un alto 
nivel de incertidumbre para los participantes y problemas 
de equidad fueron identificados como las principales 
limitaciones en ambos sistemas previsionales. El origen 
de algunos de estos problemas radicaba en la evolución 
macroeconómica y de los mercados laborales, mientras 
que en otros casos se vinculaba directamente al diseño 
de los propios sistemas.

Aunque en los últimos 15 años se produjeron 
múltiples informes que daban cuenta de los proble-
mas señalados —y se concretaron algunas acciones 
puntuales y reformas menores— los cambios de fondo 
fueron pospuestos, especialmente debido a restricciones 
macroeconómicas y políticas. La posición fiscal más 
sólida observada en años recientes, junto con un clima 
político más propenso a considerar el papel del Estado, 
creó las condiciones para avanzar en una nueva ola de 
reformas.

Las reformas en la Argentina y Chile en los úl-
timos años tienen un origen similar. Sin embargo, las 
medidas de política y los procesos que las sostuvieron 
fueron diferentes, lo que parece relacionarse con dis-
paridades institucionales y políticas que caracterizan 
a ambos países. En Chile se sostuvo un debate público 
con amplia participación, procurándose ampliar el 
consenso. En la Argentina el camino fue diferente, ya 
que el proceso político fue limitado, cerrado al debate e 
instrumentado por medio de decretos o leyes de rápido 
trámite en el Congreso de la Nación, lo que redujo la 
discusión sobre objetivos, contenidos y efectos de las 
reformas propuestas.

Este trabajo se articula en cinco secciones. En las 
secciones II y III se presenta, para la Argentina y Chile 
respectivamente, una caracterización del funcionamiento 
del sistema jubilatorio hacia mediados de la década 
actual, para luego describir y analizar las reformas 
recientes, sus potenciales repercusiones y los desafíos 
pendientes. En la sección IV se discuten las implicancias 
de los procesos políticos e institucionales, analizando 
cómo y por qué ciertas características que distinguen 
a la formulación de políticas (policymaking) de ambos 
países han influido en aspectos de su política jubilatoria 
reciente. Por último, en la sección V y final se aportan 
algunas conclusiones.
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1.	 El escenario jubilatorio argentino hacia el año 
2005

El sistema de pensiones de la Argentina es uno de los más 
antiguos del mundo y su desarrollo original se remonta 
a los primeros años del siglo XX. Desde la creación de 
algunos esquemas ocupacionales, el sistema se expandió 
hasta que —a fines de los años cuarenta— un fuerte 
impulso dado por el gobierno peronista redundó en 
una rápida expansión de la cobertura y, algunos años 
más tarde, prácticamente todos los trabajadores en la 
Argentina (incluidos los asalariados y los independientes) 
se encontraban cubiertos por una serie de esquemas de 
capitalización parcial relativamente generosos.

Mediante una reforma significativa efectuada a 
fines de la década de 1960 se integraron los diferentes 
esquemas y se confirió al gobierno nacional la autoridad 
para gestionarlos. El nuevo esquema unificado era de 
reparto, con parámetros comunes. Sin embargo, desde 
mediados de los años setenta, el sistema enfrentó cre-
cientes problemas financieros y hacia finales del decenio 
de 1980 resultaba evidente la necesidad de avanzar en 
una nueva reforma. En 1993, en un contexto de serios 
cuestionamientos sobre la sostenibilidad fiscal del sistema 
y debates sobre el papel del Estado en la sociedad, se 
introdujo una reforma estructural.

En esta sección se discute la situación del sistema 
hacia mediados de la década actual, considerando as-
pectos de su diseño y funcionamiento.

2.	 Una rápida caracterización del sistema

Tras la reforma de 1993, el sistema jubilatorio argentino 
se transformó en un esquema multipilar con componentes 
de capitalización y de reparto, participación pública y 
privada en sus mecanismos de gestión, y una combinación 
de los modelos de beneficios definidos y contribuciones 
definidas para determinar las prestaciones otorgadas a 
los jubilados.

Bajo ningún aspecto puede sostenerse que los 
cambios allí introducidos constituyeron una reforma 
“definitiva”. Desde que la ley original fue sancionada en 
octubre de 1993, se aprobaron alrededor de 850 nuevas 
regulaciones referentes al sistema jubilatorio, incluidos 
34 leyes y 135 decretos. Aun cuando muchas de estas 
normas se adoptaron para complementar el diseño original 

del sistema, existió una clara tendencia a introducir 
correcciones y rectificaciones de corto plazo.

En el diseño del sistema jubilatorio argentino surgido 
en 1993 se incluían dos pilares básicos y un esquema de 
transición.2 En el segundo pilar, los trabajadores podían 
optar entre un esquema de capitalización de fondos 
con cuentas individuales, gestionado por compañías 
comerciales privadas, y un esquema de reparto de menor 
escala, gestionado desde el Estado. Entre las reformas 
paramétricas más importantes se contaba el aumento 
de la edad de retiro y del número de años con aportes 
requerido para acceder a una jubilación. Además, se 
eliminaban los regímenes especiales que, por distintas 
razones, establecían condiciones diferenciales para la 
jubilación de algunas ocupaciones, y se promovía la 
integración de los esquemas provinciales en el nacio-
nal. Finalmente, un sistema complementario de tipo no 
contributivo proveía un ingreso básico para los adultos 
mayores pobres.

3.	 Evolución reciente

Luego de la reforma de 1993, la evolución del sistema 
de pensiones en la Argentina se relacionó estrechamente 
con las tendencias macroeconómicas imperantes en el 
país. El creciente deterioro del mercado laboral durante 
los años noventa hizo sentir su impacto, disminuyendo 
el número de trabajadores que aportaban al sistema. 
También cayó el número de beneficiarios (mientras la 
población adulta mayor aumentaba rápidamente) y el 
valor de los beneficios se mantuvo casi fijo. Durante la 
crisis de 2001-2002, los haberes jubilatorios sufrieron 
un derrumbe en términos reales y, a partir de entonces, 
propendieron a la recuperación. El escenario fiscal se 
vio reflejado en la tendencia seguida por los beneficios 
jubilatorios, debido a que el haber medio constituye 
el determinante principal del balance financiero del 
sistema público. Finalmente, la evolución del estado 
de situación financiera del esquema de capitalización 
fue marcadamente inestable, a consecuencia de la crisis 
económica y financiera de principios de siglo y de di-
ferentes ajustes normativos.

2 Para una discusión detallada sobre sus características, véase Rofman 
(2003).

II
Las reformas en la Argentina
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A lo largo de su historia, la Argentina ha sido uno 
de los países de la región con mayores niveles de co-
bertura jubilatoria. No obstante, desde los años ochenta, 
a medida que el desempleo y la informalidad fueron 
ganando terreno, esta situación comenzó a revertirse. En 
el gráfico 1 se muestra que el porcentaje de los trabaja-
dores ocupados cubiertos por el sistema descendió desde 
el 50%, a principios de los años noventa, a menos del 
40% hacia el año 2003.3 Superado el peor momento de 
la crisis, la cobertura comenzó a crecer y hacia 2006 se 
acercaba a los niveles observados a fines de la década de 
1990. Sin embargo, debe recalcarse que estas tendencias 
en la evolución de la cobertura no afectaron por igual a 
los distintos grupos sociales. Mientras que el deterioro 
general en la cobertura sufrido durante los años noventa, 
e incluso durante el peor momento de la crisis, no afectó 
al segmento de mayores ingresos, resultó catastrófico 
para el quintil de menores ingresos relativos. Entre 1992 
y 2003, este último grupo registró una drástica caída de 
40 puntos porcentuales en los niveles de cobertura y, a 

3 En la información sobre cobertura de activos en la Argentina no se 
incluye la participación de los trabajadores independientes, por lo 
que en las tasas de cobertura de activos y ocupados presentadas se 
subestima el dato exacto.

partir de entonces la recuperación fue de tan solo unos 
cinco puntos.

Mientras que la cobertura de los trabajadores activos 
disminuyó pronunciadamente durante los años noventa, el 
impacto en la cobertura de los adultos mayores fue más 
lento. La relativa baja densidad de contribuciones de muchos 
trabajadores —según un estudio con datos de 2002, la 
mayoría de los trabajadores activos en la Argentina tenían 
historias de contribuciones fragmentadas e incompletas, 
lo que implica un eventual panorama de exclusión futura 
de los beneficios jubilatorios— junto con los cambios 
en la normativa introducidos en los años noventa fueron 
los principales determinantes (Farall y otros, 2003). La 
elevación a 30 años del período de aportes requeridos, en 
un contexto de manifiesto menoscabo del mercado laboral, 
afectó a muchos trabajadores que se encontraban próximos 
al retiro. En consecuencia, el número de jubilados bajo 
el sistema nacional pasó de 2,1 millones hacia finales de 
1992 a 1,6 millones en 2005.

En 1992, existían en la Argentina cerca de 80 benefi-
ciarios por cada 100 individuos mayores de 65 años. Esa 
proporción disminuyó lentamente hasta llegar al 68% en 
2003. Además, la caída no se distribuyó homogéneamente 
de acuerdo con los niveles de ingreso, siendo mucho más 
aguda entre los grupos más pobres. En efecto, mientras 
que los sectores más ricos de la población adulta mayor 

Gráfico 1

Cobertura de la población activa, ocupada y asalariada, 1992-2009
(En porcentajes)
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Fuente: Rafael Rofman, Leonardo Lucchetti y Guzmán Ourens, “Pension systems in Latin America: concepts and measurements of coverage”, 
SP Discussion Paper, Nº 0616, Washington, D.C., Banco Mundial, 2009; Instituto Nacional de Estadística y Censos (indec), Encuesta Perma-
nente de Hogares Continua. Primer Semestre 2009, Buenos Aires, 2009.
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no sufrieron un cambio significativo, la cobertura del 
quintil más pobre se redujo del 63% en 1992 a un mínimo 
del 38% en 2003 (véase el gráfico 2).

En el gráfico 3 se aprecia cómo la evolución de los 
haberes en los años noventa fue más estable. El haber 
medio creció lentamente, pero la prestación mínima 
permaneció sin cambios. Luego del brusco retroceso 

de los beneficios reales generado por la perturbación 
(shock) inflacionaria en 2002, el gobierno implementó 
una agresiva política de incrementos del beneficio 
mínimo. Promediando el año 2003, este había recuperado 
ya sus valores previos en términos reales y hacia fines 
de 2006 superaba en un 65% el nivel observado cinco 
años antes. Mientras tanto, los ajustes otorgados al resto 

Gráfico 2

Cobertura de la población de adultos mayores, total y por
quintil de ingresos, 1992-2009
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Gráfico 3

Haberes medios y mínimos, y porcentaje de prestaciones en 
la mínima, 1994-2008
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de los haberes fueron limitados, con lo que a finales de 
2006 el monto del haber jubilatorio mínimo representaba 
el 83% del monto del haber jubilatorio promedio. En 
consecuencia, cerca del 75% de los beneficiarios del 
sistema reciben la prestación mínima.

En el gráfico 4 se advierte la tendencia en cuanto a 
los gastos jubilatorios desde comienzos del decenio de 
1980. El muy marcado aumento experimentado entre 
mediados de los años ochenta y principios de los noventa 
explica los esfuerzos del gobierno por propiciar una 
reforma en ese momento. Una vez sancionado el nuevo 
sistema los gastos totales dejaron de crecer, para luego 
descender bruscamente con la crisis de 2001-2002 y el 
congelamiento de los haberes hasta 2005. A partir de 
entonces se combinaron la recuperación de los haberes 
con el aumento de cobertura, por lo que en 2008 el gasto 
estaba en niveles cercanos a los máximos de principios 
de los años noventa.

4.	L as reformas recientes y sus potenciales 
repercusiones

Consideradas en conjunto, las reformas previsionales 
efectuadas en la Argentina en los últimos años apuntaron 
a cambiar la cobertura y el nivel de los beneficios del 
sistema, sus parámetros fiscales, el papel del Estado 

y del sector privado en cuanto a su gestión, y también 
algunos aspectos regulatorios del esquema privado. Las 
reformas se adoptaron mediante distintos instrumentos 
legales, incluidos varios decretos, leyes y reglamentacio-
nes. Las principales leyes fueron la 26.222, sancionada 
el 27 de febrero de 2007; la 26.417, sancionada el 1º 
de octubre de 2008; y la 26.425, sancionada el 4 de 
diciembre de 2008. Se podrá notar que, en algunos 
casos, las normas más recientes afectan a lo deter-
minado por reformas adoptadas con anterioridad. En 
esta sección se describe con mayor detalle cada uno 
de estos cambios y se avanza, cuando se considera 
posible, con respecto a los efectos esperados en el 
corto y mediano plazo.

a)	C obertura
Reformas de afiliación para los trabajadores activos

Desde principios de la década, distintas mo-
dificaciones derivaron en el progresivo traslado de 
trabajadores del régimen de capitalización al de reparto. 
El primer signo de esta tendencia fue la reinstauración 
de los regímenes previsionales especiales —dirigidos 
a maestros, investigadores, diplomáticos y empleados 
judiciales— que fueron eliminados por un decreto en 
1994 y que, desde entonces, se habían constituido 
reiteradamente en materia de litigio judicial. En 2001, 

Gráfico 4

Gastos previsionales en porcentaje del pib, según jurisdicción, 1980-2008
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las autoridades reimplantaron el esquema especial 
para diplomáticos y avanzaron sucesivamente con 
el resto de los regímenes, de modo que en marzo 
de 2005 los cuatro programas mencionados estaban 
nuevamente en vigencia. En mayo de 2007 se dispuso 
que todos los trabajadores pertenecientes a esos re-
gímenes deberían necesariamente dirigir sus aportes 
al esquema público de reparto y aproximadamente 
174.000 contribuyentes —un 1,5% del total de los 
afiliados que tenía el sistema de capitalización en 
ese momento— fueron transferidos a partir de esta 
disposición (safjp, 2007).

Un segundo grupo de trabajadores activos trans-
feridos al sistema de reparto lo integraron aquellos 
individuos con más de 50 años (hombres) o 55 años 
(mujeres) que tuvieran menos de $ 20.000 en sus cuen-
tas individuales. La Ley 26.222 establecía que esos 
trabajadores serían transferidos al sistema de reparto, 
a menos que manifestaran explícitamente su voluntad 
de permanecer en el esquema de capitalización. Entre 
julio de 2007 y marzo de 2008 cerca de 1,1 millones 
de afiliados fueron transferidos a raíz de esta ley, lo 
que representaba casi un 10% del total de afiliados 
al sistema de capitalización individual (aunque no se 
dispone de información oficial sobre cuántos de esos 
afiliados eran, en los hechos, aportantes regulares a 
sus cuentas). Esta misma ley introdujo, para todo el 
conjunto de trabajadores, la posibilidad de solicitar el 
traspaso de un sistema a otro cada cinco años, estable-
ciendo que el primer período para ejercer esa opción 
permanecería vigente hasta diciembre de 2007. Durante 
esos meses, casi 1,3 millones de afiliados optaron por 
pasar del sistema de capitalización individual al sistema 
público de reparto.

Estas tres medidas en conjunto implicaron que cerca 
de 2,5 millones de afiliados al sistema de capitalización 
(el 21% del total de los afiliados existentes hacia fines 
de 2006) fueron traspasados al sistema de reparto a 
comienzos de 2008. Muchos de esos afiliados pudieron 
haber tenido historias contributivas sumamente discon-
tinuas, pero desafortunadamente no existe información 
oficial disponible para verificarlo.

Una reforma final fue introducida por medio 
de la Ley 26.425 en diciembre de 2008, que eliminó 
completamente el esquema de capitalización, trasla-
dando a todos los contribuyentes a un único sistema 
público de reparto. En el traspaso se incluyó a los 
beneficiarios del sistema de gestión privada (a menos 
que estos estuvieran recibiendo sus haberes a través 
de una renta vitalicia) y a los activos financieros 
acumulados.

Reformas de cobertura para los adultos mayores
Tres grandes acciones fueron implementadas para 

este grupo de beneficiarios en los últimos años: i) una 
atenuación de las restricciones de acceso a los beneficios 
de las pensiones no contributivas; ii) el programa de 
moratoria previsional, que posibilitó que muchísimos 
adultos mayores con insuficientes o nulas contribucio-
nes al sistema pudieran retirarse en forma inmediata; y 
iii) un programa de retiro anticipado.

La Argentina ha tenido beneficios previsionales no 
contributivos desde hace muchos años. Sin embargo, 
el acceso a estos beneficios ha sido limitado, tanto en 
términos de sus condiciones efectivas de obtención 
(estaban fuertemente racionados y quienes los solici-
taban eran asignados a una lista de espera), como del 
magro nivel de las prestaciones que ofrecían. En tanto, 
la cobertura del sistema jubilatorio tradicional entre los 
adultos mayores fue decayendo, y la presión por revisar 
el esquema no contributivo y hacerlo más accesible fue 
en aumento.

En marzo de 2003, el Gobierno Nacional creó el 
Plan Mayores, un programa con el que se procuraba 
incorporar a mayores de 70 años al esquema del Plan 
Jefes y Jefas de Hogar. Pocos meses después, en agosto 
de 2003, la restricción en el número de pensiones no 
contributivas fue eliminada, lo que condujo a un aumento 
sostenido del número total de beneficiarios. Así, a fines 
del año 2006, el número de beneficiarios duplicaba con 
creces el de tres años antes, mientras que el valor real 
de los beneficios también se duplicó.

El segundo cambio fue el que tuvo una mayor 
repercusión, pues introdujo un masivo programa de 
moratoria previsional. Este programa posibilitaba que 
todo individuo con la edad de retiro mínima requerida 
pudiera solicitar un beneficio jubilatorio, “pagando” las 
contribuciones necesarias para alcanzar los requisitos 
mínimos del sistema. La ley central de esta reforma 
fue aprobada en diciembre de 2004, pero hubo —en 
cuanto a nuevos beneficios otorgados— una respuesta 
lenta hasta mayo de 2007. A partir de entonces, una 
rápida aceleración en los procedimientos de aplicación 
y procesamiento de las solicitudes redundó en un total 
aproximado de 2,1 millones de nuevos beneficiarios 
hacia mediados de 2009. En el gráfico 5 se observa 
cómo el número de beneficiarios previsionales había 
crecido hasta mediados de los años noventa, para 
luego estancarse y decrecer. Sin embargo, gracias a la 
moratoria, el número total de beneficiarios aumentó 
rápidamente desde 2005.

Finalmente, la tercera reforma que afectó a los 
niveles de cobertura de los adultos mayores provino 
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de la introducción de un esquema de retiro anticipado 
en diciembre de 2004. Este programa permitió que los 
trabajadores que hubiesen alcanzado los años míni-
mos de aportes requeridos, pero que fueran —como 
máximo— cinco años más jóvenes que lo establecido 
para hacer efectiva la jubilación, pudiesen hacerlo con 
una prestación reducida. A diciembre de 2008, aproxi-
madamente 46.000 trabajadores se habían incorporado 
a este programa.

b)	 Nivel de los beneficios
Respecto de las prestaciones previsionales, durante 

los años recientes se emprendieron acciones en tres áreas. 
En primer lugar, se incrementaron significativamente los 
beneficios mínimos; en segundo término, se modificaron 
los beneficios esperados por los afiliados del sistema 
de reparto; y en tercer lugar se reintrodujo, luego de 13 
años, un mecanismo de indexación automática para los 
beneficios de reparto.

La principal política con respecto al nivel de los 
beneficios fue el incremento sostenido del monto de 
los haberes mínimos y, más recientemente, algún ajuste 
discrecional en el resto de las escalas de las prestaciones. 
En el gráfico 3 se mostró cómo los haberes mínimos, 
en términos reales, crecieron constantemente entre 2004 

y 2007. Hacia fines de ese último año, el valor real de 
la prestación previsional mínima se había duplicado 
en relación con su valor seis años antes. También fue 
incrementado el resto de los haberes, pero a un ritmo 
menor, lo que se tradujo en un achatamiento de la pirá-
mide de prestaciones y debilitó la naturaleza contributiva 
del sistema.

Por otra parte, entre las reformas introducidas al sistema 
en 2007 y 2008 se incluyó un aumento de los parámetros 
correspondientes a la prestación adicional por permanencia. 
Sobre la base de esta modificación, el componente del 
beneficio correspondiente a los años con aportes realizados 
después de 1994 se incrementó en un 76%.

Finalmente, y en lo que concierne a la indexación 
de los haberes, después de años de controversias po-
líticas y legales, el gobierno introdujo un mecanismo 
automático en 2008. En este se establecen dos ajustes 
anuales en que todos los beneficios del sistema de 
reparto se incrementan de acuerdo con la evolución de 
un índice combinado que toma en cuenta el avance de 
los salarios y de la recaudación de la seguridad social. 
Asimismo, la ley señala que en el futuro deberá usarse 
ese mismo índice en el ajuste de los salarios de referencia 
para calcular el beneficio inicial de los trabajadores que 
pasan a retiro.

Gráfico 5

Beneficios previsionales del sistema nacional, según tipo de beneficio, 1970-2009
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c)	 Inversiones de los activos del régimen público
A partir del mejoramiento del resultado financiero 

del régimen público desde 2003, la Administración 
Nacional de la Seguridad Social (anses) comenzó a ob-
tener un creciente superávit en el manejo de los recursos 
disponibles. La anses recibe fondos provenientes de 
los aportes y contribuciones de los trabajadores y sus 
empleadores, así como otros recursos tributarios que 
le fueron asignados a principios de los años noventa 
para cubrir el déficit que entonces experimentaba. El 
superávit se generó por el rápido aumento de la recau-
dación previsional y tributaria, junto con los ajustes 
menos amplios para la mayoría de los beneficios. En 
2007, el Poder Ejecutivo creó el Fondo de Garantía de 
la Sustentabilidad cuyo objetivo era administrar estos 
recursos excedentes. Al transferirse los afiliados del 
régimen de capitalización al de reparto, los activos 
correspondientes se depositaron en este mismo fondo 
gestionado por la anses. La Ley 26.425 estableció 
regulaciones adicionales, incluida la creación de un 
comité legislativo de supervisión y un consejo con 
representantes de la sociedad civil. Por su parte, las 
regulaciones referidas a las políticas de inversión que 
habrán de ser seguidas a partir de la nueva reforma no 
fueron explicitadas detalladamente en la ley.

El Fondo mantuvo un bajo perfil hasta fines de 
2008, cuando recibió casi 100.000 millones de pesos, 
cerca de un 10% del pib. A partir de entonces, el gobierno 
ha realizado una serie de anuncios sobre el destino de 
estos fondos, incluida su inversión en fideicomisos para 
el financiamiento de consumo, compra de automóviles, 
financiamiento de pequeñas y medianas empresas, 
entre otros.

d)	P otenciales efectos fiscales de las reformas
Como consecuencia de los procesos políticos e 

institucionales bajo los cuales todas estas reformas 
fueron adoptadas, no ha existido una consideración 
formal y cuidadosa con respecto a sus potenciales efectos 
fiscales, ya sea en el corto o mediano plazo. Ninguna 
de las reformas recientes se adoptó en referencia a una 
necesidad fiscal y tampoco se sometió el tema a una 
ronda de presentaciones o de debates públicos. Hasta 

el momento, ninguna agencia u organismo oficial 
ha publicado un documento o análisis acerca de las 
implicancias fiscales de corto y mediano plazo de las 
reformas, y las declaraciones y referencias realizadas 
por funcionarios han sido sumamente inespecíficas 
en esta materia.

Entre las reformas efectuadas, los traspasos del 
esquema de capitalización al régimen de reparto y la 
moratoria parecen ser los dos elementos más significa-
tivos desde el punto de vista fiscal. Como es obvio, los 
traspasos implicaron un efecto inmediato en los ingresos 
del sistema público. En primer término, el traspaso de 
los saldos de las cuentas individuales a la anses, entre 
2007 y 2009, involucró el traspaso de activos avaluados 
en 100.000 millones de pesos, equivalentes a unos dos 
años de erogaciones del sistema. Sin embargo, la mayor 
parte de estos activos son ilíquidos, por lo que su dis-
ponibilidad en el corto y mediano plazo es limitada. Al 
mismo tiempo, la incorporación de unos 5 millones de 
aportantes al régimen de reparto implica una recauda-
ción anual adicional para la anses de 18.000 millones 
de pesos (2% del pib).

En cuanto a los gastos, el costo del programa de 
moratoria se acerca a una cifra equivalente, por lo que en 
el corto plazo ambas medidas parecerían compensarse. 
Sin embargo, los efectos en el mediano y largo plazo 
son menos claros, ya que dependerán de las decisiones 
de futuros gobiernos sobre la posibilidad de mantener 
abierto un esquema de moratoria en forma cuasi per-
manente o cerrarlo (y, por consiguiente, reiniciar una 
tendencia declinante en la cobertura).

La construcción de un modelo de proyecciones 
que permita estimar las tendencias fiscales de mediano 
y largo plazo relativas al sistema jubilatorio argentino es 
una tarea dificultosa, pero no imposible y su preparación 
y difusión debería ser una prioridad de las autoridades. 
Algunas tendencias parecen claras: el impacto fiscal 
de la moratoria de 2006-2008 irá en descenso y even-
tualmente desaparecerá en 15 o 20 años; mientras que 
los efectos fiscales positivos ocasionados por el cierre 
del régimen de capitalización deberían compensarse 
a medida que aumente el número de jubilados en el 
régimen de reparto.
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En enero de 2008, veintiocho años después de la reforma 
pionera del sistema previsional que reemplazó al tra-
dicional sistema de reparto por uno basado en cuentas 
individuales, con un mecanismo de capitalización y 
administración privada, el Congreso Nacional de Chile 
aprobó la segunda reforma integral del sistema de pen-
siones. En esta sección se describirá el contexto político 
y social en que nació esta reforma, se analizarán sus 
principales contenidos y resultados preliminares y se 
identificarán algunos de los desafíos pendientes.

1.	 El sistema previsional chileno hacia el año 
2005

a)	 Una breve caracterización del sistema
El actual sistema de pensiones chileno puede 

ser desagregado en tres pilares principales: el pilar 
de prevención de la pobreza, el pilar contributivo y el 
voluntario.

Antes de la reforma de 2008, el pilar de preven-
ción de la pobreza se basaba en dos componentes: i) 
el sistema no contributivo de pensiones asistenciales 
(pasis) y ii) el sistema de garantía estatal de pensiones 
mínimas garantizadas (pmg). Este último se orientaba a 
individuos que, habiendo contribuido al menos durante 
20 años al esquema de capitalización individual, no 
pudieran alcanzar el monto mínimo requerido para 
jubilarse.

El pilar contributivo fue reformado drásticamente 
en 1980. El sistema previo se basaba en una serie de 
esquemas de reparto que otorgaban beneficios defini-
dos, calculados como una proporción de los salarios 
percibidos durante el último período trabajado. Estos 
esquemas presentaban crecientes déficits, causados por 
grandes desbalances entre los beneficios prometidos 
y las contribuciones realizadas al sistema. En 1980, 
el gobierno militar creó un esquema nacional único 
basado en cuentas individuales, donde los ahorros 
de cada trabajador eran depositados e invertidos en 
instrumentos financieros por firmas especializadas, las 
administradoras de fondos de pensiones (el sistema 
de afp).4 Estas empresas pueden fijar libremente la 

4 Solo permanecieron en el sistema previo de reparto los militares y 
las fuerzas de seguridad.

comisión que cobran por los diferentes servicios que 
proveen (recaudación, registro de las contribuciones, 
inversiones, cálculo y pago de los beneficios y atención 
al público) y los individuos pueden optar por cambiar 
de afp en cualquier momento.5

Con el objetivo de complementar el ahorro obliga-
torio realizado en el esquema contributivo, por medio de 
un conjunto especial de productos financieros existen 
incentivos tributarios a los individuos que realicen con-
tribuciones voluntarias adicionales. Se permite el retiro 
de los fondos antes de jubilarse, pero quienes lo hagan 
reciben una penalidad que se suma al impuesto a la renta 
que debe ser pagado en el momento de dicho retiro.

b)	 Evolución reciente de la cobertura previsional
Como el sistema de pensiones chileno se ha basado 

sobre todo en las contribuciones hechas por los trabaja-
dores asalariados formales, el esquema contributivo es 
uno de los determinantes más importantes de la cobertura 
previsional. Desde los primeros esquemas de la década 
de 1930, entre el 60% y el 70% de la fuerza de trabajo 
chilena ha estado inscrita en el sistema de pensiones 
(Arenas de Mesa, 2000). El indicador muestra alguna 
varianza, dependiendo de los ciclos económicos y las 
condiciones del mercado laboral. Después de la reforma 
de 1981, los datos disponibles proveen información sobre 
los aportantes reales y no solo sobre los trabajadores 
inscritos. En el gráfico 6 se muestra la proporción de 
cotizantes en la fuerza de trabajo, que se ha incrementado 
lentamente en las dos últimas décadas.

Se ha argumentado, sin embargo, que la densidad de 
contribuciones de los trabajadores, es decir, la fracción de 
vida trabajada durante la cual una persona realiza aportes 
sostenidos a la seguridad social, es más importante que 
la cobertura contributiva. En el gráfico 7 se presenta la 
distribución de esta medida para los hombres y mujeres 
chilenos, resaltando el alto grado de heterogeneidad 
existente en las historias contributivas, que abarcan desde 
los individuos que contribuyeron durante todo el período 

5 Véase una descripción detallada del actual sistema de afp en Berstein 
(2007), disponible en www.spensiones.cl. Es amplia la literatura sobre 
la repercusión en la cobertura de la reforma previsional de 1980, en 
el desarrollo financiero, en los ahorros nacionales y en el desempeño 
económico. Véanse, por ejemplo: Corbo y Schmidt-Hebbel (2003); 
Banco Mundial (1994); Holzmann y Hinz (2005).

III
Las reformas en Chile
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Gráfico 6

Cobertura contributiva histórica en Chile, 1986-2004
(En porcentajes)

 

–10

10

0

20

30

40

50

60

70
Po

rc
en

ta
je

1986 1988 1990 1994 1996 1998 2000 2002 20041992

Aportantes sobre la población en edad de trabajar

Aportantes sobre el número de empleados

Aportantes sobre la fuerza laboral
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Gráfico 7

Densidad de las contribuciones al sistema de pensiones
(En porcentajes)
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hasta aquellos otros que apenas realizaron contribuciones. 
Esta heterogeneidad es particularmente notoria entre las 
mujeres, que muestran una distribución marcadamente 
bimodal, con una concentración significativa en ambos 
extremos (0% y 100%).6

Finalmente, en el gráfico 8 se aprecia la distribución 
de la cobertura de los adultos mayores en la población 
chilena. La mitad de la población mayor de 70 años 
recibe un beneficio del esquema contributivo (actual-
mente, la mayor parte de esta cobertura es provista 

6 La estimación de las densidades de contribución fue realizada sobre 
la base de los datos reales para 24.000 trabajadores considerados 
activos mientras tuvieran edades entre 16 y 59 años.

por pensiones de los regímenes de reparto, pero su 
importancia decrecerá a medida que madure el nuevo 
sistema). En el gráfico de la derecha se presentan las 
diferentes fuentes de ingreso para aquellos individuos 
que no reciben prestaciones directas del esquema 
contributivo. De esta manera, puede observarse que 
las pensiones asistenciales, las pensiones por viudez 
y las pensiones por invalidez proveen algún tipo de 
cobertura a alrededor del 60% de este grupo.

c)	 El clima político: motivos para la reforma
Una serie de factores pueden haber contribuido a 

que la candidata presidencial Michelle Bachelet adop-
tara en 2005 la reforma previsional como una de las 

Gráfico 8
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Nº 2, Baltimore, Brookings Institution Press, 2006.

afp: Administradoras de Fondos de Pensiones.
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promesas de campaña más importantes. Desde el retorno 
a la democracia, la coalición de centro-izquierda había 
ganado tres elecciones consecutivas impulsando al menos 
una reforma importante de las políticas o instituciones 
creadas durante los 17 años de gobierno de Pinochet. La 
reforma previsional, especialmente de su componente 
no contributivo, era una de las deudas pendientes de la 
coalición gobernante. Esta demanda por una reforma que 
apuntara a mejorar la cobertura se justificaba en parte 
por los estudios sobre el tema publicados durante los 
años 2005 y 2006, que sugerían que un gran sector de 
la población no iba a estar en condiciones de financiar 
una pensión mínima y no calificaría tampoco para la 
obtención de la pensión mínima garantizada.7

En la decisión de realizar una reforma significativa 
al componente no contributivo, un segundo factor rele-
vante es el espacio fiscal creado por la reducción gradual 
en los costos de transición generados por la reforma 
original de 1980. Como puede verse en el gráfico 9, 
tanto el déficit operacional vinculado a la eliminación 

7 Véase Berstein, Larraín y Pino (2006) y Arenas de Mesa y otros 
(2006).

gradual del sistema de reparto, como las obligaciones 
contraídas —mediante bonos de reconocimiento— con 
los contribuyentes del antiguo sistema que se habían 
trasladado al esquema de capitalización individual, ya 
habían comenzado a declinar en 2005. Esto represen-
taba una oportunidad para introducir una amplia red de 
seguridad social para los adultos mayores.

Por último, existía cierta preocupación en relación 
con el creciente grado de concentración del mercado 
de las afp. En efecto, a pesar de las utilidades sobre-
normales sobre activos de las empresas participantes, 
no se había observado el ingreso de nuevas firmas por 
un largo período, lo que denotaba que la competencia 
en precio no estaba funcionando adecuadamente en 
este mercado en particular. Estos fueron ciertamente 
algunos de los factores que influyeron en la decisión 
de la Presidenta Bachelet de avanzar en la reforma del 
sistema como su principal contribución al desarrollo 
económico y social de Chile.

2.	L a reforma previsional chilena de 2008

En marzo de 2006, la recién electa Presidenta Bachelet 
formó un comité presidencial de 15 profesionales, 

Gráfico 9

Relación entre las pensiones y el gasto fiscal en Chile
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expertos en diferentes áreas relacionadas con el sistema 
previsional, para redactar un informe con recomenda-
ciones de reforma.8 Dos años más tarde, un exhaustivo 
proyecto de ley fue finalmente aprobado por el Congreso. 
Esta ley representó la reorganización más significativa 
desde la reforma original de 1980, que había creado 
el esquema de afp. La reforma mantenía la esencia 
original del sistema, a la vez que introducía mejoras 
significativas para incrementar la cobertura del pilar de 
prevención de la pobreza, mejorar la equidad de género, 
intensificar la competencia en la industria de las afp e 
introducir un régimen de inversiones más flexible para 
las administradoras.

a)	 Descripción de las reformas
—	 Medidas para incrementar la extensión y calidad 

de la cobertura del sistema previsional
La naturaleza individual del sistema de afp 

crea un vínculo directo entre la frecuencia, el plazo 
(timing) y el monto de las contribuciones realizadas 
por un individuo y los beneficios que obtiene. Las 
prestaciones tienden a ser menores cuando los indi-
viduos no realizan contribuciones por largos períodos 
debido a decisiones ocupacionales o informalidad 
laboral, cuando ingresan tarde al mercado de trabajo 
formal, o cuando realizan contribuciones que no son 
proporcionales a su ingreso real. Más aún, los cálculos 
actuariales sugieren que el incremento de la esperanza 
de vida requiere mayores ahorros para permitir tasas 
de reemplazo razonables. Estos pueden generarse 
mediante un aumento del ahorro voluntario, una vida 
laboral más extensa o la reducción de los períodos en 
que se recibe la pensión. La reforma de 2008 aborda 
estos problemas por medio de una serie de medidas 
que se describen a continuación.
—	 El Nuevo Pilar Solidario (nps)

La reforma de 2008 reemplaza a los programas 
existentes: pensiones asistenciales (pasis) y pensión 
mínima garantizada (pmg), por un esquema único que 
garantiza que todos los individuos mayores de 65 años, 
pertenecientes al 60% más pobre de la población, tendrán 
acceso a una pensión básica garantizada independien-
temente de su historial contributivo.9,10 En este nuevo 

8 Véase Consejo Asesor Presidencial para la Reforma Previsional 
(2006).
9 Para un análisis del pilar de prevención de la pobreza y diseños 
alternativos, véase Fajnzylber (2006).
10 El esquema será aplicado gradualmente: en el primer año, a partir 
de julio de 2008, la Pensión Básica Solidaria equivaldrá a 137 dólares 
y se restringirá al 40% más pobre de la población. Este beneficio au-
mentará a aproximadamente 172 dólares en julio de 2009, cubriendo 

programa se otorgan subsidios por vejez e invalidez 
financiados por el Estado.

Los individuos que no hayan realizado aportes 
tienen derecho a cobrar una Pensión Básica Solidaria 
(pbs) de vejez si son mayores de 65 años y cumplen con 
los requisitos de afluencia y residencia.11 Los individuos 
que realizaron aportes, pero que financian una pensión 
por debajo de un determinado umbral, tienen derecho 
a recibir un Aporte Previsional Solidario (aps) con los 
mismos requisitos de afluencia y residencia.12 El pro-
grama de invalidez otorga beneficios bajo condiciones 
similares, pero su población objetivo son los individuos 
de entre 18 y 64 años. Una vez que los individuos dis-
capacitados cumplen 65 años, son elegibles para los 
beneficios solidarios de vejez.

En el gráfico 10 se describe el esquema de subsidios, 
donde los subsidios solidarios y las pensiones totales 
son presentados como una función de las pensiones 
contributivas.

Es importante destacar dos elementos de este 
diseño: la integración entre el sistema contributivo y 
el Nuevo Pilar Solidario y la preocupación por los in-
centivos contributivos que esta integración genera. La 
integración garantiza que en los primeros tres quintiles 
todos los individuos recibirán una pensión equivalente 
al menos a la pbs. Si el beneficio se hubiera establecido 
con un techo (como en las pensiones por invalidez), 
se habrían creado desincentivos a la contribución por 
parte de los individuos de bajos ingresos, ya que su 
pensión no aumentaría con el número o el monto de las 
contribuciones. Dado el diseño elegido, las pensiones 
totales por vejez son monotónicamente crecientes con 
los ahorros financiados por los individuos; cada peso 
ahorrado incrementa siempre la pensión, aunque la 
relación no sea de uno a uno.

al 45% de los individuos de menores ingresos. El esquema de bene-
ficios final entrará en vigencia en julio de 2012 y cubrirá al 60% más 
pobre de la población.
11 La prueba de afluencia es una forma de prueba de ingresos aplicada 
para determinar que una persona no pertenece al 40% más rico de 
la población (60% en el primer año). La implementación inicial (2 
años) se realizará sobre la base de la Ficha de Protección Social. La 
prueba de residencia requiere que los individuos reúnan un período 
mínimo de 20 años de residencia en Chile, contados desde los 20 
años de edad, y de al menos 3 de los 5 años previos a la solicitud 
del beneficio.
12 El Aporte Previsional Solidario será pagado primero a aquellos 
individuos cuyas pensiones contributivas sean inferiores a 161 dólares 
y pertenezcan al 40% más pobre de la población en julio de 2008. Este 
aporte irá aumentando progresivamente hasta el año 2012, cuando el 
beneficio alcance a aquellos que reciban menos de 586 dólares por 
medio de sus pensiones contributivas y pertenezcan al segmento del 
60% de menores ingresos. 



R E V I S T A  c e p a l  1 0 1  •  A G O S T O  2 0 1 0

Reformando las reformas previsionales: en la Argentina y Chile • Rafael Rofman, Eduardo Fajnzylber y Germán Herrera

99

—	C ontribuciones obligatorias de los trabajadores 
independientes
Para ser consistente con la extensión de la cober-

tura producida por la introducción del nps, la reforma 
requiere que todos los trabajadores independientes que 
reciben ingresos gravados con el impuesto a la renta 
realicen aportes a la seguridad social sobre sus ingresos 
anuales. La introducción de este requisito será gradual, 
comenzando con un período informativo de tres años, 
seguido por otro período similar durante el cual se 
descontarán las cotizaciones a los trabajadores indepen-
dientes, a menos que estos indiquen en forma expresa 
lo contrario (por defecto, la opción será participar en 
el sistema). En el curso de este período de transición, 
la fracción de los ingresos imponible sujeta a este re-
quisito aumentará del 40% en el primer año, al 70% en 
el segundo y finalmente al 100% durante el tercer año. 
A partir del año 2015, la participación obligatoria será 
implementada en su totalidad.
—	 Planes de Ahorro Previsional Voluntario Colectivo 

(apvc) e incentivos para los trabajadores de ingresos 
medios y bajos
En Chile, como en muchos otros países, los ahorros 

voluntarios para la vejez pueden ser beneficiados con 
exenciones tributarias. Este tipo de ahorro es conocido 
como planes de Ahorro Previsional Voluntario (apv). 

Los planes de apv pueden realizarse mediante una 
cuenta especial en una afp, los fondos mutuos especiales 
ofrecidos por bancos u otras instituciones financieras, 
y los contratos de seguro de vida con ahorro. Debido a 
su diseño, este tipo de exención atrae mayormente a los 
ahorros voluntarios de los individuos de altos ingresos, que 
están sujetos a las mayores tasas marginales de impuesto 
a la renta. Para la mayoría de los trabajadores de ingresos 
bajos y medios, que no están sujetos al impuesto a la 
renta, las exenciones impositivas regulares no presentan 
incentivos para participar de estos planes.

La reforma comprende dos mecanismos para in-
crementar los ahorros voluntarios de los trabajadores en 
relación de dependencia, en general, y especialmente 
los ahorros de aquellos trabajadores que no se hayan 
beneficiado por las exenciones impositivas regulares. 
Por una parte, crea la figura de los planes de Ahorro 
Previsional Voluntario Colectivo (apvc), un esquema 
que provee incentivos fiscales a las firmas que ofrez-
can a sus trabajadores planes de ahorro con aportes 
complementarios de la empresa.13 Por otra, la reforma 

13 Los planes de apvc siguen el mismo principio de los planes privados 
de pensiones denominados 401K de los Estados Unidos u otros planes 
ocupacionales de contribución definida aplicados en otros países. Los 
empleadores pueden establecer contratos de ahorro con cualquier 

Gráfico 10

Subsidios y pensiones finales bajo el Nuevo Pilar Solidario
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considera dos incentivos adicionales para los ahorros 
voluntarios individuales:
i)	 Los trabajadores pueden elegir si la exención 

impositiva se aplica en el momento de realizar los 
aportes o cuando estos son retirados.

ii)	 los trabajadores pueden beneficiarse con una boni-
ficación, financiada por el Estado, del 15% sobre 
los aportes voluntarios (individuales o colectivos) 
que se destinen a acrecentar el monto de la pensión, 
sujeta a un máximo anual, o a anticipar el momento 
de retiro.

—	 Subsidios a las cotizaciones previsionales de los 
trabajadores jóvenes.
Un aspecto particular de los sistemas de contri-

bución definida es que, debido al efecto del interés 
compuesto sobre un período largo, las contribuciones 
tempranas pueden tener un efecto significativo sobre la 
prestación final. Por esta razón, y en aras de reducir el 
desempleo entre los jóvenes, se crea un subsidio especial 
para pagar parte de las obligaciones previsionales de 
los empleadores que contraten trabajadores con edades 
entre 18 y 35 años. Específicamente, se subsidiará a los 
empleadores por un monto equivalente al 50% del costo 
previsional (aporte más comisión) de un trabajador de 
salario mínimo, durante los primeros 24 aportes de los 
trabajadores jóvenes cuya remuneración sea igual o 
inferior a 1,5 veces el salario mínimo mensual.

Además, dichos trabajadores recibirán una bonifi-
cación financiada por el Estado equivalente al subsidio 
de contratación, que será depositada directamente en 
su cuenta individual. Esta bonificación regirá para las 
primeras 24 contribuciones entre los 18 y 35 años, 
realizadas por un salario inferior a 1,5 veces el salario 
mínimo.

b)	 Medidas para mejorar la equidad de género en el 
sistema previsional
En la reforma se puso especial atención en intro-

ducir medidas que pudieran incrementar la equidad de 
género. En general, las mujeres tienden a:
i)	 Pasar largos períodos sin aportes, lo que se rela-

ciona con el cuidado de hijos u otros parientes 
dependientes.

institución que ofrezca planes individuales de apv (afp, bancos, 
fondos mutuos y compañías de seguros); complementar las contri-
buciones realizadas por los trabajadores; y establecer años mínimos 
de cotizaciones para acceder a los aportes realizados por la empresa. 
Las condiciones deben ser las mismas para todos los trabajadores y 
los empleadores no pueden, bajo ninguna circunstancia, restringir los 
beneficios a determinados grupos.

ii)	 Ser empleadas en ocupaciones de menor remune-
ración (en comparación con hombres con similar 
nivel educativo).

iii)	 Pensionarse antes que los hombres.
iv)	 Tener una esperanza de vida mayor.14

Todos estos elementos, combinados en un sistema 
de pensiones que no involucre una redistribución entre 
sexos durante la fase de retiro, crean diferencias signi-
ficativas por género.
—	 Introducción del Nuevo Pilar Solidario (nps)

Para abordar estas diferencias, en la reforma se 
implementa una serie de medidas, la principal de las 
cuales es la introducción del nps. En efecto, por su diseño 
los beneficios solidarios llegarán más frecuentemente a 
las mujeres, más propensas a no haber realizado nunca 
aportes o a haberlo hecho con menor frecuencia que los 
hombres. Además, los beneficios son independientes del 
sexo de la persona, lo que tiende beneficiar más a las 
mujeres, usualmente más longevas que los hombres.
—	 Bono para las madres, financiado por el Estado, 

por cada hijo nacido vivo o adoptado.
La reforma introduce una bonificación por cada 

hijo nacido vivo o adoptado. El subsidio equivale al 
aporte por un salario mínimo de tiempo completo du-
rante 18 meses y es aumentado por una tasa de retorno 
anual —equivalente al retorno neto promedio de los 
fondos tipo C del sistema de afp— desde el día del 
nacimiento hasta que la madre cumple 65 años. Este 
beneficio está sujeto al requisito de residencia, pero no 
a test de ingresos.

Como Chile se encuentra entre los países de la 
región que presentan los mayores períodos de licencia 
por maternidad (18 semanas) y al mismo tiempo una 
de las tasas más bajas de participación femenina en la 
fuerza de trabajo, la introducción de esta bonificación 
es importante para alcanzar jubilaciones adecuadas, 
particularmente entre las trabajadoras de bajos ingresos. 
Más allá del beneficio financiero, la medida es valorada 
como una forma de reconocimiento social a las activida-
des (no remuneradas) de dar a luz y cuidar de los niños 
durante los primeros meses de vida.
—	 Compensación económica en caso de divorcio o 

anulación del matrimonio.
La reforma introduce el concepto legal de com-

pensación económica previsional en caso de divorcio 

14 La edad mínima de retiro es 60 para las mujeres y 65 para los varo-
nes. En el informe del Consejo Asesor Presidencial para la Reforma 
Previsional se recomendó aumentar la edad de retiro de las mujeres 
a 65 años, pero esta recomendación no fue incluida en el proyecto de 
ley enviado al Congreso.
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o anulación del matrimonio. Bajo esta figura, un juez 
puede instruir, si es necesario, la transferencia de fondos 
de pensión entre cuentas individuales, como una forma 
de compensación económica a la parte que presenta 
pérdidas durante el matrimonio. Esta transferencia 
no puede superar el 50% de los fondos acumulados 
durante el matrimonio en la cuenta del cónyuge que 
debe compensar.
—	 Separación de los contratos de seguro de invali-

dez entre hombres y mujeres y transferencia de la 
diferencia de prima a las cuentas individuales del 
grupo de menor costo.
Previo a la reforma, la prima cobrada por el Seguro 

de Invalidez y Sobrevivencia (sis) a los participantes del 
sistema de afp era la misma para hombres y mujeres, 
a pesar de que es menos probable que estas se con-
viertan en discapacitadas y no generen beneficios de 
sobrevivencia para sus esposos, a menos que estos sean 
discapacitados. Para evitar este subsidio cruzado, en la 
reforma se requiere que las afp suscriban contratos de 
seguro separados para hombres y mujeres, que cobren 
a los afiliados la mayor de las nuevas primas (más pro-
bablemente aquella ligada al contrato de los hombres) 
y depositen la diferencia respecto de la prima inferior 
en las cuentas de ahorro del grupo de menor riesgo (con 
mayor probabilidad, las mujeres). Como resultado, la 
contribución final de las mujeres a sus fondos de pensión 
será ligeramente mayor que el 10% indicado en la ley. 
Esto puede ser visto como una manera de mantener un 
costo único del seguro para todos los participantes, a 
la vez que se incrementa el monto de ahorro disponible 
para las mujeres en el momento de la jubilación.
—	 Pensiones para los viudos.

Una de las principales asimetrías de género pre-
valeciente en el sistema previsional es la imposibilidad 
de generar pensiones de sobrevivencia para los viudos, 
a menos que sean discapacitados. Como parte de la 
reforma, tanto el requisito de reservar una parte de los 
fondos de pensión acumulados para pagar pensiones 
de sobrevivencia, como la cobertura bajo el seguro de 
sobrevivencia son aplicables tanto a hombres como a 
mujeres. En el primer caso, la inclusión de los viudos 
disminuirá actuarialmente la pensión de las mujeres 
jubiladas a cambio del beneficio adicional. En el se-
gundo caso, la cobertura adicional será financiada por 
una prima de seguro única correspondiente a todas las 
mujeres del sistema, eliminando así los actuales subsi-
dios cruzados desde las mujeres aseguradas hacia los 
hombres asegurados.

Las medidas aquí descritas dan cuenta del mayor 
número de las acciones que pueden implementarse 

para mejorar la equidad previsional entre hombres y 
mujeres a través del diseño del sistema de pensiones. 
Sin embargo, gran parte de la desigualdad previsional 
se relaciona con factores culturales que rigen la distri-
bución del trabajo en el interior de los hogares y con 
distorsiones del mercado de trabajo que operan a través 
de la discriminación ocupacional o salarial. Estos factores 
no pueden ser abordados apropiadamente por medio de 
reformas a los sistemas de pensiones.

c)	 Medidas para incrementar la competencia en el 
mercado de las afp15

Uno de los principales pilares de la reforma de 
1980 fue la introducción de la competencia entre las afp 
como mecanismo disciplinador de las administradoras, 
a objeto de asegurar buen desempeño, buena calidad del 
servicio y a un bajo costo. La realidad ha demostrado 
que la competencia en una industria donde el servicio 
es obligatorio y extremadamente complejo para el con-
sumidor medio y en que los beneficios solo se perciben 
en el largo plazo, no siempre adopta la forma deseada. 
En los últimos años, se ha observado una tendencia a la 
concentración del mercado (cinco firmas administran 
fondos equivalentes al 60% del pib), altos retornos de las 
administradoras sobre sus activos y ausencia de entrada 
de nuevos competidores en los últimos nueve años.16

—	 Licitación de afiliados.
La reforma aborda estos problemas influyendo 

tanto en la demanda como en la oferta del mercado.17 
Por parte de la demanda, la elasticidad se incrementa 
sustancialmente mediante la introducción de un proceso 
de licitación de afiliados. Todos los nuevos participan-
tes del sistema de pensiones serán automáticamente 
afiliados en la afp que haya ofrecido la comisión más 
baja durante el último proceso de licitación. Estos 
afiliados deberán permanecer en la afp por un período 
mínimo.18 De esta manera, la afp ganadora recibirá 
un flujo constante de participantes por un lapso de dos 
años, sin tener que incurrir en gastos de marketing o 

15 Para un análisis exhaustivo de estas medidas, véase Reyes y Castro 
(2008).
16 Para una descripción detallada de los retornos mostrados por las 
afp sobre sus activos, véase Valdés y Marinovic (2005).
17 El proyecto de ley enviado al Congreso incluía una moción para 
permitir a los bancos locales ingresar a la industria de afp creando 
firmas subsidiarias. Esta medida no fue aprobada por los partidos de 
la oposición en parte como una forma de evitar la creación de una 
afp estatal como subsidiaria del Banco Estado. 
18 El afiliado puede cambiarse a otra administradora si la afp ganadora 
no cumple con la reglamentación o presenta un desempeño inferior a 
otras administradoras que no puede ser compensado por la diferencia 
en el valor de la comisión.
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de personal de ventas. Esta medida crea un atractivo 
punto de partida para potenciales entrantes, puesto que 
las firmas incumbentes no pueden cobrar una comisión 
diferente a distintos grupos de participantes (afiliados 
actuales o nuevos trabajadores).
—	 Estructura de comisiones

Otra explicación de la baja sensibilidad de la 
demanda, especialmente en relación con las comisio-
nes cobradas, es la complejidad para comparar tarifas 
entre las distintas administradoras, las que pueden 
cobrar sus honorarios de diferente manera (una parte 
proveniente de una tarifa fija y otra originada en un 
porcentaje fijo del ingreso imponible). En un intento 
de facilitar la comparación de precios entre las afp, en 
la reforma se simplificó la estructura de comisiones al 
punto de que las afp solo pueden cobrar una comisión 
única, expresada como un porcentaje fijo del ingreso 
imponible.
—	 Requerimiento o facilidades para la subcontratación 

de algunas funciones de la afp
Respecto de la oferta, una serie de medidas tien-

den a facilitar la tercerización de algunas funciones 
de las afp. El rango de servicios que pueden ser 
subcontratados es ampliado significativamente. Uno 
de estos servicios, el sis, debe ahora ser contratado 
por el sistema de afp en su conjunto, a diferencia 
de la situación previa en que cada afp debía tomar 
su propio seguro y los contratos eran diseñados de 
manera tal que la mayor parte del riesgo recaía en la 
propia afp.19 Esto creó un poderoso incentivo para 
competir en cuanto a la capacidad de atraer selecti-
vamente individuos de bajo riesgo, en detrimento de 
un buen manejo de las inversiones, de la reducción de 
costos o de una mejor calidad de servicio. Mediante 
el requisito de suscribir un contrato sistémico de 
seguro, el riesgo recae efectivamente en compañías 
aseguradoras y el incentivo a “descremar” individuos 
riesgosos es eliminado. El diseño de la licitación del 
sis estará sujeto a una regulación detallada por parte 
de las superintendencias de Pensiones y de Valores 
y Seguros. Por ley, la cobertura del seguro deberá 
ser licitada separadamente para hombres y mujeres, 
pudiendo formarse grupos de afiliados elegidos alea-
toriamente y asignados a diferentes firmas a fin de 
evitar una concentración excesiva de los riesgos.

19 Los contratos de seguro incluían ajustes ex post que equivalían 
a una transferencia del riesgo entre la compañía aseguradora y la 
afp, relegando la cobertura provista por el seguro solo para casos 
extremos. 

d)	 Flexibilización del régimen de inversiones de las 
afp.
Con el propósito de limitar la exposición absoluta 

de las carteras de inversión, en la regulación original se 
incluía un complejo conjunto de límites cuantitativos: 
por emisor, por emisión, por tipo de activo (incluidos 
los límites a la renta variable), por origen de los fondos 
(nacional o extranjero), entre otros. La mayoría de estos 
límites estaban comprendidos en la propia ley que regulaba 
el sistema, dando escaso margen para la interpretación 
o la flexibilidad. Con la reforma, la mayoría de estos 
límites fueron trasladados a regulaciones secundarias y 
se creó un consejo especial de inversiones (el Consejo 
Técnico de Inversiones) cuya función es realizar reco-
mendaciones con respecto a las políticas de inversión 
y regulación de las afp.20

La mayor flexibilidad será acompañada del incre-
mento en los requisitos de transparencia, en términos 
de políticas explícitas de inversión y de resolución de 
conflictos de interés. En la ley reformada se incluye la 
posibilidad de establecer límites basados en indicadores 
del riesgo de la cartera de inversiones, en lugar de límites 
cuantitativos por tipo de activos.

e)	 Efectos esperados y sostenibilidad fiscal de la 
reforma
Dado que los beneficios del Nuevo Pilar Solidario 

fueron planteados como derechos de la población, la 
reforma implica un compromiso significativo del Estado 
respecto de las generaciones futuras de pensionados. 
Aunque la información detallada sobre la repercusión 
fiscal de la reforma en el mediano y largo plazo es 
limitada, los datos disponibles indican que el costo 
puede ser relevante. El proyecto de ley de reforma fue 
acompañado de un informe financiero, que incluye es-
timaciones de costo fiscal entre los años 2008 y 2025. 
En el cuadro 2 se presentan los efectos esperados de 
todas las provisiones incorporadas en la ley reformada, 
incluidas algunas que pueden no ser consideradas como 
parte de la reforma del sistema previsional en un sentido 
estricto. Las proyecciones señalan que el costo fiscal de 
la reforma debiera ser inferior al 0,5% del pib durante 

20 Solo los principales límites estructurales permanecieron en la ley, 
sujetos a un límite superior bajo el cual el Banco Central de Chile tiene 
la autoridad para fijar los límites reales: un límite de renta variable 
por tipo de fondo; un límite a la inversión extranjera total (que puede 
alcanzar al 80% de los fondos) sustituible por límites específicos por 
tipo de fondo; límites específicos por fondo respecto de la suma de 
inversiones no cubiertas en moneda extranjera; y finalmente, un límite 
a las inversiones en instrumentos financieros emitidos por instituciones 
con menos de tres años en operación.
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los primeros años, para alcanzar aproximadamente al 
1% del pib hacia el año 2025.21

—	 Resultados preliminares del Nuevo Pilar Solidario
Los beneficios del nuevo Sistema de Pensiones 

Solidarias comenzaron a pagarse a partir del 1 de julio 
del año 2008 (Fajnzylber, 2010). En un comienzo, solo 
se empezaron a pagar las pensiones básicas solidarias 
(pbs) tanto de vejez como de invalidez, provenientes 
en su mayoría del sistema de pensiones asistenciales 
de vejez e invalidez.22 A partir de octubre de 2008, se 
comenzaron a pagar aportes previsionales solidarios 
(aps), aunque estos representan todavía una pequeña 
fracción del total de beneficios.

Como se muestra en el cuadro 1, durante septiembre 
de 2009 se pagaron 623.296 subsidios solidarios, de 
los cuales el 95% correspondió a pbs de vejez (62%) 
e invalidez (33%). El 64% de los beneficios fueron 
pagados a mujeres.

21 Para mayores detalles, véase Dirección de Presupuestos (2008).
22 Entre enero y junio de 2008 se pagaron en promedio 228.065 
pensiones asistenciales de vejez y 212.327 de invalidez (www.suseso.
cl). Nótese que algunas de las pensiones de invalidez eran pagadas a 
personas mayores de 65 años, por lo que las cifras no son directamente 
comparables con las pensiones básicas solidarias de vejez e invalidez 
que comenzaron a pagarse a partir de julio de 2008.

En relación con la escasa importancia relativa de los 
aps con respecto a las pbs, se estima que este es un hecho 
transitorio originado en los siguientes fenómenos:
i)	 La mayor parte de los actuales beneficiarios de pbs 

proviene de beneficiarios de pensiones asistenciales. 
Estos, a su vez, provienen en cierta medida de afiliados 
que se pensionaron, agotaron su saldo y se acogieron 
al beneficio asistencial. Una vez que el sistema se 
encuentre en régimen, los afiliados de bajo saldo se 
acogerán a un beneficio de aps desde un principio.

ii)	 En forma transitoria, los afiliados que al entrar en 
vigencia la reforma tenían más de 65 años y se 
encontraban pensionados en retiro programado 
pueden acogerse al beneficio de aps cuando lo 
deseen, calculándose el beneficio sobre la base del 
saldo en el momento de realizar la solicitud. Esto 
implica que muchos individuos con bajo saldo en 
sus cuentas pueden preferir mantenerse ajustados 
a la pensión mínima (actualmente cercana a los 
$ 105.000) hasta agotar su saldo y entonces solicitar 
el beneficio de aps (que equivaldría a un beneficio 
de pbs de $ 75.000, pues la persona no tendría 
saldo).23 Este proceso ocurrirá paulatinamente, lo 

23 A modo de ejemplo, una persona cuya pensión según cálculo en 
retiro programado equivaliera a $ 30.000 podría optar por solicitar el 
beneficio de aps, en cuyo caso recibiría $ 96.000 por el resto de su 

Cuadro 1

Número de pbs y aps pagadas por mes, entre julio de 2008 y septiembre de 2009

Hombres Mujeres Total

pbs 
Vejez 

pbs 
Invalidez 

aps 
Vejez 

aps 
Invalidez 

pbs 
Vejez 

pbs 
Invalidez 

aps 
Vejez 

aps 
Invalidez 

pbs 
Vejez 

pbs 
Invalidez 

aps 
Vejez 

aps 
Invalidez 

julio-2008 101 418 84 277 – – 189 152 108 433 – – 290 570 192 710 – –
agosto-2008 101 669 84 831 – – 190 467 109 473 – – 292 136 194 304 – –
septiembre-2008 108 162 84 559 – – 221 383 108 959 – – 329 545 193 518 – –
octubre-2008 110 075 84 437 955 229 230 808 108 604 2 444 217 340 883 193 041 3 399 446
noviembre-2008 111 136 84 286 1 159 294 236 178 108 404 3 067 290 347 314 192 690 4 226 584
diciembre-2008 113 630 84 823 1 234 348 244 815 109 628 3 251 352 358 445 194 451 4 485 700
enero-2009 114 748 85 291 1 765 481 249 383 110 901 4 434 468 364 131 196 192 6 199 949
febrero-2009 115 183 85 481 2 132 584 251 808 111 775 5 048 596 366 991 197 256 7 180 1 180
marzo-2009 115 759 85 609 2 584 703 254 074 112 459 5 703 787 369 833 198 068 8 287 1 490
abril-2009 116 177 85 787 3 131 922 255 795 113 104 6 499 1 119 371 972 198 891 9 630 2 041
mayo-2009 116 638 86 085 3 842 1 125 258 094 114 003 7 208 1 372 374 732 200 088 11 050 2 497
junio-2009 116 982 86 441 4 373 1 346 260 086 114 983 7 817 1 674 377 068 201 424 12 190 3 020
julio-2009 117 124 86 710 4 882 1 670 261 334 116 028 8 395 2 118 378 458 202 738 13 277 3 788
agosto-2009 117 348 87 229 5 603 1 969 261 917 117 514 9 052 2 469 379 265 204 743 14 655 4 438
septiembre-2009 117 430 87 678 15 010 2 203 267 244 118 761 12 193 2 777 384 674 206 439 27 203 4 980

Fuente: elaborado a partir de información disponible en www.spensiones.cl

pbs: Pensión Básica Solidaria.
aps: Aporte Previsional Solidario.
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que debiera aumentar en forma gradual el número 
de beneficiarios de aps.
Con respecto a los montos de los beneficios, la 

ley estableció que en un principio los beneficios de pbs 
corresponderían a $ 60.000 mensuales. Estos fueron 
aumentados a $ 75.000 mensuales a partir de julio de 
2009. En el cuadro 2 se muestran los montos promedio 
de beneficios pagados en cada mes, por tipo de beneficio 
y sexo del beneficiario.24

Cabe destacar que en principio los beneficios 
promedio de aps debieran ser siempre inferiores a 
los de pbs. En el cuadro 2 esto no ocurre debido a la 

vida u optar por mantenerse ajustado a la pensión mínima ($ 105.000) 
hasta agotar el saldo (lo que ocurriría en cerca de cuatro años) y recibir 
la pbs desde ese momento en adelante ($ 75.000).
24 Vale la pena destacar que en los montos promedio se incluyen 
pagos efectuados en forma retroactiva desde el momento de in-
greso de la solicitud. A modo de ejemplo, si una persona solicitó 
un beneficio de aps el 1 de julio de 2008 y su primer pago se 
efectuó en octubre de 2008, dicho pago debiera incluir el monto 
correspondiente a cuatro pagos. Ello explica por qué los promedios 
son superiores al beneficio máximo ($ 60.000 antes de julio de 
2009 y $ 70.000 a partir de ese momento) y en los primeros meses 
de pago de aps se registran montos promedio muy superiores al 
beneficio máximo.

inclusión de primeros pagos, que pueden comprender 
más de un pago mensual y por lo tanto suelen ser 
superiores. Esta situación debería normalizarse a lo 
largo del tiempo.
—	 Desafíos pendientes

El aspecto más importante de la reforma descrita 
consiste en que en lugar de reemplazar al sistema de afp 
creado en 1980, lo mejora integrando un pilar de preven-
ción de la pobreza financiado por el Estado, extendiendo 
el pilar voluntario a los trabajadores de ingreso medio 
e introduciendo una serie de medidas para mejorar la 
cobertura y la competencia en el mercado de las afp. 
Esto es resultado de un largo proceso participativo de 
dos años, precedido de una investigación exhaustiva y 
de diversos esfuerzos de evaluación.

Aún persiste una serie de desafíos que deberán 
ser abordados en los próximos años, relacionados 
tanto con la implementación de la reforma como con 
aspectos de más largo plazo. En la primera categoría, 
la aplicación progresiva del Nuevo Pilar Solidario 
probablemente enfrentará riesgos. Por una parte, no 
se conoce claramente el número real de potenciales 
beneficiarios, ya que ello depende de la evolución de los 
salarios, el cumplimiento de la normativa y el retorno 

Cuadro 2

Monto promedio de pbs y aps por mes
(Equivalente en dólaresa)

Hombres Mujeres Total

pbs 
Vejez 

pbs 
Invalidez 

aps
Vejez 

aps 
Invalidez 

pbs 
Vejez 

pbs 
Invalidez 

aps 
Vejez 

aps 
Invalidez 

pbs 
Vejez 

pbs 
Invalidez 

aps 
Vejez 

aps 
Invalidez 

julio-2008 120 120 120 120   120 120
agosto-2008 120 120     120 120     120 120    
septiembre-2008 120 120   120 120   120 120
octubre-2008 126 121 401 314 132 120 316 326 130 121 340 320
noviembre-2008 124 121 148 134 128 121 126 142 127 121 132 138
diciembre-2008 129 125 175 116 132 129 122 120 131 127 137 118
enero-2009 124 125 221 182 125 130 174 163 125 128 188 172
febrero-2009 123 124 147 150 124 129 118 158 124 127 126 154
marzo-2009 123 124 156 135 123 129 116 157 123 127 129 147
abril-2009 122 125 180 173 122 129 146 195 122 127 157 185
mayo-2009 122 126 172 148 123 131 121 151 122 129 139 150
junio-2009 122 127 140 140 123 133 113 147 123 130 122 144
julio-2009 152 157 174 207 152 164 151 210 152 161 160 209
agosto-2009 154 159 207 183 152 168 163 187 153 164 180 185
septiembre-2009 152 159 132 169 158 166 157 173 156 163 143 172

Fuente: elaborado a partir de información disponible en www.spensiones.cl

pbs: Pensión Básica Solidaria.
aps: Aporte Previsional Solidario.

a  En el cálculo de la equivalencia se utilizó un tipo de cambio de $ 500 por dólar.
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de los fondos de pensiones. Asimismo, organizar las 
nuevas instituciones, crear las condiciones para la in-
tegración completa de los trabajadores independientes 
al sistema, e implementar los sistemas para identificar 
a los beneficiarios de las nuevas prestaciones solidarias 
y realizar los pagos, demandará un compromiso serio 
por parte del gobierno.

Respecto de los desafíos de más largo plazo, no 
necesariamente abordados por las reformas recientes, 
el más importante es compartido por la mayoría de los 
países de medianos y altos ingresos: el aumento de la 
esperanza de vida y los costos médicos de los adultos 
mayores. El progreso tecnológico de las últimas décadas 
ha implicado un incremento en la esperanza de vida, 
basado en tratamientos y equipamiento de creciente 
sofisticación. Si bien existe una idea razonable acerca de 
cuánto van a vivir los pensionados actuales, poco se sabe 

sobre la esperanza de vida de los individuos que están 
ingresando al mercado de trabajo. Es probable que la 
actual tasa de contribución de 10% del ingreso imponible 
sea insuficiente para financiar beneficios en el futuro y 
no es claro que las diferencias generacionales permitan 
a los trabajadores permanecer en el mercado de trabajo 
el tiempo suficiente para compensar este aumento. La 
mayor parte del peso recaerá en la capacidad de los indi-
viduos para prever estos déficits y acrecentar sus ahorros 
voluntarios. Dado que los sistemas de pensiones fueron 
creados para morigerar las tensiones de corto plazo, no 
resulta obvio que esta reacción voluntaria pueda tener 
el timing y la fuerza adecuados. Mayor esfuerzo deberá 
ponerse en mejorar el conocimiento sobre este incierto 
futuro y, en consecuencia, adoptar las —usualmente 
impopulares— medidas de incremento de las tasas de 
cotización o de la edad mínima de retiro.

IV
Algunas notas sobre los procesos políticos 

detrás de las reformas

Hasta aquí, en este trabajo se han analizado las reformas 
recientes afrontadas por los sistemas de pensiones de la 
Argentina y Chile. Alcanzado este punto, se pretende 
aportar una breve nota sobre la relevancia de los procesos 
políticos subyacentes al trazado de la política jubilatoria 
discutida previamente. El interés de los autores en este 
aspecto se apoya en el hecho de que algunos elementos 
sustantivos, que definen el funcionamiento de los sistemas 
previsionales argentino y chileno, parecen originarse en 
las características de las instituciones políticas que los 
diseñan y gestionan, y no tanto en problemas “técnicos” 
inherentes a ellos.

Indudablemente, las consideraciones sobre la rele-
vancia y las consecuencias de las instituciones políticas 
y los procesos de elaboración de políticas públicas 
(policymaking) trascienden a la política previsional. 
En una parte significativa de la actual literatura sobre 
políticas públicas se aborda la idea de que estas requie-
ren cierta capacidad de policymaking para ser efectivas. 
Específicamente, se entiende que diversos aspectos 
significativos de las políticas públicas dependen de la 
habilidad para consolidar acuerdos políticos intertem-
porales (Spiller, Stein y Tommasi, 2003). En el caso de 
la política previsional, lo anterior se ve agudizado por 
una serie de factores que la distinguen. Se trata de una 

política explícitamente distributiva, con objetivos múl-
tiples que entrañan costos de oportunidad entre ellos, y 
que se desenvuelve en una secuencia de tiempo que la 
torna única. Si se tiene en cuenta que las transferencias 
involucradas son cuantiosas, que todo sistema jubilatorio 
—al organizar derechos sobre el producto social futuro— 
se basa ineludiblemente en algún tipo de promesas 
(Barr, 2002) y que la duración integral del ciclo de la 
política previsional es absolutamente excepcional, podrá 
deducirse la importancia determinante de las dinámicas 
políticas que se articulan a su alrededor.

Puede señalarse —en una muy apretada síntesis— 
que la configuración institucional de la Argentina ha sido 
frecuentemente juzgada como desfavorable y adversa 
para la consecución y el sustento de comportamientos 
políticos cooperativos, habiéndose caracterizado, en 
cambio, por actores políticos que han enfrentado cortos 
horizontes temporales o incentivos inadecuados o bien 
ambos factores a la vez (Spiller, Stein y Tommasi, 2003). 
Por otra parte, desde el retorno a la democracia, Chile 
parece haber mostrado mecanismos más sólidos en sus 
procesos de policymaking. Los cambios en las políticas 
han sido incrementales y, por lo general, han surgido 
como resultado de un proceso relativamente intenso e 
institucionalizado. En suma, en Chile parecen haberse 
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encontrado dinámicas de policymaking que tienden 
a facilitar las respuestas cooperativas en el juego de 
transacciones políticas.

Si volvemos nuestra atención hacia la política de 
pensiones, es posible señalar que el recorrido de las 
recientes reformas en la Argentina y Chile se presenta 
consistente con este diagnóstico dispar. En efecto, las 
últimas reformas ofrecen un abanico de circunstancias 
donde la capacidad de articulación de intereses y el 
compromiso político intertemporal parecen haberse 
manifestado en forma desigual. Remontémonos a las 
reformas estructurales efectuadas en Chile (1980) y en 
la Argentina (1993) como un punto de partida semejante 
para analizar los procesos más recientes descritos con 
anterioridad. Ambas reformas fueron presentadas, en su 
tiempo, como “íconos” de procesos de reforma más am-
plios. En Chile, la reforma jubilatoria fue probablemente 
la más famosa de las autodenominadas “modernizaciones” 
de la dictadura militar, mientras que en la Argentina 
constituyó una pieza muy significativa del giro ortodoxo 
protagonizado por el primer gobierno de Menem. Así, 
en tanto “íconos”, las reformas estuvieron rodeadas de 
una notable batalla comunicacional entre promotores 
y oponentes de lo que terminaría denominándose la 
“privatización” de las jubilaciones.

Pero en la Argentina la reforma de 1993 no eliminó 
por completo el viejo sistema; la ley aprobada por el 
Congreso de la Nación, a diferencia del sistema chile-
no y de la propuesta original del Ejecutivo argentino, 
no clausuró definitivamente el esquema de reparto, 
sino que fundó un modelo multipilar. Este hecho no 
parece haber sido trivial: desde el momento mismo 
de la introducción de la reforma y hasta el presente, 
bajo el reciente espíritu “revisionista” que ha estado 
rondando, el debate general sobre el sistema de pen-
siones ha quedado (casi exclusivamente) atrapado 
bajo la dicotomía simplista de “lo privado” versus “lo 
público”. En el momento de introducir aquella reforma, 
las autoridades políticas promovían explícitamente al 
nuevo régimen de cuentas individuales como “lo nuevo” 
en materia jubilatoria y alentaban a la gente a unirse a 
él, mientras que la inexistencia de una estrategia infor-
mativa seria y objetiva dirigida a los trabajadores en 
situaciones dispares resultaba flagrante (Isuani y San 
Martino, 1995). Desde hace unos años, en cambio, la 
tendencia discursiva en boga giró drásticamente hacia 
la segunda de estas posiciones; de hecho, el principal 
mensaje transmitido por las autoridades en relación con 
las últimas reformas consistió en que los trabajadores 
reconquistarían la posibilidad de trasladarse desde el 
sistema “privado” al “público” y, finalmente, que la 

reunificación bajo un esquema público de reparto gene-
raría mejores beneficios a los jubilados. Notoriamente, 
ni entonces ni ahora parecieron existir canales políticos 
adecuados que —trascendiendo el debate superficial 
y mecanicista sobre aquella falsa dicotomía— le den 
forma a un diálogo social más profundo y sistemático 
que procure adentrarse en las (muy complejas) dinámicas 
de negociación y cooperación intertemporal, requeridas 
por todo sistema jubilatorio que se pretenda eficiente, 
inclusivo y sostenible.

Por su parte, en Chile, una vez en el poder y tal 
como sucediera en otras áreas de política pública, los 
gobiernos de la Concertación optaron por la continuidad 
frente al cambio radical y decidieron así apuntalar el 
sistema de pensiones reformado. Desde 1990 las refor-
mas al sistema habían sido menores, principalmente 
dirigidas a modificar las regulaciones de inversión. En 
años recientes, la cuestión de la cobertura emergió como 
elemento crítico y se transformó en el centro de los de-
bates de política. En ese sentido, en marzo de 2006 se 
creó desde el Ejecutivo el mencionado Consejo Asesor 
para la Reforma Previsional, destinado a analizar la 
evolución del sistema, estudiar sus déficits y desarrollar 
un proceso de audiencias públicas que duraría 90 días. 
El Consejo, conformado por prestigiosos especialistas 
en el tema, proporcionó un diagnóstico profundo y pro-
puso una serie de reformas sustantivas. A continuación, 
el gobierno estableció un Comité de Ministros para 
evaluar las recomendaciones del Consejo, de lo cual 
resultó finalmente un proyecto de reforma enviado al 
Congreso y aprobado en enero de 2008.

En contraposición, las reformas más recientes 
del sistema argentino, analizadas en detalle en la sec-
ción II, surgieron de un proceso desarrollado a puertas 
cerradas, donde unas pocas figuras políticas definieron 
el camino a recorrer a través de una serie de pasos 
sucesivos (y no siempre coordinados) en que práctica-
mente se excluyó a los diversos referentes principales 
del tema previsional. Como se vio anteriormente, la 
moratoria para autónomos, que finalmente se tornó 
de una masividad sin precedentes, constituyó una de 
las reformas más significativas de los últimos años en 
el terreno previsional argentino. Esta fue establecida 
a partir de una serie combinada de leyes y decretos 
que condujeron a un incremento masivo en el número 
de beneficiarios. El proceso institucional subyacente 
a una reforma de tal importancia fue sumamente par-
ticular: por ejemplo, el proyecto de ley que derivó en 
la última modificación que disparó la masividad de la 
moratoria, se originó en el Congreso de la Nación y 
fue aprobado sin discusión, esto es, sin que mediara 
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debate alguno entre los legisladores, quienes votaron 
el dictamen tal como surgió de las comisiones. De esta 
forma, la nueva ley no captó la atención de la prensa ni 
de las autoridades políticas y, notablemente, no existió 
tampoco un anuncio o acto formal de lanzamiento de 
la iniciativa. Un año más tarde, a partir de un decreto 
dictado en noviembre de 2008 que regulaba el proceso, 
el programa se tornó operativo. A su vez, la posterior 
eliminación del componente de capitalización indivi-
dual con gestión privada y su reemplazo por un sistema 
público de reparto reunificado fueron anunciados en 
forma sorpresiva a finales de octubre de 2008 y trans-
formados en ley en diciembre de ese año. La ley eliminó 
el esquema de capitalización y dispuso que todos los 
contribuyentes, beneficiarios y activos afiliados a él 
fueran transferidos al sistema público de reparto. Una 
vez más, el debate del proyecto en el Congreso fue 
sumamente breve, debido a que este recibió un rápido 
apoyo desde diversos sectores políticos.

En definitiva, es posible identificar un patrón 
más o menos claro en el trazado de la política jubi-
latoria reciente en ambos países. De acuerdo con las 

características de los sistemas jubilatorios mencionados 
anteriormente, las reformas previsionales han sido 
identificadas en su necesidad de requerir no solo un 
minucioso análisis técnico, sino también de contar con 
un proceso de recolección y difusión de información 
precisa para obtener apoyo y consenso (bid, 2007). 
En las reformas previsionales recientes, Chile parece 
haber logrado acercarse más a esos estándares que la 
Argentina, donde los cambios introducidos se sucedie-
ron de una manera desordenada, mostrando un escaso 
nivel de coherencia entre sí. Muchos de los anuncios 
más importantes fueron completamente sorpresivos 
y tuvieron un muy rápido trámite en el Congreso. A 
diferencia de lo apuntado para el caso chileno, en las 
reformas argentinas no se observaron grandes esfuerzos 
por plantear un debate amplio y un examen cuidadoso 
que incluyera a los diferentes actores involucrados 
(directa o indirectamente) en el campo previsional. 
Tampoco se desarrollaron una consideración y discu-
sión detalladas con respecto a las implicancias fiscales 
presentes y futuras de las distintas medidas que se 
estaban llevando a cabo.

V
Conclusiones

Dentro de la región, la Argentina y Chile han sido 
tradicionalmente dos países pioneros en el avance de 
las políticas sociales. Ambos están dentro del pequeño 
grupo de países que introdujeron sistemas jubilatorios a 
principios del siglo XX y, a partir de entonces, avanzaron 
ofreciendo progresivamente cobertura a un mayor número 
de trabajadores. En 1980, se tomaron nuevamente en Chile 
medidas precursoras al introducir una reforma estructural 
que, entre otros cambios importantes, instauraba una 
gestión privada de los fondos de pensión. En la Argentina, 
con ciertas diferencias, se siguió el modelo chileno una 
década después cuando el tradicional esquema de reparto 
fue transformado en un esquema multipilar.

El adelantamiento relativo en la adopción de 
reformas continuó en los años recientes, en tanto 
ambos países introdujeron, una vez más, importantes 
cambios en sus sistemas. Estos comparten claramente 
algunos objetivos comunes, tales como la expansión 
de la cobertura en la vejez y la redefinición del papel 
del Estado en facilitar el acceso a los beneficios. Sin 
embargo, existieron significativas diferencias en otros 
aspectos, incluida la organización institucional de los 

sistemas, en parte debido a ciertos diferentes enfoques 
de criterio político sobre la operatoria de las estructuras 
previas y la implementación de procesos dispares en el 
policymaking de ambos países.

Las reformas en la Argentina se tradujeron en un 
incremento inmediato de la cobertura, estableciéndose 
un brusco quiebre respecto de la tendencia previa. El 
número total de jubilados se elevó en más del 70% en 
dos años, debido a la introducción de una moratoria 
que devino en un programa de inclusión masiva. La 
moratoria en cuestión permitía que cualquier individuo 
que estuviera por sobre la edad establecida de retiro 
pudiera aplicar para obtener un beneficio jubilatorio, 
con independencia de su registro de contribuciones pa-
sadas e, incluso, de su potencial carácter de beneficiario 
efectivo de algún otro tipo de pensión ya vigente.25 Las 
reformas también implicaron la anulación de una parte 

25 A medida que el programa avanzaba, se introdujo una restricción 
para evitar la duplicación de beneficios, aunque esta no incluía límites 
respecto de aquellos que recibían una pensión por supervivencia. 
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central de los cambios introducidos en 1993, en tanto 
se eliminaron las cuentas de capitalización individual 
y se retornó a una operatoria unificada bajo la gestión 
de una agencia pública montada según un sistema que 
vuelve a operar sobre una base de beneficios definidos. 
Se terminó así con la existencia de las administradoras 
privadas de fondos de pensiones. Sin embargo, resulta 
importante señalar que los cambios no representaron un 
retorno completo a la situación previa a 1993, dado que 
la mayoría de los parámetros del sistema (incluidas las 
tasas de contribución vigentes, las edades de retiro y las 
tasas de reemplazo) no fueron retrotraídos a los antiguos 
niveles. Asimismo, la agencia pública encargada de ges-
tionar el nuevo sistema reunificado continuará recibiendo 
una porción de la recaudación de impuestos generales 
(originalmente asignada para financiar los costos de 
transición). Por consiguiente, resulta esperable que esta 
agencia maneje fondos crecientes: en 2008 estos llegaron 
a representar más del 10% del pib argentino. Finalmente, 
y hasta hoy, no ha existido estimación oficial alguna con 
respecto al impacto fiscal que representan las reformas, 
ya sea en el corto o en el mediano plazo.

En Chile, a su vez, la mayoría de las reformas 
mostrarán sus efectos de manera gradual en el tiempo. El 
número de beneficiarios del Nuevo Pilar Solidario será 
limitado en un principio, pero aumentará gradualmente 
a medida que avance la implementación del sistema. Sin 
duda, esta es la novedad principal de las reformas recien-
temente efectuadas en tanto estas deberían conducir a un 
escenario de cobertura universal en un futuro cercano. 
Otro conjunto de reformas afectan a aspectos operativos 
del sistema existente y a la estructura institucional de 
las agencias gubernamentales de supervisión y control. 
Asimismo, una serie de cambios apuntaron a eliminar 
ciertas inequidades del sistema, sobre todo las atinentes 
a las diferencias de género.

El diseño y la aprobación de estas reformas 
siguieron senderos sumamente diferentes en ambos 
países, lo que fue un reflejo de los dispares contextos 
institucionales vigentes. La reforma en Chile se inició 
cuando la Presidenta Bachelet anunció su intención de 
hacerlo y designó a un Consejo de expertos. Dos años 
después, tras diversos debates, publicaciones y análisis, 
la reforma fue aprobada. En la Argentina, la mayoría de 
las decisiones se hicieron efectivas de manera muy rápida 
al mayor nivel de decisión del Ejecutivo, y el proceso 
de consulta y discusión fue muy breve y limitado. Estas 
divergencias pueden contribuir a explicar diferencias 
en los resultados y, por tanto, son merecedoras de un 
estudio y análisis más detallado en el futuro.

Es probable que el proceso más pausado y cuidadoso 
adoptado por las autoridades chilenas para realizar los 
cambios previsionales contribuirá a alcanzar resultados 
más sostenibles en el tiempo. Sin embargo, la ejecución 
de una reforma más acelerada en la Argentina alcanzó 
a dar una respuesta inmediata al gran problema que 
representaba la disminución masiva de la cobertura. La 
mayoría de los adultos mayores excluidos del sistema 
recibieron un beneficio jubilatorio en menos de un año, 
alcanzando una mejora inmediata en relación con su 
situación previa; en Chile, en cambio, el proceso que 
implica alcanzar a dar cobertura a todos los beneficiarios 
considerados será más lento y gradual.

Es claro que ninguno de los dos sistemas alcanzó una 
posición o un diseño que pueda pretenderse “definitivo”, 
en tanto que aún existen desafíos pendientes de política 
que las autoridades deberán enfrentar en un futuro próxi-
mo. Al mismo tiempo, surgirán inevitablemente nuevos 
problemas y dificultades. La habilidad de los gobiernos 
futuros para responder adecuadamente a estos dilemas 
resultará decisiva a la hora de definir el bienestar de las 
nuevas generaciones de chilenos y argentinos.
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La complejidad social supone la interrelación de distintos actores y 

sistemas con marcada autonomía para definir intereses y procedimientos 

de operación propios. En este contexto se desarrollan modelos de 

coordinación social en que se combina la autonomía de actores y 

sistemas con la coherencia en torno de objetivos. Sobre la base de 

ejemplos del caso chileno, en el artículo se revisan: i) los modelos de 

policy networks o redes de políticas públicas (sistema de concesiones); 

ii) los sistemas de deliberación (comisiones asesoras presidenciales) y 

iii) los sistemas de derecho reflexivo (arbitraje comercial internacional). 

Se concluye que la alta reflexividad de estos modelos permite, aun 

con limitaciones, la combinación de los principios de autonomía y 

coherencia en la operación de políticas públicas.
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I
Introducción

Uno de los procesos más característicos de la sociedad 
contemporánea es, desde un punto de vista sociológico, 
su creciente tendencia a una mayor complejidad social 
(Habermas, 1990; Luhmann, 2007). Esta puede ser 
descrita en tres dimensiones:
i)	 En un nivel concreto, supone la proliferación de múl-

tiples organizaciones privadas, públicas, cuasiprivadas 
o semipúblicas, actores corporativos nacionales y 
supranacionales, movimientos de protesta de orden 
transnacional, agrupaciones de representación local 
o regional y una participación individualizada en 
diversos espacios sociales diferenciados no siempre 
consistente y más bien fragmentada.

ii)	 En una dimensión social, la propensión a una 
mayor complejidad implica que cada uno de esos 
campos se organiza en torno de sus propios inte-
reses y procedimientos de operación, por lo que 
el resultado más probable de tal operación es la 
colisión de intereses sustantivos y el conflicto entre 
los procedimientos de cada campo.

iii)	 Finalmente, en una dimensión temporal, la “compleji-
zación” (de ahora en adelante, complejización) social 
supone que intereses sustantivos y sus procedimientos 
relacionados establecen prioridades temporales pre-
cisas y mecanismos autorregulatorios propios para 
lograr su cumplimiento, según requerimientos que 
aseguren la continuidad de cada campo.
En una palabra, la complejización involucra una 

diferenciación de la sociedad contemporánea en diversos 
sistemas y actores con creciente autonomía de expecta-
tivas y de procedimientos operativos.

América Latina y Chile en particular no han estado 
ajenos a este proceso de complejización. En Chile, 
al menos en las últimas tres décadas, a las clásicas 
organizaciones sindicales y actores populares se ha 
sumado una serie de nuevas agrupaciones sobre la base 
de intereses diversos: grupos juveniles, de tercera edad, 
feministas, homosexuales, migrantes, ambientalistas, 
agrupaciones comunitarias territoriales, de derechos 
urbanos, de consumidores, de derechos humanos y 
ciudadanos, otras de carácter neorreligioso, comunida-
des artísticas, y movimientos indígenas y estudiantiles 

de distinto tipo. A ello se agregan la diversificación de 
entidades públicas para atender a estos actores (nuevos 
ministerios, subsecretarías, superintendencias, agencias 
regulatorias), mecanismos como mesas de negociación, 
comités de expertos, comisiones de estudio, de ética, así 
como la proliferación de organizaciones del denominado 
tercer sector, organizaciones no gubernamentales (ong), 
organizaciones económicas nacionales y transnacionales 
y variados agentes privados en diversos campos sociales 
transnacionales (Domingues, 2008).

Toda esta diversificación concreta de sistemas, 
organizaciones y actores implica la emergencia de 
intereses sustantivamente contradictorios entre sí, 
que ganan en autonomía al establecer sus propios 
procedimientos de funcionamiento y agendas tem-
porales para la consecución de sus expectativas. 
Frente a esto, surge la pregunta por la capacidad 
del Estado, mediante políticas públicas, de absorber 
y articular demandas diversas, conflictivas entre sí 
y con expectativas de cumplimiento que no admiten 
demasiada flexibilidad temporal. El concepto de 
políticas públicas puede ser entendido como un 
conjunto de medidas administrativas y jurídicas 
desplegadas en el marco estatal para el tratamiento 
de problemas sociales y la orientación de actores a 
determinadas conductas (Kraft y Furlong, 2009).

Durante el siglo XX, las políticas públicas en Chile 
siguieron dos modelos opuestos en períodos históricos 
distintos: uno de tipo Estado-céntrico caracterizado 
por una considerable intervención estatal de sustrato 
desarrollista, basada en planificación y orientada a la 
incorporación de las clases medias y sectores populares 
(1932-1973), y otro marcado por la retirada del Estado 
y el énfasis en políticas macroeconómicas (1973-1989) 
(Arellano, 1985). El período siguiente se caracterizó por 
un doble movimiento: por una parte, el intento (político) 
de volver a fórmulas Estado-céntricas previas a 1973 y, 
por otra, la imposibilidad estructural de hacerlo sobre 
un modelo notoriamente marcado por reformas neoli-
berales. Esto es especialmente visible en los sistemas 
educacional, laboral, de bienes y servicios colectivos, 
de salud, de pensiones y de seguridad social, todos ellos 
con elevados niveles de privatización en sus modos de 
operación (Hecht-Oppenheim, 1993).

 Este artículo forma parte del Proyecto del Fondo Nacional de 
Desarrollo Científico y Tecnológico (fondecyt) Nº 1095186.
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La hipótesis de este artículo es que frente a la 
imposibilidad de recrear una matriz Estado-céntrica 
basada en la planificación de políticas públicas y ante la 
alta autonomía ganada por distintos sistemas y actores, 
desde 1990 en adelante se comienza a formar en Chile 
una nueva alternativa para el despliegue de políticas pú-
blicas. En ella se combina el papel estatal de orientación 
social por medio de políticas públicas que procuran la 
coordinación (y no la intervención Estado-céntrica) de 
sistemas y actores, con intereses sustantivos propios y 
procedimientos de operación autónomos.

Para desplegar esta hipótesis se indican, en primer 
lugar, los elementos centrales para una perspectiva de 

coordinación social por medio de políticas públicas en 
contextos complejos (sección II). Luego se revisan en 
sus fundamentos teóricos y mediante ejemplos respec-
tivos tres modelos de coordinación y su emergencia 
en el caso chileno: el modelo de policy networks para 
el caso del sistema de concesiones de obras públicas 
(sección III), el modelo de sistemas de deliberación 
para el caso de las comisiones asesoras presidenciales 
(sección  IV) y el modelo de derecho reflexivo o de 
política de opciones (options policy) para el caso del 
arbitraje en materias comerciales (sección V). Finaliza 
el artículo con una aproximación evaluativa de estos 
modelos a nivel latinoamericano (sección VI).

II
Elementos centrales para una perspectiva

de coordinación social

Basado en los principios de coherencia y autonomía, 
Norbert Lechner (1997) ha identificado tres formas 
básicas de coordinación social: la coordinación políti-
ca, la coordinación de mercado y la coordinación por 
redes. Características de la primera son su centraliza-
ción, jerarquía y orientación exclusivamente pública; 
propio de la segunda es su carácter descentralizado, 
horizontal y no intencionado. La tercera forma, que 
combina comunicación vertical y horizontal, supone 
dependencia recíproca y se orienta a la articulación 
de intereses en un tema común mediante una co-
operación competitiva. En este trabajo se reserva el 
concepto de “coordinación” solo para el tercer caso. 
Ampliar este concepto a los modos de regulación 
jerárquico-estatales y a los de mercado solo diluye 
su especificidad y novedad. Lo que Lechner deno-
mina “coordinación política” ha sido regularmente 
conocido como intervención estatal o control social 
(Beyme, 1994); y para el caso de la “coordinación 
de mercado”, Hayek (1986) ya habló de “catalaxia” 
o autorregulación de mercado. El hecho de que los 
actores de mercado muestren también autonomía en 
intereses y procedimientos, los constituye en un caso 
de análisis, no en el paradigma de la coordinación 
social. La coordinación, en el sentido aquí expuesto, 
solo surge cuando algún agente —público o privado— 
procura regular la dinámica autónoma de actores y 
sistemas orientando concreta, social y temporalmente 
sus rendimientos.

En este sentido, el concepto de coordinación pro-
puesto debe distinguirse de otros modelos de relación 
público-privada:
i)	 El intervencionismo desarrollista, modelo privile-

giado en el contexto latinoamericano durante gran 
parte del siglo XX, que se caracteriza por el control 
estatal de la estructura productiva.

ii)	 El control corporativista, que se distingue por 
la cooptación y definición estatal de objetivos y 
orientaciones de acción de agentes privados (visible 
en contextos populistas).

iii)	 El institucionalismo normativo, propio de los 
análisis sobre conflictos de interés y regulaciones 
de poder.

iv)	 La autorregulación, característica de la operación 
de mercado en contextos neoliberales.
La coordinación asume la alta complejidad de 

las relaciones de actores y sistemas, su autonomía 
sustantiva y procedimental y la asimetría de intereses 
entre ellos. Por ello reconoce que esos actores no 
pueden ser dirigidos de forma autoritativa (como en 
el modelo intervencionista y corporativista) y que el 
conflicto de interés puede ser tratado deliberativa-
mente y no solo sometido a transacciones de poder 
(como en el institucionalismo normativo). Pero a la 
vez, la coordinación se aparta de la pura autorregu-
lación (propia del orden emergente del mercado) y 
establece criterios generales para el desarrollo de 
finalidades específicas en relación con problemas 
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de interés público. Coordinación es un balance entre 
autonomía y coherencia.

Tal balance parece apropiado para enfrentar la 
dinámica compleja de actores y sistemas. Dos dimen-
siones se abren a este respecto: una sociológica y otra 
histórica. El sustrato sociológico de la coordinación 
social se encuentra en el despliegue del proceso de 
diferenciación funcional, esto es: “la constitución de 
diversos sistemas funcionales relativamente autónomos, 
estructurados en torno a determinadas lógicas internas” 
(Lechner 1999, p. 49). El sustrato histórico de ella se 
relaciona con la crisis del modelo de planificación 
centralizada y del Estado de bienestar europeo, que 
condujo a una atrofia financiera y a la juridificación 
de esferas sociales conocida como “euroesclerosis” 
(Willke, 1995; Peruzzotti, 1999, para el caso latino-
americano). Del proceso de diferenciación funcional 
emergen sistemas, organizaciones y actores que cues-
tionan la capacidad del Estado para dirigir sus acciones 
mediante planificación o intervenciones autoritativas 
en la definición de sus intereses y procedimientos. De 
las crisis planificadoras emerge la necesidad de una 
alternativa que, respetando la autonomía sistémica, 
sea capaz de orientar su funcionamiento a la realiza-
ción paralela de expectativas. En el debate en torno 
de la coordinación social han surgido con claridad 
tres candidatos que cumplen estas condiciones: las 
policy networks (Mayntz, 1992 y 1993; Lechner, 1997; 
Messner, 1999; Scharpf, 2001; Heydebrand, 2003), la 
orientación contextual por medio de mesas de delibe-
ración (Willke, 1995, 1997), y el modelo de derecho 
reflexivo o de política de opciones (Teubner, 1993). A 
modo de síntesis, se puede decir que como estrategias 
de coordinación social todas ellas:
i)	 Suponen la capacidad para introducir coherencia en 

la interrelación de sistemas y actores autónomos, 
orientándolos a tareas específicas.

ii)	 Desarrollan una visión común en torno de un área 
de problemas orientada a la construcción de rela-
ciones de suma positiva.

iii)	 Promueven un nivel tolerable de autolimitación de 
la autonomía, sin que ello suponga cuestionar lo 
central de los intereses de cada participante.

iv)	 Se “operacionalizan” mediante la articulación de 
procedimientos antes que por principios normativos 
generalizados.

v)	 Aspiran a elevar la reflexividad de sistemas y actores 
por medio de la atención a las consecuencias de 
sus operaciones autónomas.
La coordinación social mediante políticas públicas 

conlleva, de este modo, la combinación de dos principios: 
por una parte, la coherencia que puede aportar una visión 
panorámica de intereses y procedimientos de distintos 
sistemas y actores y, por otra, la autonomía de estos para 
definir esos intereses y autoorganizarse (Scharpf, 1993; 
Mayntz, 1993; Willke, 1995). La coherencia es aporta-
da por una mirada estatal a los problemas sociales; la 
autonomía es propia de sistemas y actores en contextos 
complejos. Con la combinación de ambas se propone la 
creación de zonas híbridas, en las que las políticas pú-
blicas pueden promover y orientar hacia la producción 
de un bien o servicio, sin que esto signifique intervenir 
Estado-céntricamente a sistemas y actores autónomos para 
la generación de aquello. Mientras la coherencia apunta a 
establecer esfuerzos coordinados entre los involucrados, 
la autonomía procura que los diversos sistemas y actores 
comprometidos también puedan obtener rendimientos 
para sus intereses y operar, en la mayoría de los casos, con 
sus propios procedimientos. La coordinación por medio 
de políticas es, en este sentido, una situación de doble 
contingencia (Luhmann, 2007), es decir, tanto la operación 
estatal como la de sistemas y actores autónomos mantienen 
sus expectativas diferenciadas, pero se vinculan concreta, 
social y temporalmente en un policy issue (cuestiones de 
política) del que pueden obtener rendimientos diferencia-
dos, pero coordinados. Se trata de una aspiración de suma 
positiva, antes que un juego de suma cero. Coordinación 
social es, en tal sentido, una respuesta a la compulsión de 
integración de políticas Estado-céntricas basadas en plani-
ficación, como también un rechazo a la imposibilidad de 
una “visión común” frente a problemas sociales relevantes 
para los actores (Willke, 1995, 1997).

En las siguientes secciones se describen separada-
mente tres modelos de coordinación: policy networks, 
mesas de deliberación y derecho reflexivo. Su operación 
se ejemplifica con casos chilenos de la última década.
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III
El modelo de policy networks y

su emergencia en Chile

al constitucionalismo global (Kjaer, 2009). No obstante, 
estas tendencias pueden definirse como “un conjunto 
relativamente estable de relaciones de naturaleza no 
jerárquica e interdependiente que permite conectarse a 
diversos actores, quienes comparten intereses respecto 
de una política, intercambian recursos para alcanzar esos 
intereses compartidos y reconocen que la cooperación es 
la manera óptima de lograr objetivos comunes” (Börzel, 
1998, p. 254).

Joop Koppenjan, Kars y van der Voort (2009) 
han identificado con claridad el problema político-
sociológico detrás de este modelo. Por una parte, los 
actores político-democráticos enfatizan la relación entre 
agentes principales y autoridades políticas, mientras que 
las decisiones relevantes de ejecución son tomadas en 
niveles descentralizados (privados, cuasiprivados) de 
gobernanza. Por otra parte, los actores descentralizados 
tienen la experticia y capacidad para llevar adelante 
sus objetivos (también Willke, 1995), pero les es di-
fícil generar apoyo político para evitar intervenciones 
desde niveles superiores. En tal sentido, una policy 
network puede ser entendida como el acoplamiento 
de la verticalidad de la democracia representativa y la 
horizontalidad de las múltiples formas de gobernanza 
de actores privados que se sitúan fuera del dominio de 
relaciones de la democracia representativa. Para lograr 
este acoplamiento, Koppenjan, Kars y van der Voort 
(2009) proponen el desarrollo de un marco de condi-
ciones (framework setting) que regule la relación entre 
participantes y los límites procedimentales de la acción 
conjunta. Al hacerlo, deben enfrentarse a tres tipos de 
problemas: la complejidad, la interdependencia y la 
dinámica de todo policy issue. El primero de ellos debe 
ser superado por medio de un constante diálogo entre 
los participantes; el segundo, mediante la consideración 
del marco de condiciones como un acoplamiento suelto 
(loose coupling) (Weick, 1976) que permita desviaciones 
ante posibles contingencias y, el tercero, por medio de 
una apertura al aprendizaje a partir de la propia dinámica 
de implementación de la política.

Aun cuando se trate de acoplamientos sueltos, las 
policy networks suponen elementos que incentivan su 
mantención. Uno de ellos es la dependencia mutua de 
recursos: fondos, legitimación, capacidades de ejecución, 

La pregunta por la interrelación entre instancias autónomas 
tiene una larga tradición en el análisis organizacional. 
Se pueden distinguir ahí relaciones diádicas (Hasenfeld, 
1972), conjunto de acciones (action sets) (Whetten y 
Aldrich, 1979) y redes organizacionales (organisational 
sets) (Granovetter, 1973). Aplicado al problema de las 
políticas, este enfoque da origen al modelo de policy 
networks. En principio, este supone la definición de 
reglas para la realización de compromisos entre agentes 
públicos y privados, que permitan una distribución de 
costos y beneficios frente a una decisión común o una 
solución de problemas; reglas que en cada caso exigen 
de los participantes limitar de manera voluntaria su 
libertad de acción; esto puede conducir a un modelo 
de identidades organizativas, competencias y esferas 
de interés mutuamente aceptadas (Mayntz, 1992, p. 27 
y ss.). De todos modos, no existe una definición única 
en esta materia. David Marsh y Rod Rhodes (1992) 
diferencian las policy networks entre comunitarias 
(pocos participantes, fuertemente integradas, con alta 
continuidad y orientadas a uno o dos intereses comunes) 
y temáticas (mayor número de participantes, múltiples 
intereses y de mayor conflictividad).

Tanja Börzel (1998) ha detallado dos tendencias 
fundamentales: la alemana, que identifica a las policy 
networks como una forma de coordinación alternativa 
a la jerarquía y el mercado, y la anglosajona, que las 
concibe como un modelo de relación Estado-sociedad 
en un área determinada. Mark Bevir y David Richards 
(2009), basados en estudios etnográficos, han agrega-
do una tercera forma, la descentralización de políticas 
públicas (decentered policy network), basada en las 
tradiciones y agencia situada de los participantes. Una 
tendencia similar siguen Pater de Leon y Danielle Varda 
(2009) con su idea de redes “colaborativas” de políticas 
públicas (collaborative policy networks), en las que no 
solo se examina la composición de actores, sino también 
sus grados de institucionalización y los intercambios 
discursivos entre ellos.

El enfoque se ha extendido también a los proble-
mas de coordinación en espacios transnacionales como 
relación de multiniveles de gobernanza —local, regional, 
nacional, supranacional, global (Scharpf, 2001; Pal y 
Ireland, 2009)— o a temáticas legitimatorias referidas 
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información y elementos político-institucionales (Park, 
Rethemeyer y Hatmaker, 2009); otros elementos alta-
mente relevantes son los recursos socioestructurales, esto 
es, aquellos “patrones de comunicación e intercambio 
de recursos entre tres o más actores” (Hatmaker y 
Rethemayer, 2008, p. 430) cuya estabilidad depende 
de los rendimientos para quienes las sostienen. Por 
su parte, el capital social de los participantes también 
contribuiría a un mejor desempeño de la red y con ello 
a su continuidad (Sandström y Carlsson, 2008). Sin em-
bargo, un aspecto central de su operación parece ser su 
funcionamiento sobre la base de la producción de bienes 
colaterales, es decir, bienes que el Estado quiere, pero no 
puede producir por carencia de recursos y experticia, y 
que los privados no producen por falta de garantías ante 
el surgimiento de incentivos para agentes oportunistas 
(free-riders) o de un marco de condiciones apropiado 
(Willke, 1996). Los bienes colaterales corresponden a 
una reformulación estructural de los bienes colectivos 
cuya no competitividad desincentiva su producción. En 
términos de policy networks, los bienes colaterales supo-
nen dependencia mutua (público-privada) de recursos, 
un marco para su operación, patrones de comunicación 
e intercambio relativamente estabilizados, orientación a 
un policy issue, y un alto nivel de uso de conocimiento 
y capacidades ejecutivas. El caso de los sistemas de 
concesiones de infraestructura en Chile responde a estas 
características.

La carencia de recursos financieros, conocimientos 
especializados y capacidad de ejecución, junto con el 
déficit de infraestructura que había en Chile a inicios de 
los años noventa, fueron incentivos clave para el desarro-
llo de bienes colaterales en el sector de obras públicas. 
Hasta la aprobación de la Ley de Concesiones en 1996 
(mop, DS Nº 900), el financiamiento y la ejecución eran 
estatales. Hacia fines de los años setenta se introdujo la 
subcontratación para la construcción y mantenimiento 
de obras públicas, pero el diseño y la administración si-
guieron centralizados (Engel, Fischer y Galetovic, 2001). 
Con el sistema de concesiones, a los agentes públicos les 
corresponde fundamentalmente un papel regulador; las 
otras funciones quedan en manos de agentes privados en 
las distintas normativas: autopistas, aeropuertos, sistema 
de aguas, cárceles, puertos, entre otros.

En los términos anteriormente expuestos se puede 
hablar aquí de una policy network en formación. Se 
reúnen agentes públicos y privados en torno de la 
producción de bienes colaterales bajo una normativa 
determinada, en la que se distribuyen costos y beneficios 
de manera autorregulada por un marco de tipo jurídico y 
deliberativo. Este marco está compuesto por los institutos 

jurídicos pertinentes (Ley de Concesiones, reglamento, 
convenio-mandato, bases de licitación, oferta técnica y 
Decreto de Adjudicación), los contratos tipo acuerdos 
de construcción-explotación-transferencia (bot, por sus 
siglas en inglés) o de diseño-construcción-explotación-
transferencia (dbot, por sus siglas en inglés) y las 
comisiones de conciliación y de arbitraje. Mientras en 
los dos primeros se establecen los procedimientos de 
adjudicación e implementación, las últimas se orientan 
a las controversias que surjan en fases de ejecución y 
operación (Figueroa, 2003). El espacio deliberativo que 
abren estas dos instancias es central para su constitución 
como policy network, en tanto otorgan reflexividad al 
marco propiamente jurídico ante condiciones cam-
biantes del entorno del contrato. Especialmente con 
la comisión de conciliación se estabilizan patrones de 
comunicación e intercambio entre los agentes frente 
a controversias producidas que, de no ser resueltas, 
son conocidas por la misma comisión ahora en forma 
de comisión arbitral. Ambas partes pueden recurrir 
a la comisión conciliadora: por incumplimiento del 
contrato debido a fuerza mayor o destrucción de obras, 
por ejemplo, en el caso del Estado; por modificación 
de servicios o tarifas, retrasos imputables al Estado o 
suspensión de la concesión, en el caso de los privados 
(Figueroa, 2009).

Un marco de esta naturaleza puede parecer poco 
flexible para un acoplamiento suelto de actores. Sin 
embargo, los márgenes de flexibilidad e incentivos a la 
formación de policy networks son altos:
i)	 Los contratos tipo bot-dbot operan sobre la base 

de agentes privados en consorcio. No es una sub-
contratación directa por parte del Estado; los actores 
privados autodefinen a sus socios (partners) y sus 
roles.

ii)	 La comisión conciliadora la integran “profesiona-
les universitarios”, es decir, expertos designados 
por las partes, pero no necesariamente vinculados 
directamente a ellas.

iii)	 La propia comisión determina sus normas y pro-
cedimientos aplicables, mecanismos de prueba, 
reclamo y notificación.

iv)	 Cualquiera de las partes puede solicitar la consti-
tución de la comisión de conciliación.

v)	 El concesionario puede optar por una comisión de 
arbitraje o por la Corte de Apelaciones de Santiago 
si en el plazo de 30 días no hay conciliación (DS 
mop Nº 900 art. 36; también Mensaje Presidencial 
Nº 358-355, 2007, p. 14).
Estos elementos son característicos de policy net-

works. Primero, en estos proyectos de alta complejidad e 
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inversión tecnológica el conocimiento está distribuido. No 
solo el Estado es consciente de sus limitaciones en este 
aspecto, sino también la formación de consorcios y de un 
panel de expertos (comisión conciliadora) evidencia la 
distribución de conocimiento entre agentes privados. Se 
podría señalar que no solo el capital social contribuye al 
desempeño de la red, sino también —principalmente— el 
capital cultural bajo la forma de conocimiento (Willke, 
2007). Segundo, la autoconstitución de la comisión en 
cuanto a normas y procedimientos, y la flexibilidad de 
vías de solución de controversias que abre revelan la 
operación sobre el principio de “autonomía de la volun-
tad” de las partes (Mereminskaya y Mascareño, 2005), 
lo que indica un ejercicio reflexivo de autovinculación 
y autolimitación de los actores involucrados. Tercero, 
lo anterior implica que la discutida renegociación de 
contratos (Guasch, Laffont y Straub, 2007; Rivera, 
2008; Engel y otros, 2009) es inmanente a los del tipo 
bot y a la naturaleza flexible de una policy network. 
Una indeterminable cantidad de riesgos fluyen en ellos 
y hacen de la disyuntiva entre proceder y no proceder 
(go/no-go) un problema de modelación de riesgos y, por 
tanto, de manejo de conocimiento (Ock y otros, 2005). 
La proliferación de convenios complementarios es la 
consecuencia de este manejo de riesgos, y el proyecto de 
modificación de la Ley de Concesiones fue su respuesta 
institucionalizada.

En esta modificación se advierten ciertas limita-
ciones para la consolidación de una policy network. Se 
propone la creación del Consejo de Concesiones como 
una instancia “consultiva” de orientación de la política 
y, por consiguiente, de formulación de metadecisiones 
que reúne tanto a representantes de distintas agencias 
públicas bajo la forma de una coordinación interministerial 
como a “especialistas” independientes del sector público 
y concesionarias, pero nombrados centralizadamente por 
el Presidente de la República (Mensaje Presidencial, 
Nº 358-355, art. 1, nº 2).

Fundamental en toda policy network es la multiplica-
ción de observaciones, particularmente en cuestiones de 
obras públicas con consecuencias para otros campos. Así 
también, la incorporación de conocimiento es determinante 

para un mejor desempeño de la red. Sin embargo, la 
no inclusión de actores privados en ella verticaliza las 
relaciones de gobernanza y constituye una limitación 
al carácter descentralizado de una policy network. No 
se trata solo de la exclusión de representantes de las 
concesionarias, sino principalmente de los públicos 
afectados por las obras. La no incorporación de posibles 
afectados aumenta el riesgo de las decisiones, pues ellas 
son tomadas sin consideración explícita de los públicos 
(Luhmann, 2006). Esto conduce a reacciones ex post y, 
finalmente, a mayores costos de transacción.

La introducción de una Superintendencia de Obras 
Públicas, orientada a la fiscalización de niveles de servicio 
(Mensaje Presidencial, Nº 1.194-356, art. 2), pretende 
ser una respuesta a estos riesgos; sin embargo, las policy 
networks requieren espacios deliberativos y no solo re-
gulativos. Tampoco contribuye mayormente el cambio 
de árbitro arbitrador a árbitro mixto (art. 36). El primero 
tiene un espacio de deliberación más amplio: puede 
apartarse de la ley recurriendo a normas interpretativas, 
principios generales de derecho, legislación comparada 
y equidad; el segundo debe atenerse a derecho en su 
fallo sobre el fondo del asunto (Figueroa, 2003). Con 
esto se excluye la consideración del entorno de red en 
las decisiones arbitrales, como también la evaluación de 
la experiencia internacional en estas materias globales, 
cuestión vital para la consolidación de policy networks 
heterárquicas.

En síntesis, si el dilema central de las policy networks 
es el enfrentamiento de la verticalidad de las instituciones 
democrático-representativas con la horizontalidad de 
las formas privadas de gobernanza (Koppenjan, Kars 
y van der Voort, 2009), las modificaciones propuestas 
parecen enfatizar las líneas de verticalidad antes que las 
de horizontalidad. Con ello tienden a reducirse los grados 
de autonomía de los actores e incluso sus opciones de 
participación en una policy network, con los consecuentes 
desincentivos a formar parte de ella: si una vez abiertos 
la legislación tiende a reducir los espacios de libertad, 
las policy networks pueden adquirir un carácter ritualista 
y perder efectividad como mecanismo descentralizado 
de coordinación.
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IV
El modelo de sistemas de deliberación:

el caso de las comisiones asesoras 

presidenciales

mecanismos de rendición de cuentas (accountability) e 
influencia en las decisiones (Dryzek, 2009, pp. 1.385-
1.386). En tanto, condiciones de emergencia y operación 
de sistemas deliberativos son: i) reconocimiento de una 
situación problemática para actores público-privados; 
ii) tolerancia a la ambivalencia y desequilibrios iniciales 
que solo se resuelven mediatamente con una interacción 
calculada a largo plazo; iii) desarrollo de confianza 
derivada de interacción a largo plazo, aceptación de 
sorpresas y nuevas opciones, y iv) capacidad reflexiva 
para incorporar perspectivas de otros a una ganancia 
combinatoria futura (óptimo de Kaldor), limitando la 
maximización presente de beneficios (óptimo de Pareto) 
(Willke, 1995 y 1997; Barabas, 2004).

El mecanismo de coordinación que prima en estas 
situaciones es el de una orientación contextual opuesta 
a una pura intervención jerárquico-autoritativa y a una 
autarquía de actores independiente de toda consideración 
del contexto (Willke, 1997). La orientación contextual 
en sistemas de deliberación establece condicionamien-
tos y opciones por medio de los cuales los actores, sin 
desconocer la autonomía propia, pueden orientarse 
mutuamente combinando opciones en un marco flexi-
ble de posibilidades. Es decir, vinculan principios de 
coherencia y autonomía. En el mejor de los casos, sus 
resultados son: i) sentimientos de eficacia interna, un 
aspecto de una ciudadanía autónoma; ii) percepciones 
de mayor capacidad de respuesta gubernamental, como 
parte de la legitimidad política; iii) participación política, 
fundamental para una buena representación, y iv) com-
promiso cívico, identidad comunitaria y vecindad, que 
contribuyen a una comunidad democrática (Searing y 
otros, 2007, p. 612).

Sin embargo, los sistemas de deliberación no deben 
ser considerados una solución infalible a problemas de 
representatividad; ellos enfrentan diversas limitaciones. 
Primero, la reflexividad y confianza en otros actores se 
forman en el proceso. Para actores autónomos no es obvio 
limitar beneficios presentes en función de ganancias 
futuras. Especialmente si hay un problema que implica 
costos actuales distintos para cada uno, la tolerancia a la 
ambivalencia y los desequilibrios iniciales dependerá de 

Formas de interrelación entre actores, como el Consejo 
de Concesiones, responden a lo que aquí se denomina 
sistemas de deliberación (Beyme, 1983; Scharpf, 1993; 
Willke, 1995; Parkinson, 2006; Whitman, 2007; Dryzek, 
2009). Se trata de comisiones, consejos, mesas redondas 
de diálogo, foros, paneles de discusión y de expertos 
que reúnen a diversos actores corporativos, técnicos o 
agentes representativos de instancias diversas que pueden 
verse afectados por decisiones de política. Los sistemas 
de deliberación son un cuerpo constitutivo de policy net-
works, pero pueden formarse también con independencia 
de ellas con fines de discusión de políticas.

Teóricamente, con los sistemas de deliberación se 
aspira a la combinación de múltiples observaciones en 
torno de un tópico de interés para los actores convoca-
dos. Son un mecanismo articulador descentralizado que 
presupone altos grados de autonomía en las instancias 
participantes en cuanto a intereses sustantivos y proce-
dimientos para alcanzarlos. La deliberación constituye 
precisamente un reconocimiento de esta heterarquía 
de actores y de la necesidad de su mutua referencia e 
interpelación para lograr —por medio de un acto de 
balance— compromisos en materias que les competen, 
sin que ello implique necesariamente un cambio en las 
preferencias, aunque sí la posibilidad de referir polí-
ticamente a una mayor legitimidad (Habermas, 2000; 
Ulbert y Risse, 2005). Para producir este efecto, un 
sistema político debe poseer —más allá de represen-
tación parlamentaria— mecanismos de deliberación 
procedimentales (no coercitivos, basados en princi-
pios), inclusivos (abiertos a múltiples intereses) y con 
consecuencias (esto es, con repercusión en decisiones 
de política) (Dryzek, 2009). La capacidad de producir 
consecuencias puede derivar de una participación directa 
en la formación de políticas (strong public space) o de 
influencia indirecta de foros informales en personas 
responsables de adoptar decisiones (weak public space) 
(Janssen y Kies, 2005). En cualquiera de los casos, 
elementos de un sistema deliberativo son un espacio 
público con mínimas limitaciones de participación de 
actores institucionales, o un espacio (privado) empo-
derado con vías de comunicación con el primero, más 
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la confianza de los actores en el procedimiento mismo y, 
por tanto, de la propia historia previa de resultados con 
sistemas de deliberación. Segundo, lo anterior conduce 
también a la figura de un “tercero”: un actor imparcial 
dentro del sistema de deliberación o una fuente externa 
de autoridad. En sistemas de deliberación orientados a 
políticas, esta posición la asume una instancia guberna-
mental convocante, lo que restituye centralización por 
medio de atribuciones ideológicas y genera incentivos 
al agente imparcial y, por parte de los actores, se puede 
recurrir siempre a una idea determinada de “bien común” 
como fuente externa para sustentar intereses propios 
(Luhmann, 2005). Tercero, puesto que en ellos se combina 
una lógica de argumentación con una de negociación, 
no es posible esperar invariablemente consenso de los 
sistemas de deliberación. En ellos operan conjuntamente 
elementos de argumentación, persuasión y negociación 
que se interpenetran en la acción comunicativa (Ulbert y 
Risse, 2005) y que constituyen el paralelismo de metas 
(compromisos sin consenso) como un resultado más 
probable (Willke, 1996 y 2002).

El mecanismo de sistemas de deliberación ha 
sido empleado en Chile desde 1990 en adelante, sobre 
todo bajo la forma de comisiones asesoras y mesas de 
diálogo (Fuentes, 2006); estas últimas sobre todo en 
materias de derechos humanos. Según Carolina Aguilera 
(2007a, 2007b y 2009), fue distintivo del gobierno de 
Michelle Bachelet su implementación en directa rela-
ción con una semántica de “participación ciudadana” 
en la formulación de ideas de política. Para la autora, 
las comisiones del período Bachelet se distinguen entre 
aquellas que apuntan a una democracia participativa y 
las que se orientan a la eficiencia de políticas públicas. 
En la intención explícita del gobierno estos criterios se 
combinaban con tres objetivos: promoción de diálogo 
entre actores, formación de un espacio de participación y 
formulación de recomendaciones de política (Aguilera, 
2009). La evaluación de la autora es matizada. Por una 
parte, se habría caído en una relación vertical al procesar 
gubernamentalmente a posteriori las propuestas de las 
comisiones y al incorporar solo expertos y no actores 
en algunas de ellas, aunque sí mecanismos de consulta 
(Aguilera, 2007b; Moulian, 2006); por otra, se reconoce 
que muchos expertos son también actores sociopolíticos 
y que las comisiones permitieron, al menos, acercar 
posiciones, establecer acuerdos mínimos y legitimar 
recomendaciones de política.

Su conclusión general es que: i) se constituyeron 
efectivamente espacios de diálogo y propuestas de po-
lítica; ii) estos tuvieron un efecto limitado en cuanto a 
una amplia representación de intereses; iii) se incluyeron 

actores sociales en casos de protestas (como la comisión 
de calidad de la educación ante protestas estudiantiles, 
o la comisión de trabajo y equidad ante protestas de 
subcontratistas, entre otras); iv) permitieron un cambio 
de estilo político, pero en general siguieron vinculados 
a actores relevantes, y v) fue la discusión política en el 
Congreso la que en definitiva definió los proyectos de 
ley de políticas públicas.

La evaluación de Aguilera es interesante porque 
en ella se reflejan las posibilidades y limitaciones de 
los sistemas de deliberación en el caso chileno. Estos 
son un mecanismo probado para la vinculación de 
actores con distintos intereses y procedimientos de 
operación en torno de un tema específico que los afecta; 
asimismo, su incorporación es un reconocimiento de 
su autonomía. Por otra parte, la culminación de los 
procesos en informes revela que se lograron desarrollar 
niveles importantes de reflexividad. Y el hecho de que 
no logren consenso (como en el caso de la educación, 
en que estudiantes y profesores se marginaron del in-
forme) indica que con lógicas de negociación es más 
probable que se pueda esperar una orientación hacia 
el paralelismo de metas. De igual modo, la tendencia 
a la experticia en sistemas de deliberación no puede 
entenderse por sí misma como tecnocratización; más 
bien revela que la complejidad y especialización de los 
problemas que Chile enfrenta en la actualidad exigen 
visiones metapolíticas, con intenso uso de conocimiento 
especializado e interdisciplinario, así como de expe-
riencias internacionales comparadas.

Sin embargo, la ausencia de actores sociales rele-
vantes supone en algunos casos (comisiones de previsión, 
infancia, educación superior, probidad) una importante 
limitación para alcanzar mayores niveles de reflexividad en 
los sistemas de deliberación, contrastando el conocimiento 
experto con el de los afectados. Como en el caso de las 
policy networks, esto aumenta los niveles de riesgo de los 
públicos a quienes eventualmente llegan las consecuencias 
de las decisiones tomadas, pues su experiencia directa no 
es incorporada. Sea debido a la complejidad logística de 
incluir a los afectados o al escaso desarrollo de actores 
corporativos en determinados campos en Chile, la exclusión 
de ellos en determinados sistemas de deliberación limita 
su efecto como mecanismo descentralizado de coordina-
ción, tiende a tecnocratizarlo y a reducir la pluralidad de 
perspectivas respecto de un policy issue.

No obstante, las posibilidades y limitaciones de la 
experiencia con sistemas de deliberación en Chile son 
intrínsecas a este modelo. Es decir, pueden contribuir 
mediante el conocimiento experto y el de afectados a 
evaluaciones y recomendaciones de política, pero no 
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están destinadas a sustituir a otros mecanismos demo-
crático-deliberativos como discusiones parlamentarias, 
interministeriales y una esfera pública clásica, mediática 
o cotidiana, ninguno de los cuales, por lo demás, pasa los 
tests democráticos más exigentes (Johnston y Searing, 
2005; Ulbert y Risse, 2005). En otros términos, los 
problemas de verticalización de sistemas deliberativos 
no provienen de que sus propuestas puedan ser discu-
tidas en otros espacios democráticos, sino —en el caso 
chileno— de la centralización en la definición de sus 
miembros, de la exclusión de afectados no organizados 

o de la incompetencia del tercero imparcial para orientar 
hacia el equilibrio de las asimetrías emergentes durante 
los procesos de negociación, como también resalta en 
el análisis empírico de Aguilera (2009).

Los riesgos de verticalización también están pre-
sentes en los sistemas de deliberación. Sin embargo, por 
tratarse de mecanismos de coordinación de sistemas y 
actores con alta autonomía normativa y procedimental, 
el proceso de balance que se intenta siempre estará so-
metido a asimetrías y confrontaciones, más aún en sus 
fases iniciales de desarrollo, como es el caso chileno.

V
El modelo de derecho reflexivo para el caso del 

arbitraje en materias comerciales

Una interesante forma de enfrentar estas asimetrías y 
generar paralelamente mecanismos de coordinación social 
heterárquicos es por medio de lo que se ha denominado 
derecho reflexivo. Para Gunther Teubner (1993), este 
consiste en la implementación de una política de opcio-
nes según la cual el derecho, abandonando pretensiones 
omnicomprensivas, produciría una regulación opcional 
que los interesados pueden aceptar o no. En este marco, 
el derecho reflexivo es vinculante si los afectados deciden 
vincularse. Subyace la premisa de que en un contexto de 
alta autonomía de actores y sistemas el derecho no puede 
obligar, integrar o dirigir conductas, pero sí ofrecerse 
como una opción de manejo de conflictos entre actores 
privados. El objetivo es incrementar la efectividad del 
derecho ofreciendo a los actores la posibilidad de sentirse 
motivados a operar con él.

El surgimiento de diversos regímenes jurídicos 
supranacionales de carácter privado es prueba de ello: 
lex mercatoria, lex sportiva, lex digitalis, lex financiaria, 
lex constructionis (Fischer-Lescano y Teubner, 2006 
y 2007). En estos se desarrollan formas sustantivas y 
procedimentales de autorregulación, que en ocasiones 
colisionan y en otras se acoplan a los sistemas jurídicos 
nacionales (Mascareño, 2006a y 2006b). Característica 
común es la formación de paneles de decisión suprana-
cionales para el tratamiento de conflictos. El arbitraje 
comercial internacional en el régimen de lex mercatoria 
es uno de ellos. Se trata de un mecanismo de resolución 
de controversias contractuales entre privados de distinta 
nacionalidad, aunque también opera para conflictos entre 

inversionistas extranjeros y Estado. Sus características 
centrales son:
i)	 La neutralidad del tribunal en tanto este no forma 

parte de ninguna estructura nacional.
ii)	 Su eficiencia en términos temporales al generar 

procedimientos “a medida” y carecer de instancias 
superiores de revisión de laudos.

iii)	 Su flexibilidad, derivada del principio de “autonomía 
de la voluntad” de las partes para definir autónoma-
mente árbitros, lugar e idioma de arbitraje, plazos, 
pruebas aceptables y ley sustantiva aplicable.

iv)	 Su uso intensivo de conocimiento en tanto los 
árbitros son seleccionados por su especialización 
y experiencia en los temas de la controversia.

v)	 La opcionalidad regulatoria que ofrece a las partes 
mediante cláusulas en contratos y tratados (Buchanan, 
1988; Guzmán, 2000; Mereminskaya, 2005).
Si bien el arbitraje comercial tiene un largo desa-

rrollo, la intensificación de las relaciones comerciales 
y la consecuente proliferación de contratos privados y 
tratados entre Estados y regiones de la sociedad mun-
dial en las últimas décadas han introducido novedosas 
consecuencias que pueden ser analizadas en términos de 
política pública. El incentivo de la actividad comercial y 
la atracción de inversiones no son solo materia privada. 
Las consecuencias en bienestar son también de interés 
público (empleo, conocimiento, infraestructura). Así 
como una desfavorable estructura de impuestos puede 
conducir a los inversores a seleccionar opciones externas 
(outside options) (Agostini y Jalile, 2009), también un 
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régimen jurídico doméstico rígido puede desincen-
tivar la actividad comercial y la inversión extranjera 
(Mereminskaya, 2004). El derecho mismo se transforma 
entonces en un bien público (Casella y Feinstein, 2002) 
cuya flexibilidad puede favorecer y su localismo puede 
limitar las relaciones económicas entre privados de 
distinta nacionalidad y entre ellos y los Estados.

Como forma de derecho reflexivo, el arbitraje es 
un mecanismo de alta adaptabilidad a las condiciones y 
diversas controversias de actores económicos autónomos. 
Esto lo provee de legitimidad entre sus usuarios, así como 
de una mayor reducción de incertidumbre, y construye 
un ambiente favorable para el comercio y la inversión 
(Mereminskaya, 2005). Incentivar su uso, por tanto, no 
puede estar ajeno a los objetivos de política.

Desde la ratificación de la Convención sobre el 
reconocimiento y ejecución de las sentencias arbitrales 
extranjeras (1958), la Convención de Panamá (1976) y la de 
Washington (1965), que establece el Centro Internacional 
de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (ciadi), 
pero especialmente desde la promulgación de la Ley sobre 
Arbitraje Comercial Internacional Nº 19.971 en 2004, 
Chile lo ha entendido de este modo. Esta ley es adoptada 
íntegramente a partir de la denominada Ley Modelo, 
elaborada por la Comisión de las Naciones Unidas 
para el Derecho Mercantil Internacional (cnudmi) y 
recomendada a los Estados-miembro en 1985 (cnudmi, 
1985). Su objetivo es habilitar el arbitraje internacional 
con independencia de los tribunales nacionales, como 
explícitamente lo indica su artículo 5º: “En los asuntos 
que se rijan por la presente Ley, no intervendrá ningún 
tribunal salvo en los casos en que esta Ley así lo dispon-
ga”. El arbitraje tiene en Chile una larga tradición como 
arbitraje doméstico. En tanto mecanismo alternativo, 
ha parecido compatible con estructuras estamentales 
de reciprocidad altamente integradas (Mereminskaya, 
2006; Xiao y Huo, 2005). En la actualidad, esto puede 
predisponer favorablemente a los actores hacia él. Sin 
embargo, la restricción jurisdiccional que establece la 
Ley 19.971 para tribunales domésticos conduce nece-
sariamente a una fase de adaptación de estos a criterios 
supranacionales con consecuencias para el espacio 
económico y político.

Uno de los elementos más relevantes de esta 
fase de adaptación es la construcción por tribunales 
nacionales de una noción de orden público (normas no 
derogables que establecen límites contractuales) ade-
cuada a criterios supranacionales. Frente a la revisión 
de laudos por nulidad en la Corte de Apelaciones o el 
reconocimiento de sentencias arbitrales extranjeras por 
la Corte Suprema, no es posible la aplicación mecánica 

de la noción doméstica de orden público, siempre más 
restrictiva que la internacional, la supranacional o la 
implícita en la lex fori (Buchanan, 1988). En el régimen 
arbitral internacional la única norma no derogable es la 
“buena fe” (unidroit, 2004, art 1.7; Mereminskaya, 
2003; Mereminskaya y Mascareño, 2005).

En el ámbito doméstico, en cambio, incluso el 
art. 16 del Código Civil (aplicación de leyes chilenas a 
bienes situados en el país) ha sido considerado norma 
de orden público (Mereminskaya, 2006). La aplicación 
de este criterio constituye un obstáculo para el reconoci-
miento en Chile de sentencias arbitrales extranjeras, lo 
que desestabiliza, a nivel de la práctica judicial, el orden 
institucional política y legislativamente construido en 
que se opta por favorecer el acoplamiento jurídico con 
un orden transnacional y, en definitiva, se promueven 
relaciones comerciales internacionales e inversión ex-
tranjera. Frente a esta limitación anclada en la doctrina 
jurídica chilena, parece ser necesaria, en términos de 
política pública, la orientación de los cuerpos judiciales 
domésticos con respecto a las modalidades de aplicación 
de las Convenciones señaladas y las implicancias de la 
Ley 19.971.

Como en los casos anteriores (policy networks y 
sistemas de deliberación), la responsabilidad es tanto 
privada como pública. Por ello, la formación de policy 
networks en este campo puede ser de gran utilidad 
para una mayor coordinación entre privados y Estado. 
En una dinámica tal, a los primeros correspondería la 
coordinación y eficiente administración del arbitraje 
internacional en su dimensión procedimental, mientras 
que al Estado correspondería la supervisión y correcto 
funcionamiento de su institucionalidad jurídica en rela-
ción con criterios inter y supranacionales. Esto es cada 
vez más necesario ante la firma de múltiples tratados 
bilaterales en la última década que contienen cláusula 
de arbitraje (Direcon, 2009). A continuación se revisan 
consecutivamente estas dos dimensiones

Primero, en el ámbito privado, el arbitraje comer-
cial internacional puede ser ad hoc (organizado por las 
partes) o institucional (en centros de arbitraje). Con el 
primero se evita el costo monetario del segundo, pero 
sus costos de transacción pueden ser demasiado altos, 
pues exige de las partes la planificación del arbitraje 
previo al conflicto. Esto incentiva el uso del arbitraje 
institucional. Siendo así, es esencial la estructuración 
procedimental eficiente del proceso arbitral y la claridad 
y simplicidad de la cláusula arbitral (Millet, 2006), así 
como la experticia de los administradores y la estabi-
lidad de las condiciones organizacionales en que se 
desenvuelven; esto incluye: actualización académica de 
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sus miembros, presencia en encuentros de la comunidad 
internacional de arbitraje, capacidad de convocarla 
a la sede institucional y adecuación organizacional a 
estándares de calidad internacionales.

Desde 1992 existe en Chile el Centro de Arbitraje y 
Mediación de Santiago (cam-Santiago) de la Cámara de 
Comercio de Santiago, con alta eficiencia en el ámbito 
nacional y ahora abierto al arbitraje internacional. Como 
este, otros centros en América Latina han adquirido 
relevancia (en México, el Perú y el Brasil). Dados los 
procesos de liberalización económica en América Latina 
y la alta variabilidad regional y nacional, no parece 
recomendable la formación de un centro de arbitraje 
para la región, como sí puede serlo en el caso de Asia 
(Koh, 2000). Sin embargo, la informalidad institucional 
y el particularismo normativo en la región siguen siendo 
una limitación procedimental (Mascareño, 2006b). Por 
ello, parece primordial para estos centros de arbitraje 
formar policy networks que les permitan intercambio de 
conocimiento y experiencias de administración arbitral, 
niveles procedimentales comparables y transparencia en 
sus operaciones. Esta interacción también posibilita en 
el futuro la especialización y diferenciación temática de 
manera cooperativa entre distintos centros de arbitraje, 
con una consecuente reducción de costos alternativos.

Segundo, la proliferación de tratados bilaterales de 
inversión a nivel de Estados requiere también una coor-
dinación en forma de policy networks de las instituciones 
arbitrales con los encargados estatales de diseñarlas y 
supervisarlas. Varias limitaciones doctrinarias y procedi-
mentales que tienden a concentrar la resolución de disputas 
en el ámbito jurídico nacional pueden ser tratadas de 
este modo, por ejemplo: i) la eliminación de la doctrina 

Calvo (resolución de disputas en cortes nacionales); 
ii) la revisión de la cláusula de la nación más favorecida 
cuando los derechos en disputa no están estipulados en 
el tratado bilateral de inversión, y iii) la estabilización de 
la cláusula paraguas utilizada en aquellos casos en que 
es necesario compatibilizar diferendos entre tribunales 
del contrato y del tratado (Cremades, 2004). Finalmente, 
la formación de policy networks público-privadas su-
pranacionales en este campo puede llevar a incrementar 
los niveles de transparencia, información y confianza 
en el arbitraje internacional, limitaciones actualmente 
presentes en Chile y otros países de la región dada la 
creación relativamente reciente del sistema (en Chile 
es posible desde 2004, con la Ley 19.971). Alternativas 
para lo anterior pueden ser criterios coordinados de 
publicación de laudos por instituciones arbitrales (un 
aspecto criticado del arbitraje internacional) (Lord, 2001; 
Vandenbergh, 2005), o procedimientos para controlar 
las consecuencias del uso de información privilegiada, 
de corrupción o de privilegios familiares y de amistad 
en el ámbito público, cuestiones comunes en América 
Latina que desincentivan la inversión y fomentan la 
impredecibilidad del sistema.

En síntesis, las dinámicas generadas por la reflexi-
vidad del derecho en Chile y América Latina fomentan 
un principio de autonomía en actores y sistemas, como 
lo muestra el caso del arbitraje internacional. El desa-
rrollo de policy networks en este campo es relevante 
para contrarrestar las limitaciones doctrinarias de la 
apertura jurídica nacional a criterios supranacionales, 
incrementar la confianza en el modelo y coordinar el 
campo político-legislativo de los tratados con el de los 
órdenes jurídicos domésticos.

VI
Aproximación evaluativa de estos 

modelos a nivel latinoamericano

La coordinación social constituye un modo adecuado 
de enfrentar, por medio de políticas públicas, la cre-
ciente complejización social de actores y sistemas en el 
actual contexto chileno, latinoamericano y mundial. La 
alta autonomía sustantiva y procedimental ganada por 
estos actores es reactiva frente a un modo verticalista 
de relación entre políticas y públicos. Paralelamente, 
la autonomía supone riesgos si no va acompañada de 

mecanismos reflexivos que permitan tener en cuenta 
las consecuencias de las propias acciones de sistemas 
y actores en el entorno en que ellos mismos se desen-
vuelven. Autonomía implica también coherencia por la 
vía de la reflexividad.

En los modelos de policy networks, sistemas de 
deliberación y derecho reflexivo se procura combinar 
esos dos principios y articular a actores y sistemas 
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privados y públicos mediante negociaciones, mesas re-
dondas, ejercicios de autolimitación de expectativas por 
expectativas externas, visiones orientadas a problemas, 
contratos opcionales y autovinculación, en estructuras 
de coordinación social relativamente estables. En tres 
casos chilenos se muestra la efectividad y también las 
limitaciones de estas estrategias para enfrentar contex-
tos sociales complejos. Es indiscutible la autonomía 
ganada por diversos actores y sistemas en el contexto 
latinoamericano en las últimas décadas; sin embargo, 
también es indiscutible la supervivencia de tendencias 
Estado-céntricas, ya sea bajo la forma de un marcado 
presidencialismo, de populismo corporativista o de 
tendencias autoritativas en la matriz sociopolítica de 
América Latina (Garretón, 2000).

Por otra parte, las condiciones de desigualdad 
social también atentan contra la formación de actores 
autónomos y abren espacios para la construcción de 
identidades comunitarias fuertes que se resisten a 
la deliberación o para resolver conflictos por la vía 
de la coerción o la corrupción (Mascareño, 2009). 
Bajo estas condiciones, el desarrollo de estrategias 
heterárquicas de coordinación es difícil de sostener. 
Mecanismos como los Consejos Comunales en la 
República Bolivariana de Venezuela apuntan a la 
consolidación ideológica del socialismo bolivariano 
antes que a la formación de mecanismos participativos 
de diseño y supervisión de políticas (Romero, 2007). 
Algo similar sucede con las asambleas constituyentes 
en la República Bolivariana de Venezuela, el Ecuador 
y el Estado Plurinacional de Bolivia: se aspira a le-
gitimar una construcción política previa antes que la 
articulación de perspectivas. Asimismo, la elevada 
conflictividad armada en Colombia hace atractiva 
la selección de formas autoritativas de decisión. Por 
otra parte, el clientelismo en el modelo argentino se 
muestra reacio a la construcción de actores autóno-
mos, y en el caso de Chile —como en el del Brasil 
con sus cámaras sectoriales de política industrial 
(Diniz, 1995)— se evidencia un relativo éxito en la 
construcción de estos mecanismos, pero la orientación 
a la concentración política de las decisiones finales y 
la exclusión de los potenciales afectados en algunos 
casos muestran sus actuales límites.

Cualquier tendencia Estado-céntrica limita la for-
mación y efectividad de mecanismos descentralizados 

como las policy networks, los sistemas de deliberación 
y la política de opciones de un derecho reflexivo para 
controversias supranacionales. El presidencialismo 
concentra decisiones, el populismo las absorbe ante la 
incapacidad institucional de dar cuenta de las demandas 
y los modelos autoritativos las esconden. La pregunta en 
el caso latinoamericano es cuánto pueden resistir estas 
construcciones políticas verticales sin abrir una ventana 
ante la creciente complejidad social de la región. Los 
efectos de la globalización económica se expresan en 
diversos tratados bilaterales y multilaterales de comer-
cio e inversión; varios agentes privados desarrollan sus 
estrategias de acción en términos regionales o globales 
más que nacionales; distintos actores demandan sus 
derechos con perspectiva transnacional antes que local, 
y su movilidad transregional (hacia Europa, América del 
Norte o Asia) es notoriamente mayor que en las décadas 
finales del siglo XX.

Con sus limitaciones actuales, se advierte en el 
caso chileno la incipiente formación de mecanismos 
de coordinación social mediante políticas públicas en 
el contexto latinoamericano. Esta parece ser una opción 
atendible y necesaria para el despliegue de tales políticas 
cuando recurrir al control estatal vertical se muestra 
inapropiado para enfrentar una creciente complejidad 
social. Hacerlo de este modo implica ventajas tanto para 
el Estado como para los actores privados. Sin perder la 
orientación general de prioridades temáticas, el primero 
se descarga en parte de la tarea de un diseño exhaustivo 
de sociedad y de la burocratización e inversión temporal 
que ello supone; los segundos pueden poner a disposi-
ción de ese diseño su conocimiento práctico y técnico, 
su experiencia como afectados por las consecuencias de 
política, y ganar con ello reconocimiento y autonomía 
de acción. Mecanismos de coordinación como las policy 
networks, los sistemas de deliberación y la política de 
opciones del derecho reflexivo son una atractiva alternativa 
en el contexto latinoamericano cuando las estructuras 
políticas tradicionales se ven presionadas por actores 
y sistemas que demandan, o ya ejercen, autonomía y 
pretensiones de participación y reconocimiento. Sin 
embargo, esas mismas estructuras constituyen límites 
para su realización, por lo que más cabe esperar una 
tensión que un cambio en este sentido. El despliegue 
de esa tensión mostrará su viabilidad futura en la región 
latinoamericana.
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Chile: interacción
Estado-sociedad civil
en las políticas de infancia

Carlos Andrade y Sara Arancibia

En este trabajo se observa el vínculo público-privado existente 

en Chile para abordar políticas de infancia. Se analizan el papel de 

ambas esferas y las dimensiones y componentes necesarios para que 

este encuentro anteponga el interés superior del niño. Se considera 

el juicio de expertos mediante el análisis de contenido, permitiendo 

identificar las dimensiones y componentes relevantes de la interacción. 

Posteriormente, la metodología ahp (proceso analítico jerárquico) 

permite priorizarlos cuantitativamente procurando que este encuentro 

incida positivamente en la niñez. Se evidencia que esta interacción 

se desarrolla verticalmente, donde el Estado define las políticas y la 

sociedad civil las implementa, debido principalmente a que en la esfera 

pública se administran los recursos que, en alto porcentaje, sostienen a 

la esfera privada. Se concluye que existe el desafío de generar diálogos 

horizontales, en que la interacción no sea condicionada por recursos 

económicos, sino por el propósito compartido respecto de la infancia.
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I
Introducción

En Chile, el sistema de protección orientado a la infancia 
ha ido adoptando nuevas formas a fin de adaptarse a las 
necesidades cambiantes y emergentes de cada etapa del 
ciclo de desarrollo de los niños y las niñas.

En este sentido, tal vez el hito más importante y 
que ha incidido en estas nuevas formas de atención ha 
sido la suscripción y ratificación de la Convención sobre 
los Derechos del Niño (1989 y 1990, respectivamente), 
en adelante la Convención, que de manera imperativa 
plantea la obligación a los Estados firmantes de garantizar 
mediante los instrumentos legislativos, administrativos 
y otros con que cuente las condiciones para que estos 
derechos sean ejercidos de manera efectiva (Art. 4, 
Convención sobre los Derechos del Niño, 1989).

Por su parte, estos derechos se expresan en un 
panorama global marcado por la liberación de los 
mercados financieros y el auge de las comunicaciones 
y la interconectividad, elementos que generan nuevas 
dinámicas de hacer sociedad y que, por cierto, redefinen 
cómo se van a concebir los sistemas de bienestar infantil 
y el papel del Estado y de la sociedad en su conjunto, a 
objeto de pensar y construir una política social que no 
entendería ya solo al Estado como el proveedor universal 
de la oferta de programas sociales (Serrano, 2005).

Desde una mirada histórica, lo anterior no es to-
talmente nuevo. En trabajos como los de Pilotti (1994), 
Anríquez (1994) y Farías (2003) se muestra que en 
Chile ha existido un número de iniciativas de larga data 
orientadas a atender las necesidades de los niños y las 
niñas, articulándose en ocasiones con el Estado, pero 
también haciéndolo en otras de manera independiente y 
enfocándose sobre todo en la infancia más vulnerable.

En este trabajo se analizan los mecanismos existentes 
que permiten la articulación entre el Estado y la sociedad 

civil para la producción e implementación de políticas 
y programas orientados a la infancia en situación de 
vulnerabilidad social. El propósito es generar recomen-
daciones de política pública que sean aplicables a todo 
organismo del Estado que se articule y coordine con la 
sociedad civil en la tarea de mejorar las condiciones de 
vida de los niños y las niñas, situación que en adelante 
será entendida como “corresponsabilidad”.

En esta perspectiva, es importante precisar que 
dicha corresponsabilidad implica necesariamente la 
voluntad de cada una de las esferas participantes de 
poner al servicio de este trabajo conjunto tanto sus co-
nocimientos, como los recursos económicos, técnicos 
e institucionales disponibles para incidir positivamente 
en la realidad de los niños y las niñas atendidos, res-
guardando o restituyendo los derechos consagrados en 
la Convención. Con estos antecedentes, este trabajo se 
guía por las siguientes preguntas: ¿Cómo se genera en 
la práctica la corresponsabilidad entre el Estado y la 
sociedad civil en el ámbito de las políticas focalizadas 
de infancia vulnerable?; ¿cuál es el papel del Estado y 
de la sociedad civil en el contexto actual respecto de 
las políticas focalizadas?; ¿en qué ámbitos se expresa 
la interacción Estado-sociedad civil en este plano de la 
política pública? y, finalmente, ¿cuáles son las dimensiones 
y componentes relevantes que deben ser reforzados o 
generados para que esta relación público-privada mejore 
anteponiendo el interés superior del niño?

De acuerdo con estas interrogantes el artículo se 
organiza de la siguiente manera: en la sección II se abordan 
las políticas de atención a la infancia; la sección III se 
refiere a las políticas públicas de infancia en un marco 
de interacción Estado-sociedad civil; la sección IV hace 
referencia a las dimensiones y componentes de dicha 
interacción; en la sección V se llevan a cabo algunas 
miradas sobre la interacción público-privada en infan-
cia; en la sección VI se entregan las conclusiones más 
relevantes del artículo; finalmente se presenta un anexo 
con la metodología utilizada en el análisis.

 Se agradece especialmente a la Fundación para la Superación de 
la Pobreza de Chile el patrocinio al trabajo original del que ha nacido 
este artículo, así como el aporte de bases de datos y su experiencia 
en programas de infancia.
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1.	P olíticas universales y políticas focalizadas

En la literatura especializada en política social es común 
encontrar estudios en que se abordan las diferentes áreas 
que conforman los sistemas de bienestar: educación, 
salud, pensiones, vivienda, y otros.

Pese a lo anterior, en este trabajo no se enfatiza en 
políticas sectoriales, principalmente porque las proble-
máticas y necesidades de los niños y las niñas son en sí 
mismas multidimensionales, de modo que examinarlas 
por separado permitiría abordar solo un ámbito de la 
problemática.

Por su parte, en las investigaciones en infancia se 
valida y resalta la importancia que reviste el contexto 
en que los niños y las niñas se desarrollan. Es decir, al 
observar sus problemáticas, se hace desde miradas mul-
tidimensionales que incluyen desde las necesidades más 
básicas hasta la validación de la importancia del territorio 
en que los niños y las niñas se encuentran insertos.

García Sánchez (2001), especialista en temáticas 
de educación y atención temprana, plantea que desde 
el enfoque del modelo ecológico, elaborado por Urie 
Bronfenbrenner a finales de los años setenta, el tránsito 
evolutivo de los niños y las niñas se entiende como “un 
proceso de diferenciación progresiva de las actividades 
que éste realiza, y de su rol y de las interacciones que 
mantiene con el ambiente” (García Sánchez, 2001, p. 3). 
Si esta idea la extrapolamos a la realidad que viven 
los niños y las niñas en situaciones de vulnerabilidad 
social, esto se convierte en un urgente llamado a prestar 
atención al desarrollo de condiciones favorables para su 
adecuado crecimiento. En este contexto, es relevante 
señalar que en adelante en este trabajo se entenderá 
por niños y niñas en situación de vulnerabilidad social 
a todos aquellos y aquellas menores de 18 años (Art. 1, 
Convención sobre los Derechos del Niño, 1989) que 
enfrentan dificultades para ejercer de manera efectiva 
sus derechos en las dimensiones familiar y afectiva, 
económica, sociocomunitaria, escolar-educacional, 
de salud y de relacionamiento entre grupos de pares 
(Andrade, 2009b).1

1 En el trabajo de Andrade se enumeran ocho dimensiones de la vul-
nerabilidad social. A fin de facilitar el análisis, estas se han reunido 
en las seis señaladas.

Bajo esta mirada, lo que hoy se observa en el plano 
de las políticas de infancia es que tanto las universa-
les como las focalizadas —ya sea que se ejecuten en 
interacción entre el Estado y las organizaciones de la 
sociedad civil o se implementen de manera indepen-
diente— validan la importancia del territorio en que 
los niños y las niñas nacen y crecen, lo que expresa un 
cambio de paradigma en las lógicas de atención a las 
necesidades de la niñez. Estas han transitado desde una 
atención centrada históricamente en la asistencia, hasta 
una que actualmente enfoca sus líneas de trabajo en el 
ejercicio de derechos y en la superación de vulnerabi-
lidades —incluidas las presentes en el territorio— que 
ponen en riesgo el adecuado desarrollo de los niños 
y las niñas.

Respecto de la distinción entre políticas universales 
y focalizadas, el Instituto Interamericano del Niño (iin, 
2003) aporta una definición que ayuda a internalizar lo 
que en adelante se entenderá por tales conceptos. Dichas 
políticas se revisan a continuación:

a)	 Políticas universales
Estas son la expresión de un deber del Estado y 

de un derecho de los niños y las niñas, de los jóvenes y 
de las familias de toda la sociedad. En muchos países, 
estas políticas y los programas que se implementan 
tienen rango constitucional, y usualmente se refieren 
a servicios básicos de salud, educación, vivienda 
y alimentación, entre otros. Son universales en la 
medida que están disponibles para toda la población 
infantil, sin discriminación alguna. Por consiguiente, 
no requieren de una selección dentro de una categoría 
de usuarios, pues el universo de ellos ha sido tomado 
en cuenta.

La articulación o coordinación de estas políticas 
y programas universales resulta indispensable para 
la optimización de los recursos humanos, materiales 
y financieros del Estado, así como para garantizar el 
cumplimiento de los derechos económicos, sociales y 
culturales consagrados en la Convención.

Tal es el caso del sistema de protección a la primera 
infancia Chile Crece Contigo, donde todos los niños y 
las niñas, sin discriminación de origen, religión o etnia, 
quedan automáticamente incorporados al sistema a contar 
del primer control de embarazo de la madre (Ministerio 
de Planificación, 2007).

II
Políticas de atención a la infancia
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b)	P olíticas focalizadas
Las políticas focalizadas tienen como objetivo 

procurar igualar las oportunidades de aquellos niños, 
niñas y adolescentes que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad, vulneración de sus derechos o en ambas. 
Es decir, la población beneficiaria de estos programas o 
prestaciones son aquellos niños, niñas y adolescentes que 
tienen bloqueadas las oportunidades de desarrollar sus 
potencialidades, de compensar déficits, o de integrarse o 
reintegrarse a sus familias, a sus comunidades, al sistema 
educativo o al mercado laboral formal.

Ejemplo de este tipo de políticas en Chile son las 
implementadas por el Servicio Nacional de Menores 

(sename), orientadas a niños y a niñas que han sufrido 
alguna vulneración de derechos, o se encuentran en situación 
de riesgo o de vulnerabilidad social a causa de problemas 
de convivencia dentro de sus familias, problemas de tipo 
conductual o por haber infringido la ley.

En este trabajo se pone el acento en este tipo de 
políticas, en tanto se procura revisar cómo una acción 
coordinada entre el Estado y el mundo civil en este 
plano de las políticas públicas puede —de darse ciertas 
condiciones— apuntar a la compensación de los déficits 
que enfrentan aquellos niños y niñas en situación vulne-
rable para poder ejercer de manera activa y efectiva los 
derechos universales que consagra la Convención.

III
Abordaje de las políticas públicas 

de infancia en un marco de interacción 

Estado-sociedad civil en Chile

1.	C oncepto de sociedad civil

Por sociedad civil la literatura en general entiende un 
espacio intermedio ubicado entre el Estado y el mercado, 
lo que ha llevado a que sea conocida generalmente como 
“tercer sector” cuyas características principales son: su 
independencia del aparato público, el no tener fines de 
lucro y la motivación para intervenir en problemáticas 
de tipo social (Serrano 1998; Laurnaga, 1999; De la 
Maza, 2000).

Serrano (1998) distingue tres grupos que darían 
forma a la sociedad civil:
i)	 Organizaciones no gubernamentales (ong) y ac-

ciones de voluntariado.
ii)	 Expresiones asociativas y comunitarias.
iii)	 Universidades y centros de pensamiento.

En este trabajo, sin embargo, se pone énfasis en 
fundaciones, corporaciones, agrupaciones de volunta-
riado y organizaciones de base. Lo anterior dado que, 
desde una mirada histórica, son las fundaciones y otras 
entidades sociales las que con anterioridad al Estado se 
hicieron cargo de las necesidades de la infancia vulnerable 
en Chile. En efecto, los registros históricos dan cuenta 
de que la primera acción orientada a las necesidades 
de los niños y las niñas desprotegidos nace desde la 
sociedad civil bajo la forma de un primer orfanato en 
1751 (Anríquez, 1994; Andrade, 2009b).

Pese a lo anterior, a esta esfera se le comienza a 
reconocer un importante papel en la política de infancia 
a partir de la reforma estructural de finales de los años 
setenta (Pilotti, 1994). Este hecho, que trae consigo la 
reducción del aparato público, impulsa la aparición de 
diversas ong a inicios de los años ochenta comprometidas 
principalmente en la lucha contra la pobreza.

Ello en gran medida debido a causas de tipo so-
ciopolítico: es en este momento histórico que se reúnen 
grupos de profesionales desvinculados de la esfera 
pública a raíz de las reformas. Estos, con la ayuda de 
organismos internacionales, levantan ong cuya acción 
se enfoca en áreas de la política social que el Estado 
no cubría. Además, por razones de tipo ideológico, esas 
organizaciones surgen en respuesta a las políticas im-
plementadas por el aparato estatal en esa época (Pilotti 
1994; Ferrer, Monje y Urzúa, 2005).

En palabras de Pilotti (1994), en muchos países de 
América Latina las acciones de las ong se “constituyeron 
en una suerte de política social alternativa y paralela a 
la oficial, muchas veces cubriendo las deficiencias y 
omisiones de esta última” (Pilotti, 1994, p. 22).

En este contexto, se comienzan a generar ac-
ciones de atención a los grupos vulnerables, pero 
desvinculadas en algunos casos del aparato estatal, 
dando lugar a una “corresponsabilidad implícita” 
entre el Estado y la sociedad civil en la medida que 
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el denominador común se reduce al grupo atendido 
más que a acciones articuladas y coordinadas en pos 
de un objetivo común.

En materia de infancia, las relaciones de formalidad 
con el aparato público comienzan a materializarse poco 
antes de esa época, a través de la coordinación progresiva 
entre entidades privadas y organismos del Estado.

Al respecto, es importante precisar que si bien existen 
antecedentes de que el Estado aportó al sostenimiento 
de las primeras organizaciones dedicadas a la atención 
de la infancia vulnerable (en aquellos años llamada “en 
situación irregular”), no es sino hasta 1967, cuando se 
dicta la Ley 16.618 que crea el Consejo Nacional de 
Menores (coname), que esta relación comienza a darse 
con mayor formalidad, cobrando progresiva fuerza la 
noción de corresponsabilidad a través de una interacción 
y cooperación estrecha entre las organizaciones de la 
sociedad civil y el Estado.2

Esta relación se produjo principalmente por medio 
de dos ejes: primero, bajo la forma de aportes econó-
micos, denominados como “mantención institucional”; 
y segundo, mediante el reconocimiento como “entidad 
colaboradora” de aquellas organizaciones que recibían 
financiamiento previo cumplimiento de los requisitos 
que establecía la ley para ser consideradas como tales 
(Anríquez, 1994).

Respecto de lo que se observa en el día de hoy, la 
mayor parte de la interacción público-privada se da por 
medio del Servicio Nacional de Menores (sename), que 
en 1979 reemplaza al coname, y que actualmente es el 
organismo público llamado a “Contribuir al desarrollo del 
sistema de protección social de la infancia y adolescencia 

2 Véase Andrade (2009b). 

a través del ejercicio de derechos y la reinserción social 
y/o familiar de niños, niñas y adolescentes vulnerados 
en sus derechos e infractores de ley, mediante una red 
de programas ejecutados directamente o por organismos 
colaboradores del Servicio”.3

La misión del sename es relevante en materia de 
interacción público-privada, puesto que por medio de 
subvenciones a organizaciones de la sociedad civil atiende 
al 98% de su población (Andrade, 2009b).

En este sentido, es importante destacar que aun 
cuando existen organizaciones de la sociedad civil 
que no reciben subvención del sename para operar, 
hay estudios que permiten constatar que del total de 
programas de infancia presentes en los territorios, el 
75% de ellos reciben algún tipo de apoyo del sename. 
Ello refrenda la hipótesis de que la política focalizada 
de infancia es mayoritariamente definida hoy día por 
este organismo público, aunque existen iniciativas con 
otro tipo de figura de apoyo económico estatal distinto 
a la subvención: monto fijo por fondo concursable 
(Andrade, 2009b).

2.	 Momentos de la interacción Estado-sociedad 
civil en las políticas públicas

Ferrer, Monje y Urzúa (2005), al abordar el vínculo 
público-privado en las políticas de superación de la 
pobreza, sistematizan las formas de participación de 
la sociedad civil en el ciclo de vida de una política 
pública y plantean que estas pueden adoptar diversas 
expresiones, dependiendo de las etapas de la política 
(véase el cuadro 1).

3 Véase la misión del sename en www.sename.cl

CUADRO 1

Interacción en una política pública

Etapa Formas de participación de la sociedad civil

1. Diagnóstico – Identificación de las necesidades básicas en el ámbito de la política.
– Generación de posibles soluciones a las demandas de la sociedad.

2. Programación – Priorización de las necesidades y los déficits en el ámbito de la política.

3. Implementación y ejecución – Aporte de servicios, actividades y recursos para la gestión de la política.
– Ejecución de la política.

4. Evaluación – Control de la eficiencia, eficacia y transparencia en el uso de los recursos.
– Opinión crítica acerca de los resultados.

Fuente: elaboración propia a partir del trabajo de M. Ferrer, P. Monje y R. Urzúa, El rol de las ongs en la reducción de la pobreza en América 
Latina, París, Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), 2005.
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Es interesante el aporte de estos autores, en tanto 
releva la no participación de las organizaciones priva-
das en el diseño mismo de la política pública, pero sí 
en el aporte que pueden realizar a la priorización de 
las áreas específicas a atender por la vía de políticas y 
programas.

Los autores mencionados plantean que las políticas 
públicas son definidas en torno de un contexto econó-
mico, social y político particular, en el que pueden estar 
incluidas las organizaciones de la sociedad civil, pero 
también pueden no estarlo. “Una vez aprobadas por los 
órganos correspondientes, ellas pueden ser ejecutadas por 
el Estado, por medio de su institucionalidad ejecutiva, 
o ser delegadas para su ejecución en las organizaciones 
de la Sociedad Civil” (Ferrer, Monje y Urzúa, 2005, 
pp. 10 y 11).4

Del trabajo de estos autores se puede concluir 
entonces que existiría un espacio determinado para la 
esfera privada en el ciclo productivo de las políticas 
públicas, que estaría mayormente focalizado en su 
implementación y ejecución.

Por su parte, al cotejar los aportes de Ferrer, Monje 
y Urzúa (2005) con un trabajo desarrollado por seis 
organizaciones del tercer sector en Chile que recoge la 
participación de la sociedad civil en distintos planos de 
carácter público, surgen resultados interesantes respecto 
de las líneas de acción más habituales de las organiza-
ciones sociales que intervienen en infancia.

En efecto, al cotejar las líneas de acción declaradas 
por 108 organizaciones que atienden a niños y a niñas 
con las etapas de una política pública, se aprecia que 
la interacción público-privada tiene lugar casi en un 

4 Los autores aluden a la idea de organizaciones no gubernamentales 
(ong), que en este trabajo forman parte de las organizaciones de la 
sociedad civil.

90% en la etapa de implementación y ejecución de 
la política.

Este es un antecedente relevante, puesto que 
indicaría una de las principales características de la 
interacción público-privada en las políticas de infancia 
en Chile.

GRÁFICO 1

Líneas de acción / Momentos de 
la política pública
(En porcentajes)

Programación
8

Diagnóstico
2

Implementación y
ejecución

89

Evaluación
1

Fuente: elaboración propia sobre la base de la muestra del estudio 
flacso-Chile/Instituto Libertad y Desarrollo/Asociación Chilena de 
Organizaciones No Gubernamentales/Corporación Participa/Funda-
ción para la Superación de la Pobreza/Fundación Ideas, Más voces 
para la democracia. Los desafíos de la sociedad Civil, Santiago de 
Chile, 2004 y M. Ferrer, P. Monje y R. Urzúa, El rol de las ongs en 
la reducción de la pobreza en América Latina, París, Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(unesco), 2005.



R E V I S T A  c e p a l  1 0 1  •  A G O S T O  2 0 1 0

Chile: interacción Estado-sociedad civil en las políticas de infancia • Carlos Andrade y Sara Arancibia

133

1.	 Dimensiones

Las dimensiones en que se expresa la interacción 
público-privada en las políticas de infancia pueden ser 
agrupadas como sigue:5

a)	 Institucional
La dimensión institucional puede entenderse a partir 

de los aportes de North (1993), quien plantea que las insti-
tuciones son “las limitaciones ideadas por el hombre que 
dan forma a la interacción humana” (North, 1993, p. 13). 
Este autor reconoce instituciones formales e informales, 
incorporando dentro de las primeras a toda norma creada por 
los seres humanos y, dentro de las segundas, a aquellas que 
no estando plasmadas en instrumentos formales, sí definen 
códigos y dinámicas de conducta (North, 1993). Expone 
que “las instituciones pueden ser creadas como lo son las 
constituciones políticas de los Estados; o bien evolucionar 
simplemente a lo largo del tiempo, como evoluciona el 
derecho consuetudinario” (North, 1993, p. 14).

Este enfoque relativo a las políticas de infancia 
permite observar el cambio institucional que se consolida 
a partir de 1989 con la Convención sobre los Derechos 
del Niño, que no solo cristaliza un cuerpo doctrinario 
referencial y vinculante para los Estados que la ratifican, 
sino que además sirve de base para la elaboración y ade-
cuación de los instrumentos normativos y jurídicos que 
guiarán —y limitarán— las acciones que se desplieguen 
hacia los niños y las niñas, orientando las relaciones de 
interacción entre el Estado y la sociedad civil en este 
plano de las políticas públicas. Tomando como base 
el aporte de North (1993), en este trabajo se entiende 
la dimensión institucional, en primer lugar, como el 
marco dentro del que se genera la interacción público-
privada. Se desprende de la Convención e incorpora a 
todo el conjunto de instrumentos formales: jurídicos y 

5 Se supone que estas dimensiones no son los únicos ámbitos del 
acercamiento. Sin embargo, a objeto de facilitar el análisis, los autores 
han intentado capturar en estas tres al conjunto de variables que se 
hacen presentes en la interacción en materia de infancia.

normativos, como leyes y políticas públicas que orientan 
las acciones hacia la niñez. En segundo lugar, se entiende 
a las instituciones informales como códigos de conducta 
que favorecen o limitan el diálogo “público-privado” en 
materia de políticas de infancia.

b)	 Financiera
Esta dimensión será entendida como el conjunto 

de instrumentos por cuyo intermedio se materializan las 
transferencias que realiza el Estado para sostener políticas 
focalizadas de infancia ejecutadas por la sociedad civil 
(Andrade, 2009a).

c)	 Organizacional
Para comprender esta dimensión resulta orientador 

el concepto de “interfaz” que utiliza De la Maza (2004), 
en el cual se entiende que el vínculo que se genera entre 
las iniciativas de la acción estatal y las de la sociedad 
civil se da como “un encuentro entre racionalidades 
diferentes cuya combinatoria produce determinados 
resultados, según sea la distribución de los recursos de 
poder de los actores que se vinculan entre sí” (De la 
Maza, 2004, p. 108).

Así, esta dimensión hará referencia al conjunto de 
capacidades diferenciadas con que cuenta la sociedad 
civil respecto del Estado y que pone al servicio de las 
políticas de infancia.

2.	C omponentes

Tanto en la literatura especializada como en el juicio 
de expertos resalta una serie de componentes insertos 
en las dimensiones de la interacción, que si bien no 
son los únicos que se presentan en el vínculo sí han 
sido señalados como los más relevantes en materia de 
infancia. Estos se exponen a continuación:

a)	 Dimensión institucional-componentes
—	 Ley de protección de derechos
	 Este componente hace alusión a una Ley de Protección 

de Derechos de la Infancia que, en primer lugar, 
enmarque y oriente los cambios institucionales en 

IV
Dimensiones y componentes de la interacción 

entre Estado y sociedad civil



R E V I S T A  c e p a l  1 0 1  •  A G O S T O  2 0 1 0

Chile: interacción Estado-sociedad civil en las políticas de infancia • Carlos Andrade y Sara Arancibia

134

materia de políticas públicas y, en segundo lugar, 
genere el escenario institucional para la interacción 
público-privada dentro de un marco de derechos. 
Actualmente existe un proyecto de ley de protección 
de derechos de la infancia y de la adolescencia que 
no ha pasado el segundo trámite constitucional del 
Senado desde el 19 de enero de 2005, encontrándose 
calificado como “sin urgencia”.6

—	 Articulación eficaz de las políticas universales
	 Este componente implica políticas universales como 

educación o salud eficazmente articuladas, de manera 
de reforzar su acción preventiva ante determinados 
episodios de vulneración de derechos.

b)	 Dimensión financiera-componentes
—	 Subvenciones
	 Este componente alude a la modalidad de transferencias 

con que opera en Chile el sename, y que establece 
una transferencia mensual por niño o niña atendido 
por una organización colaboradora del sename. 
Se accede a la subvención postulando a través de 
concurso (Art. 25, Ley Nº 20.032, 2005).7

—	 Fondos concursables
	 Este componente se refiere a una transferencia 

estatal distinta de la subvención del sename. Toma 
la forma de una cantidad fija para la ejecución de 
un proyecto asignada por concurso público. Pueden 
postular todas las organizaciones acreditadas para 
recibir fondos del Estado.

—	 Fondo de funcionamiento mixto
	 Este componente supondría una modalidad de 

transferencia estatal diferenciada y progresiva. 
En un primer momento, se asignaría por concurso 
público a aquellas nuevas iniciativas —no antes 
probadas— de atención a la infancia.

	 En una segunda etapa, posterior a la acreditación de 
resultados, se recibiría la transferencia sin necesidad 
de concursar por dichos recursos, estableciendo 
un convenio de cooperación durante un período 
fijo susceptible de ser renovado conforme con la 
acreditación de resultados.

c)	 Dimensión organizacional - componentes
—	 Identitario
	 Este se entiende como el conjunto de elementos que 

constituyen la identidad diferenciada de la sociedad 

6 Al 31 de mayo de 2009 se encuentra en igual situación.
7 En la ley citada se establece el sistema de subvenciones para todas 
aquellas organizaciones de la sociedad civil que colaboran con el 
sename de Chile.

civil. Incorpora la capacidad propia de innovar en 
metodologías de trabajo, por ejemplo: rescatando 
lo “no formal” o el enfoque comunitario.

—	C apacidad organizacional
	 Este componente reúne las buenas prácticas de gestión 

y administración que fortalecen a la sociedad civil 
en términos de organización. Supone la capacita-
ción del recurso humano de la esfera privada, el 
desarrollo de sistemas de gestión, y todos aquellos 
elementos que contribuyan al fortalecimiento de la 
esfera no estatal.

—	 Espacios de interlocución
	 Aquí se incorporan las instancias de diálogo público-

privado que legitiman y potencian el conocimiento 
respecto de la intervención inserto en la esfera 
privada, fortaleciendo las capacidades organiza-
cionales de la sociedad civil, facilitando el diseño 
e implementación de políticas, la articulación y 
coordinación público-privada, y la recuperación del 
“saber hacer” tanto del Estado como de la sociedad 
civil con respecto al trabajo en infancia.

3.	 Subcomponentes de la dimensión orga-
nizacional

De los componentes de esta dimensión, han sido identifi-
cadas por los expertos posibles estrategias —entendidas 
como subcomponentes— a desarrollar por el Estado para 
fortalecer las capacidades diferenciadas de la sociedad 
civil. Estas se enmarcan en los componentes organiza-
cionales de la interacción.

a)	 Subcomponentes del factor identitario
—	 Mínimo más “plus” de innovación
	 Con este subcomponente se hace mención a cómo 

el Estado podría generar estrategias institucionales 
formalizadas, en que para los programas ejecutados 
según lógicas de interacción se pidiese desde el 
aparato público una garantía de mínimos exigidos 
en los resultados de la intervención, entregando un 
margen para trabajar metodologías innovadoras 
reconocidas y potenciadas por la vía de incrementos 
en las transferencias estatales.

—	 Nuevas estrategias de intervención a la política 
pública-pp

	 En este subcomponente se hace referencia a cómo 
el Estado puede generar mecanismos para que, en 
el marco de una política focalizada de infancia, se 
establezca formalmente la posibilidad de desarrollar 
estrategias de intervención distintas de las definidas 
por el aparato público, y que igualmente puedan 
acceder a recibir transferencias estatales.
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b)	 Subcomponentes  del  factor  capacidad 
organizacional

—	P lanes de mejoramiento de la gestión de la sociedad 
civil

	 Este subcomponente se relaciona con las estrategias 
que puede desarrollar el Estado para fortalecer la 
gestión de las organizaciones de la sociedad civil 
con las que se ejecuta la política focalizada de in-
fancia. Comprende planes formales de capacitación 
del recurso humano de las organizaciones privadas, 
apoyo al establecimiento de modelos de gestión y 
monitoreo de la intervención, entre otros.

—	 Transferencia de conocimiento por medio de la asig-
nación de puntaje a la “postulación conjunta”

	 Con este subcomponente se propende a la genera-
ción de un sistema estatal que favorezca y potencie 
la postulación conjunta entre organizaciones de 
la sociedad civil para implementar políticas y 
programas de niñez. De este modo, se generarían 
externalidades positivas por la vía del fortaleci-
miento de lazos interorganizacionales de infancia, 
favoreciendo el traspaso de conocimientos mediante 
el intercambio de metodologías de intervención 
exitosas, y tendiendo al robustecimiento de la 
esfera identitaria de las organizaciones privadas 
que operan en infancia.

c)	 Subcomponentes del factor espacios de 
interlocución

—	 Figura organizacional “contraparte”
	 Con este subcomponente se rescata el concepto 

de una figura organizacional establecida en el 
interior del organismo público que implementa 
políticas de infancia bajo lógicas de interacción 
con la sociedad civil, favoreciendo el diálogo 
en materia de políticas públicas, recogiendo el 
“saber hacer” de las organizaciones privadas, y 
estableciendo lineamientos y estrategias para el 
acompañamiento por parte del servicio público que 
encarga la ejecución de la política de infancia. En 

este subcomponente se establecen y redefinen las 
tareas del Estado, asignándole, entre otras, papeles 
activos de capacitación, acompañamiento técnico, 
sistematización de la intervención y el rescate de 
buenas prácticas.

—	 Espacios de encuentros temáticos de políticas 
públicas-pp

	 En este subcomponente se recoge la idea de generar 
espacios de encuentro entre las organizaciones que 
trabajan programas de infancia, a fin de favorecer 
el intercambio de buenas prácticas y el rescate de 
aprendizajes conjuntos en materia de atención a la 
niñez, entre otros. A diferencia de la figura orga-
nizacional “contraparte”, este subcomponente no 
se entiende como una figura establecida dentro del 
organismo público que convoca a la sociedad civil 
para ejecutar la política en un marco de interacción, 
sino que más bien se remite a la voluntad de las 
autoridades públicas para generar estos encuentros 
no necesariamente establecidos como una práctica 
formal.

4.	 Estructura jerárquica

Las dimensiones, componentes y subcomponentes re-
conocidos, primero, por la literatura y segundo, por los 
expertos consultados, fueron reunidos en el gráfico 2, en 
que se presenta la estructura jerárquica validada como 
representativa de aquellos elementos que favorecerían 
la interacción público-privada, anteponiendo el interés 
superior del niño.

Por su parte, en el cuadro 2 se sistematizan las 
prioridades desde el punto de vista de los expertos para 
cada uno de los elementos constitutivos de la interacción 
y que, de acuerdo con sus percepciones, apuntarían a 
anteponer el interés superior del niño en un contexto 
de interacción público-privada. Es posible apreciar el 
porcentaje de importancia de cada uno de ellos en el 
marco de sus “dimensiones padres” presentadas en el 
gráfico 2.
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CUADRO 2

Prioridades globales (pg) y prioridades locales (pl) sobre la base de metodología ahpa

Dimensiones Componente Subcomponente

Institucional
pg: 0,55    pl: 0,55

Ley de protección de derechos
pg: 0,38    pl: 0,68
Mejora en la articulación de las políticas universales
pg: 0,18    pl: 0,32

Financiera
pg: 0,27    pl: 0,27

Fondo de funcionamiento mixto
pg: 0,18    pl: 0,65
Fondos concursables
pg: 0,05    pl: 0,19
Subvenciones
pg: 0,04    pl: 0,16

Organizacional
pg: 0,18    pl: 0,18

Espacios de interlocución
pg: 0,09    pl: 0,52

Figura organizacional “contraparte”
pg: 0,08    pl: 0,81
Espacios de encuentros temáticos de políticas públicas
pg: 0,02    pl: 0,19

Identitario
pg: 0,05    pl: 0,26

Nuevas estrategias de intervención a la política pública
pg: 0,03    pl: 0,65
Mínimo más “plus” de innovación
pg: 0,02    pl: 0,35

Capacidad organizacional
pg: 0,04    pl: 0,21

Planes de mejora a la gestión de la sociedad civil
pg: 0,02    pl: 0,63
Transferencia de conocimiento mediante la asignación de 
puntaje a la “postulación conjunta”
pg: 0,01    pl: 0,37

Fuente: elaboración propia.

a	 La unidad de medida es “prioridades”, que se expresan en términos de proporciones.

GRÁFICO 2

Estructura jerárquica: elementos de la interacción validados por expertos
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En el ámbito institucional, el acercamiento público-
privado en Chile se produce en un contexto de adecuación 
administrativa a los postulados de la Convención, donde 
el país ha ido adaptando sus instrumentos jurídicos y 
normativos a lo que esta plantea, pero persistiendo una 
deuda en materia institucional formal, al no encontrarse 
aprobada una ley de protección de derechos que dialogue 
con el marco doctrinario que impulsa la Convención. 
Esta dimensión es observada por los expertos consultados 
como el ámbito más importante dentro del cual producir 
la interacción entre el Estado y la sociedad civil, alcan-
zando un 55% de prioridad (véase el cuadro 2).

Respecto de la protección de derechos así como 
de la noción de corresponsabilidad, se deja ver que para 
cumplir la tarea de proteger y restituir los derechos de 
los niños y las niñas, en el plano institucional cobra 
fundamental importancia activar e implementar esta ley 
de protección que dialogue con el marco institucional 
y normativo que impulsa la Convención —alcanzando 
casi un 70% de prioridad, por sobre el componente de 
articulación eficaz de las políticas de tipo universal, 
que supera levemente el 30% de prioridad. A su vez, 
al recoger la percepción de los expertos sobre la idea 
de corresponsabilidad, se advierte que esta implica 
reconocer responsabilidades compartidas por todos los 
actores sociales en la tarea de proteger y restituir —en 
los casos que así se requiera— los derechos de los niños 
y las niñas.8

En cuanto a las características de la interacción, 
se evidencia que el encuentro se da sobre todo en la 
etapa de implementación y ejecución de las políticas 
de infancia (véase el gráfico 1), donde el Estado sería 
el actor principal en el momento del diseño.

Con respecto a los aportes de cada esfera a las po-
líticas, se aprecia que, en primer lugar, la sociedad civil 
posee el “saber hacer” de la intervención, capitalizado 
durante siglos desde que comenzó a hacerse cargo de 
las necesidades de la infancia; en segundo lugar, otro 
aporte es su propia capacidad de innovar por tratarse de 

8 Todos los expertos reportaron que la noción de “corresponsabilidad” 
implica para cada actor hacerse responsable por el resguardo de los 
derechos de la población infantil.

una esfera más plástica y permeable en comparación 
con el Estado, que tiende a ser una esfera más burocrá-
tica y jerárquica. Esto le permite ser un laboratorio de 
nuevas metodologías de intervención para el trabajo con 
población infantil. Además, otro aporte sería el encon-
trarse inserta en los territorios, generando una cercanía 
con los niños y las niñas, lo que le permite desarrollar 
una oferta de servicios basada en derechos construida 
desde la cercanía con los propios sujetos.9 Finalmente, 
un aporte adicional es su capacidad de promover hacia 
el Estado propuestas de políticas públicas de infancia 
—legislativas o no— desde lo que se observa en los 
territorios. El aporte del Estado, a su vez, estaría dado 
primeramente por la determinación de lineamientos 
respecto del trabajo en infancia; y en segundo lugar, 
por el desarrollo de sistemas de gestión que permiten el 
traspaso de recursos económicos a la sociedad civil para 
la implementación y ejecución de las políticas.10

En el ámbito financiero, se releva la necesidad de 
revisar cómo el sistema de financiamiento condiciona a la 
forma en que se encuentran el Estado y la sociedad civil 
para abordar las políticas de infancia. A nivel macro, el 
Estado define las políticas de manera vertical, incorpo-
rando a actores privados en la consulta solo cuando la 
autoridad reconoce en esta práctica un valor agregado 
para el diseño de las líneas de acción.11 Las caracte-
rísticas que hoy presenta el sistema de financiamiento 
son: una esfera pública que administra los recursos y 
los entrega bajo licitación concursable a privados para 
que ejecuten la política, generando —de acuerdo con 
la consulta realizada— que la sociedad civil disponga 
de pocas instancias para expresar sus críticas y miradas 
respecto de las políticas públicas. Esta situación puede 
deberse a que su propia supervivencia depende en gran 
medida de la obtención de estos recursos públicos.12 Tal 

9 En este punto existe coincidencia entre lo declarado por los repre-
sentantes de la academia y del Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia (unicef).
10 Respuestas de expertos de la esfera pública y privada.
11 Existe consenso entre todos los actores consultados con respecto a 
que el Estado es quien define las políticas de infancia.
12 Expertos del Estado y de unicef coinciden en que la capacidad de 
crítica está mediada por la independencia de recursos.

V
Miradas sobre la interacción 

público-privada en infancia
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antecedente es significativo en la medida que también 
incidiría en la fiscalización de las políticas de atención 
a la infancia. “Es claro que la idoneidad de los diversos 
mecanismos para fiscalizar políticas públicas y exigir que 
éstas respeten derechos depende no solo de sus caracte-
rísticas institucionales, sino también de su apropiación 
por las organizaciones sociales y de la existencia en la 
Sociedad Civil de actores con vocación y recursos para 
utilizarlos” (Abramovich, 2006, p. 47).

Al ligar esta idea con el hecho de que el sistema de 
financiamiento condicionaría la capacidad de responder 
al Estado en materia de atención a la infancia, surge la 
posibilidad de pensar en un sistema que, cautelando los 
recursos públicos, permita en primer lugar la supervivencia 
de la esfera privada; segundo, generar condiciones para 
un diálogo crítico-constructivo de manera horizontal 
entre ambas esferas; y tercero, entregar los recursos 
institucionales para que la sociedad civil pueda ejercer un 
papel activo en la fiscalización de las políticas públicas 
desarrolladas para la atención infantil.

De acuerdo con el estudio de Andrade (2009a), 
solo un porcentaje menor del financiamiento de las 
organizaciones privadas proviene de la empresa privada 
o de la cooperación internacional, lo que posicionaría 
a aquellas con mayor independencia de los recursos 
públicos en un mejor lugar para criticar y responder con 
respecto a las acciones que define el Estado en torno de 
la infancia.13 A su vez, también se le atribuye al modo de 
financiamiento la generación de externalidades negativas 
como la de mantener en reserva metodologías exitosas 
que podrían ser compartidas para el trabajo en infan-
cia.14 La ventaja atribuida a la modalidad de concursos 
radica en que la esfera privada estaría permanentemente 
mejorando su producto de intervención para volver a 
postular y adjudicarse de nuevo un determinado fondo. 
En síntesis, se hace manifiesta la necesidad de crear 
una nueva alternativa dentro del sistema bajo la forma 
de un fondo de funcionamiento mixto que establezca 
nuevas formas de financiamiento para las políticas, sin 
menoscabar la capacidad de crítica de la esfera privada 
respecto del trabajo que se desarrolla en infancia (véase 
el cuadro 2).

13 En el estudio de Andrade (2009a), al año 2004 solo el 9,5% del 
financiamiento de las organizaciones de infancia provino de privados. 
Por su parte, el 25% correspondió a cooperación internacional, en tanto 
que los recursos provenientes del Estado representaron casi el 50% 
del financiamiento. El porcentaje restante correspondió a recursos de 
autogestión. Estos valores representan promedios.
14 De acuerdo con un representante del Estado, no es posible pedirle 
a una organización privada, que compite con otras organizaciones 
por fondos públicos para operar, que comparta con ellas sus meto-
dologías de trabajo.

A nivel de organización, una necesidad sentida 
por los expertos consiste en reforzar los espacios de 
interlocución mediante una figura organizacional 
“contraparte” establecida formalmente en el interior 
de todo organismo público que implementa políticas de 
infancia con la esfera privada (véase el cuadro 2).15 En 
esta figura debieran redefinirse los papeles del Estado 
en el acompañamiento técnico de la intervención y en 
la recuperación del conocimiento instalado en la esfera 
privada.16

En este plano, también cobra relevancia reforzar el 
componente identitario de la sociedad civil, de manera de 
perpetuar esas características propias que la diferencian 
del Estado: menores niveles de burocracia y jerarqui-
zación; mayor sensibilidad —por su proximidad a la 
población— ante las problemáticas a atender; innovación 
en las formas de trabajar mediante metodologías dife-
rentes de las utilizadas por el Estado —por ejemplo, la 
incorporación de enfoques comunitarios o no formales 
de educación— para intervenir, entre otras. Para ello, 
la esfera pública podría generar instrumentos de finan-
ciamiento que permitieran la incorporación flexible de 
nuevas estrategias de intervención a las políticas públicas 
de infancia, diferentes y complementarias de las que 
define el Estado.17

Finalmente, el componente de capacidades or-
ganizacionales se considera relevante a la hora de 
generar una interacción que, en la lógica de “interfaz”, 
genere impactos positivos en las políticas de infancia. 
De acuerdo con representantes del Estado, promover 
desde la esfera pública líneas de acción para mejorar 
las capacidades de gestión de la sociedad civil con que 
se implementan las políticas debiera ser una estrategia 
definida e institucionalizada formalmente.18 Tal sería 
el caso, por ejemplo, del sename, donde a diciembre 
de 2007 solo el 2,4% de la población infantil aten-
dida lo era a través de administración propia, siendo 
casi el 98% restante atendido por organizaciones de 
la sociedad civil (Andrade, 2009b). Lo anterior es 

15 81% de prioridad, versus un 19% de los encuentros temáticos.
16 Los expertos consultados desde el Estado coinciden en que el acom-
pañamiento del aparato público se basa en temáticas financieras debido 
a una sensación de “menor conocimiento” del quehacer en infancia, 
en comparación con la experticia que posee la sociedad civil.
17 De acuerdo con la consulta, la incorporación a la política pública 
de nuevas estrategias de intervención recoge el 65% de importancia 
como factor gravitante del mantenimiento de la identidad diferenciada 
de la sociedad civil. 
18 Un experto del Estado declara que si existe un organismo que atiende 
a más del 90% de sus usuarios por medio de organizaciones de la 
sociedad civil, este debiera entonces tener una política y un modelo 
de gestión definidos respecto del trabajo con organismos privados.
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reforzado por el siguiente dato: el desarrollo de planes 
de mejora de la gestión de la sociedad civil alcanza un 
63% de prioridad para los expertos consultados (véase 
el cuadro 2), versus un 37% de prioridad otorgado al 

componente de transferencia de conocimientos por 
medio de la postulación conjunta a los diferentes fondos 
concursables licitados por el Estado para atender a 
población infantil.

VI
Conclusiones

En Chile, a casi 20 años de la ratificación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, el acercamiento entre el 
Estado y la sociedad civil para abordar políticas fo-
calizadas de infancia se genera con características de 
verticalidad, donde la esfera pública es la que define 
mayormente las políticas que se implementarán para 
atender a las necesidades de la niñez más vulnerable, 
dejando el espacio de la aplicación y ejecución a las 
organizaciones privadas.

Esta verticalidad se explica en gran medida por el 
sistema de financiamiento a las organizaciones priva-
das para ejecutar las políticas, que proviene en un alto 
porcentaje de recursos administrados por el aparato 
público, produciendo externalidades negativas que se 
expresan, por una parte, en el acercamiento mismo al 
Estado, y por otra, entre las organizaciones que ejecu-
tan las políticas públicas de infancia. En la interacción 
público-privada, estas externalidades se manifiestan 
al debilitar la capacidad de crítica que puede tener el 
mundo civil respecto de las acciones que emprende el 
Estado en favor de la infancia, lo que se explica en gran 
medida porque la supervivencia de las organizaciones 
de la sociedad civil depende en gran medida de estos 
recursos públicos. Asimismo, las externalidades negativas 
se presentan también en el interior de la esfera privada 
a consecuencia de las dinámicas de competencia me-
diante las cuales son transferidos los recursos públicos 
para la implementación y ejecución de las políticas de 
infancia.

En efecto, al instalarse la competencia entre las 
organizaciones privadas por adjudicarse los recursos, se 
tendería en términos generales a mantener en reserva las 
metodologías exitosas que podrían ser adoptadas por otras 
organizaciones para mejorar sus estrategias de atención 
a niños y a niñas más vulnerables. Así, surge el desafío 
de repensar un sistema de financiamiento que permita 
crear condiciones para un diálogo horizontal y crítico-
constructivo con respecto a las políticas de infancia. 
Esto sin aminorar la capacidad de crítica y fiscalización 
que pueda ejercer la sociedad civil sobre las acciones 

del Estado en torno de la niñez, y que cautelando los 
recursos públicos permita establecer el diálogo tanto 
dentro de la sociedad civil como entre ésta y el Estado, 
con el propósito común de anteponer el interés superior 
del niño al de los recursos económicos.

Ello, sin embargo, requiere de condiciones institu-
cionales que se ajusten a los postulados de la Convención, 
tarea en la que el Estado de Chile ha dado pasos signi-
ficativos, por ejemplo, por medio de la instalación del 
sistema de protección a la primera infancia Chile Crece 
Contigo, o mediante su adecuación institucional y jurídi-
ca, aprobando leyes como la que crea los Tribunales de 
Familia y la de responsabilidad penal adolescente, entre 
otras. No obstante, persiste una deuda en lo atinente a 
aprobar una ley de protección de derechos de la infancia 
y de la adolescencia que dialogue con la doctrina que 
impulsa la Convención.

En este sentido, se observa en el Estado chileno una 
“debilidad vinculante” expresada a través de dos vías: 
por una parte, al tener que rendir cuenta “hacia afuera” 
cada cinco años ante el Comité de los Derechos del 
Niño de las Naciones Unidas de las medidas concretas 
implementadas para aplicar los derechos que reconoce 
la Convención sobre los Derechos del Niño (Art. 44); 
pero, por otra, al no existir hoy “hacia adentro” un 
instrumento legal y formal que permita exigir que se 
resguarden estos derechos.

Las estrategias que deben desplegarse para mejorar 
la interacción público-privada requieren necesariamente 
como condición inicial un nuevo ordenamiento institucio-
nal de tipo formal e informal. A nivel formal, es preciso 
consolidar un ajuste de los instrumentos jurídicos y de 
políticas públicas a los postulados de la Convención. 
Esto podría desarrollarse concretamente, por ejemplo, 
mediante la puesta en marcha de una ley de protección 
de derechos que dialogue con sus postulados y oriente 
el espíritu de cada medida estatal implementada en favor 
de la atención de los niños y las niñas. En dicha ley se 
deberán incorporar mecanismos que exijan el diálogo, 
de manera que el acercamiento público-privado no esté 
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condicionado solo por la legitimidad que puedan atri-
buirle las autoridades públicas, sino que sea una práctica 
resguardada y garantizada en torno de las políticas de 
infancia con enfoque de derechos.

A nivel informal, se requieren por lo menos dos 
factores esenciales: i) concertar las voluntades de los 
actores políticos, haciendo visibles los beneficios para la 
infancia de este nuevo ordenamiento institucional; ii) una 
sociedad civil empoderada que promueva activamente 
el ajuste a este nuevo ordenamiento institucional. Con 
ello como condición inicial, el desafío continúa en pro 
de volver a significar la forma en que ambas esferas 
ejercen su tarea en favor de los niños y las niñas: por 
una parte, el Estado, dándole un nuevo sentido y prota-
gonismo a la forma de relacionarse con la sociedad civil, 
poniendo énfasis en tareas como el rescate y la difusión 
de las buenas prácticas de atención, el acompañamiento 
técnico de la intervención y, finalmente, la generación 
de espacios de interlocución para discutir y construir 
en conjunto las políticas públicas de infancia. Por otra 

parte, una sociedad civil fortalecida en sus capacidades 
organizacionales que ejerza en plenitud su papel de co-
rresponsable respecto de la niñez, tanto por su cercanía 
como por el conocimiento instalado con respecto a la 
intervención. Mientras estas condiciones institucionales 
no alcancen un pleno desarrollo que permita a cada 
esfera ejercer activa y plenamente su papel en favor de 
la infancia, se estará más en presencia de una “interac-
ción vertical” que de una “corresponsabilidad total” en 
relación con la población infantil.

Por consiguiente, alcanzar este pleno desarrollo 
institucional implica contar con una sociedad civil que 
ha pasado de ser sobre todo ejecutora de políticas, a po-
sicionarse como un actor relevante en la co-construcción 
de ellas, dialogando y discutiendo sobre su diseño, 
fiscalizando las acciones del Estado y, finalmente, involu-
crándose activamente en la evaluación de cada iniciativa 
que se desarrolle tanto desde el Estado como desde la 
sociedad civil, con miras a mejorar las condiciones de 
vida de los niños y las niñas más vulnerables.

Anexo I

Método de análisis

En el siguiente apartado se expone el método con que se 
procesó la información. Se presentan tanto las metodologías 
como las etapas en que se desarrolló este trabajo.

1.	 Juicio de expertos desde el análisis de contenido y 

su integración con instrumental cuantitativo: proceso 

analítico jerárquico (ahp)

En el enfoque metodológico para abordar las preguntas de 
investigación se combinaron herramientas cualitativas y 
cuantitativas, integrando al análisis del contenido presente en 
el discurso de expertos en infancia herramientas cuantitativas 
por medio de una metodología multicriterio conocida como 
proceso analítico jerárquico (ahp).19 El trabajo metodológico 
se inició utilizando el análisis de contenido, por tratarse de una 
técnica de interpretación de datos: transcripción de entrevistas, 
discursos y otros, que permiten conocer determinados aspectos 
y fenómenos de la vida social (Andreu Ávela, 2003). Al inte-
grar este análisis con herramientas cuantitativas mediante una 
metodología multicriterio, se pudo dar cuenta de las principales 
características de la interacción público-privada en materia de 
infancia vulnerable, así como sustentar propuestas de política 
pública para mejorar esta articulación anteponiendo el interés 
superior del niño.

19 Por sus siglas en inglés: Analytic Hierarchy Process (proceso 
analítico jerárquico).

La recolección y procesamiento de información se realizó 
en cuatro etapas: la primera consistió, por una parte, en una 
revisión de fuentes bibliográficas sobre política social, programas 
de infancia, e interacción entre las esferas pública y privada. 
Por otra, se efectuó una sistematización y análisis de datos 
sobre bases facilitadas por la Fundación para la Superación 
de la Pobreza y el sename. Esta revisión y sistematización 
permitió generar los antecedentes de la investigación e iden-
tificar, primero, las principales dimensiones de la interacción 
público-privada en el plano de la niñez: dimensiones institu-
cional, financiera y organizacional; y segundo, los principales 
componentes que en cada una de ellas se hacen presentes a la 
luz de la revisión de documentos y literatura especializada. 
A su vez, esta identificación permitió definir las preguntas 
orientadoras que guiaron el trabajo de campo.

La segunda etapa fue de carácter cualitativo y posibilitó 
recoger las características generales de la interacción en materia 
de infancia. Para ello se entrevistó a un conjunto de expertos 
pertenecientes al Estado, la sociedad civil, la academia y 
unicef. El método de muestreo para seleccionar al grupo de 
expertos fue de tipo no probabilístico, por medio del “muestreo 
por criterio”, basado en el criterio o juicio del investigador a 
objeto de seleccionar unidades muestrales representativas para 
el propósito de la investigación (Fernández, 2004).

Las preguntas orientadoras que guiaron al trabajo de campo 
fueron a nivel de la dimensión institucional: “¿Es adecuado el 
conjunto institucional para establecer la interacción público-
privada dentro de un marco de derechos?”. A nivel financiero: 
“¿La modalidad de financiamiento favorece la interacción en 
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materia de infancia?”. En el ámbito organizacional: “¿Cuáles 
son las principales debilidades y fortalezas que se presentan en 
el proceso de acercamiento público-privado?”. Y finalmente, a 
nivel de priorización de dimensiones y componentes: “¿Cuáles 
necesitan ser reforzados o generados desde el Estado para 
mejorar la interacción público-privada anteponiendo el interés 
superior del niño?”.

En la tercera etapa se integró la metodología ahp, lo 
que permitió reunir las dimensiones y componentes identi-
ficados en las etapas anteriores en una estructura jerárquica 
validada como representativa, y por medio de su aplicación 
se le asignaron prioridades a cada uno de sus elementos a fin 
de favorecer la interacción Estado-sociedad civil en materia 
de infancia.20

Por último, se han relevado las principales reflexiones y con-
clusiones del trabajo y se han elaborado recomendaciones de política 
pública que apunten a anteponer el interés superior del niño.

2.	 Integración del ahp con herramientas cualitativas

Un proceso de decisión implica ineludiblemente la comparación 
entre alternativas, lo que se traduce en la necesidad de realizar 
mediciones que permitan aplicar criterios de comparación para 
establecer preferencias entre ellas.

Lo que interesa es medir cuánto más preferible es una 
alternativa —lo que en este trabajo se ajusta a componentes o 
dimensiones— respecto de otra. Para compararlas, se necesita 
una escala de evaluación común —escala de prioridades— que 
permita caracterizar los elementos bajo un mismo patrón de 
comparación, pudiendo así establecerse relaciones de prefe-
rencia e intensidad entre ellas (Saaty, 1997).

En términos generales, el ahp es un método de des-
composición de estructuras complejas en sus componentes, 
ordenándolos en una estructura jerarquizable, que en ahp es 
conocida como “estructura jerárquica”. Además, esta meto-
dología permite asignar valores numéricos para los juicios 
subjetivos de la importancia relativa de cada uno, y finalmente 
los sintetiza a fin de determinar cuál de ellos tiene la más alta 
prioridad (Saaty, 1997).

Para establecer cuál es la mejor decisión, el método ahp 
requiere definir el objetivo general del proceso de decisión 
junto con los actores involucrados en él, quienes deben ser 
cuidadosamente seleccionados ya que de ellos depende la 
representatividad del resultado del modelo.

El problema se organiza en una estructura que involucre 
a todos los elementos de interés (en este trabajo: dimensiones, 
componentes y subcomponentes), de manera de jerarquizar 
las alternativas si las hubiese.

Para construir la estructura se deben tener presentes los 
axiomas de la metodología.

20 Lo que en este trabajo es entendido como “dimensión”, en la 
metodología ahp es visto como “criterio”. Similar situación ocurre 
con los “componentes” de este trabajo, que en ahp son vistos como 
subcriterios. Véase Saaty (1997).

Axioma 1: Reciprocidad
Dadas dos alternativas Ai y Aj, la intensidad de la prefe-

rencia de Ai sobre Aj es inversa a la intensidad de preferencia 
de Aj sobre Ai.

Axioma 2: Homogeneidad
La homogeneidad apunta a que los elementos a comparar 

deben ser de un mismo orden de magnitud (para comparar dos 
elementos de acuerdo con un criterio dado hay que disponer 
de una escala acotada).

Axioma 3: Dependencia
Se refiere a la necesidad de tener controlada la dependencia 

entre los elementos de dos niveles consecutivos (externo-depen-
dencia y, dentro de un mismo nivel, interno-dependencia). Una 
estructura jerárquica se caracteriza porque sus elementos tienen 
externo-dependencia unidireccional. En otras palabras: los hijos 
dependen de sus padres y no hay relación entre ellos.

Axioma 4: Expectativas
La estructura jerárquica es un modelo que representa a 

todos los criterios y alternativas, cumpliendo las expectativas 
de los expertos consultados en el proceso. Este axioma se 
relaciona con la necesidad de agregar o eliminar alternativas 
a objeto de representar fielmente la percepción de los actores 
involucrados en el proceso de decisión.

Una vez construida la estructura jerárquica, se continúa 
con el proceso de cálculo de las prioridades para cada uno de 
sus elementos constitutivos. Este proceso se realiza por medio de 
comparaciones entre pares de elementos con respecto al elemento 
inmediatamente superior de la estructura, formando matrices 
mediante el uso de la escala de Saaty para el ingreso de los juicios 
de los expertos en lo concerniente a la intensidad de la preferencia 
de un elemento por sobre otro, para luego realizar una síntesis 
obteniendo un vector de prioridades o de importancia relativa —o 
pesos— de los elementos, además del índice de consistencia para 
determinar la coherencia de los juicios (Saaty, 1997).

En el cálculo de las prioridades para cada nivel de la es-
tructura jerárquica se debe tener presente que existen prioridades 
locales y globales. Las primeras se derivan de las opiniones 
con respecto a un elemento único, obtenidas en el vector de 
prioridades. La suma de estas prioridades suma 1 si se expresan 
como proporción y suma 100% si se expresan como porcentaje. 
La prioridad global de un elemento se calcula multiplicando su 
prioridad local por la prioridad global del elemento inmediatamente 
superior. En otras palabras, las prioridades globales muestran 
cómo un elemento distribuye su peso sobre los elementos que 
se desprenden de él en la estructura.

Posteriormente, se analizan los juicios de manera integrada 
mediante la aplicación de medias geométricas.

Cabe hacer notar que este instrumental no solo permite 
asignar pesos a los distintos elementos de la estructura, sino que 
también hace posible seleccionar, evaluar y priorizar alternativas 
de proyectos, acciones y productos. Metodológicamente, en 
este trabajo se ha utilizado una parte de la herramienta con el 
fin de estructurar las dimensiones y componentes relevantes 
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de la interacción, de manera de asignarles prioridades basadas 
en las ciencias exactas.

Se optó por esta metodología, en primer lugar, 
debido a la escasa información disponible en bases de 
datos que dé cuenta de esta relación público-privada y 

de sus efectos en torno de la infancia. En segundo lugar, 
con el propósito de extraer una decisión consistente por 
parte de los expertos que permitiese jerarquizar aquellos 
componentes y dimensiones que hagan posible anteponer 
el interés superior del niño.
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Municipios brasileños: 
economías de aglomeración y
niveles de desarrollo en 1997 y 2007

Eva Yamila da Silva Catela, Flávio Gonçalves y Gabriel Porcile

E l objetivo de este trabajo es analizar la relación entre las 

economías de aglomeración de tipo Marshall-Arrow-Romer (economías de 

especialización) y de tipo Jacobs-Porter (economías de diversificación) 

y el desarrollo desigual de los municipios brasileños, estimado según la 

productividad del trabajo (medido por el salario medio del trabajador). 

Para ello se construyeron medidas de especialización con respecto a los 

años 1997 y 2007. Sobre la base de esos datos se probó empíricamente 

la relación entre los índices de especialización y diversificación 

industrial y la productividad mediante regresiones de muestras finitas, 

que permiten captar la heterogeneidad de los datos. Los resultados 

confirman la dualidad entre las regiones norte-nordeste y sur-sudeste-

centro-oeste, ampliamente documentada en otras investigaciones. No 

obstante, es necesario analizar esa dualidad teniendo en cuenta que 

algunas ciudades no se inscriben en la misma dinámica de la región 

a que pertenecen.
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I
Introducción

El 80% de la población del Brasil vive en centros ur-
banos. Esta elevada urbanización está acompañada por 
una marcada concentración productiva, pues el 90% 
del producto interno bruto (pib) se crea en las ciudades 
(Da Mata y otros, 2007). A su vez, esa concentración 
se caracteriza por una gran heterogeneidad, tanto desde 
el punto de vista espacial —en el país, entre regiones y 
dentro de los estados— como respecto de la dinámica 
de crecimiento.

De acuerdo con la teoría de los sistemas urbanos 
(Henderson, 1974; Dixit y Stiglitz, 1977; Rivera-Batiz, 
1988; Abdel-Rahman y Fujita, 1990; Krugman, 1991; 
Anas y Xiong, 2003), una ciudad puede considerarse el 
resultado estático o dinámico que equilibra dos fuerzas: 
la fuerza de la aglomeración, que crea beneficios para 
que las personas y las empresas estén cerca unas de otras, 
y la fuerza de dispersión, que crea costos vinculados a 
esta afluencia. La primera de estas tendencias otorga 
racionalidad a la existencia de las ciudades, mientras 
que la segunda limita su tamaño. El tamaño óptimo de 
una ciudad es el resultado de la tensión entre economías 
de localización, que actúan como fuerza amalgama-
dora, y la densidad urbana, que tiende a dispersar a la 
población.

En la literatura se distinguen dos tipos de aglo-
meración que producen externalidades positivas para 
la existencia de las ciudades: las externalidades de 
localización o externalidades Marshall-Arrow-Romer 
(Abdel-Rahman y Anas, 2004), que surgen de las trans-
ferencias de conocimiento dentro de una misma industria 
o entre industrias complementarias, y las externalidades 
de urbanización o de Jacobs-Porter, que emergen de la 
transferencia de conocimientos entre industrias. Estos 
modelos subrayan la importancia de la diversidad en el 
incremento de la productividad y la eficiencia económica 
y sugieren que el crecimiento de un país aumenta en virtud 
de las características heterogéneas de las ciudades. Las 
pruebas empíricas indican que las ganancias en materia 
de eficiencia son relevantes (Quigley, 1998).

El objetivo de este trabajo es presentar algunas carac-
terísticas del proceso de especialización y diversificación 

de la industria de transformación en los municipios ur-
banos brasileños. Para ello se construyeron medidas de 
especialización y diversificación y se clasificaron esos 
municipios en conjuntos homogéneos en cuanto al tipo de 
industrialización. Sobre la base de estos datos, se probó 
empíricamente la relación entre la productividad de las 
ciudades (medida por el salario medio del trabajador) y las 
economías de especialización y diversificación industrial 
en los años 1997 y 2007. Una ventaja de este análisis es la 
posibilidad de identificar municipios que, si bien pertenecen 
a estados, regiones o microrregiones diferentes, presentan 
un patrón de desarrollo similar.1, 2 Esta identificación se 
realiza a partir del modelo de aglomeraciones productivas 
(clusters), que permite agrupar observaciones homogéneas 
dentro de un conjunto de datos heterogéneos. Además 
de realizar esta agrupación, se estimaron regresiones de 
muestras finitas. Esta metodología hace posible estimar 
regresiones con respecto a grupos diferenciados y expli-
cita la heterogeneidad mediante discontinuidades en las 
relaciones observadas.

Este artículo se divide en siete secciones, incluida 
esta introducción. En la sección II se abordan los fun-
damentos teóricos de las economías de aglomeración 
y su influencia en la productividad de los trabajadores, 
y se comentan algunas pruebas empíricas. En la sec-
ción III se presentan y describen los datos utilizados, 
mientras que en la sección IV se establecen las medi-
das de diversificación y especialización utilizadas y se 
caracteriza brevemente la inserción de los municipios 
urbanos del Brasil en estas medidas. En la sección V se 
presenta un análisis multivariante a partir del método de 
k-medias y en la sección VI se detallan los resultados 
econométricos del modelo de regresión para muestras 
finitas. En la sección VII se concluye el trabajo con los 
comentarios finales.

1 El Brasil está dividido geográficamente en cinco regiones, propuestas 
por el Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (ibge) en 1969, 
a saber: i) región centro-oeste (compuesta por los estados de Goiás, 
Mato Grosso, Mato Grosso do Sul, Distrito Federal); ii) región nordeste 
(Maranhão, Piauí, Ceará, Rio Grande do Norte, Paraíba, Pernambuco, 
Alagoas, Sergipe, Bahia); iii) región norte (Acre, Amazonas, Roraima, 
Rondônia, Pará, Amapá, Tocantins); iv) región sudeste (Minas Gerais, 
Espirito Santo, Río de Janeiro, São Paulo); y v) región sur (Paraná, 
Santa Catarina, Rio Grande do Sul). 
2 Las microrregiones son áreas que agrupan, dentro de un mismo 
estado, a municipios con características físicas, sociales y económicas 
de cierta homogeneidad. 

 Los autores agradecen el apoyo de “Coordinación de Perfeccionamiento 
de Personal de Nivel Superior” (capes).
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II
Externalidades de aglomeración, heterogeneidad 

de las ciudades y crecimiento económico

por un período de 20 años o más. Este efecto puede ser 
directo o indirecto, como acumulación de los efectos 
directos de corto plazo.

La dimensión del sector manufacturero revela que 
las aglomeraciones productivas generan rendimientos 
crecientes en la industria de una ciudad. ¿Cuál es la 
naturaleza y cuáles son las fuentes de esos rendimientos 
crecientes producidos por estas aglomeraciones? Marshall 
(1920) sugiere tres fuentes: i) los aumentos de escala 
dentro de la empresa al incrementarse la producción; 
ii) una aglomeración paralela del mercado de trabajo 
que perfecciona la búsqueda de trabajadores con las 
habilidades que las empresas necesitan (mercados de 
trabajo integrados); iii) la existencia de efectos indi-
rectos de los conocimientos dentro de las industrias, 
que derivan en economías externas de conocimiento 
para los trabajadores y para las empresas. Entre otras 
fuentes sugeridas recientemente se destacan los efectos 
del mercado local.

En la primera de estas fuentes, economías de escala 
o indivisibilidades dentro de una empresa, se incorpora 
la racionalidad básica para la existencia de las ciudades. 
De no existir economías de escala en la producción, 
sería más ventajoso que las actividades económicas se 
encontraran dispersas para evitar los costos de transporte. 
El segundo factor se relaciona con la distribución de 
insumos en la producción. Krugman (1993) señala que 
la rápida disponibilidad de trabajadores especializados 
en áreas metropolitanas puede reducir los costos de 
las empresas. La tercera razón de la mayor eficiencia 
económica de las ciudades más grandes obedece a los 
menores costos de transacción. Desde el punto de vista 
de la producción, esos costos inferiores derivan de una 
mejor vinculación entre las habilidades del trabajador y 
los requisitos del trabajo, que reduce los costos de bús-
queda de los trabajadores con habilidades diferenciadas 
y de las empresas con demanda de trabajo diferenciado. 
Los menores costos de transacción en las ciudades más 
grandes suponen también menores costos de búsqueda 
para los consumidores, ligados a la existencia de aglo-
meraciones en el comercio minorista.

De ese modo, la dimensión industrial puede clasi-
ficarse en economías de especialización (aglomeración 
dentro de sectores industriales individuales) y economías 

¿Cómo influyen las economías de aglomeración y el 
tamaño de una ciudad en la productividad, el nivel del 
producto y el bienestar de sus ciudadanos? En esta 
sección se describen, en primer lugar, las diferentes 
dimensiones de las economías de aglomeración para 
revelar las formas en que afectan a la productividad y 
el crecimiento económico de una ciudad.

Rosenthal y Strange (2004) establecen tres di-
mensiones de la aglomeración: geográfica, temporal 
e industrial. La dimensión geográfica se refiere a la 
existencia de externalidades de aglomeración desde el 
punto de vista de la distancia. En la literatura se esta-
blece que la extensión geográfica de las economías de 
localización es limitada, es decir, que a medida que la 
distancia aumenta, las economías de aglomeración se 
atenúan, como confirman Henderson (2003), y Rosenthal 
y Strange (2003). Estos autores realizan un análisis del 
alcance geográfico de las economías de aglomeración. 
El ambiente de una empresa se establece mediante la 
construcción de anillos a partir de un centro y de acuerdo 
con el código postal de la ciudad donde la empresa está 
localizada. Algunos autores especializados en economía 
geográfica argumentan que las externalidades positivas 
limitadas en el espacio afectarían al crecimiento de la 
economía en general. De este modo, la distribución es-
pacial de la economía tendría un efecto considerable en 
la actividad económica y el crecimiento de la economía 
(Baldwin y Martin, 2004).

La dimensión temporal permite examinar los efectos 
de las condiciones previas de la industria en el creci-
miento de la industria actual. Un aspecto clave consiste 
en determinar si las economías de aglomeración son 
dinámicas o estáticas. El efecto dinámico se relaciona 
con los efectos indirectos del conocimiento, dado que 
la acumulación de conocimientos requiere tiempo y las 
habilidades de los trabajadores aumentan a medida que 
este transcurre. De ese modo, el alcance temporal de la 
aglomeración puede considerarse como un componen-
te histórico. Se espera que las ciudades con mayores 
niveles de especialización crezcan más lentamente, lo 
que mostraría que las economías de urbanización son 
favorables al crecimiento de ellas. Henderson, Kuncoro 
y Turner (1995) señalan que las características de una 
ciudad pueden tener repercusiones en su crecimiento 
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de diversificación (aglomeración de diferentes sectores 
industriales). En primer lugar, la aglomeración genera 
externalidades del tipo Marshall-Arrow-Romer (Abdel-
Rahman y Anas, 2004) o economías de especialización. Las 
empresas pueden beneficiarse de un mercado de trabajo 
agrupado, que supondría una minimización de los costos 
de transacción y comunicación para las empresas de la 
misma industria. En segundo lugar, la aglomeración de 
diferentes sectores industriales genera diversidad, que a 
su vez favorece la fertilización de nuevas ideas. La noción 
de que la diversidad industrial contribuye directamente 
a las economías de aglomeración se atribuye a Jacobs 
(1969) y se denomina externalidad de tipo Jacobs-Porter 
o economías de diversificación.

Los efectos de las economías de aglomeración en la 
productividad y el crecimiento económico son objeto de 
varios estudios empíricos. Henderson (1986) examina los 
efectos relativos de la especialización y diversificación 
en la productividad de los Estados Unidos y el Brasil. La 
diversificación se mide por el empleo total en la ciudad, 
y la especialización por el empleo en una industria en 
particular. Los resultados ofrecen pruebas considerables 
respecto de las economías de especialización y ninguna 
evidencia de economías de diversificación. En un análisis 
del alcance geográfico de las economías de aglomeración, 
Rosenthal y Strange (2003) encuentran sólidas pruebas 
de especialización.

Al estudiar el grado de especialización del empleo 
de las ciudades, medido como la parte del empleo en una 
industria en particular, Henderson, Kuncoro y Turner 
(1995) analizaron los efectos de la especialización en 
el crecimiento de ocho industrias, de las cuales cinco se 
clasificaron como maduras y tres como de alta tecnología. 
Mientras que en el caso de estas últimas la especializa-
ción no tiene un efecto positivo en el crecimiento, este 
sí se observa con respecto a las primeras.

Estos autores analizan también la importancia 
de la diversidad para el crecimiento y, en este caso, el 
efecto en las industrias de alta tecnología es positivo. 
Rosenthal y Strange (2003) utilizan una medida de 
diversidad basada en un índice Herfindahl-Hirschman 
(ihh) y observan que la diversidad influye en el naci-
miento de nuevas empresas. Wheaton y Lewis (2002) 

identifican un premio salarial en las ciudades con mayor 
especialización relativa y más alta concentración del 
trabajo en una industria. Este resultado se relaciona con 
el hecho de que el trabajo presenta fuertes economías 
de localización y la existencia de marcados incrementos 
en la especialización.

Con respecto al Brasil, Galinari y otros (2007) 
investigan la presencia de economías de aglomeración 
en el contexto urbano y la manera en que estas gravitan 
en los salarios urbano-industriales del país. Los autores 
observan que si bien la década de 1990 se caracterizó 
por profundos cambios institucionales, estos no fueron 
suficientes para mitigar la heterogeneidad salarial 
entre las diferentes regiones. Los mayores niveles de 
capital humano y concentración industrial resultaron 
positivos y significativos en la explicación del nivel 
salarial, mientras que la especialización resultó negativa 
y también significativamente relacionada. La simple 
aglomeración de empresas de un mismo ramo en una 
localidad no es condición suficiente para la genera-
ción de economías externas, por lo que los autores 
concluyen que en economías como la del Brasil la 
elevada especialización no puede entenderse como la 
existencia de estructuras competitivas y cooperativas 
que contribuirían a la existencia de economías de 
especialización.

Las repercusiones de las economías de aglomeración 
se reflejan tanto en el tamaño como en la heterogeneidad 
de las ciudades, conforme con los modelos de Abdel-
Rahman (1988) y Fujita (1988). Como se mencionó, las 
economías de escala proporcionan la razón principal 
para la existencia de las ciudades. Sin embargo, las 
economías resultantes de los insumos compartidos en la 
producción y el consumo y de los costos de transacción 
menores aumentan con la diversidad de las actividades 
económicas. Una ciudad más grande tendrá una mayor 
variedad de bienes de consumo e insumos de produc-
ción. Debido a que una mayor variedad incrementa la 
utilidad y el producto, las ciudades más grandes son más 
productivas y el bienestar de sus habitantes se acrecienta 
con el tamaño. Este resultado es verdadero si se trata de 
empresas monopolísticas y con competencia perfecta 
(Quigley, 1998).
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Este trabajo se basa en la Relación Anual de Informaciones 
Sociales del Ministerio del Trabajo y Empleo (rais/
mte), que abarca todo el país y contiene datos sobre 
el establecimiento empleador y el empleado a partir de 
los vínculos de empleo formalizados en un determinado 
año-base3.

Los datos sobre el empleo utilizados se refieren 
al número de empleos en las categorías desagregadas 
a nivel municipal por tipo de actividades económicas 
—dos dígitos de la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas (cnae). La información acerca de los in-
gresos medios del trabajador se refiere al conjunto de 
salarios mínimos de las ciudades. Los datos de salario 
mínimo real en los años analizados corresponden al 
Departamento Intersindical de Estadística y Estudios 
Socioeconómicos (dieese), mientras que los de educación 
dan cuenta del número de trabajadores con enseñanza 
básica, media y superior como porcentaje del total de 
trabajadores de la ciudad.

La principal ventaja de la base de datos de la rais/
mte es la elevada desagregación sectorial y geográfica 
de la información, que permite obtener y procesar 
directamente los datos desagregados a nivel municipal 
y en términos sectoriales. Además, presenta un grado 
bastante alto de uniformidad, que posibilita comparar 
la distribución de los sectores de actividad económica 
a lo largo del tiempo.

No obstante esas ventajas, la rais/mte presenta 
también algunos defectos. El primero de ellos atañe a la 
cobertura, pues incluye solo las relaciones contractuales 
formalizadas y carece de información sobre los trabaja-
dores informales, lo que representa un sesgo importante 
con respecto al mercado de trabajo real. Un segundo 
problema deriva de la utilización del método de autocla-
sificación de las propias empresas en la recolección de 

3 Esta sección se basa en el trabajo Identificação, mapeamento e 
caracterização estrutural de arranjos produtivos locais no Brasil del 
Instituto de Investigación Económica Aplicada (ipea) coordinado por 
Wilson Suzigan (ipea, 1996).

los datos primarios, dado que la institución recolectora 
no verifica la concordancia de los datos con la realidad. 
La autoclasificación puede tener efectos considerables 
en los casos de empresas con más de una planta cuyos 
representantes declaren el volumen de empleo en la 
misma unidad productiva, generalmente en la matriz, y 
de empresas con más de un producto que se encuadren 
solo en la actividad correspondiente a su producto prin-
cipal. El último defecto se relaciona con la naturaleza 
declaratoria de la rais, que puede provocar distorsiones 
en el análisis de pequeñas empresas o regiones menos 
desarrolladas, ya que el número de empresas no decla-
rantes es más elevado en esos casos.

Aquí se utilizaron los datos de la rais/mte sobre 
el empleo relativos a los años 1997 y 2007. El universo 
de análisis, conforme con la propuesta de trabajo y las 
características de la base de datos de la rais, se delimitó 
en dos niveles diferentes. Desde el punto de vista geo-
gráfico se utilizaron los municipios urbanos o ciudades 
de tamaño medio y grande, entendidos como aquellos 
con más de 50.000 habitantes, según el censo de 2000 
del Instituto Brasileño de Geografía y Estadística (ibge). 
Se trata de 524 ciudades de todos los estados del Brasil, 
que representan el 64% de la población de acuerdo con 
el mismo censo demográfico. Desde el punto de vista 
de la actividad económica se utilizó una desagregación 
sectorial, considerando los sectores industriales de trans-
formación de dos dígitos de la cnae/95. Estos sectores 
corresponden a las divisiones 15 a 37, cuya definición 
se detalla en el cuadro 1.

Los datos referentes al pib per cápita y a la distancia 
con respecto a la capital del estado de los diferentes 
municipios provienen de la base Ipeadata regional del 
Instituto de Investigación Económica Aplicada (ipea), 
mientras que los datos de la población corresponden 
al ibge4.

4 Los datos están disponibles en línea en www.ipeadata.gov.br y http://
www.ibge.gov.br/home/estatistica/populacao/ 

III
Descripción de los datos
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Para analizar la especialización y diversidad de la 
industria de transformación en las ciudades se deben 
especificar medidas adecuadas. Autores como Glaeser 
y otros (1992), y Henderson, Kuncoro y Turner (1995) 
miden el alcance industrial como la porción de empleo 
en una determinada industria. La forma más simple de 
medir la especialización de una ciudad en un determi-
nado sector consiste en dimensionar la participación de 
cada sector en el empleo local. Si sij es la porción de la 
industria j en la ciudad i, se puede definir el siguiente 
índice de especialización (ie):

		 IE si j ij= ( )max 	 (1)

Debido a que algunos sectores representan grandes 
porcentajes del empleo local, es aconsejable utilizar una 
medida relativa de especialización, dividiendo el índice 
local por el porcentaje que corresponde al sector en el 
empleo nacional. El índice de especialización relativa 
(ier) es:

		 IER s si j ij j= ( )max / 	 (2)

donde sj es la parte de la industria j en el empleo 
nacional.

Una medida común con respecto a la diversidad es el 
índice de Herfindahl-Hirschman inverso, que se obtiene 

Cuadro 1

Brasil: Clasificación Nacional de Actividades Económicas
(cnae), divisiones 15 a 37, año 1995

División 15 Fabricación de productos alimenticios y bebidas

División 16 Fabricación de productos del tabaco

División 17 Fabricación de productos textiles

División 18 Confección de prendas de vestir y accesorios

División 19 Preparación de cueros y fabricación de artefactos y artículos de cuero

División 20 Fabricación de productos de madera

División 21 Fabricación de celulosa, papel y productos de papel

División 22 Edición, impresión y reproducción de grabaciones

División 23 Fabricación de carbón, refinación de petróleo, elaboración de combustibles 

División 24 Fabricación de productos químicos

División 25 Fabricación de artículos de caucho y plástico

División 26 Fabricación de productos de minerales no metálicos

División 27 Metalurgia básica

División 28 Fabricación de productos de metal - excepto máquinas y equipos

División 29 Fabricación de máquinas y equipos

División 30 Fabricación de máquinas para oficina y equipos de informática

División 31 Fabricación de máquinas, aparatos y materiales eléctricos

División 32 Fabricación de material electrónico y de aparatos y equipos de comunicaciones

División 33 Fabricación de equipos de instrumentación para usos médico-hospitalarios

División 34 Fabricación y montaje de vehículos automotores, remolques y carrocerías

División 35 Fabricación de otros equipos de transporte

División 36 Fabricación de muebles e industrias diversas

División 37 Reciclaje

Fuente: Ministerio del Trabajo y Empleo (mte) del Brasil.

IV
Diversidad y especialización industrial 

en el Brasil
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por la razón entre uno y la sumatoria del cuadrado de la 
porción de cada sector en el empleo local. El índice de 
diversificación (id) está dado entonces por:

		 IDi ij
j

s= ∑1 2 	 (3)

Es importante corregir esta medida en virtud de las 
diferencias en las participaciones en el empleo sectorial 
a nivel nacional:

		 IDR s si ij j
j

= −∑1 	 (4)

El índice de diversificación relativa (idr) será 
mayor cuando la composición de actividades en la 
ciudad estudiada se refleje en el patrón de diversidad 
de la economía nacional. Cabe destacar que medidas 
de esta forma, especialización y diversificación no son 
exactamente opuestas y una ciudad puede ser consi-
derada especializada en un sector y diversificada en la 
generalidad de los sectores.

1.	 Especialización de las ciudades del Brasil

En el cuadro 2 se enumeran las ciudades más y menos 
especializadas del Brasil en 2007. En el caso de las menos 
especializadas, se presenta el índice de especialización 
relativa (ier) más alto entre todos los sectores. Entre las 

más especializadas, coexisten aquellas especializadas 
en sectores que dependen de recursos naturales como 
el tabaco, con otras especializadas en sectores intensi-
vos en capital como máquinas de oficina y equipos de 
informática, petróleo y otros equipos de transporte.

Otra característica de la especialización es la locali-
zación geográfica de los municipios más especializados. 
El 53% de los 100 municipios más especializados se 
encuentra en las regiones norte y nordeste del Brasil, 
que a su vez representan el 35% de los municipios 
urbanos. En el otro extremo figuran ciudades con ier 
bajo, pues ningún sector tiene un porcentaje de empleo 
mayor de 2,3 veces el porcentaje nacional para ese 
sector. Se debe aclarar que en las tres ciudades menos 
especializadas (en el sector de productos alimenticios 
y bebidas) el grado de especialización es alto, pero 
la especialización relativa es baja porque sigue un 
patrón similar a la especialización del país (en el caso 
de Viamão, por ejemplo, ese sector representa el 47% 
del empleo de la ciudad).

2.	 Diversificación

A continuación se presentan las ciudades más y menos 
diversificadas en la industria. Cabe destacar que 6 de 
las 10 más diversificadas son capitales de estados. De 
las 25 ciudades menos diversificadas, 20 pertenecen 
a las regiones norte y nordeste del Brasil. Las cinco 

Cuadro 2

Brasil: ciudades más y menos especializadas, 2007

Puesto Ciudad Sector
Índice de especialización 

relativa (ier)

1 Poá (sp) Productos textiles 458,70
2 Santa Cruz do Sul (rs) Productos del tabaco 168,65
3 Venâncio Aires (rs) Productos del tabaco 94,36
4 Angra dos Reis (rj) Otros equipos de transporte 72,30
5 Lagarto (se) Productos del tabaco 71,48
6 Ilhéus (ba) Máquinas para oficinas y equipos de informática 67,15
7 Vitória de Santo Antão (pe) Carbón, refinación de petróleo, elaboración de combustibles 47,52
8 Piedade (sp) Máquinas para oficinas y equipos de informática 43,27
9 Niterói (rj) Otros equipos de transporte 40,81

10 Patos (pb) Productos del tabaco 37,31
......... …………… …………………………. ………
521 Catanduva (sp) Máquinas y equipos 2,35
522 Guarulhos (sp) Artículos de caucho y plástico 2,31
523 Viamão (rs) Productos alimenticios y bebidas 2,27
524 Rondonópolis (mt) Productos alimenticios y bebidas 2,18
525 Mossoró (rn) Productos alimenticios y bebidas 1,96

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos de la Relación Anual de Informaciones Sociales del Ministerio del Trabajo y Empleo 
(rais/mte), 2007.
sp: São Paulo. rs: Rio Grande do Sul. rj: Río de Janeiro. se: Sergipe. ba: Bahia. pe: Pernambuco. pb: Paraíba. mt: Mato Grosso. rn: Rio Grande 
do Norte.
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menos diversificadas se detallan en el cuadro 3. Solo 
una ciudad, Angra dos Reis, que se encuentra entre 
las más especializadas, es también una de las menos 
diversificadas. Las ciudades más diversificadas (Belo 
Horizonte, Cuiabá, Recife, Salvador y Río de Janeiro) 
no presentan índices de especialización altos en ninguno 
de los sectores considerados.

Una de las características de la diversificación des-
tacada en la literatura es su relación con el tamaño de las 
ciudades (Duranton y Puga, 2000): las ciudades más grandes 
tienden a ser más diversificadas. En el gráfico 1 se presenta 
la relación entre el tamaño de la ciudad, medido sobre la 
base del empleo total, y el índice de diversificación relativa 
(idr) ya descrito. Se demuestra que, como se establece en 
la literatura, la variedad o heterogeneidad industrial racio-
naliza la existencia de áreas urbanas de mayor tamaño, que 
pueden obtener más ventajas de las economías de escala 
e indivisibilidades en la producción.

Si bien existe una correlación positiva entre el tamaño 
de la ciudad y el idr, esta relación no es relativamente muy 
marcada (0,58). Esto puede obedecer a que la mayoría 
de las ciudades tienen un gran componente de empleo 
en actividades cuyo producto no es comercializable. 
Otro factor que influye en el resultado es la existencia 

Cuadro 3

Brasil: ciudades más y menos 
diversificadas, 2007

Puesto Ciudad
Índice de diversificación 

relativa (idr)

1 Belo Horizonte (mg) 2,31
2 Feira de Santana (ba) 2,25
3 Londrina (pr) 2,16
4 Cuiabá (mt) 2,14
5 Recife (pe) 2,10
6 Salvador (ba) 2,01
7 Cascavel (pr) 1,99
8 Río de Janeiro (rj) 1,98
9 Campo Grande (ms) 1,89
10 Ribeirão Preto (sp) 1,84

......... .......................................... ..........................
521 Santa Cruz do Capibaribe (pe) 0,61
522 Russas (ce) 0,60
523 Paragominas (pa) 0,58
524 Ipirá (ba) 0,55
525 Angra dos Reis (rj) 0,55

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos de la Relación 
Anual de Informaciones Sociales del Ministerio del Trabajo y Empleo 
(rais/mte), 2007.
mg: Minas Gerais. ba: Bahia. pr: Paraná. mt: Mato Grosso. pe: Per-
nambuco.
rj: Río de Janeiro. ms: Mato Grosso do Sul. sp: São Paulo. ce: Ceará.
pa: Pará.

Gráfico 1
Brasil (ciudades seleccionadas): relación entre tamaño y diversidad, 2007
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de grandes ciudades bastante especializadas en relación 
con su tamaño, entre ellas Manaus (especializada en 
la fabricación de material electrónico y de aparatos 
y equipos de computación), y de ciudades pequeñas 
altamente diversificadas (Itajaí, São José y Palhoça en 
Santa Catarina). Este resultado es coherente con otras 

pruebas empíricas que muestran la manera en que las 
ciudades en el vértice de la jerarquía de tamaño se 
caracterizan por una estructura industrial diversifica-
da, mientras que las demás son más especializadas a 
medida que el tamaño disminuye (Abdel-Rahman y 
Anas, 2004).

V
Agrupación de los municipios brasileños según 

tamaño, especialización y diversificación

Mediante un análisis multivariante que tiene en cuenta 
la similitud de las respuestas, se procura determinar 
algunas características específicas de los componentes 
homogéneos dentro de la población de municipios 
heterogéneos y establecer grupos a partir de datos 
multivariados, como los índices de especialización, 
diversificación y tamaño de la ciudad, medidos según 
el empleo total en la ciudad.

El análisis multivariante comprende dos pasos: 
i)  seleccionar el algoritmo para agrupar los datos; y 
ii) seleccionar un criterio para elegir el número óptimo 
de grupos. Con respecto al primero, el método de k-
medias, que consiste en un algoritmo de agrupación 
propuesto por MacQueen en 1967, es el más conocido 
y aplicado. Este algoritmo requiere que los datos estén 
compuestos por variables numéricas, pues una parte del 
proceso se basa en el cálculo de las medias. El método 
de k-medias es una técnica no jerárquica para agrupar 
elementos por medio de un proceso más flexible, en 
el sentido de que un ítem asignado inicialmente a un 
grupo puede ser reasignado diversas veces en el curso 
del proceso de agrupación. En términos precisos el al-
goritmo k-medias consiste en —dado un conjunto de n 
puntos en el espacio real d-dimensional Rd y un número 
entero k— definir los k conjuntos de puntos en Rd que 
minimicen la distancia media cuadrada de cada punto 
al centroide del conjunto más próximo.

Este procedimiento consiste en asignar cada obser-
vación al grupo cuyo centroide presenta mayor similitud 
con el vector de valores observados. De manera simpli-
ficada, el procedimiento consta de tres pasos: i) dividir 
los elementos en k conglomerados iniciales; ii) asignar 
cada elemento al conglomerado cuyo centroide esté más 
próximo y recalcular el centroide del conglomerado que 

recibió el elemento y de la aglomeración que lo perdió, 
y iii) repetir el segundo paso hasta que ningún nuevo 
arreglo de los elementos sea posible.

En los procedimientos no jerárquicos es necesario 
especificar el número inicial de grupos y elegir, sobre 
la base de un criterio apropiado, el número óptimo de 
grupos. El criterio utilizado es el índice de Calinski y 
Harabasz (1974). En este procedimiento se supone como 
dada la cantidad de grupos k. A partir de ese número de 
grupos k, la base de datos se divide entre ese número y 
se realiza, aleatoriamente, una distribución equitativa 
de los puntos en cada grupo formado. Después de esta 
división en k grupos, se verifica a qué grupo pertenece 
cada punto a partir de la distancia entre el punto y el centro 
de cada grupo. El grupo que presenta la menor distancia 
recibe ese punto. Cuando un punto cambia de grupo se 
realiza un nuevo cálculo de su centro. Para formar los 
grupos, en el algoritmo se agrupan elementos de acuer-
do con su proximidad, sobre la base de dos premisas: 
obtener la máxima semejanza entre los elementos del 
mismo conglomerado y la máxima desemejanza entre 
conglomerados diferentes. Para seleccionar el número 
más adecuado de aglomeraciones dentro de la técnica de 
k-medias a partir de la matriz de datos de los atributos 
de un objeto, los autores proponen el siguiente índice, 
llamado índice ch:

	 cH = −
−

B n k

W k

*( )

* ( )1
	 (5)

donde n es el número de puntos y k es el número de 
grupos. Las matrices B y W se obtienen mediante las 
siguientes fórmulas:
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W X Xij i
j

n

i

K i

= −( )
==

∑∑
2

11
El valor de W es la su-

matoria de los cuadrados de las distancias de los 
puntos al centro del grupo al que pertenecen, donde 
Xij es el j-ésimo punto del grupo  i, Xi

 es el centro 
del grupo (media de los puntos al centro del grupo), 
y ni es la cantidad de puntos que están en el grupo i.

T X Xij
j

n

i

K

= −( )
==

∑∑
2

11

T es la sumatoria de los 

cuadrados de las diferencias de cada punto de toda la 
base de datos y el centro de toda la base, representado 
por X .

B T W n X Xi i
i

k

= − −( )
=
∑ 2

1  
El valor de B puede ob-

tenerse por la diferencia entre T y W, que es la sumatoria 
de los productos entre el número de puntos de toda la 
base y los cuadrados de las diferencias entre el centro 
de toda la base y el centro de cada grupo.

El modelo de selección heurística de Calinski y 
Harabasz consiste en efectuar dos pasos: i) determinar 
el valor del índice ch de todas las soluciones de grupos 
entre las que se desea elegir; y ii) seleccionar la solución 
con mayor índice ch.

Al considerar las tres variables señaladas, la 
aplicación del criterio de Calinski y Harabasz permitió 
establecer un número óptimo de dos grupos (véase el 
cuadro 4). Con estas dos aglomeraciones, la seudo-F de 
este criterio tiene un valor máximo de 407,66.

En el cuadro 5 se describen las características de las 
aglomeraciones obtenidas. La aglomeración 1 es la de 
mayor peso, pues comprende 355 de los 524 municipios 
de la muestra. Los 169 municipios restantes correspon-
den a la aglomeración 2. La aglomeración 1 presenta el 
mayor ier y el menor idr, y su tamaño con respecto al 
empleo total en la ciudad es 10 veces menor que el de 
la aglomeración 2. No obstante, las características de 
la aglomeración 2 denotan que incluso cuando existen 

sólidas pruebas de la existencia de una relación marcada 
y positiva entre diversificación, especialización y tamaño 
de la ciudad, esto no es así debido a la heterogeneidad 
de las ciudades en el Brasil, al coexistir en esta aglo-
meración los grandes centros urbanos del estado de São 
Paulo y todas las capitales de los estados, pero también 
ciudades más pequeñas cuyo patrón de industrialización 
es similar al de estas ciudades, entre ellas Simões Filho 
(Bahia), Araras (São Paulo), Colombo (Paraná), Pouso 
Alegre (Minas Gerais), Várzea Grande (Mato Grosso), 
y otras ciudades que si bien tienen un tamaño relativa-
mente grande, presentan un bajo nivel de diversificación 
y un alto grado de especialización, como por ejemplo 
Chapecó (Santa Catarina).

De este modo, es posible concluir que el análisis 
multivariante confirma la existencia de heterogeneidad 
y que esta no se explica solo por el tamaño de la ciudad 
—medido por el empleo total—, sino también por las 
características de la industria de la ciudad considerada. 
De esta forma, se vuelve necesaria la utilización de una 
metodología adecuada que capte la riqueza de los datos 
heterogéneos. En la sección siguiente se procede a definir 
y estimar una regresión para muestras finitas y otra que 
tiene en cuenta los cuantiles dentro de la distribución, 
que explicitan la heterogeneidad identificada por el 
análisis multivariante.

Cuadro 4

Criterio Calinski-Harabasz para determinar 
el número óptimo de grupos

Número de grupos Seudo-F Calinski-Harabasz 

2 407,66
3 369,39
4 363,39
5 332,32

Fuente: elaboración propia sobre la base de los resultados del análisis 
multivariante con el método de k-medias.

Cuadro 5

Características de las aglomeraciones

Aglomeración Frecuencia Peso Índice de diversificación relativa (idr) Índice de especialización relativa (ier) Tamaño

1 355 67,75 0,95 7,57 13 182 
2 169 32,25 1,26 5,81 149 266 

Fuente: elaboración propia sobre la base de los resultados del análisis multivariante con el método de k-medias.
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En esta sección se aborda el problema de estimar un 
modelo de regresión en conformidad con la hipótesis 
de que los datos se generan a partir de una función de 
densidad de muestras finitas, caracterizada por valores de 
parámetros diferentes para cada componente (o grupo) 
dentro de la distribución. Debido a que la estimación 
sobre la base de la hipótesis de densidad de probabi-
lidad simple puede producir parámetros sesgados, es 
preferible modelar la distribución estadística a partir 
de una mezcla de otras distribuciones, controlando así 
la heterogeneidad en la muestra.

En el análisis multivariante se demostró que existe 
heterogeneidad entre los municipios y que esta requiere 
un tratamiento particular de los datos. Para reforzar esa 
justificación se utiliza el criterio de información bayesiano, 
que permite establecer el mejor modelo para ajustar los 
datos comparando entre un modelo de mínimos cuadra-
dos ordinarios (un componente) y distintos modelos de 
muestras finitas (dos y tres componentes)5.

Mediante los análisis estadísticos tradicionales no 
se logra explicar la heterogeneidad no observada; en este 
caso, las diferencias individuales en cuanto a la respuesta 
respecto del salario medio de los municipios en relación 
con el tipo de industrialización que estos presentan. El 
modelo de muestras finitas permite estimar el efecto de 
la especialización y diversificación en el salario medio, 
teniendo en cuenta grupos de municipios que responden 
en forma diferente a la media.

¿Cómo reaccionan los municipios al tipo de espe-
cialización y diversificación que presentan? ¿Lo hacen 
de un solo modo o en forma diferente? ¿Cómo se puede 
estudiar su comportamiento en este último caso? ¿Es 
posible clasificar a los municipios en grupos dentro de 
los cuales se podrían hacer inferencias sobre el com-
portamiento común? Estas preguntas evidencian que el 
argumento sobre la heterogeneidad entre los municipios 
es de fundamental importancia para entender los efectos 
del tipo de industrialización (especializada/diversificada) 
en el nivel de salario medio.

El método más común para controlar la heteroge-
neidad en un panel de datos consiste en incluir variables 

5  En caso de rechazo del modelo de tres componentes, no es necesario 
analizar modelos de mayor cantidad de grupos. 

ficticias para controlar las diferencias entre los salarios 
medios, pero este control no se basa en diferencias de 
los efectos marginales de los regresores. Otra alternativa 
radica en encontrar grupos de observaciones para los cuales 
el proceso sea similar, pero este proceso requiere que se 
elijan a priori niveles de salario medio, e incluso de ese 
modo municipios con diferentes procesos de integración 
a la industria pueden convivir en el mismo grupo.

En contraste con estos enfoques, se propone una 
metodología basada en los datos para estimar múltiples 
procesos de crecimiento del salario medio. En los mo-
delos estimados los municipios se seleccionan a partir 
de semejanzas en sus distribuciones condicionales al 
proceso de crecimiento del salario medio.

Las aplicaciones del modelo de muestras finitas en 
econometría incluyen, entre otros, los trabajos seminales 
de Heckman y Singer (1984) (referente al mercado de 
trabajo); Deb y Trivedi (1997); y Bago D’Uva (2006) 
(respecto de la economía de la salud); Alfo, Trovato y 
Waldman (2008); Deb y otros (2009).

En el contexto del debate desarrollado, la utili-
zación del modelo de distribución de muestras finitas 
normales es un instrumento que permite, sobre la base 
de los datos de las variables de especialización y diver-
sificación industrial, determinar diferentes intensidades 
de respuesta de la variable endógena (ingreso medio del 
trabajador) sin tener que separar los grupos en forma 
arbitraria (por ejemplo, municipios grandes, medianos 
y pequeños).

La estrategia de estimación supone la evaluación 
del número de grupos que admiten los datos6. De ese 
modo, se verifica si los datos se ajustan mejor a una 

6  Para confirmar la heterogeneidad de las relaciones entre economías 
de aglomeración y productividad se estimó también un modelo de 
regresión cuantílica. Dentro de esta técnica, además de no requerir 
del supuesto básico de mínimos cuadrados de errores homocedásticos 
(o gaussianos), la información es mayor, pues permite estimar la 
distribución condicional de la variable dependiente por medio de los 
cuantiles de la distribución. Se puede obtener una regresión para cada 
cuantil de interés en contrapartida a mínimos cuadrados ordinarios 
(mco), que brinda solo la media de la distribución. Los resultados de 
la regresión confirman la heterogeneidad de los datos. Se presentan 
solo los resultados de la regresión de muestras finitas, porque se 
considera que este método trata mejor la heterogeneidad entre los 
grupos, caracterizada por la falta de linealidad y no por un proceso 
continuo de alteración entre las variables de interés. 

VI
Regresión para muestras finitas
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regresión de un componente (mínimos cuadrados ordi-
narios) o si es recomendable aplicar una regresión para 
muestras finitas, es decir, si el grado de heterogeneidad 
de los datos justifica una metodología diferenciada, que 
tenga en cuenta distintos grupos. De ser así, se deberá 
también determinar cuántos grupos admiten los datos 
dentro de la regresión de muestras finitas. Es necesario 
utilizar un criterio en que se seleccione el número de 
grupos adecuado a los datos, el criterio de información de 
Schwartz (bic), que se obtiene de la siguiente manera:

	 BIc l K N= − +2log( ) log( ) 	 (6)

donde L, K y N son los logaritmos de la probabilidad 
maximizada, el número de parámetros y las observa-
ciones, respectivamente. El modelo elegido es aquel 
con el menor valor del bic, considerando también que 
en algunos casos los componentes adicionales pueden 
mostrar simplemente valores atípicos en los datos.

El modelo de regresión de muestras finitas se define 
a partir de una familia de funciones de densidades pa-
ramétricas, como se explica a continuación (Khalili y 
Chen, 2007). Formalmente, Y es la variable-respuesta 
de interés y x x x xp= ( , ,..., )1 2

τ el vector de covariables 
que afectan Y y Ω Θ= ∈ × ∞{ }f y( ; , );( , ) ( , )θ φ θ φ 0  es 
una familia de funciones de densidad paramétricas de 
Y en relación con una muestra finita, donde Θ ⊂ ℜ  y φ 
es el parámetro de dispersión. Podemos decir, entonces, 
que ( , )x Y  sigue un modelo de regresión de muestras 
finitas de orden K si la función de densidad condicional 
de Y dada x tiene la siguiente forma:

	 f y x f y xk k k
k

K

( ; , ) ( ; ( ), )Ψ =
=

∑π φ0
1

	 (7)

c o n  0 1 2k kx h x k K( ) ( ), , , ....,= =τ β  y  p a r a 

Ψ = ( , , ..., , )β β φ π1 2  con β β β β τ
k k k kp= ( , , ..., ) ,1 2

φ φ φ φ π π π πτ= = −( , , ..., ) , ( , , ..., )1 2 1 2 1k K
ττ de modo 

que π k > 0  es π kk

K

=∑ =
1

1

La función densidad puede tomar diferentes formas 
paramétricas, entre ellas de los binomios normal y 
de Poisson, identificables bajo ciertas condiciones 
(Titterington, Smith, Markov, 1985). En este caso se 
utilizó la función normal.

El modelo de regresión para muestras finitas que ha 
de estimarse puede escribirse de la siguiente manera:

	
y ier idr

dist tam
ik k k ik k ik

k ik k ik

= + + +
+

α β β
β β

1 2

3 4 ++ +β5k ik ikedu u
	 (8)

donde yik es el ingreso medio del trabajador del muni-
cipio i en el componente k; αk es el intercepto para el 
componente k, ierik es el logaritmo del índice de espe-
cialización relativa para el municipio i en el componente 
k, idrik es el logaritmo del índice de diversificación 
relativa para el municipio i en el componente k, distik es 
el logaritmo de la distancia de la ciudad de la capital del 
estado, tamik es el tamaño de la ciudad, utilizando como 
valor sustitutivo el logaritmo de la densidad poblacio-
nal, eduik es la cantidad de trabajadores con enseñanza 
básica, media y superior como porcentaje del total de 
trabajadores de la ciudad, uik es el término de error cuya 
variancia σ ik

2 se supone normal y homocedástica dentro 
de los componentes, pero posiblemente heterocedástica 
entre componentes.

En el cuadro 6 se presenta el criterio de calidad 
de ajuste (bic) para los modelos: i) de un componente, 
que corresponde a una estimación de mínimos cuadra-
dos ordinarios (mco) considerando errores robustos, 
ii) de dos componentes y, iii) de tres componentes (que 
corresponden a estimaciones mediante un modelo de 
muestras finitas (mmf)). Debe recordarse que cuanto 
menor sea el valor del bic, mejor se ajustarán los datos 
al modelo probado.

Como se puede observar a partir de los resultados 
del cuadro 6, el criterio de información bic determina la 
elección de dos componentes. Otro criterio que confirma 
este resultado es que el tercer componente representa 
solo el 1% de los municipios, que además de ser poco 
representativo no conlleva ninguna diferencia en los 
coeficientes estimados. Este resultado concuerda también 
con el número de grupos estimados en el análisis multi-
variante mediante el criterio de Calinski y Harabasz.

Los resultados revelan que la heterogeneidad de 
los municipios supone una bimodalidad cuando se con-
sideran estas variables para realizar la regresión. Esta 
bimodalidad se encuentra también en otros estudios. Por 

Cuadro 6

Criterios de información de Schwartz (bic) 
para regresión de distintos números 
de componentes

Modelo bic

Mínimos cuadrados ordinarios - un componente 755,70
Modelo de muestras finitas - dos componentes 606,13
Modelo de muestras finitas - tres componentes 622,99

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos de la Relación 
Anual de Informaciones Sociales del Ministerio del Trabajo y Empleo 
(rais/met), 1997 y 2007, y de la Ipeadata del Instituto de Investigación 
Económica Aplicada (ipea).
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ejemplo, Laurini, Andrade y Pereira (2003) constatan la 
existencia de dos grupos de ingresos entre los municipios 
del Brasil en el período 1970-1996: un grupo de bajos 
ingresos, constituido por los municipios de las regiones 
norte y nordeste, y otro de altos ingresos, formado por los 
municipios de las regiones centro-este, sur y sudeste. El 
trabajo de Chein, Lemos y Assunção (2007) representa 
un avance en el estudio del desarrollo desigual dentro de 
regiones consideradas homogéneas. Los autores constru-
yen vectores de atributos a partir del análisis factorial de 
diferentes unidades territoriales. Los resultados confirman 
la alta concentración de zonas excluidas en el norte y 
el nordeste y la existencia de zonas que presentan otra 
dinámica dentro del mismo espacio. De la misma forma, 
los espacios de las macrorregiones más desarrolladas 
tampoco son homogéneos, pues dentro de ellas se ob-
servan regiones de menor desarrollo. La metodología de 
muestras finitas permite observar que incluso dentro de 
las regiones norte y nordeste existen algunos municipios 
que presentan características diferenciadas, y que otras 

ciudades pertenecientes a regiones de altos ingresos se 
insertan en el grupo de menor productividad, como se 
analiza a continuación.

Los resultados que figuran en el cuadro 7 correspon-
den a la regresión que tiene como variable dependiente 
el salario real medio por trabajador de cada municipio. 
Las economías de diversificación y especialización 
resultan positivas en todos los casos.

Dentro del grupo de menor salario real medio por 
trabajador (grupo 1) prevalecen las ciudades de las 
regiones norte y nordeste, mientras que Minas Gerais 
es el estado con más ciudades en este grupo entre los 
estados de las regiones sur y sudeste.

El grupo 2 corresponde al mayor salario real por 
trabajador (1.300 reales, considerando el valor del sala-
rio mínimo de 2007). El coeficiente de especialización 
relativa de este grupo es mayor que el coeficiente de 
diversificación y se observa un coeficiente de educa-
ción positivo y significativo. En el caso del grupo 1, 
las economías de diversificación resultan mayores y 

Cuadro 7

Brasil: estimación de regresión con muestras finitas 
para dos grupos de municipios, 1997 y 2007

Variable dependiente: ingresos medios reales del trabajador (y) mco Grupo 1 Grupo 2

Intercepto 3,5493a 4,4964a 3,2651a

(0,0641) (0,0964) (0,0959)

Índice de especialización relativa (ier) 0,0386a 0,0371 0,0646a

(0,0167) (0,0257) (0,0264)

Índice de diversificación relativa (idr) 0,2303a 0,4730a 0,0073
(0,0483) (0,0602) (0,0047)

Distancia de la capital –0,0420a –0,0510a –0,0494a

(0,0061) (0,0094) (0,0108)

Educación 1,8724a 0,1145 2,4574a

(0,0651) (0,1094) (0,0838)

Tamaño de la ciudad 0,0203a 0,0135b 0,0184c

(0,0057) (0,0075) (0,0084)

Proporción de la muestra (en porcentajes) 100,00 46,94 53,05

R² 0,5872

Media de y (en reales) 1 150,40 991,80 1 295,80

Número de observaciones 1 039 1 039

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos de la Relación Anual de Informaciones Sociales del Ministerio del Trabajo y Empleo 
(rais/met), 1997 y 2007, y de la Ipeadata del Instituto de Investigación Económica Aplicada (ipea).
Nota: Errores estándar robustos (entre paréntesis).

a	 Significativo a nivel del 1%.
b	 Significativo a nivel del 10%.
c	 Significativo a nivel del 5%.
mco: Mínimos cuadrados ordinarios.
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significativas, mientras que el coeficiente de trabaja-
dores con educación formal como porcentaje del total 
de trabajadores no es significativo.

Es interesante destacar que la importancia de la 
especialización y la diversificación se invierte en los 
dos grupos: la diversificación es relevante cuando los 
ingresos son menores, mientras que la especialización es 
significativa en el grupo de mayores ingresos. Esto podría 
explicarse porque la especialización en los niveles de 
ingresos bajos probablemente tiene lugar en actividades 
de escaso contenido tecnológico y con poca capacidad de 
generar aprendizaje. En este sentido, la incorporación de 
actividades nuevas supondría un cambio estructural hacia 
actividades más intensivas desde el punto de vista de las 
capacidades. Por el contrario, es probable que cuando los 
ingresos sean más elevados las actividades ya tengan un 
mayor contenido de conocimientos y el aprovechamiento 
de los más altos rendimientos mediante la especialización 
produzca las mayores repercusiones.

Se confirma la bimodalidad encontrada en otros 
estudios, generalmente vinculada a la dicotomía entre el 
norte-nordeste y el sur-sudeste en el Brasil. No obstante, 
esta dicotomía se rompe en el caso de las ciudades que 
pertenecen a una región pobre o rica, pero no presentan el 
mismo patrón de esa región. Por ejemplo, en el estado de 
Minas Gerais, de la región sudeste, se encuentran varias 
ciudades que corresponden al grupo 1 (relativamente más 
pobre), mientras que algunas ciudades de las regiones 
norte y nordeste (sobre todo las capitales de los estados 
y otras ciudades como Camaçari, Coari y Manacapuru), 
pertenecen al grupo 2 (relativamente más rico).

El tamaño de la ciudad presenta el signo esperado. 
El mayor tamaño se relaciona con salarios reales más 
elevados y esto ocurre debido al aprovechamiento de ambos 
tipos de economías de aglomeración, ya sea mediante 
los mayores encadenamientos industriales (economías 
de diversificación) o por el mejor funcionamiento de la 
relación de búsqueda y emparejamiento en el mercado 
de trabajo, dado que la mayor escala estimula a los tra-
bajadores a especializarse en cierto tipo de actividades 
(economías de especialización).

Cabe destacar el diferencial de los coeficientes 
de educación de los dos grupos. En el primer grupo 
el número de trabajadores educados formalmente 
(como porcentaje del total de trabajadores) no tiene 
una influencia significativa en el salario pagado. Por 
el contrario, en el segundo grupo de trabajadores 
relativamente mejor pagados, el coeficiente es muy 
significativo (t = 29,32). Esto ratificaría que la inversión 
en educación es una forma de aumentar la productividad 
del trabajo, que a su vez generará un círculo virtuoso de 

mayor productividad —mayores rendimientos— mayor 
consumo —mayor desarrollo local— mayor desarrollo 
nacional. Sin embargo, para que estas inversiones se 
concreten es necesaria la existencia de capital físico 
complementario al capital humano, de manera de 
mantener a los trabajadores en el municipio después 
de formados. La insignificancia estadística en el primer 
grupo puede reflejar una baja complementariedad para 
los trabajadores más calificados, que los conduciría a 
emigrar a regiones con mayores complementariedades 
y, por ende, oportunidades.

Los resultados de la estimación de mínimos cua-
drados ordinarios confirman los hallazgos de Galinari 
y otros (2007), quienes sugieren que las ciudades con 
alta concentración industrial sin una marcada espe-
cialización productiva están sujetas a externalidades 
de escala de urbanización, pero que las economías de 
especialización no se presentan o son muy débiles. De 
acuerdo con los autores, este último resultado indica que 
la aglomeración de empresas del mismo ramo en una 
localidad no es condición suficiente para la generación 
de economías externas. Si bien esta afirmación es cierta 
con respecto al 60% de los municipios de la muestra 
de este trabajo, al considerar la estimación de muestras 
finitas las economías de especialización están presentes 
y son positivas y significativas en la explicación del 
nivel de ingresos medios de los trabajadores y del pib 
per cápita de los municipios restantes. De ese modo, 
un método de estimación en que se tiene en cuenta la 
diversidad de la muestra puede ayudar a identificar 
influencias de las variables que no son captadas por 
otros métodos.

La existencia de economías de especialización con-
cuerda con el resultado obtenido por Wheaton y Lewis 
(2002), que muestran que el empleo presenta marcados 
aumentos de especialización. Los autores encuentran 
también poca evidencia de economías de diversificación, 
que es el resultado de nuestro grupo 2, al que corres-
ponde el mayor salario real medio del trabajador. En 
este grupo se destacan las grandes metrópolis como São 
Paulo, Río de Janeiro, Belo Horizonte, Porto Alegre, 
Curitiba y otras capitales menores que presentaron 
un gran dinamismo en el período de referencia, como 
Palmas (Tocantins) y Rio Branco (Acre), pero también 
ciudades medianas cuyo fortalecimiento se refleja en 
el proceso de desconcentración de la producción y de 
la población en el territorio nacional, como es posible 
observar en el trabajo de ipea/ibge/unicamp (2002). 
En este grupo se pueden citar las grandes ciudades de 
São Paulo, Florianópolis (Santa Catarina), Maringá 
(Paraná), Londrina (Paraná), Canoas (Rio Grande do 
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Sul), Caxias do Sul (Rio Grande do Sul), entre otras. 
Pertenecen a este grupo las ciudades del petróleo como 
Macaé (Río de Janeiro) y Coari (Amazonas) y ciuda-
des con integración productiva entre la industria y el 
sector agropecuario como Uberlândia (Minas Gerais), 
São José do Rio Preto (São Paulo) y Rondonópolis 
(Mato Grosso)7.

En síntesis, se encontraron dos patrones diferentes en 
la relación entre economías de aglomeración y salario del 
trabajador con respecto a los 524 municipios de la muestra. 
El primer grupo corresponde a los municipios de salario 
medio más bajo por trabajador, respecto de los cuales 
las economías de especialización son poco importantes, 
lo que evidenciaría la existencia de aglomeraciones pro-
ductivas poco sofisticadas y de encadenamientos débiles, 
pero que se compensan al aprovechar las economías de 
diversificación. Tales municipios podrían adscribirse a 
un modelo de país en desarrollo. El segundo grupo lo 
integran municipios de salarios medios más elevados, 
que corresponden a un modelo de país desarrollado, con 
economías de especialización positivas y significativas 
y débiles economías de diversificación. Este resultado 
puede evaluarse a la luz de los resultados del modelo 

7  Véase un análisis de esta integración en Lemos y otros (2003).

de Mori y Turrini (2005). Los autores muestran que, en 
la localización de los trabajadores, las configuraciones 
simétricas no pueden ser estables y la desigualdad 
regional es inevitable. Los trabajadores relativamente 
más habilidosos se establecen en lugares con mayores 
ingresos agregados y habilidades, mientras que aquellos 
con menores habilidades relativas permanecen en las 
otras ciudades. De ese modo, las desigualdades entre las 
regiones se traducen en desigualdades en las habilidades 
entre las personas.

La poca significación del coeficiente de diversi-
ficación relativa en el 40% de los municipios pone en 
evidencia la necesidad de diferenciar entre economías 
de diversificación basadas en “variedad relacionada” y 
“variedad no relacionada” (Frenken, Van Oort y Verburg, 
2007). Si existen complementariedades entre sectores 
en términos de competencias compartidas, las externa-
lidades resultarán en efectos indirectos de conocimiento 
y crecimiento posterior. Esas complementariedades se 
captan mediante la noción de variedad (diversificación) 
relacionada, mientras que no se esperan efectos indi-
rectos de conocimiento en regiones donde prevalece la 
variedad no relacionada.

VII
Observaciones finales

El objetivo principal de este texto era analizar la re-
lación entre las economías de aglomeración de tipo 
Marshall-Arrow-Romer (economías de localización o 
especialización) y de tipo Jacobs-Porter (economías de 
urbanización o diversificación) y la productividad del 
trabajo en las ciudades, medida por el salario medio de 
los trabajadores. Para ello se presentaron, en primer lugar, 
algunas características del proceso de especialización y 
diversificación relativa en la industria de transformación 
de 524 municipios urbanos del Brasil, construyendo 
medidas de especialización y diversificación para los 
años 1997 y 2007. De acuerdo con lo establecido en la 
literatura teórica y empírica, los resultados mostraron 
que la diversificación está relacionada con el tamaño 
de la ciudad.

En segundo lugar, estos municipios se clasificaron en 
conjuntos homogéneos en cuanto al tipo de aglomeración 

industrial presentada. Para ello se utilizó un enfoque 
multivariado, considerando conjuntamente estos índices 
y el tamaño de los municipios a partir del análisis de k-
medias. La aplicación del criterio de Calinski y Harabadz 
determinó el establecimiento de dos grupos, que justifica 
la utilización de una metodología adecuada para captar 
la heterogeneidad de los municipios brasileños.

En la secuencia se probó empíricamente la relación 
entre de los índices de especialización y diversificación 
industrial y una medida de productividad (salario medio 
del trabajador) para conocer el efecto de las economías 
de aglomeración en el desarrollo. La utilización de 
regresiones que tienen en cuenta la heterogeneidad de 
los datos y la influencia diferenciada de las variables 
explicativas en la dependiente presenta una posible 
ventaja con respecto a las metodologías tradicionales 
en lo atinente a la identificación de municipios que, 
aun perteneciendo a estados, meso y microrregiones 
diferentes, presentan características similares en cuanto 
al patrón de aglomeración en el que se inscriben y en 
las consecuencias económicas de este patrón. En este 
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contexto se estimaron regresiones que consideran mues-
tras finitas dentro de la distribución.

Los resultados de la regresión para muestras finitas 
confirman la dualidad entre las regiones norte-nordeste 
y sur-sudeste ampliamente estudiada en otras investi-
gaciones. Sin embargo, esta dualidad debe analizarse 
tomando en cuenta que algunas ciudades no siguen 
la misma dinámica de la región a la que pertenecen. 
Esta dualidad presenta otra característica importante 
con respecto al aprovechamiento de las economías de 
aglomeración para el desarrollo. Los resultados permi-
ten distinguir dos grupos de municipios. El primero de 
ellos corresponde a los municipios de menor salario 
medio por trabajador, en los que las economías de 
especialización son poco significativas. Esto denotaría 
la existencia de aglomeraciones productivas de escasa 
sofisticación y de encadenamientos débiles, pero que en 
compensación aprovechan las economías de diversifica-
ción. Estos municipios se inscribirían en un modelo de 
país en desarrollo. El segundo grupo corresponde a los 
municipios de salarios medios más altos y se inscribiría 
en un modelo de país desarrollado, con economías de 
especialización positivas y significativas y economías 
de diversificación débiles o negativas.

En el trabajo se evidencia que en los casos de ingre-
sos más bajos las políticas en favor de la profundización 
productiva son más importantes. En efecto, cuando 
la estructura de la producción está muy concentrada 
en actividades poco intensivas en conocimientos, el 
mejoramiento de esa estructura es fundamental para 
promover el aumento de los ingresos. La transforma-
ción de las economías de diversificación en economías 

de especialización y la inserción de los municipios en 
procesos de desarrollo más dinámicos pasa por el re-
conocimiento de las posibilidades productivas locales 
y una orientación de las políticas públicas hacia estos 
sectores de mayor dinamismo.

Sería aconsejable implementar políticas que 
estimulen el establecimiento de nuevas actividades 
y la creación de vínculos que creen relaciones ascen-
dentes y descendentes en la cadena productiva. Por 
otra parte, los municipios de ingresos más elevados 
se beneficiarían más de políticas que fortalezcan 
la especialización en las actividades dinámicas ya 
existentes —pues aceleran los avances a lo largo de 
las curvas de aprendizaje. En esos casos, las políti-
cas destinadas a crear capacidades tecnológicas y de 
apoyo concentradas en esas actividades dinámicas 
desempeñarían un papel más relevante.

La política industrial ha evolucionado para incluir 
cada vez más la interacción de variables relativas a la 
oferta y la demanda tecnológica, haciendo hincapié 
en la interacción entre el cambio estructural y el papel 
de las instituciones (públicas y privadas) de ciencia y 
tecnología. En el caso de los municipios más pobres, de 
nada serviría dar un fuerte apoyo a la oferta si no tiene 
lugar un cambio paralelo en las actividades productivas 
que redefina la intensidad de la demanda tecnológica. 
En el caso de los municipios de mayores ingresos, en 
cambio, el fortalecimiento de la oferta puede desem-
peñar un papel más importante, puesto que ayudaría a 
fortalecer la especialización superando restricciones en 
las capacidades existentes en sectores que naturalmente 
requieren mayores conocimientos.
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En el presente artículo se analizan las estrategias de desplazamiento 

de la producción de empresas de la aglomeración productiva (cluster) 

de calzados del Vale do Sinos, en Rio Grande do Sul, ante las presiones 

competitivas provenientes de otras regiones del mundo, especialmente 

de Asia. La hipótesis que se plantea aquí es que al actuar el sector 

en un patrón de competencia en que el precio del calzado era 

su principal atributo, los factores que influyeron más directamente 

en esa variable —como son salarios, tasa de cambio e incentivos 

fiscales y financieros— afectaron a su distribución espacial. En las 

principales conclusiones del estudio se indica que, desde 1990, se está 

produciendo un desplazamiento territorial de la producción de calzados 

en suelo brasileño, así como un cambio en las empresas en procura de 

otros atributos de competitividad.
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I
Introducción

Desde mediados de 1990, las industrias del calzado, de 
muebles, de confecciones y otras actividades de la econo-
mía brasileña vienen afrontando una intensa competencia 
internacional. Las características del medio competitivo 
que afectan con mayor fuerza a esos sectores produc-
tivos son la globalización de los mercados, las nuevas 
formas de competencia y, particularmente importante 
para el caso en estudio, la presencia de competidores 
provenientes de otras regiones del mundo, especialmente 
de Asia, que presentan condiciones de competencia más 
favorables en términos de costo y oferta de mano de 
obra. El objetivo del presente trabajo es investigar las 
estrategias de desplazamiento de la producción fabril 
de empresas del arreglo productivo de calzados del 
Vale do Sinos, en Rio Grande do Sul, para hacer frente 
a esta situación. La hipótesis aquí desarrollada es que 
al actuar este sector en un patrón de competencia cuyo 
principal atributo era el precio del calzado, los factores 
que influyeron más directamente en ese atributo —vale 
decir, salarios, tipos de cambio e incentivos fiscales y 
financieros— afectaron a la dirección de su localización 
espacial. Actualmente, se promueve en el sector un cambio 
de dirección hacia otros atributos de competitividad 
que no se relacionen solo con los costos. Pese a ello, 
la búsqueda de regiones favorables en que se puedan 
obtener mejores costos de producción seguirá siendo 
la base para la toma de decisiones empresariales en el 
sector, sobre todo en aquellas empresas que continúan 
produciendo grandes volúmenes.

La metodología utilizada en este trabajo consiste 
en la revisión de la literatura teórica sobre las ventajas 
competitivas de la producción en complejos productivos 
locales, de la literatura empírica sobre la industria del 
calzado, especialmente aquella referida al Vale do Sinos, 
y de informaciones estadísticas oficiales sobre empleo y 
exportaciones vinculadas a la industria del calzado. Estos 
datos se complementan con informaciones periodísticas 
relacionadas con empresas del sector que desplazaron 
geográficamente unidades de producción.

Desde mediados de la década de 1990, la industria 
del calzado en el Brasil muestra un desempeño oscilante 
en cuanto a la producción y el empleo, lo que guarda 
estrecha relación con las variaciones cambiarias. La 
política de estabilización de la economía brasileña 
implementada a partir de julio de 1994 —el llamado 
Plan Real—, que se centra en el control de la inflación 
mediante una política monetaria y cambiaria, produjo 
períodos de apreciación del tipo de cambio, como los 
ocurridos en los períodos 1994-1999 y 2004-2008, 
con efectos letales sobre el rendimiento de aquellos 
sectores en los que el precio del producto es uno 
de sus principales atributos de competitividad en el 
mercado. A este escenario se suma la presencia de 
competidores internacionales en los mercados, sobre 
todo de aquellos provenientes del continente asiático, 
que disponen de oferta de mano de obra abundante y 
barata. El resultado de esa sumatoria es una presión 
competitiva que dificulta cada vez más la superviven-
cia de las empresas brasileñas en los mercados, cuya 
fuente de competitividad radica únicamente en los 
costos de producción.

La premisa del trabajo consiste en que diversos 
segmentos de la industria del calzado, ubicados en Rio 
Grande do Sul y en otras regiones del Brasil, encontra-
rán crecientes dificultades al competir en los mercados 
externos, teniendo como única base los precios de sus 
productos, por lo que deberán desarrollar otros atributos 
de competitividad. No obstante, mientras la industria no 
desarrolle nuevas capacidades, la competencia basada en 
el precio la obliga a desplazar sus actividades a regiones 
que ofrezcan condiciones de producción con menores 
costos. Entre esas regiones se destacan, desde media-
dos de los años noventa, el noreste brasileño y, en esta 
primera década del siglo XXI, otros países, incluidos 
los de la región asiática.

El trabajo comprende la presente introducción y 
tres secciones. En la sección II se exponen los concep-
tos y relaciones teóricas que organizarán el material a 
discutir. Se procura destacar dos aspectos: en primer 
lugar, el concepto de aglomeración productiva local 
a partir de la fructífera discusión sobre los distritos 
industriales, identificando las dimensiones estructurales 
que conducen a un mejor desempeño, especialmente 
la proximidad geográfica, según explicita la idea de 
competitividad considerada como desarrollo de la 

 Este trabajo fue presentado, con algunas modificaciones, en el XIII 
Encuentro Nacional de Economía Política, promovido por la Sociedad 
Brasileña de Economía Política (sep), y en el Centro de Ciencias Sociales 
Aplicadas de la Universidad Federal de Paraíba, en João Pessoa, pb, 
del 20 al 23 de mayo de 2008. El autor agradece los comentarios y 
sugerencias de un árbitro anónimo de la Revista cepal.
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aglomeración de empresas. La sección III aborda la 
evolución de la aglomeración productiva de la indus-
tria del calzado del Vale do Sinos con respecto a su 
desempeño y al ajuste realizado en su localización. 
Al inicio, la actividad se caracteriza en términos de 
estructura empresarial, ubicación en territorio brasileño 
y evolución en el empleo y en las exportaciones. Luego, 

se presentan las acciones promovidas por el cluster 
para su adaptación al nuevo ambiente competitivo, 
producto de la política macroeconómica brasileña y 
de la presencia de competidores con costos de pro-
ducción más favorables en sus mercados de actuación. 
La sección IV entrega un resumen de los principales 
resultados del estudio.

II
Organización industrial y competitividad

A partir de la década de 1970, logró consenso en la lite-
ratura económica y entre los encargados de formulación 
de políticas la idea de que el desempeño económico no 
estaría vinculado solo a la producción en gran escala o a 
los bienes estandarizados y no relevantes para la región 
donde se realizaba la producción. Hasta ese momento, 
en regiones con un relativo atraso se intentaba imitar 
las “prácticas óptimas” de los países desarrollados por 
medio de la estrategia de sustitución de importaciones. 
La crisis del modelo “fordista” y la exitosa experiencia 
de diferentes regiones del mundo, como la de la llamada 
Tercera Italia (Emilia-Romagna, Veneto, Toscana, Marche, 
entre otras localidades), que alcanzaron un crecimiento 
económico sobre la base de pequeñas empresas cercanas 
geográficamente y de la flexibilidad en la producción de 
bienes diferenciados en pequeños lotes, mostraron que 
el crecimiento económico podría alcanzarse de igual 
manera aprovechando las particularidades locales de 
las regiones y la forma en que se organiza su actividad 
económica.

En el ámbito teórico se procuró rescatar la contri-
bución de Alfred Marshall (1842-1924), quien postula 
que la configuración de la organización industrial, con 
empresas aglomeradas territorialmente, es capaz de gene-
rar ganancias eficientes similares a las de las economías 
internas de la firma. Mediante un proceso de división 
social del trabajo, las pequeñas empresas —que se bene-
fician del mercado de trabajo local y de otras economías 
de conglomeración— también podrían, mediante la 
especialización productiva, desempeñar eficientemente 
la actividad económica (Marshall, 1982).

Piore y Sabel (1984), en su célebre libro The Second 
Industrial Divide, afirman que la experiencia italiana 
constituye un ejemplo de un nuevo modo de organiza-
ción industrial, la especialización flexible, con la que 
se pueden sortear los límites de la expansión económi-
ca que supone el modelo de producción en masa. Sin 

embargo, fueron los economistas italianos (Becattini, 
1992; Bagnasco, 1999; y otros) quienes, sin duda, se 
dedicaron con mayor ahínco al concepto marshalliano de 
distrito industrial, incorporando la dimensión social en la 
explicación del desempeño económico.1 La combinación 
de comunidad y empresas sería un factor distintivo en 
aquellas situaciones en que existe una aglomeración 
accidental de empresas independientes que actúan de 
manera atomizada, aunque vinculadas a una misma 
actividad económica (Becattini, 1992 y 1999).

Para constituir esa forma particular de organización 
industrial, la “población de empresas” debe articularse 
especializándose en una etapa o en algunas etapas de 
los procesos de producción del ramo o sector industrial. 
Además del producto principal, este ramo o sector 
industrial incluye —en su sentido más amplio— a 
aquellas otras actividades con que se producen má-
quinas y equipos de insumos y materiales, entre otras, 
consideradas “auxiliares” para utilizar la expresión de 
Marshall. En conexión con el complejo productivo de 
empresas, debe existir un sistema de valores e ideas 
ligado a la ética, la práctica de la reciprocidad, la familia 
y a otras características de convivencia social que se 
convertirían en condición de reproducción del distrito, 
además de un sistema de instituciones que abarque, más 
allá del mercado y de las propias empresas, la escuela, 
los sindicatos, los partidos políticos y las asociaciones 
culturales, entre otras (Becattini, 1990 y 1992). En este 
sentido, es posible encontrar otras referencias para el 
término “distrito industrial”, como la difundida bajo la 
denominación de aglomeración productiva local.2

1 No se puede dejar de mencionar el fructífero trabajo de Granovetter 
(2001), quien introdujo la noción de enraizamiento (embeddedness) 
social. 
2 Esa es la expresión difundida en la literatura sobre la materia y 
de la que se derivan otras expresiones que muchas veces se utilizan 
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Entre los beneficios analíticos del concepto de 
distrito industrial, difundido a partir de estos estudios, 
está el de concebir a la pequeña empresa como una 
entidad que también es capaz de producir crecimiento.3 
Sin embargo, ello no significa contradecir la idea de que, 
en sí, ese tamaño de empresa conlleva limitaciones, sino 
que, como lo señalan Sengenberger y Pyke (1991), tales 
limitaciones pueden mitigarse o superarse cuando las 
empresas de menor tamaño conviven con otras en proxi-
midad geográfica en lugar de actuar aisladamente.

En el ámbito de la política pública las implicancias 
no fueron menores. El foco de la política, elaborada de 
un modo general en la órbita nacional, se centraba en 
las grandes empresas o en el constreñimiento de deter-
minados sectores para impulsar el crecimiento. Pero 
ello experimenta un cambio con la incorporación de la 
pequeña empresa como objeto de atención. No obstante, 
el interés en la pequeña empresa siempre estuvo pre-
sente en los objetivos de las acciones gubernamentales, 
aunque los instrumentos eran dirigidos a la empresa 
como ente individual. Lo novedoso ahora es que esas 
políticas se orientan a la aglomeración de empresas y 
a su entorno productivo. De ese modo, el concepto de 
distrito industrial se mostró útil para el abordaje de la 
pequeña empresa, ya que se incorporó en las políticas 
industriales y tecnológicas de los países.4

Un punto para destacar es el hecho de que si una 
empresa está ubicada en una aglomeración productiva 
local, esto constituye de por sí un factor positivo para 
su desempeño competitivo, sobre todo en aquellas 
empresas de menor tamaño. La localización en esas 
redes organizacionales permite a las pequeñas empresas 

de manera intercambiable. Entre las más frecuentes se destacan, 
además del término “distritos industriales” propiamente dicho: 
aglomeraciones productivas locales, sistemas locales de producción, 
clusters y redes de empresas. A pesar de que con palabras distintas 
se intenta expresar contenidos diferentes, generalmente con tales 
denominaciones se procura designar agrupamientos de empresas en 
cercanía geográfica, relacionadas entre sí y conectadas también con 
otros actores locales. 
3  Para una presentación de diferentes aportes al tema de la aglome-
ración de empresas, véase Suzigan (2006).
4 Por ejemplo, como sucedió en Italia con la ley 317/91 (Mistri, 
1999). En el caso del Brasil, en la política industrial de 2004 se 
incluye explícitamente el concepto de aglomeración productiva 
local. Este concepto se utiliza también para orientar las acciones de 
instituciones que trabajan con la pequeña empresa, como el Servicio 
Brasileño de Apoyo a las Micro y Pequeñas Empresas (sebrae). En 
el material impreso de divulgación de las acciones de este servicio 
para el sector del cuero y calzado del estado de Rio Grande do Sul 
consta explícitamente que, desde 2003 y de acuerdo con las orienta-
ciones del sebrae nacional, la actuación del sebrae de Rio Grande 
do Sul pasó de un abordaje de solución individual para sus clientes a 
la progresiva atención de las necesidades y oportunidades en forma 
colectiva, respetando las diferencias regionales.

superar sus deficiencias inherentes de tipo gerencial, 
financiero y tecnológico, entre otras, que muchas veces 
imposibilitan su supervivencia en los mercados al actuar 
individual y aisladamente. La división del trabajo 
practicada en los distritos industriales permite que los 
emprendedores se aventuren en actividades económicas 
con poco capital, pues la especialización por etapas del 
ciclo de producción o en determinados componentes del 
producto requiere, obviamente, menos capital que una 
planta integrada. Generalmente, el propio surgimiento 
de esos emprendimientos se produce por iniciativa de los 
residentes del lugar. Se trata, como menciona Marshall, 
de la “atmósfera industrial” allí existente que genera las 
condiciones para esos aventureros: “Los secretos de la 
profesión dejan de ser secretos y, por decir así, se los 
suelta al aire (…)” (Marshall, 1982, p. 234).

Para Sorenson y Audia (2000), los lazos que se 
establecen en el lugar y el conocimiento tácito de los 
negocios, entre otros factores, explican por qué los 
sectores industriales continúan concentrados geográ-
ficamente a lo largo del tiempo. Mucho más que a los 
beneficios vinculados a la existencia de materias primas, 
a la producción y a la distribución en ciertas localidades, 
la persistencia local de actividades —mediante la mayor 
cantidad de aperturas de nuevos emprendimientos en 
comparación con los fracasos— se debe a las oportuni-
dades empresariales que se les abren a los residentes en 
el lugar, como los empleados que comienzan su propio 
negocio y que dificultan el acceso a forasteros (outsi-
ders). Los habitantes del lugar dispondrían de un activo 
adicional, el llamado “capital social” (Bourdieu,1998; 
Coleman, 1988; Putnam, 1996) que es inherente a la 
localidad y, por ello, dificulta el ingreso de forasteros 
a tales actividades.

Algo que merece atención en lo referente a los 
estudios de los distritos industriales es que ese tipo de 
organización productiva deviene del proceso de desarrollo 
natural y muestra elementos propios de la idiosincrasia 
de las localidades. Estos elementos no nacen de acciones 
deliberadas, aunque se puedan emprender acciones para 
impulsar y consolidar estructuras ya establecidas. El ca-
rácter histórico del desarrollo de los distritos industriales 
está, en un plano espacial, en la raíz de su diversidad 
estructural y, en un plano conceptual, en la base de las 
controversias acerca de sus propiedades.

Desde luego, cabe notar que el concepto posee un 
contenido más empírico que teórico (Bianchi, 1998). Las 
mismas dimensiones estructurales y de desempeño se 
pueden presentar con características propias en distritos 
diversos y entre aquellos que producen productos aná-
logos, pero que están ubicados en diferentes regiones 
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(Altenburg y Meyer-Stamer, 1999; Paniccia, 1998), lo 
que da cierta indeterminación al concepto (McNaughton, 
2000). Existen distritos cuya estructura productiva es 
comandada por pequeñas empresas, como sucede en la 
experiencia italiana (Becattini y Rullani, 1996). En otros, 
la presencia de grandes empresas es un factor gravitante 
en el empleo y en las ventas al mercado externo, como 
es el caso de la industria del calzado del Vale do Sinos. 
Asimismo, existen aquellos cuya competitividad se basa 
en la disponibilidad de recursos abundantes o de mano 
de obra barata, mientras otros muestran productos con 
particularidades locales, trabajo calificado y alto valor 
agregado (Sengenberger y Pyke, 1991). Otro punto 
que mereció la atención de los estudiosos se refiere a 
la posibilidad de reproducir los distritos industriales. 
Debido a que son resultado del desarrollo histórico, 
sus características no se repetirían necesariamente en 
espacios geográficos y en períodos diferentes. Esa es una 
restricción, incluso para las implicancias de la política 
pública, señalada por Amin (1994) y minimizada por 
otros (Ripoll, 1999).

Un tema relevante y aún abierto a discusión es el 
que atañe a la dinámica evolutiva de esas redes organi-
zacionales, así como a las trayectorias de las empresas 
individuales allí existentes. Los cambios en los estándares 
de la demanda final debido al producto del distrito, las 
innovaciones tecnológicas, la disponibilidad y el precio 
de los recursos y de la mano de obra, el propio ritmo 
de acumulación de capital de las empresas individuales 
y el surgimiento de nuevos espacios geográficos cuyas 
condiciones productivas son favorables, entre otros 
factores, modelan y modifican la configuración asumida 
por determinada aglomeración de empresas a lo largo del 
tiempo.5 En una investigación realizada en 24 distritos, 
Paniccia (1998) encontró diversas formas de organiza-
ción y desempeños distintos, así como relaciones entre 
empresas que presentaban conflictos de intereses. Resta 
aún determinar qué factores podrían limitar la expansión 

5 La aglomeración productiva de la industria del calzado del Vale do 
Sinos, que presentaba características artesanales y con predominan-
cia de pequeñas empresas en el momento de su ingreso al mercado 
externo, experimentó algunos cambios en esas características. Su 
proceso de trabajo empezó a orientarse a la producción “fordista” al 
comenzar a producir para el exterior (Costa, Deberofski y Spricigo, 
2007) y las grandes empresas pasaron a jugar un papel relevante en 
la dinámica del arreglo.

de un cluster en una determinada región y bajo qué 
condiciones se manifestarían esos elementos.

La idea del desarrollo natural del distrito radica 
en que a lo largo del tiempo se creó en el lugar un 
producto que lo distingue de cara a los consumidores, 
proporcionando cierta autonomía en la generación de 
fuerzas endógenas para el crecimiento del cluster. Más 
que estar ligado a una empresa en particular, el producto, 
junto con sus características, se vincula a la localidad.6 
Esto, según Piore (2001), le proporciona una ventaja 
competitiva que lo hace independiente de los cambios 
en los precios relativos de los factores de producción, 
aunque en la visión de este autor la ventaja obedece más 
a las relaciones sociales establecidas entre los residentes 
que a las características físicas del lugar.

Sin embargo, no todos los distritos o aglomeraciones 
productivas presentan esas características. La naturaleza 
histórica del desarrollo del distrito determina, por lo tanto, 
que no sea raro encontrar cluster cuya productividad 
se base en algún recurso abundante y barato, principal-
mente en aquellos sectores de la producción intensivos 
en mano de obra, como el de los calzados, muebles y 
confecciones, y que se encuentran en regiones del mundo 
con menor desarrollo. Además, la forma subordinada 
con que los sectores de la industria del calzado de esas 
regiones ingresan en el mercado externo los hace más 
dependientes y relativamente cautivos (lock-in) de esa 
situación, restándoles margen de libertad para establecer 
estrategias autónomas de crecimiento y de mejoramiento 
(upgrade) en la cadena de valor.

Ese es el caso de la industria brasileña de calzados, 
en particular de su principal segmento exportador ubicado 
en el Vale do Sinos, en el sur del país. Comprender el 
desempeño competitivo de esa industria, así como sus 
perspectivas futuras, exige identificar el atributo del 
producto en que el cluster se basó para mantenerse en el 
mercado externo y el estándar de competencia con que 
ha venido actuando. Esos son los factores que permiten 
entender su trayectoria de crecimiento y las relaciones 
de cooperación y competencia establecidas entre los 
actores del distrito y con agentes externos, así como su 
desplazamiento espacial.

6 Los ejemplos encontrados son varios: las bebidas espumantes en 
Francia; los vinos de la región de Porto, en Portugal; el queso de 
mesa italiano; y los muebles de Gramado, en Rio Grande do Sul, 
entre otros. 
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El sector de calzados desempeña un papel importante 
en la economía brasileña en cuanto a la generación de 
empleos e ingresos. De acuerdo con los datos de la 
Relação Anual de Informações Sociais del Ministerio 
del Trabajo y Empleo, en 2005 estaban ocupados en esa 
actividad 298.659 trabajadores en 9.032 establecimientos, 
según se aprecia en el cuadro 1. Del total de las unidades 
productivas, el 94,7% estaban constituidas por micro y 
pequeñas empresas. A pesar de ello, ese tipo de empresas 
participaban en un tercio (33,6%) del empleo, lo que 
indica una concentración de la ocupación en empresas 
de mayores dimensiones, pues estas, si bien represen-
taban apenas un 1% del total de los establecimientos, 
concentraban el 40% del empleo en la industria.

La estructura empresarial presentada en el cuadro 1 
no siempre tuvo ese formato. Esa configuración deriva del 
proceso de desarrollo del sector a partir de su ingreso en 
el mercado externo al final de la década de 1960. Hasta 
ese entonces la actividad era realizada por pequeñas y 
medianas empresas. Esas unidades productivas estaban 
relativamente integradas y mostraban características de 
producción de elevado contenido artesanal.7 El nivel 
de ingreso per cápita del país era relativamente bajo en 
comparación con los estándares internacionales y, por 
ello, la calidad del calzado producido era consecuente 
con el estándar de consumo poco sofisticado en términos 
de materiales y de tecnología. Las escasas barreras al 
ingreso que han caracterizado al sector permitían que el 
crecimiento de la demanda fuera atendido en gran pro-
porción mediante el aumento en el número de empresas, 
generalmente pequeñas. La densidad de la población 
—Brasil es un país de dimensiones continentales— 
permitía albergar un elevado número de empresas y un 
volumen de producción de cierta magnitud, lo que de 

7 Hasta fines de los años sesenta, el proceso de trabajo del calzado 
era organizado alrededor de los llamados “caballetes”: un mueble de 
madera de forma similar a un estante de libros, de casi un metro de 
altura y con cuatro o cinco estantes de aproximadamente 1,5 metros 
de longitud. En su base posee ruedas para permitir su desplazamiento 
en el piso de la fábrica. La mecanización del proceso productivo era 
incipiente, se utilizaban algunas herramientas manuales y el ciclo 
de producción de los calzados era relativamente integrado (Costa, 
Deberofski y Spricigo, 2007).

alguna forma le permitió al sector intentar satisfacer la 
demanda externa.

Desde el punto de vista de su localización, la fabri-
cación de calzados estuvo siempre presente en diferentes 
regiones del país. Sin embargo, desde hace mucho tiempo 
esa industria se encuentra concentrada en los estados de 
Rio Grande do Sul y São Paulo. La mayor presencia en 
esos estados, como se observa en el cuadro 2, se debe a 
su formación histórica, consecuencia del asentamiento 
de inmigrantes que poseían habilidades ligadas a la 
fabricación de productos derivados del cuero y de la 
disponibilidad local de esa materia prima básica. En el 
primer caso, contribuyó la llegada de colonos alemanes 
en 1824 y el acceso al cuero, subproducto de relativa 
abundancia resultante de la principal producción en 
aquel momento de ese estado: el charqui. Respecto de 
São Paulo, la actividad se localizó en la ciudad de Franca 
a partir de la inmigración italiana que data de 1875. El 
auge de algunos estados del noreste es más reciente y 
se debe, como se verá más adelante, a sus políticas de 
atracción de empresas hacia la región.

La producción de calzados, conforme con una carac-
terística de la actividad que permite fraccionarla temporal 
y espacialmente, puede realizarse en aglomeraciones de 
empresas cercanas territorialmente. Es lo que se observa 
en las regiones de algunos estados brasileños: Vale do 

III
Evolución y localización espacial de la 

producción de calzado en Brasil

Cuadro 1

Distribución de los establecimientos y 
del empleo por dimensión de empresa 
en la industria brasileña del calzado, 2005

Dimensión Empleo Porcentaje Establecimientos Porcentaje

Microempresa 32 736 11 7 015 77,7
Pequeña 67 514 22,6 1 534 17
Mediana 78 949 26,4 388 4,3
Grande 119 460 40 95 1

Total 298 659 100 9 032 100

Fuente: elaboración del autor sobre la base de estadísticas de Relação 
Anual de Informações Sociais del Ministerio del Trabajo y Empleo 
del Brasil.
Microempresa: 0 a 19 empleados. Pequeña: 20 a 99 empleados. 
Mediana: 100 a 499 empleados. Grande: 500 empleados o más.
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Sinos, en Rio Grande do Sul; Franca, en São Paulo, y 
Nova Serrana, en Minas Gerais, entre otros.8

En el Vale do Sinos se encuentra el principal conglo-
merado de empresas fabricantes de calzados de Brasil.9 
La producción de calzados con sus encadenamientos 
productivos genera empleo para miles de personas en 

8 La excepción en relación con los lugares en que la actividad es impor-
tante son los estados del noreste: Ceará, Bahia y Paraíba cuya presencia 
en la industria se debe primordialmente a sus políticas de atracción de 
empresas del sur y sudeste brasileños, pero no se caracterizan aún por 
poseer clusters desarrollados de la industria del calzado.
9 El “Vale do Sinos”, abreviatura de Vale do Rio dos Sinos, se compone 
de casi una treintena de municipios ubicados alrededor del Rio dos 
Sinos y de sus afluentes. La producción de calzados se encuentra en 
la mayoría de esas localidades como resultado de la propia expansión 
del sector. Sin embargo, algunas de esas localidades se destacan 
más: Campo Bom, Dois Irmãos, Igrejinha, Ivoti, Nova Hartz, Novo 
Hamburgo, Parobé, Sapiranga y Três Coroas, entre otras. La actividad 
también se desarrolla en otros municipios de Rio Grande do Sul no 
vinculados a la región, pero su expresión es reducida. 

Rio Grande do Sul. De acuerdo con las informaciones de 
la Relação Anual de Informações Sociais del Ministerio 
del Trabajo y Empleo de 2005 (véase el cuadro 3) 
existían en Rio Grande do Sul, aparte de los empleados 
en la industria del calzado, más de 15.100 trabajado-
res en curtiembres, completando un total de 141.945 
trabajadores ocupados directamente en los segmentos 
cuero-calzados de esa cadena productiva. Ese volumen 
de empleo representaba el 23,5% de la ocupación de la 
industria de transformación de Rio Grande do Sul en 
aquel año, donde miles de familias dependen de esas 
actividades para su sustento económico.

La evolución de la producción de la industria 
del calzado en suelo brasileño puede dividirse en dos 
fases. Desde los inicios de la actividad en el país hasta 
el final del decenio de 1960, la producción se dirigía al 
mercado interno. La segunda fase comienza a fines de 
esa década cuando el sector inicia su producción para 
el mercado externo, aprovechando el desplazamiento de 

Cuadro 2

Distribución del empleo en la industria brasileña 
del calzado por estados seleccionados de Brasil, 2005

Estado Empleo Porcentaje Establecimientos Porcentaje

Rio Grande do Sul (rs) 126 784 42,4 3 419 37,8
São Paulo (sp) 54 570 18,3 2 776 30,7
Ceará (ce) 44 268 14,8 221 2,5
Minas Gerais (mg) 23 515 7,9 1 493 16,5
Bahia (ba) 22 973 7,7 95 1,1
Paraíba (pb) 8 461 2,8 104 1,1
Santa Catarina (sc) 5 696 1,9 321 3,6
Resto de los estados 12 392 4,2 603 6,7

Total 298 659 100 9 032 100

Fuente: elaboración del autor sobre la base de estadísticas de Relação Anual de Informações Sociais del Ministerio del Trabajo y Empleo del 
Brasil.

Cuadro 3

Empleo en las industrias del calzado y del cuero
por dimensión de los establecimientos en Rio Grande do Sul, 2005

Dimensión Calzado Curtiembres Total

Empleo Porcentaje Empleo Porcentaje Empleo Porcentaje

Microempresa 11 044 8,7 656 4,3 11 700 8,2
Pequeña 29 629 23,4 3 026 20 32 655 23
Mediana 39 781 31,4 8 571 56,5 48 352 34,1
Grande 46 330 36,5 2 908 19,2 49 238 34,7

Total 126 784 100 15 161 100 141 945 100

Fuente: elaboración del autor sobre la base de estadísticas de Relação Anual de Informações Sociais del Ministerio del Trabajo y Empleo.
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la producción de calzados de países desarrollados hacia 
regiones del mundo con oferta abundante y mano de obra 
barata, como fueron los casos del Brasil, la República 
de Corea y la Provincia china de Taiwán.10

Las primeras exportaciones de calzados sucedieron 
en 1968 y su expansión se produjo a partir de 1970. En 
el cuadro 4 se presenta la evolución de las exportaciones 
brasileñas de calzados.

De acuerdo con el cuadro 4, las ventas de calzados 
brasileños en el exterior se expandieron aceleradamente 
en la década de 1970. La producción física exportada 
se multiplicó cerca de nueve veces en un período de 
apenas cinco años: de 1970 a 1975. Ese desempeño, 
aunque a un ritmo menor, se mantuvo hasta mediados 
de los años noventa.

Sin embargo, la presencia del sector del calzado 
brasileño en el mercado externo se dio de forma subordi-
nada, actuando solamente con capacidad de producción 
subcontratada, cosa que aún perdura. En otras palabras, 
el diseño (design) del calzado, la comercialización 
final del producto a los consumidores, el marketing y 
la fijación de precios estuvieron siempre comandados 

10 En el caso brasileño se contó también con incentivos fiscales y una 
política de pequeñas devaluaciones cambiarias, implantada a partir 
de 1968 (Costa, 2004). 

por el importador. Las exportaciones se dirigieron bá-
sicamente al mercado estadounidense, que se convirtió 
desde ese momento en el principal comprador individual 
de calzados brasileños. Los productos exportados eran 
relativamente simples —sandalias para el segmento de 
calzados femeninos—, producidos en grandes lotes y el 
precio constituía su atributo de competitividad. Aunque 
a lo largo del tiempo se fuera elevando la calidad del 
calzado producido en el sector, incluso debido a la propia 
difusión tecnológica de máquinas, equipos y materiales 
que se registra en la actividad en el ámbito internacional, 
su factor de competitividad fue siempre el bajo costo de 
producción.11 Este es un punto importante para entender 
el desplazamiento territorial de la actividad no solo en 
el Brasil, sino también en otras regiones del mundo.

El origen interno de las exportaciones brasileñas de 
calzados residía en el cluster de calzado del Vale do Sinos, 
en Rio Grande do Sul y en los de Franca, en el estado 
de São Paulo. Los datos presentados en el cuadro 5 dan 

11 Obviamente, en el desempeño competitivo final influyen varios 
elementos. Schmitz (1999 a y b) procura explicar la trayectoria com-
petitiva del sector del calzado del Vale do Sinos por medio de lo que 
denomina “eficiencia colectiva”, es decir, más allá de las externalidades 
producidas por la aglomeración productiva, destaca la acción conjunta 
de entidades y empresas en pro del desarrollo de la actividad local. No 
cabe aquí polemizar sobre este punto, sino apenas observar, por ejemplo, 
que la tasa de cambio que deriva del ambiente macroeconómico ha 
desempeñado un papel determinante en las dificultades competitivas 
enfrentadas por el sector, como se verá a continuación. 

Cuadro 4

Exportaciones brasileñas de calzados, 
1970-2006

Año Millones de pares Dólares fob
(En millones)

1970 4 8
1975 35 165
1980 49 387
1985 133 907
1990 143 1 107
1993 201 1 846
1995 138 1 414
1999 137 1 278
2000 163 1 547
2001 171 1 615
2002 164 1 449
2003 189 1 549
2004 212 1 809
2005 189 1 886
2006 180 1 854

Fuente: elaboración del autor sobre la base de estadísticas del 
Sistema de Análise das Informações de Comércio Exterior via 
Internet (alice-Web) del Ministerio para el Desarrollo, la Industria 
y el Comercio Exterior del Brasil (mdic) [en línea] http://aliceweb.
desenvolvimento.gov.br

Cuadro 5

Participación de estados brasileños 
seleccionados de acuerdo con el valor de 
sus exportaciones de calzados, 1996-2006
(En porcentajes)

Año rs sp ce ba pb mg sc

1996 88,6 9,5 0,6 … 0,2 0,2 0,6
1997 88,1 8,3 2,3 … 0,3 0,2 0,6
1998 86,0 7,4 4,9 0 0,7 0,2 0,4
1999 84,9 7,1 5,6 0,1 1,3 0,3 0,5
2000 83,5 8,7 5,2 0,3 1,1 0,4 0,4
2001 81,5 8,2 6,6 0,5 1,6 0,7 0,4
2002 80,4 8,0 7,6 1,1 1,6 0,3 0,5
2003 74,1 9,4 10,8 1,8 2,0 0,7 0,5
2004 70,3 12,2 10,3 2,8 2,1 0,9 0,5
2005 69,3 12,6 10,8 3,0 1,9 0,9 0,5
2006 67,6 11,3 12,8 3,4 2,3 0,8 0,5

Fuente: elaboración del autor sobre la base de estadísticas del Sistema 
de Análise das Informações de Comércio Exterior via Internet (alice-
Web) del Ministerio para el Desarrollo, la Industria y el Comercio 
Exterior (mdic) [en línea] http://aliceweb.desenvolvimento.gov.br.
rs: Rio Grande do Sul. sp: São Paulo. ce: Ceará. ba: Bahia. pb: Paraíba. 
mg: Minas Gerais. sc: Santa Catarina.
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cuenta de la participación de los estados brasileños en las 
exportaciones de calzados. Dada la especialización del 
Vale do Sinos en calzados femeninos, las exportaciones 
se concentraron tempranamente en ese conglomerado 
productivo, seguido por Franca en las ventas de calzados 
masculinos. La presencia de otros estados brasileños en 
las exportaciones es relativamente reciente.

Este vertiginoso ingreso de los calzados brasileños al 
mercado externo tuvo profundas implicancias económicas 
y sociales en la región del Vale do Sinos. Desde luego, 
cabe destacar que en aquel inicio de las exportaciones 
el “Vale”, como productor de calzados, estaba consti-
tuido por unos pocos municipios cercanos entre sí, de 
los cuales se pueden destacar: São Leopoldo, Estância 
Velha, Campo Bom, Sapiranga y Novo Hamburgo, 
siendo este último el centro de la actividad y por ello 
reconocido desde entonces como la “Capital Nacional 
del Calzado”.

Al ser esta actividad intensiva en mano de obra y 
de relativamente baja mecanización, la velocidad del au-
mento de los pedidos provenientes del exterior implicaba 
una expansión extensiva del sector, con la consiguiente 
demanda adicional de fuerza de trabajo, materias primas 
y materiales. La oferta de trabajo disponible en esos 
municipios no era suficiente para atender a las demandas 
de las empresas, lo que atrajo un flujo de trabajadores 
oriundos de diversas localidades de Rio Grande do 
Sul. Esta atracción se originaba tanto en las iniciativas 
individuales de los trabajadores, como en las acciones 
propiciadas por las propias empresas interesadas.12 Un 
recurso utilizado en la época era el envío de buses a 
otros municipios de Rio Grande do Sul para “recolectar” 
trabajadores circulando por las ciudades; a bordo del 
vehículo y provisto de un megáfono, el representante 
de la empresa informaba a los habitantes locales sobre 
la oferta de vacantes en la industria.13

Obviamente, esto exigía una expansión de la infra-
estructura urbana en términos de viviendas, transportes 
y escuelas, lo que también contó con la colaboración de 

12 Estos trabajadores, la mayoría oriundos del campo, pero también de 
otras actividades productivas, raramente poseían alguna capacitación 
en tareas de producción de calzados. Algunos de ellos, incluso, en-
contraban dificultades para adaptarse a la disciplina fabril. Ese perfil 
de la fuerza de trabajo, vinculado a la necesidad de atender a los altos 
volúmenes de pedidos de calzados con un único modelo y con uno 
o dos colores, originó la introducción de la cinta transportadora y de 
los métodos “taylorista-fordista” de organización del trabajo que, de 
acuerdo con Costa, Deberofski y Spricigo (2007), ocurrió al inicio 
de la década de 1970.
13 Esa breve “historia”, no registrada en documentos, le fue contada al 
autor por un dirigente de la empresa ubicada en Campo Bom durante 
la investigación de Costa y Fligenspan (1997).

las intendencias locales. A su vez, esa mayor densidad 
poblacional acarreaba no solo el aumento del costo de 
reproducción de la fuerza de trabajo, sino también los 
flagelos sociales derivados de ella. Ante ese cuadro, las 
empresas modifican su estrategia de reclutamiento de 
mano de obra. En lugar de hacer que los trabajadores 
se desplazaran hasta los municipios, sede de las empre-
sas, estas comenzaron a instalar plantas adicionales en 
aquellos municipios donde residían los trabajadores, 

con un doble propósito: disminuir la presión de la in-
fraestructura urbana y evitar también el incremento del 
costo de la mano de obra, que podría recibir un salario 
menor que el pagado a los empleados en la matriz, ya que 
esos trabajadores, al residir en áreas agrícolas, tendrían 
acceso a productos hortícolas y de granja, además de la 
oportunidad de practicar alguna actividad de subsistencia 
(Costa y Fligenspan, 1997).

Así se van ampliando geográficamente los límites 
del cluster de la industria del calzado del Vale do Sinos 
más allá de los municipios originales. En una investiga-
ción sobre el desplazamiento de empresas de calzados 
del Vale do Sinos al noreste brasileño realizada con 
42 empresas medianas y grandes, Costa y Fligenspan 
(1997) constataron que algunas de ellas poseían plantas 
en otros municipios de Rio Grande do Sul, diferentes 
de donde se encontraba su sede principal, con lo que se 
llegó a un total de casi 30 localidades en que se detectó 
la existencia de otra unidad de producción.

Las condiciones de expansión de las empresas del 
Vale do Sinos en la región y en otras localidades de 
Rio Grande do Sul se extienden hasta mediados de la 
década de 1990, momento en que el sector se enfrenta 
a un nuevo ambiente competitivo. Los cambios en las 
bases de la competencia del sector se relacionan con 
dos órdenes principales de factores. Uno de ellos deriva 
de la política macroeconómica del gobierno brasileño 
a partir del lanzamiento del Plan Real en julio de 1994, 
en un intento por estabilizar la economía por medio de 
la política monetaria y cambiaria. Al establecerse una 
paridad entre la moneda brasileña y el dólar estadouni-
dense se generó una apreciación de la tasa de cambio 
que, aunque funcional al control de los precios internos, 
hacía menos competitivos los productos exportados 
como los calzados.14

14 Desde julio a diciembre de 1994, la tasa de cambio nominal para 
el dólar comercial bajó de R$ 0,94 a R$ 0,84 por dólar. En términos 
reales, Guimarães (1995, citado en Costa y Fligenspan, 1997) estimó 
que la apreciación de la moneda brasileña en relación con la moneda 
estadounidense fue del 10,6%, al considerarse el promedio de 1994 
y el valor de diciembre de 1996. Si se realizara una comparación de 
diciembre de 1996 con períodos anteriores, como los promedios de 
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El segundo orden de factores se refiere a la pre-
sencia en los mercados internacionales de calzados de 
competidores cuyas condiciones productivas son más 
favorables que las de sus congéneres brasileños. Entre 
esos competidores se destacan los productores asiáticos, 
particularmente de China y Vietnam. Al disponer de 
oferta de mano de obra abundante y de salarios bastante 
inferiores a los pagados en otros países productores de 
calzado, los chinos comenzaron a atraer la demanda 
de clientes que antes recurrían a empresas brasileñas, 
italianas, mexicanas, taiwanesas y otras.15 Especialmente 
para la industria brasileña de calzados cuya competi-
tividad se vinculaba al precio, la apreciación del tipo 
de cambio y una competencia con menores costos de 

1991 y de 1992, la apreciación de la moneda alcanzaría a una tasa del 
30,2%. Esa política cambiaria relativamente rígida permanece hasta 
enero de 1999, cuando el gobierno brasileño modifica el régimen cam-
biario y empieza a permitir la libre fluctuación de la moneda brasileña 
(el Real). El valor de la moneda nacional en términos nominales pasó 
de R$= 1,21 dólares el 12 de enero de 1999 a R$=1,98 dólares el 29 
de enero de 1999, lo que representó un aumento del 63,3% en menos 
de un mes (www.ipeadata.gov.br; se accedió el día 8 de diciembre 
de 2006). A partir de 2004, el tipo de cambio vuelve nuevamente a 
apreciarse. El Real, que ya había alcanzado a R$ 3,95 por dólar en 
octubre de 2002, representaba alrededor de R$ 1,80 por dólar a fines 
de 2007 e inicios de 2008.
15 En la disertación de Machado (1997) se expone, por ejemplo, 
que en el segmento de fabricación de calzados deportivos el costo 
promedio mensual de un obrero era de 100 dólares en Vietnam, 120 
dólares en China, 165 dólares en Indonesia, 188 dólares en Tailandia 
y 190 dólares en la Provincia china de Taiwán, comparados con 295 
dólares en el Brasil.

producción provocaron un drástico impacto en su des-
empeño exportador.

La pérdida de mercados en el exterior se debió a que, 
a partir de mediados de los años noventa, las empresas 
intermediarias entre los importadores de calzados y los 
fabricantes brasileños cuyas unidades de negocios estaban 
situadas en el Vale do Sinos, comenzaron a trasladarse a 
la ciudad de Dongguan en el sur de China, en la región de 
Guangdong, en busca de calzados a precios más bajos. En 
una entrevista concedida al periódico Folha de São Paulo 
(20 de noviembre de 2008, p. B7), el empresario de una 
de esas empresas, Paramont Asia, la mayor exportadora 
de calzados femeninos de China, argumentaba que el 
motivo de su salida del Brasil se debió a las dificultades 
competitivas de los productores locales en el segmento 
de calzados baratos fabricados con material sintético, en 
comparación con los producidos en Asia. Junto con esas 
empresas se trasladaron a China trabajadores brasileños 
experimentados, para desempeñarse en la supervisión 
y el control de la calidad de producción en las fábricas 
chinas que recibían los pedidos de calzados. Actualmente 
existe en esa región una comunidad de brasileños, la 
mayoría de ellos oriundos del Vale do Sinos.

Según se muestra en el cuadro 6, las exportacio-
nes brasileñas de calzados a los Estados Unidos se 
fueron estancando en términos absolutos. Ese país es 
el principal comprador individual de calzados en el 
mercado internacional. Tal comportamiento de ventas 
externas representó una caída en la participación de 
mercado (market-share) de un 9,2% en 1990 a un 4,7% 

Cuadro 6

Importaciones estadounidenses de calzados por país de origen: 1990-2004

País 1990 1995 2000 2004

En miles 
de pares

Porcentaje En miles 
de pares

Porcentaje En miles 
de pares

Porcentaje En miles 
de pares

Porcentaje

China 395 719 35,3 949 419 67,4 1 368 344 77,5 1 772 464 83,5
Brasil 103 428 9,2 97 042 6,9 98 540 5,6 98 834 4,7
Indonesia 33 911 6,6 93 177 6,6 76 145 4,3 46 728 2,2
Vietnam 0 0 325 0 7 319 0,4 43 707 2,1
Italia 46 109 4,1 45 680 3,2 52 287 3,0 35 264 1,7
Tailandia 34 636 3,1 30 910 2,2 27 571 1,5 25 305 1,2
Región Administrativa 
Especial de Hong Kong 19 195 1,7 15 469 1,1 10 577 0,6 19 058 0,9
México 26 178 2,3 33 015 2,4 34 748 2,0 15 722 0,7
Provincia china de Taiwán 188 841 16,9 25 924 1,8 13 740 0,8 13 139 0,6
India 3 992 0,4 6 958 0,5 7 096 0,4 8 037 0,4
Resto del mundo 268 653 24 111 313 7,9 68 533 3,9 45 503 2,1

Total 1 120 662 100 1 409 232 100,0 1 764 900 100,0 2 123 761 100

Fuente: Alessandro Ramos Carloni y otros, Setor de calçados: competitividade, mudança tecnológica e organizacional, vol. 1, Brasilia, senai/
dn, 2007, cuadro 9.
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en 2004. Los chinos, en cambio, que hasta mediados 
de los años ochenta tenían una presencia poco impor-
tante en las estadísticas estadounidenses y contribuían 
apenas con un 1,9% de las importaciones de calzados 
de ese país en 1981 (Santos y otros, 2002), comenza-
ron a ganar gradualmente el mercado y, en 2004, ya 
fabricaban el 83,5% de los calzados importados por 
los estadounidenses.

El resultado de esa presión competitiva sobre la 
industria brasileña de calzados se manifestó en una 
fuerte crisis en el sector, con una caída nominal de los 
valores exportados desde un total de 1.850 millones de 
dólares en 1993 a 1.280 millones de dólares en 1999, 
y la destrucción de puestos de trabajo. De acuerdo con 
los datos de la Relação Anual de Informações Sociais 
del Ministerio del Trabajo y Empleo, durante el período 
1994-1998, el número de trabajadores en la industria 
del calzado en el ámbito nacional se redujo en cerca de 
56.000, pasando de 240.600 a 184.700 empleados en 
dicho período. El sector del calzado de Rio Grande do 
Sul perdió más de 33.000 trabajadores en esa caída, en 
que el empleo se redujo de 128.900 empleados en 1994 
a 95.500 en 1998.

Enfrentar la presión competitiva requirió el apoyo 
del gobierno, además de acciones defensivas por el cierre 
de empresas, reducción de empleos y de la capacidad 
productiva. El alza de barreras tarifarias y el otorgamiento 
de líneas de crédito para la modernización productiva del 
sector fueron las primeras medidas de política pública 
adoptadas en aquel momento. En el ámbito empresarial, 
sobre todo en el caso de las grandes empresas, entre sus 
acciones proactivas se destaca el traslado de unidades 
productivas —aunque manteniendo actividades de 
producción en el Vale do Sinos—, esta vez no a otras 
localidades de Rio Grande do Sul, sino a regiones del 
país que ofrecieran condiciones de producción capaces 
de permitir al sector hacer frente a la competencia, en 
especial la china, en los mercados interno y externo. 
Contribuyó a este desplazamiento el hecho de que al-
gunos estados del país, especialmente Ceará y Bahia, 
adoptaron un conjunto de incentivos fiscales, financieros 
y de contratación de mano de obra para atraer inversiones 
y generar empleos.

En el caso de los estados del noreste, se prestó 
mayor atención a los sectores intensivos en mano de 
obra, como el de calzados (Costa y Fligenspan, 1997; 
Santos y otros, 2002). Esa práctica, que se generalizaría a 
partir de mediados de los años noventa dentro del marco 
de lo que se denominó “Guerra Fiscal”, surgió debido 
a la ausencia de políticas públicas a nivel nacional que 
pudiesen articular y promover la inversión industrial. 

A partir de mediados de la década de 1990, decenas de 
empresas de calzados provenientes de los conglomera-
dos del Vale do Sinos y de Franca, específicamente del 
primer lugar, se instalaron en el noreste. El seguimiento 
puntual en periódicos de circulación nacional acerca de 
noticias sobre la apertura de plantas de fabricación de 
calzados en el noreste registra que, desde 1997, comienza 
a producirse un desplazamiento hacia varias ciudades 
de esos estados, especialmente hacia Bahia, según se 
ilustra en el cuadro 7.16

Una vez instaladas en el noreste, algunas empresas 
comenzaron a expandir su capacidad de producción 
en la región al sumar nuevas unidades productivas, 
como es el caso, por ejemplo, de Calçados Azaléia, de 
Dakota Calçados y de Calçados Paquetá, entre otras. 
El resultado de ese desplazamiento fue un aumento 
de la participación por parte de esos estados en las ex-
portaciones y en el empleo del sector. Los datos sobre 
la distribución porcentual por estado brasileño en las 
exportaciones de calzados presentados en el cuadro 4, 
permiten observar el desplazamiento del origen de ventas 
externas hacia la región noreste del país. Los estados 
de Ceará, Bahia y Paraíba, que en 1996 tenían menos 
del 1% de las exportaciones de calzados, alcanzaban al 
18,5% de esas exportaciones en 2006. En lo referente 
al empleo, en el cuadro 8 también se informa sobre esas 
participaciones.

A partir de 1997, se observa en la industria brasi-
leña del calzado una tendencia a trasladar los puestos 
de empleo a los estados del noreste, particularmente 
a Bahia y Ceará, en detrimento de Rio Grande do Sul 
y São Paulo. En 1996 esos dos estados del noreste 
representaban el 5% del empleo y, en 2006, repre-
sentaban el 24,5% de los trabajadores empleados del 
sector a nivel nacional. En cambio, la participación 
de los estados de Rio Grande do Sul y São Paulo se 
redujo en ese período, pasando del 77,6% al 57%, es 
decir, con una merma cercana al 20%.

A pesar de ello, el traslado de empresas al noreste 
no sucedió solo como una manera de responder a los 

16 En el cuadro solamente se enumeran, en la primera columna, las 
empresas que trasladaron sus unidades productivas al noreste. La 
relación de empresas es ilustrativa y no exhaustiva, pues se sabe que se 
trasladaron más empresas a aquella región. En las otras dos columnas 
se indican los municipios en los estados de Bahia y de Ceará donde 
esas empresas se situaron. Algunas de ellas poseen establecimientos en 
más de un municipio y al autor no le interesó relacionar cada empresa 
con el municipio donde se estableció, ya que ello ampliaría el cuadro 
en demasía y agregaría poco contenido analítico al texto. Sin embargo, 
mostrar cierta dispersión de los municipios indica que en el traslado 
de las empresas no hubo la intención de consolidar o beneficiarse de 
un cluster desarrollado de productores de calzados en la región. 
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Cuadro 8

Estados seleccionados de Brasil: evolución de la participación 
en el empleo de la industria brasileña del calzado, 1994-2006

Año Brasil rs Porcentaje sp Porcentaje ba Porcentaje ce Porcentaje pb Porcentaje Otros Porcentaje Total

1994 240 655 128 882 53,6 63 836 26,5 264 0,1 5 081 2,1 5 497 2,3 37 095 15,4 100
1995 196 462 113 692 57,9 41 839 21,3 229 0,1 6 339 3,2 5 688 2,9 28 675 14,6 100
1996 202 768 116 602 57,5 40 752 20,1 153 0,1 9 968 4,9 7 261 3,6 28 032 13,8 100
1997 182 687 101 814 55,7 35 743 19,6 237 0,1 14 449 7,9 6 398 3,5 24 046 13,2 100
1998 184 725 95 526 51,7 34 478 18,7 1 626 0,9 20 243 11 7 297 3,9 2 555 13,8 100
1999 211 582 108 026 51,1 41 452 19,6 4 967 2,3 22 880 10,8 7 758 3,7 26 499 12,5 100
2000 240 392 120 596 50,2 46 613 19,4 8 350 3,5 27 287 11,3 8 359 3,5 29 187 12,1 100
2001 248 829 129 591 52,1 45 609 18,3 10 431 4,2 27 353 11 7 883 3,2 27 962 11,2 100
2002 262 537 130 510 49,7 46 586 17,7 11 856 4,5 36 770 14 6 700 2,6 30 115 11,5 100
2003 272 124 129 311 47,5 48 009 17,6 15 418 5,7 41 454 15,2 6 185 2,3 31 747 11,7 100
2004 312 579 143 022 45,8 56 993 18,2 19 781 6,3 45 982 14,7 7 192 2,3 39 609 12,7 100
2005 298 659 126 784 42,5 54 570 18,3 22 973 7,7 44 268 14,8 8 461 2,8 41 603 13,9 100
2006 295 222 116 524 39,5 51 681 17,5 24 282 8,2 48 309 16,3 11 692 4 42 734 14,5 100

Fuente: elaboración propia sobre la base de estadísticas de Relação Anual de Informações Sociais del Ministerio del Trabajo y Empleo del Brasil.
rs: Rio Grande do Sul. sp: São Paulo. ce: Ceará. ba: Bahia. pb: Paraíba.

Cuadro 7

Empresas de calzados de Rio Grande do Sul que instalaron 
unidades de producción en Bahia, Ceará o en ambos estados

Empresas de Rio Grande do Sul Localidades de Bahia Localidades de Ceará

Calçados Belpasso, Calçados Bibi, Calçados Cariri, Alagoinhas, Amargosa, Castro Alves, Baturité, Canindé, Crato,
Calçados Jacob, Calçados Orquídea, Daiby, Dakota 
Calçados,

Conceição do Coité, Conceição do Jacuípe, Iguatu, Itapajé, Maranguape, Pentecoste,

Dal Ponte, Dilly, Gredene, Heinrich, J W Calçados, Coração de Maria, Cruz das Almas, Quixadá, Russas, Sobral,
Killing Tintas e Adesivos, Leve, Luigi Calçados, Feira de Santana, Ipiaú, Ipirá, Irará, Umirim, Uruburetama
Maide, Paquetá Calçados, Ramarim, Trevo, Via Uno, 
Vulcabrás, West Coast

Itaberaba, Itabuna, Itapetinga, Jequié, 

Santo Amero da Purificação, 
Santo Antonio de Jesus, Santo Estevão,

  São Francisco do Conde, Serrinha, 
  Teixeira de Freitas, Terra Nova, Valente,
  Vitória da Conquista  

Fuente: elaboración propia sobre la base de noticias de periódicos de circulación nacional, durante varios períodos, y otras fuentes.
Nota: De la relación de empresas, tres pertenecen a ramos auxiliares a los calzados.

pedidos de los importadores. La producción que allí se 
realiza tiene también, para algunas empresas, el objetivo 
de proveer al mercado interno. Por ejemplo, la empresa 
Grendene, originaria del municipio de Farroupilha, en 
Rio Grande do Sul, transfirió al noreste su producción de 
calzados realizada con materiales plásticos, instalando 
varias plantas en el estado de Ceará. En Farroupilha 
mantuvo las actividades de desarrollo de producto. 
Según la empresa (periódico Valor, 16 de agosto de 2008, 
p. A4), en 2007 el 85% de la producción se destinó al 
mercado interno.

En cuanto al comportamiento del empleo total en 
el sector del calzado brasileño, es necesario enfatizar el 
papel desempeñado por el tipo de cambio a través del 
retroceso de las exportaciones. Como ya se mencionó 
en párrafos anteriores, de 1994 a 1998 —período de 
apreciación del tipo de cambio— hubo un descenso del 
empleo (véase el cuadro 8). Cuando la tasa de cambio 
volvió a presentar niveles competitivos, durante el período  
1999-2004, el empleo experimentó una recuperación. A 
partir de 2004 y hasta 2008, el tipo de cambio registra 
nuevamente una apreciación, las exportaciones caen y 
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la ocupación en el sector vuelve a reducirse, aunque 
en menor grado debido a la demanda del mercado 
interno. Por lo tanto, la evolución del empleo en el 
sector está estrechamente relacionada con su capacidad 
exportadora, como ya se mostró en el cuadro 5.17 Estos 
efectos letales en la actividad condujeron al gobierno 
a intervenir nuevamente en auxilio del sector. En abril 
de 2007 se establecieron restricciones tarifarias a los 
calzados importados mediante un aumento de la alícuota 
de importación (arancel externo común) del 20% al 
35%, límite considerado máximo por las reglas de la 
Organización Mundial del Comercio (omc).

En términos de apoyo, el gobierno promovió 
—por intermedio del Banco Nacional de Desarrollo 
Económico y Social (bndes)— una línea de crédito 
para las empresas con recursos del Fondo de Protección 
del Trabajador (fat), a fin de ofrecer condiciones que 
posibiliten la modernización del sector. Sin embargo, 
en lo atinente a la efectividad de ese incentivo, es 
necesario mencionar que las dificultades competitivas 
del sector no se vinculan a la falta de modernidad del 
parque productivo y sí al tipo de cambio y a los costos 
de mano de obra en comparación con los de los países 
asiáticos. El proceso de actualización tecnológica ya 
se había realizado a raíz de la primera crisis ocurrida a 
partir de 1994 (Costa y Fligenspan, 1997). No es por 
otro motivo que, en el ámbito empresarial, se continuó 
con el proceso de traslado de las unidades productivas 
a los estados del noreste brasileño.

El esfuerzo del sector por mantenerse competitivo 
en el mercado basándose en el precio repercutió con 

17 Las exportaciones representan cerca del 30% de la producción 
total del sector. 

fuerza en el mercado de trabajo, con una caída del nivel 
de calidad del empleo. Según se aprecia en el cuadro 9, 
hubo una achatamiento de las franjas salariales a lo largo 
del período 1995-2006, lo que aumentó el número de 
trabajadores que comenzaron a percibir salarios más bajos. 
En 1995, solo el 18% de los trabajadores ocupados en 
el sector ganaban a lo más un salario mínimo y medio, 
mientras que en 2006 esa remuneración correspondía 
al 62% de los trabajadores empleados. Respecto de los 
trabajadores de mayor remuneración (superior a cinco 
salarios mínimos) —que en 1995 representaban el 9,9%—, 
su participación se redujo a un 3,4% en 2006.

El ajuste en esa etapa más reciente presenta una 
novedad: las empresas del Vale do Sinos comienzan 
también a establecer sus producciones fuera del país: 
Calçados Paquetá está inaugurando una planta en la 
Argentina.18 Calçados Azaléia dispone de unidades 
en Colombia para comercializar sus productos y puso 
una oficina en China desde donde subcontrata la 
producción de calzado para abastecer a sus clientes 
en los Estados Unidos. Y West Coast está asignando 
a empresas externas su producción en la Argentina, la 
India y Guatemala (Valor, 6 de julio de 2007, p. B6). 
Otra línea de acción se manifiesta a través del esfuerzo 
realizado por las empresas en la diversificación de mer-
cados y en un desempeño más independiente en cuanto 
a la comercialización internacional de calzados. Las 
ventas directas de calzados a los importadores finales 
constituyen una política comercial que sobre todo las 
grandes empresas vienen emprendiendo mediante el 

18 En el caso de esta empresa, con dicha decisión se procuró burlar 
las restricciones comerciales impuestas por ese país a los calzados 
brasileños. 

Cuadro 9

Número de trabajadores por franja de rendimiento promedio 
(salario mínimo) en la industria brasileña del calzado, 1995-2006

Franja de rendimiento 1995 Porcentaje 2000 Porcentaje 2003 Porcentaje 2006 Porcentaje

Hasta 1 salario mínimo y medio 35 367 18 83 563 34,8 129 900 47,7 182 949 62
1,5 a 3 salario mínimo y medio 110 134 56,1 122 033 50,8 114 929 42,2 91 435 30,9
3 a 5 salario mínimo y medio 31 524 16 20 825 8,6 15 441 5,7 10 857 3,7
5 a 15 salario mínimo y medio 15 159 7,7 11 221 4,7 9 869 3,6 6 827 2,3
+ de 15 salario mínimo y medio 2 067 1,1 1 713 0,7 1 546 0,6 799 0,3
No clasificables 2 211 1,1 1 037 0,4 439 0,2 2 355 0,8

Total 196 462 100 240 392 100 272 124 100 295 222 100

Fuente: elaborado por el autor sobre la base de estadísticas de Relação Anual de Informações Sociais del Ministerio del Trabajo y Empleo del 
Brasil.
Nota: la categoría “No clasificables” corresponde al número de trabajadores que no reportan información o que la reportan erróneamente.
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establecimiento de centros de distribución en el exte-
rior y ventas a los propios importadores, aunque con 
las marcas de estos. Otro tipo de acción corresponde 
a ventas en el exterior por medio de franquicias. La 
búsqueda de otros atributos que les permitan competir 
y actuar en diferentes nichos del mercado induce a las 
empresas a desarrollar una marca propia, instalando 
departamentos o sectores internos de desarrollo de 
productos de moda mediante el diseño o la contrata-
ción de servicios profesionales con esa capacitación. 
Esas iniciativas fueron objeto de atención tanto para 
las grandes como para las pequeñas empresas (Schuh, 
2006), así como para las instituciones que actúan en 
el sector (Costa, 2007).

En el ámbito de la asociación institucional, los 
proyectos de asociaciones del sector (la Asociación 
Brasileña de las Industrias del Calzado (Abicalçados) y 
la Asociación Brasileña de Empresas de Componentes 
para Cuero, Calzados y Artefactos (assintecal), 
y otras) con la Agencia Brasileña de Promoción de 
Exportaciones e Inversiones (apex) han permitido 
ampliar el número de países a los que el sector abastece 
con sus calzados. En tal caso los instrumentos son las 
ruedas de negocios, las misiones comerciales y la ayuda 

necesaria para que las empresas puedan participar en 
ferias internacionales.

Mientras tanto, la búsqueda de otros atributos de 
competitividad exige cambios estructurales en las em-
presas y en el sector para hacer viables esas iniciativas 
que requieren tiempo de maduración. Por ejemplo, el 
posicionamiento de una marca de calzado demanda in-
versiones financieras persistentes en el tiempo. Además, 
la transición de la competencia basada en el precio a una 
centrada en otra característica del producto es lenta y 
costosa. De modo general, la fabricación de calzado con 
marca y diseño propios se realiza en pequeños lotes y en 
grupos de trabajo. Esto, a su vez, requiere cambios en 
la estructura (layout) de producción y trabajadores con 
otras habilidades en relación con lo que se practica en 
la producción más estandarizada y en volumen. A ello 
se suma que no se prevé la desaparición de los pedidos 
por volumen, por lo menos en un horizonte cercano; 
por consiguiente, las empresas, particularmente las 
grandes, continuarán procurando dar respuesta a esas 
demandas. Al fin y al cabo, la búsqueda de regiones que 
ofrezcan condiciones competitivas con menores costos de 
producción continuará siendo la base de las decisiones 
estratégicas de las empresas del sector.

IV
Consideraciones finales

La industria brasileña del calzado, sobre todo el con-
glomerado productivo del Vale do Sinos, experimenta 
cambios importantes en su trayectoria a consecuencia 
del surgimiento de un nuevo ambiente competitivo 
donde se destacan dos factores: la apreciación del tipo 
de cambio, que ocurre con cierta frecuencia a partir de 
1994, y la presencia de competidores en los mercados 
internacionales cuyas condiciones de producción son 
más favorables.

La fabricación de calzados constituye uno de 
los sectores fundadores de la industria nacional. Su 
producción en suelo brasileño, aunque presente en 
diversos estados, se concentró desde sus comienzos en 
Rio Grande do Sul y en São Paulo. En el primer estado, 
en la región del Vale do Sinos; y en el segundo, en la 
ciudad de Franca.

Hasta finales de la década de 1960, el sector pre-
sentaba una estructura basada en pequeñas y medianas 
empresas y mantenía un proceso de trabajo de caracte-
rísticas artesanales y producción orientada al mercado 

interno. A fines de ese decenio, la industria —particu-
larmente el segmento del Vale do Sinos— ingresa en el 
mercado externo, aprovechando el desplazamiento de la 
producción de calzados desde los países desarrollados 
a regiones con condiciones productivas favorables en 
términos de oferta de mano de obra y salarios bajos. 
Ese ingreso se produjo de manera subordinada, donde 
el importador determinaba la producción subcontratada, 
el modelo y el precio pagado al fabricante y la comer-
cialización junto con el consumidor final. Debido a la 
dimensión de los pedidos provenientes del exterior, con 
cifras superiores a los cientos de miles y poca variedad, 
la respuesta a esa demanda permitió un crecimiento 
acelerado, de carácter extensivo, y redundó en profundos 
cambios estructurales en el sector.

En lo que respecta al proceso de trabajo, la pro-
ducción destinada al exterior derivó en la introducción 
de métodos de organización “taylorista-fordista” para 
atender a una fabricación de calzados por volumen de 
tan solo uno o dos colores. Por ser intensiva en trabajo 
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directo, la manufactura del calzado en altos volúmenes 
exigía la presencia masiva de trabajadores en las plantas 
de fabricación. Esa exigencia atrajo hacia los munici-
pios pioneros en las exportaciones, tales como Novo 
Hamburgo, São Leopoldo, Campo Bom y Sapiranga, 
una gran cantidad de trabajadores provenientes de otras 
ciudades de Rio Grande do Sul, así como incidió en el 
desplazamiento, por parte de las empresas del calzado, 
de sus unidades de producción a otras localidades del 
estado. Ese traslado provocó una ampliación geográ-
fica del “Vale”, dando visibilidad productiva a otros 
municipios.

Hasta mediados de los años noventa, la expansión 
territorial de la producción de calzados del Vale do Sinos 
se dio entre los límites del estado de Rio Grande do Sul. A 
partir de ese momento, las empresas de la aglomeración 
productiva comenzaron a enviar sus unidades de pro-
ducción a otros estados brasileños, especialmente Bahia 
y Ceará. Mediante incentivos fiscales, financieros y de 
contratación de mano de obra se hizo posible la gene-
ración de producción y empleo en la región del noreste. 
En 1996, esos dos estados eran responsables de tan solo 
el 5% del empleo del sector a nivel nacional, alcanzando 
al 24,5% diez años después. En lo concerniente a las 
exportaciones, en 1996 dichos estados prácticamente 
no tenían participación en el mercado externo. Pero ya 
en 2006, junto con el estado de Paraíba, representaban 
el 18,5% del valor de las exportaciones brasileñas de 
calzados. Como contrapartida, en ese mismo período la 
participación de Rio Grande do Sul y São Paulo se redujo 
un 20,6% en el empleo del sector. En lo que atañe al valor 
de las exportaciones, debido a que el desplazamiento 
de empresas hacia el noreste tuvo lugar básicamente 
a partir del Vale do Sinos, la caída en la participación 
ocurrió en el estado de Rio Grande do Sul, pasando 
del 88,6% en 1996 al 67,6% en 2006. Con respecto al 
mercado de trabajo, aparte de la mudanza territorial, 
hubo a lo largo del período 1995-2006 una pérdida de 
la calidad del empleo, a partir del descenso del salario 
de los trabajadores a franjas de menor valor.

Durante estos primeros años del siglo XXI las 
empresas del sector comienzan también a trasladar 
su producción más allá de las fronteras del país. El 
propósito de encontrar condiciones más competitivas 

en términos de costos de producción las llevó a Asia y 
América Latina mediante la subcontratación de líneas 
de calzados y el establecimiento de tiendas propias, 
franquicias y centros de distribución.

A pesar de ello, para el sector como un todo, la 
competencia basada en los costos de producción se hace 
cada día más difícil de mantener en comparación con 
las mejores condiciones ofrecidas por sus competidores 
asiáticos. Una iniciativa para sortear esa situación es 
actuar con diseño y marca propios, vender directamente 
al importador final, atender pedidos de menores dimen-
siones y ser ágiles en la entrega de tales pedidos. Pero 
ese es un camino relativamente lento y que solo ahora 
comienza a transitarse.

En el plano teórico, el comportamiento de las empresas 
pertenecientes al cluster de la industria del calzado del 
Vale do Sinos plantea comprender la dinámica evolutiva 
de esa forma de organización industrial. Si pertenecer a 
la aglomeración productiva local (apl) es un factor de 
competitividad, ¿por qué las empresas, a partir de cierto 
momento, no logran una mayor expansión dentro de esas 
configuraciones e intentan crecer en el “exterior”, incluso 
en lugares donde esas características organizacionales no 
están desarrolladas? Y finalmente, ¿cuáles son los límites 
de esa forma de organización industrial?

Como se analizó en la sección teórica de este tra-
bajo, al tratarse de un concepto propio de la observación 
empírica, cada distrito industrial concreto presenta sus 
particularidades. En el caso aquí estudiado, a pesar de que 
la producción de calzados del Vale do Sinos se encuadra 
dentro de las características estructurales de una apl, su 
competitividad se vincula más al costo de mano de obra 
y al tipo de cambio que a alguna propiedad particular 
del cluster. Lo que se observa de su trayectoria a partir 
del ingreso en el mercado externo, es que la competi-
tividad del sector estuvo condicionada por el estándar 
de competencia en que se encontraba inserto, es decir, 
el precio. De ese modo, mientras las condiciones que 
permitían competir en precio les fueron favorables, el 
sector se expandió. Cuando esas condiciones le fueron 
adversas, o perdieron fuerza, el sector comenzó a en-
frentar dificultades de crecimiento. Ese es el telón de 
fondo que permite comprender la trayectoria de ese 
sector a lo largo del tiempo.
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Crecimiento y concentración 
de los principales
grupos empresariales en México

Germán Alarco y Patricia del Hierro

En este trabajo se discuten diversas hipótesis sobre el origen y 

operación de los grupos económicos y se plantea un modelo destinado 

a explicar las fuentes de crecimiento de los activos totales. Se muestra 

la creciente contribución de los grupos económicos mexicanos al pib, 

mientras que sus aportaciones en términos del empleo y las utilidades 

son menores. Se observa a lo largo del tiempo un claro fenómeno 

de concentración de las ventas y activos en favor de los grupos más 

importantes. Se concluye que la principal fuente de financiamiento de 

la expansión de los activos entre 2005 y 2007 fueron el crecimiento 

de los pasivos y, en segundo lugar, las aportaciones patrimoniales 

de los accionistas. Se determina que la inversión de los principales 

grupos se realiza de manera discreta en el tiempo y que estos tienden 

a “sobreinvertir” como una forma de obstruir la entrada de otros 

competidores.
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I
Introducción

La discusión en torno de la presencia de los grupos 
económicos empresariales es antigua e importante, ya 
que en algunos países no solo tienen una participación 
relevante en la producción, la inversión y el empleo, 
sino que fueron los actores principales de los procesos 
de industrialización de muchas economías en particular. 
El retorno, más reciente, a estructuras empresariales más 
especializadas y menos diversificadas no ha reducido su 
preponderancia a nivel internacional. La visión acerca 
de los grupos coexiste también con quienes piensan que 
estos reflejan distorsiones o fallas en los mercados que 
pueden afectar a los procesos competitivos.

El estudio de la empresa y de los grupos empresariales 
en México no es reciente. Basave y Hernández (2007, 
pp. 94-119) presentan una reseña de su evolución, con 
los trabajos pioneros de Cossío Villegas y Ceceña en los 
años setenta, donde el énfasis estuvo en la industrializa-
ción y los monopolios. Posteriormente, en el marco de 
la estrategia de sustitución de importaciones y de una 
economía cerrada, la orientación se dirigió al análisis 
de la concentración en los sectores-ramas económicas y 
en el rol de la inversión extranjera directa. En los años 
ochenta, se tendía a explicar el desarrollo industrial a partir 
de la influencia del capital financiero (antes y después 
de la crisis de 1982). Más recientemente, el enfoque se 
propone explicar la transnacionalización y la dinámica 
exportadora de las grandes empresas mexicanas.

En el mundo real, los grupos económicos latinoa-
mericanos, incluidos los mexicanos, surgieron en tres 
períodos (Mortimore y Peres, 2001, p. 51): desde fines del 
siglo XIX, durante la primera oleada de industrialización 
del país, por intermedio de grupos de empresarios que 
crearon grandes fábricas manufactureras no integradas 
formalmente entre sí y bancos para financiarlas; en la 
segunda oleada de la industrialización, iniciada en los 
años treinta del siglo pasado, se pasó a una red con 
empresas agrupadas a través de controladoras (holding) 
(Chavarín, 2006, pp. 195-196). En la tercera surgen los 
nuevos grupos económicos vinculados a la reestructuración 
productiva neoliberal —caracterizada por la privatización, 

la desregulación y la globalización— iniciada a partir 
de los años ochenta (Fernández, 2000, p. 97), donde 
destacan (de los 10 primeros grupos mexicanos) tres 
grandes grupos: Slim, Zambrano-Cementos Mexicanos 
(Cemex) y Salinas Pliego-Elektra.

El mapa de las grandes empresas ubicadas en 
México comprende a las empresas transnacionales, el 
fortalecimiento y modernización de los grupos tradi-
cionales y la emergencia de nuevos y muy poderosos 
conglomerados formados desde los años ochenta. Las 
empresas nacionales aumentaron aceleradamente de 
tamaño y evolucionaron hacia una estructura transna-
cionalizada de tamaño medio, fruto de la exportación 
de productos y capitales, mientras que la propiedad se 
mantuvo en los perfiles tradicionales (Garrido, 1997, 
pp. 8-9). La defensa ante la apertura comercial y el 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, en 
el caso de las empresas orientadas al mercado interno, 
condujo a que se establecieran alianzas estratégicas con 
las empresas extranjeras, se incrementaran las barreras 
a la entrada (inversiones preventivas) y se combinaran 
el uso del poder sobre esos mercados y las relaciones 
políticas (Garrido, 2001, pp. 2-3).

Los objetivos de este trabajo son múltiples. En primer 
lugar, presentar una pequeña reseña sobre los elementos 
que pueden dar cuenta del origen y mantenimiento de los 
grupos económicos; asimismo, se propone un modelo 
para explicar las fuentes de crecimiento de los activos 
totales. En segundo lugar, mostrar la información estadís-
tica y su procesamiento para determinar la importancia 
de los principales grupos de la economía mexicana en 
términos del producto interno bruto (pib), el empleo y 
la generación de excedentes. En tercer lugar, explorar 
la dinámica de crecimiento de los grupos económicos 
mexicanos entre 2004 y 2007 sobre la base del modelo 
desarrollado en la primera parte y de una ecuación de 
corte transversal.

El artículo comprende tres secciones y las reflexio-
nes finales. En la primera parte se incorpora una reseña 
en que se evalúan los conceptos de diversificación, 
sinergia, redes, diversas hipótesis sobre el surgimiento 
y operación de los grupos económicos y un modelo 
simple para explicar las fuentes de crecimiento en los 
activos de esos grupos. En la segunda parte, se señala 
la relevancia de estos grupos en la economía mexicana 
y los niveles de concentración, en su interior, de los 
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activos, pasivos y patrimonio. En la tercera sección se 
exploran las fuentes de crecimiento de estos grupos 
en el período bajo análisis. Finalmente, se presentan 
dos anexos con la información utilizada en el análisis 
de regresión.

En este artículo no se aborda el análisis de las 
empresas transnacionales y de los empresarios me-
dianos y pequeños con los que comparten espacio los 

empresarios más importantes de la economía mexicana. 
Se asume que los principales empresarios mexicanos 
actúan bajo la modalidad de grupo económico. No se 
examina la historia de los grandes grupos económicos 
mexicanos y sus relaciones con el Estado, ni se analiza 
el comportamiento específico de algunos de ellos en 
tiempos de auge (Garrido, 2002; Castañeda, 2004) o 
de crisis (Garrido, 2001).

II
Diversificación, contribución y posibilidades de 

crecimiento de los grupos económicos

El tema fundamental para definir a los grupos económi-
cos es la diversificación en los negocios. Se discute el 
concepto y las formas de medirla, pero lo más tradicional 
es concebirla como la participación activa en varios 
negocios distintos relacionados o no (Huerta y Navas, 
2007, pp. 134-135). La siguiente materia a considerar 
es la relación entre diversificación y resultados en los 
negocios. Al respecto, estos mismos autores sostienen 
que, no obstante los numerosos estudios realizados, la 
vinculación entre diversificación y resultados permanece 
inconclusa. Sin embargo infieren, por una parte, que las 
empresas diversificadas presentan resultados superiores 
en relación con las empresas de negocio único, ceteris 
paribus y, por otra, que las empresas cuya diversifica-
ción es relacionada presentan resultados superiores con 
respecto a las empresas que muestran una diversificación 
no relacionada (ibíd., pp. 138 y 141).

Los conceptos de sinergia y redes son fundamentales 
para entender a los grupos económicos. En el primero 
de los casos, Huerta y Navas (2007, pp. 137-138) se-
ñalan que los recursos relacionados entre los negocios 
son fuente de sinergias (el todo es mayor que la simple 
suma de las partes) que mejoran el valor corporativo 
del conjunto. Por otra parte, las redes formales e infor-
males son una vía para abatir los costos de transacción 
en el mercado mediante la selección de recursos más 
baratos. Estas redes también pueden ser vistas desde el 
enfoque social, que privilegia los contactos personales 
como herramienta principal para obtener los resultados 
deseados (Levanti, 2001, p. 1.046).

Los grupos económicos deben entenderse como 
una forma de red de negocios que surge de una com-
binación particular de arquitectura organizacional y 
gobierno corporativo, donde un conjunto de empresas 

es controlado por un pequeño número de grandes accio-
nistas, usualmente miembros de una familia extendida o 
de un círculo cerrado de asociados con nexos sociales. 
Las transacciones que tienen lugar entre las empresas 
de un grupo suelen sostenerse en el largo plazo y res-
ponden a deficiencias institucionales, por ejemplo, el 
funcionamiento o la formación de ciertos mercados 
como el crediticio, la disponibilidad de ciertos traba-
jadores o de algunos insumos, la presencia de fallas de 
mercado u otras explicaciones de la economía política, 
sociológicas, culturalistas, entre otras (Chavarín, 2006, 
pp. 194 y 195).

El enfoque de las fallas o de las imperfecciones 
del mercado señala que los grupos económicos suplen 
las dificultades para obtener capital, mano de obra es-
pecializada, materias primas, componentes y tecnología 
en las economías emergentes (Guillén, 2000, p. 363). 
En la misma dirección, Rendón (1997, p. 5) plantea que 
los grupos surgen ante la incertidumbre de garantizar la 
calidad y el tiempo de entrega de insumos necesarios 
para producir y vender.

En la segunda aproximación, por parte de los econo-
mistas sociologistas, se señala que las empresas replican 
la estructura social que las rodea, de tal forma que los 
patrones de autoridad vertical, horizontal y recíproca 
afectan a la organización de la firma y a las relaciones 
entre las empresas. Estos patrones de autoridad se asumen 
como relativamente estables en el tiempo y resistentes a 
las presiones externas. Los ejemplos más característicos 
se ubican en la República de Corea (estructura vertical), 
la provincia china de Taiwán (horizontal) y el Japón 
(recíprocos). En la tercera aproximación, en el caso de 
los países de industrialización reciente, se vincula el 
crecimiento de los grupos económicos a las políticas a 
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cargo del Estado, los bancos o de ambos para promover 
el desarrollo económico. El Estado prefiere tratar con 
pocos empresarios como agentes del sector privado 
(Guillén, 2000, pp. 363 y 364).

Otra modalidad de visualizar las teorías para explicar 
el surgimiento de los grupos económicos es la propuesta 
por Tarziján y Paredes (2006, pp. 56-58), quienes plantean 
que la estructura de los grupos económicos respondió 
en su tiempo a los incentivos económicos de la región, y 
que al cambiar las instituciones que dieron lugar a esos 
incentivos, esa estructura organizacional es hoy menos 
útil y ha variado. Asimismo, la hipótesis que sostienen 
dichos autores es que los grupos económicos se forman y 
fortalecen para generar una estructura y red de influencias 
que les permita acceder al poder político y, de este modo, 
potenciar su capacidad y accionar económico.

Khanna y Yafeh (2007, pp. 333, 336-341) propo-
nen y analizan seis hipótesis acerca de las razones que 
existen para la formación de los grupos económicos, 
su permanencia en diferentes contextos y algunas im-
plicaciones sobre el bienestar. En la primera hipótesis 
se señala que los grupos económicos diversificados 
son más comunes en economías con instituciones de 
mercado menos desarrolladas. Al respecto, luego de 
una extensa revisión bibliográfica, concluyen que el 
escaso desarrollo de los mercados de capitales no es 
el elemento determinante en la formación de un grupo 
empresarial. Al parecer son otro tipo de instituciones 
y situaciones las que los favorecen, tales como las 
leyes laborales poco claras, el escaso desarrollo de 
las habilidades de los trabajadores y los gerentes o el 
objetivo de pagar menos impuestos. Tampoco es nítida 
la correlación entre mayor diversificación y mayores 
beneficios, pues no existe una correlación lineal. En 
general, los resultados son ambiguos, como en el caso 
chileno —con un buen desarrollo de los mercados de 
capitales y reglas laborales más o menos claras— donde 
se ha intensificado la formación de grupos que se han 
propuesto la diversificación.

En la segunda hipótesis desarrollada por Khanna y 
Yafeh (2007, pp. 341-343) se argumenta que la forma-
ción de grupos económicos, por medio de la integración 
vertical y el volumen de intercambio intragrupos, tiende 
a ser mayor cuando existe un magro desarrollo de las 
instituciones legales y judiciales, que elevan los costos 
de contratación. La evidencia no avala esta hipótesis 
y pareciera que la integración vertical tiene más que 
ver con el deseo de la empresa de aumentar su poder 
monopólico. En la tercera hipótesis se sostiene que la 
formación de grupos piramidales (cuyo control está en 
manos de pocos accionistas) es común en países donde 

la ley protege muy débilmente a los inversionistas. A 
su vez, esto obliga a los inversionistas a solicitar un 
descuento cuando compran acciones en una empresa 
perteneciente a un grupo económico.

Con relación a esta hipótesis no se encontró eviden-
cia alguna. Los grupos piramidales tienden a formarse 
en los casos en que el Estado ha implementado leyes 
de apoyo o protección a las industrias, por ejemplo, los 
Chaebol de la República de Corea. De igual modo, esa 
conformación grupal se aviene más con el propósito de 
aumentar la estabilidad de las ganancias que de maxi-
mizarlas. Además, a través de estos grupos procuran 
transferir entre sí los apoyos o subsidios que reciben 
del Estado. Estas estructuras grupales les permiten 
también excederse en la inversión a fin de establecer 
defensas o barreras respecto de otros competidores 
internos o externos.

En la cuarta hipótesis se afirma que el control fami-
liar de los grupos económicos es más común en países 
cuyas reglas son inadecuadas y donde las transacciones 
con terceros son costosas. Asimismo, estos grupos 
continúan existiendo por razones societales, más allá 
de las vinculaciones familiares. Al respecto, existe una 
mayor presencia familiar en los países con instituciones 
y mercados poco desarrollados. Por ejemplo, en Singapur 
y Malasia se encontró que 9 de 10 y 35 de 50 grupos 
tenían gerentes que pertenecían, respectivamente, a las 
familias que ejercen el control de las empresas. De igual 
modo, existen factores sociales, culturales, institucio-
nales y otros que van más allá de la lógica puramente 
económica, que determinan e influyen en la creación, 
preservación y operación de los grupos económicos 
(Khanna y Yafeh, 2007, pp. 348-351).

En la quinta hipótesis se plantea que la creación, 
expansión y diversificación de los grupos económicos 
se produce como resultado del apoyo gubernamental, 
aunque su rentabilidad depende de las habilidades y 
oportunidades que logren aprovechar. Así, a partir de 
la evidencia, se encontró que los grupos económicos de 
muchos países se formaron gracias al apoyo deliberado 
del gobierno. Sin embargo, aunque se logró confirmar que 
ese apoyo es muy importante para la formación de grupos 
empresariales, en otros países también surgieron grupos 
con escasa o nula ayuda gubernamental. En general, lo 
que se observa es que en su comienzo la gran mayoría 
de los grupos empresariales están integrados por familias 
con vínculos muy cercanos al gobierno de turno.

En virtud de su propia dinámica los grupos económi-
cos acumulan influencia y poder tanto económico como 
político. Esto redunda en que su relación con el ámbito 
estatal se vuelva fluctuante, ambigua y cambiante, lo que 
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en ocasiones provoca la reacción del Estado que trata 
de reducir la influencia de esos grupos económicos, de 
modo que sus representantes tienen que realizar inten-
sas negociaciones (lobby) para no perder el favor de las 
autoridades. En determinadas circunstancias los grupos 
también se enfrentan al Estado, cuando tratan de resistir 
regulaciones antimonopólicas y otras similares. Khanna y 
Yafeh (2007, pp. 352-361) descubren una fructífera relación 
entre el Estado y los grupos empresariales, que también 
tiene sus retrocesos, puesto que se trata de un juego entre 
ambas partes y los juegos son típicamente complejos. Si 
bien cohabitan, su coexistencia no resulta fácil.

La última hipótesis de Khanna y Yafeh (2007, 
pp. 361-362) se refiere a que los grupos económicos 
realizan una serie de prácticas no competitivas que tienden 
a incrementar el poder de mercado, y este mayor poder 
monopólico se reflejaría en altas tasas de beneficios, 
más aún cuando estas pueden establecer barreras al 
comercio y existe un débil marco regulatorio en favor 
de la competencia. Sobre el particular, no queda del 
todo claro si al aumentar el grado de monopolio existe 
una tasa de ganancia mayor. Se observa que en entornos 
tan variables no se crean condiciones estables que per-
mitan garantizar un grado de monopolio determinado y 
ganancias abundantes. Quizás esto explica por qué los 
grupos empresariales siempre están tratando de influir 
en las decisiones del Estado.

Luego de la revisión bibliográfica, se ha diseñado 
un modelo para explicar las fuentes de expansión de los 
grupos económicos a partir de la descomposición entre 
el financiamiento interno (utilidades retenidas) y externo. 
Se parte del balance general de estos grupos, donde la 
diferencia interanual de los activos totales (A) de un año 
determinado respecto del anterior es igual a la suma 
de las variaciones interanuales de los pasivos (L) y del 
patrimonio (E). En los activos totales se consideran los 
activos financieros (incluidas las inversiones), activos 
fijos y otros activos, ya que la expansión de un grupo 
puede realizarse por la vía de diferentes canales. En la 
ecuación (2) se expresan estos cambios en términos 
discretos, donde el crecimiento de los activos podría 
financiarse mediante deuda o capital propio.

	 a a l l E Et t t t t t− = −( ) + −( )− − −1 1 1 	 (1)

	 ∆ ∆ ∆a l E= + 	 (2)

No se discutirán aquí los límites al financiamiento 
externo, pero es claro que este es posible en tanto man-
tiene proporciones determinadas con el crecimiento del 

capital propio. Normalmente, ningún grupo va a poder 
endeudarse por sobre los estándares de la actividad que 
tradicionalmente se relacionan con una proporción deter-
minada de los aportes de los socios del grupo económico. 
El crecimiento del patrimonio puede explicarse por las 
utilidades del ejercicio (P) y las ampliaciones de capital 
directas o a través de los mercados de valores (NS). El 
endeudamiento externo al grupo se establecería como una 
proporción del incremento del capital propio, considerando 
dos razones vinculadas al total de pasivos respecto de los 
activos totales (α) y otra del activo respecto del patrimonio 
(β) de las ecuaciones (3) y (4), que se reemplazarían en 
la ecuación (2) para obtener la (5).

	
l

a
= α 	 (3)

	
a

E
= β 	 (4)

	 ∆a NS p= +( ) +( )1 αβ 	 (5)

Las utilidades pueden explicarse por diferentes 
variables tradicionales, como el producto del rendimiento 
sobre el patrimonio (roe) por el patrimonio de la ecuación 
(6) o como el rendimiento sobre las ventas (ros) por las 
ventas totales (S), siendo estas últimas el producto de la 
participación de las ventas del grupo económico en la 
actividad (χ), de las ventas de la actividad en el producto 
(δ) por el pib (Y) que se muestra en la ecuación (7). No 
se distingue aquí entre utilidades y utilidades retenidas 
después de dividendos.

	 ∆a NS roeE= +( ) +1 αβ ( ) 	 (6)

	 ∆a NS ros Y= +( ) + ( ) 1 αβ χδ 	 (7)

El crecimiento de los activos totales de cualquier 
grupo económico se explicaría, en relación directa, 
por el crecimiento del producto,1 las posibilidades de 
ampliar el patrimonio con los mismos socios, socios 
nuevos (o ambos) o a través de mercados de valores. 
También inciden en el crecimiento de los activos, de 
manera directa, las razones pasivos/activos totales, activos 
totales/patrimonio, del rendimiento sobre las ventas del 
grupo económico, y la participación de la empresa y de 
la actividad en la economía.

1 No se están considerando, por simplicidad, las ventas externas que 
dependerían de la dinámica del producto o servicio a nivel internacional 
y de su competitividad externa.
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La información estadística disponible acerca de los 
grupos económicos nacionales proviene de la revista 
Expansión, que publica todos los años, entre finales 
de abril y junio, un reportaje titulado Los 100 empre-
sarios más importantes de México. En él se entrega en 
orden descendente información sobre los empresarios 
nacionales y las empresas bajo su control. Aquí se ha 
seleccionado la información relativa a los cuatro últimos 
años de 2004 a 2007, publicada entre 2005 y 2008, ya 
que es más homogénea.2 Estos empresarios de mayor 
gravitación, que se encuentran en diversas actividades 
económicas, generalmente no actúan de manera aislada 
y forman parte de grandes organizaciones que operan 
como grupos económicos (Rendón y Morales, 2008b, 
p. 1.184).

Para cada grupo económico se presentan las ventas, 
la capitalización bursátil, el volumen operado en la Bolsa 
de Valores de México, el número de trabajadores, la 
utilidad neta, el rendimiento sobre el patrimonio (roe), 
la relación precio de la acción respecto de la utilidad por 
acción al final de diciembre de cada año y la relación 
activo/deuda. En forma complementaria se muestra la 
participación de mercado y el índice de poder económico 
elaborado por la revista Expansión. Solo en el primer 
año (2004) se agregan los registros sobre el total de 
activos y del patrimonio.

Con la información parcial de los años 2004, 2005, 
2006 y 2007 proporcionada por Expansión, se ha proce-
dido a estimar los activos totales, pasivos y patrimonio 
de cada uno y de todos los grupos. La estimación del 
patrimonio (E) se realiza a partir del conocimiento de la 
utilidad neta del ejercicio (P) y de la tasa de rendimiento 
sobre el patrimonio (roe) que se muestra en la ecuación 
(8). El total de pasivos (L) se determina a partir de la 
identidad contable, que señala que los activos totales 
son iguales al pasivo más el patrimonio, tal como se 
indica en la ecuación (9). Al dividir cada lado de esta 
expresión por (L), se obtiene la relación activos totales 
sobre pasivos, según se muestra en la ecuación (10).

2 La información consignada por Expansión sobre los 100 empresarios 
mexicanos es de mayor antigüedad, pero lamentablemente diferenciada 
a través del tiempo.

	 roe
p

E
= 	 (8)

	 a l E= + 	 (9)

	
a

l

E

l
= +1 	 (10)

Luego de obtener los resultados mediante el proce-
dimiento anterior, se detectaron algunas inconsistencias 
en la información. El valor de los activos totales, los 
pasivos y el patrimonio mostró, en el caso de algunos 
empresarios, marcadas modificaciones entre 2006 y 
2007. Se detectó que las inconsistencias ocurrían cuando 
los rendimientos sobre el patrimonio se modificaban 
de manera importante sin correspondencia alguna con 
respecto a lo que ocurría con las utilidades netas. El 
caso del primer grupo mexicano (Slim) es ilustrativo, ya 
que el rendimiento sobre el patrimonio (roe) se redujo 
de 26,4% a 12,6% entre 2006 y 2007, mientras que las 
utilidades se elevaron de 77.450 millones a 122.370 
millones de pesos y la relación activo total/pasivos se 
mantuvo constante en 1,6 veces.

Para corregir este problema se evaluaron diferentes 
alternativas considerando rangos en las variaciones en las 
ventas, en el roe, en la utilidad neta y en la relación activos 
totales/deuda. Estas se evaluaron conceptualmente y luego 
se aplicaron a la base de datos. Sin embargo, finalmente se 
adoptó un nuevo criterio mediante el cual el roe del año 2007 
sería igual al del año anterior (2006) multiplicado por la 
utilidad de 2007 y dividido por la utilidad de 2006. De esta 
forma se evitarían las variaciones bruscas en el patrimonio, 
y de ahí en los pasivos y en los activos totales. Por otra 
parte, para garantizar la consistencia de la información, se 
dispuso eliminar toda la información del empresario o grupo 
económico para un año determinado si es que faltaban los 
datos concernientes a los activos totales, a los pasivos o al 
patrimonio. Mantener a ese empresario hubiera significado 
afectar al equilibrio de la sumatoria de los balances generales 
(o del estado de situación financiera).

En el cuadro 1 se puede apreciar la contribución al 
pib de los 100 empresarios más importantes de México, 
del empleo asalariado, de la población ocupada y del 
excedente de explotación en los años bajo análisis. Para 

III
Participación de los grupos económicos 

en la economía mexicana
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Cuadro 1

Contribución de los grupos económicos al producto, 
empleo y excedente de explotación
(En porcentajes)

Grupos Año
Producto 

interno bruto

Empleo Excedente 
de explotaciónAsalariados Población ocupada

Grupos del 1 al 5 2004 11,87 2,05 1,17 2,12
2005 9,60 1,70 1,00 2,03
2006 10,09 1,68 1,01 2,08
2007 10,65 1,78 1,08 …

Grupos del 6 al 10 2004 3,47 0,68 0,39 0,50
2005 2,77 0,95 0,56 0,47
2006 2,51 0,73 0,44 0,44
2007 3,48 0,97 0,59 …

 Grupos del 1 al 10 2004 15,34 2,73 1,56 2,62
2005 12,37 2,66 1,56 2,50
2006 12,59 2,42 1,45 2,51
2007 14,13 2,75 1,66 …

Grupos del 11 al 20 2004 3,32 0,97 0,55 0,44
2005 3,08 0,89 0,52 0,47
2006 4,09 1,24 0,75 0,52
2007 3,36 1,16 0,70 …

Grupos del 21 al 30 2004 1,57 0,64 0,37 0,08
2005 2,10 0,66 0,39 0,20
2006 2,03 0,68 0,41 0,19
2007 2,17 0,72 0,44 …

Grupos del 31 al 40 2004 1,21 0,38 0,22 0,09
2005 1,57 0,46 0,27 0,12
2006 0,99 0,35 0,21 0,11
2007 1,27 0,36 0,22 …

Grupos del 41 al 50 2004 1,18 0,29 0,17 0,07
2005 0,40 0,20 0,12 0,08
2006 0,78 0,33 0,20 0,07
2007 0,51 0,21 0,13 …

Grupos del 51 al 100 2004 1,51 0,47 0,27 0,03
2005 1,49 0,51 0,30 0,12
2006 1,58 0,53 0,32 0,11
2007 1,49 0,61 0,37 …

Total 2004 24,13 5,48 3,14 3,32
2005 21,01 5,39 3,16 3,49
2006 22,06 5,54 3,33 3,51
2007 22,91 5,81 3,51 …

Fuente: elaboración propia sobre la base datos obtenidos de la revista Expansión y del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (inegi).

analizar el grado de concentración o de dispersión se 
presenta también la información para los 5 primeros 
grupos (del 6 al 10), los grupos del 11 al 20, del 21 al 
30, del 31 al 40, del 41 al 50 y del 51 al 100.

Desde 2005 a 2007, las ventas totales del conjunto de 
los empresarios respecto del producto fueron crecientes, 
con un valor equivalente al 22,9% del pib en 2007. No 
obstante, esta participación fue menor a la observada 
en 2004. Es interesante anotar que solo los 5 primeros 

grupos explicaron el 10,7% del pib. Los 10 primeros 
grupos empresariales llegaron a explicar el 14,1% del 
pib en 2007, mientras que los grupos del 11 al 20 con-
tribuyeron con un 3,4%; del 21 al 30 con un 2,2%; del 
31 al 40 con un 1,3%; del 41 al 50 con un 0,5%; y los 
del 51 al 100 con un 1,5% del pib. Entre 2005 y 2007 
se observa una mayor concentración de la producción 
nacional en manos de los grupos nacionales en general, 
aunque en mayor medida en los 10 primeros grupos.
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Conviene señalar que, en términos macroeconó-
micos, en el período bajo análisis se observó una tasa 
de crecimiento del pib entre 3% y 3,5% anual, bastante 
cercana al promedio histórico de largo plazo, pese a que 
los precios del petróleo iban en una tendencia alcista. Las 
tasas de inflación fluctuaron entre 5,2% y 3,3% anual, 
mientras que la paridad cambiaria con respecto al dólar 
estadounidense fue relativamente estable. El poder de 
compra de los perceptores de remuneraciones, el sector 
externo, el financiero y las finanzas públicas mantuvieron 
las tendencias de los años anteriores.

La contribución al empleo nacional de los 100 empre-
sarios es relevante en términos absolutos, ya que asciende 
a poco más de 1,5 millones de empleos permanentes en 
2007. Si estos resultados se expresan en relación con la 
población asalariada (que recibe sueldos y salarios) y con 
la población ocupada nacional, equivalentes a 25,9 y 42,9 
millones de personas, respectivamente, las aportaciones 
no son significativas, ya que equivalen a un 5,8% y a un 
3,5% del total nacional de esas poblaciones.

La contribución al empleo es menos concentrada en 
comparación con las ventas totales respecto del producto, 
ya que en 2007 los 10 primeros grupos absorbieron solo 
un 2,8% del empleo asalariado nacional y un 1,7% de 
la población ocupada total. Los cinco primeros grupos 
captaron un 1,8% del empleo asalariado y un 1,1% de 
la población ocupada total. Los grupos del 11 al 20 
respondieron por un 1,2% y un 0,7%, respectivamente, 
mientras que los grupos del 21 al 30 ocuparon en el 
mismo año a un 0,7% y 0,4%, respectivamente.

En el caso de la contribución al excedente de ex-
plotación, esta se mide a partir de la razón de la suma de 
las utilidades netas totales de las empresas seleccionadas 
entre el excedente de explotación reportado en las cuentas 
nacionales. A la fecha no hay información disponible 
sobre el excedente para el año 2007. Sin embargo, entre 
2004 y 2006 la contribución de estas empresas se elevó 
del 3,3% al 3,5% del excedente de explotación nacional. 
En este caso, llama la atención que si bien los 10 primeros 
grupos contribuyen al 2,5% del excedente nacional, en 
2004 contribuían al 2,6% de este.

Respecto de otras fuentes de información, Rendón 
y Morales (2008b, pp. 1.178 y 1.180-1.181) señalaron 
que existe un evidente proceso de concentración en favor 
de las empresas y grupos económicos de mayor tamaño. 
Entre 1993 y 2003, las grandes empresas emplearon al 
21,1% y el 28,4%, respectivamente, del personal ocupado 
de la economía. Las 500 mayores empresas mexicanas 
reportadas por Expansión tuvieron ventas netas equiva-
lentes al 18,2% del pib en 1990, al 50% en el año 2000 
y hasta el 73,5% en 2004. En este último año, el 5,4% 

de estas empresas fueron estatales, el 57,8% privadas 
nacionales y el 36,8% extranjeras.

En el cuadro 2 se exponen algunas razones financieras 
aplicadas al conjunto de los 100 grupos empresariales, así 
como también a una selección por deciles de esos grupos. 
Las razones seleccionadas comprenden la rotación de las 
ventas obtenida como el cociente de las ventas totales y 
el valor de los activos totales. La segunda razón se refiere 
al producto medio por trabajador ocupado, que expresa 
el cociente de las ventas totales por trabajador, expresado 
en millones de pesos corrientes. La tercera, sujeta a las 
fluctuaciones de los mercados de valores, es el cociente 
del valor de capitalización de mercado (capitalización 
bursátil) de los grupos respecto de los activos totales. 
Luego se presentan las razones de apalancamiento de 
los pasivos totales en relación con los activos totales y 
de los pasivos totales con respecto al patrimonio. Por 
último se presenta la razón utilidad neta en relación con 
el patrimonio en porcentaje.

Para el total de los empresarios, la rotación de las 
ventas se incrementa entre 2004 y 2007, lo que implica 
un mejor aprovechamiento de los activos totales. Resalta 
que exista un mayor aprovechamiento de los activos 
totales entre los grupos del 11 al 50 respecto de lo que 
ocurre en los 10 primeros grupos donde esta rotación es 
menor. Entre estos, la rotación de los activos es mayor en 
los grupos que ocupan desde la posición 31 a la 50. En la 
menor rotación de los activos totales de los 10 primeros 
grupos económicos se reflejaría la existencia de una 
mayor capacidad instalada ociosa, derivada de niveles 
de “sobreinversión” cuyo objeto es mantener barreras a 
la entrada de competidores elevando los estándares de 
equipamiento. Estos empresarios invierten en exceso 
aumentando las barreras y tendrían la capacidad para 
atender con mayor celeridad los cambios imprevistos 
en la demanda. Esta estrategia defensiva es descubierta 
también por Mortimore y Peres (2001, p. 54).

El producto medio por trabajador del total de los 
empresarios analizados también ha aumentado, pero 
solo de 2005 a 2007, ya que se redujo entre 2004 y 
2005. Por deciles, el mayor valor corresponde al grupo 
de los 10 primeros empresarios, seguidos por los grupos 
del 31 al 40 lugar. La razón del valor de capitalización 
del mercado respecto de los activos totales también ha 
crecido entre 2004 y 2007 como resultado del mejor 
desempeño del índice de precios y de las cotizaciones 
de la Bolsa Mexicana de Valores. Esta razón es también 
mayor en el caso de los 10 primeros grupos económicos 
y en los ubicados en las posiciones del 31 al 50.

Los indicadores de apalancamiento durante el período 
2004-2007 no tienen una tendencia clara, y son menos 
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Cuadro 2

Razones financieras de los grupos económicos mexicanos, 2004-2007

Grupos Año
Ventas/activos 

totales
Ventas/ 

trabajadoresa
Capitalización 

bursátil/activos totales
Pasivos/

activos totales
Pasivos/

patrimonio

Utilidad neta/
patrimonio

(En porcentajes)

Grupos del 1 al 10 2004 0,58 2,08 0,71 0,61 1,54 15,41
2005 0,66 1,80 1,07 0,56 1,28 18,41
2006 0,81 2,12 1,58 0,55 1,22 22,04
2007 0,82 2,21 1,69 0,62 1,61 28,86

Grupos del 11 al 20 2004 0,97 1,27 0,83 0,49 0,98 15,49
2005 0,68 1,33 0,41 0,65 1,86 17,75
2006 1,07 1,34 0,75 0,54 1,15 17,96
2007 1,12 1,25 1,13 0,57 1,30 16,70

Grupos del 21 al 30 2004 0,81 0,90 0,62 0,58 1,38 5,87
2005 0,95 1,23 1,01 0,46 0,86 9,89
2006 1,19 1,22 1,13 0,57 1,33 15,85
2007 1,41 1,29 1,04 0,57 1,32 18,74

Grupos del 31 al 40 2004 0,82 1,17 0,62 0,50 1,00 7,07
2005 0,91 1,31 0,43 0,61 1,54 10,32
2006 0,77 1,15 0,76 0,55 1,20 11,83
2007 1,27 1,50 1,17 0,55 1,24 8,88

Grupos del 41 al 50 2004 1,45 1,49 0,59 0,55 1,22 11,11
2005 0,43 0,77 0,33 0,68 2,16 16,40
2006 0,98 0,95 0,88 0,55 1,22 11,55
2007 0,64 1,02 1,31 0,43 0,75 17,29

Grupos del 51 al 100 2004 0,70 1,18 0,40 0,62 1,64 2,27
2005 0,57 1,13 0,28 0,60 1,53 6,93
2006 0,98 1,22 0,44 0,45 0,83 7,64
2007 0,65 1,06 0,46 0,58 1,40 8,77

Total 2004 0,67 1,62 0,69 0,59 1,44 13,65
2005 0,68 1,51 0,84 0,58 1,36 16,16
2006 0,89 1,62 1,28 0,54 1,19 19,02
2007 0,88 1,70 1,45 0,60 1,48 23,52

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos obtenidos de la revista Expansión y del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Infor-
mática (inegi).

a	 Millones de pesos corrientes por trabajador.

variables cuando se habla de la razón pasivos totales res-
pecto de los activos totales. La otra razón de los pasivos 
totales respecto del patrimonio es más fluctuante. En el 
caso de ambas razones, estas se elevan entre los años 
2006 y 2007. Los pasivos totales llegaron a representar 
el 60% de los activos totales y el 148% del patrimonio 
para el conjunto de las empresas. Los 10 primeros grupos 
tienen razones un poco más elevadas equivalentes al 
62% y al 161%, respectivamente, en 2007.

La última razón corresponde al cociente de la 
utilidad neta con respecto al patrimonio. Entre 2004 
y 2007 esta se eleva del 14 al 24%. Los 10 primeros 
grupos tienen las mayores razones de rendimiento 
para todos los años, mientras que los otros deciles 
muestran las menores tasas de rendimiento. A mayor 
tamaño, los rendimientos absolutos y relativos son 
superiores.

En el gráfico 1 se pueden analizar los niveles de 
concentración de los activos totales, pasivos totales 
y del patrimonio de los 100 empresarios-grupos más 
importantes de México. Los 10 primeros grupos na-
cionales poseen una participación cada vez mayor en 
los activos totales, al explicar el 60,8% de estos en 
2005, el 62,9% en 2006 y el 66,8% en 2007. Los 10 
primeros grupos económicos tuvieron el 59,1% de los 
pasivos totales en 2005, el 63,7% en 2006 y el 69% en 
2007. En el caso del patrimonio no hay una tendencia 
clara, ya que la participación en dichos años fluctuó 
entre el 63,1% en 2005, el 61,8% en 2006 y el 63,5% 
en 2007.

Los elevados niveles de concentración se ratifican 
al estimar el índice de Herfindahl-Hirschmann (ihh) 
para los diferentes deciles de los 100 principales grupos 
empresariales de México. En este caso, el índice se define 
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GRÁFICO 1

Distribución de activos, pasivos y patrimonio
de los grupos económicos mexicanos, 2005-2007
(En porcentajes)

  Activos totales Pasivos totales Patrimonio 

20
05

Grupos del 41 al 50
3,0

Grupos del 31 al 40
5,6

Grupos del 21 al 30
7,2

Grupos del 11 al 20
14,8

Grupos del 1 al 10
60,8

Grupos del 51 al 100
8,6

Grupos del 41 al 50
3,6

Grupos del 31 al 40
5,9

Grupos del 21 al 30
5,8

Grupos del 11 al 20
16,7

Grupos del 1 al 10
59,1

Grupos del 51 al 100
9,0

Grupos del 41 al 50
2,3

Grupos del 31 al 40
5,2

Grupos del 21 al 30
9,2

Grupos del 11 al 20
12,2

Grupos del 1 al 10
63,1

Grupos del 51 al 100
8,0

20
06

Grupos del 41 al 50
3,2

Grupos del 31 al 40
5,2

Grupos del 21 al 30
6,8

Grupos del 11 al 20
15,4

Grupos del 1 al 10
62,9

Grupos del 51 al 100
6,5

Grupos del 41 al 50
3,3

Grupos del 31 al 40
5,2

Grupos del 21 al 30
7,2

Grupos del 11 al 20
15,2

Grupos del 1 al 10
63,7

Grupos del 51 al 100
5,4

Grupos del 41 al 50
3,2

Grupos del 31 al 40
5,2

Grupos del 21 al 30
6,4

Grupos del 11 al 20
15,6

Grupos del 1 al 10
61,8

Grupos del 51 al 100
7,8

20
07

Grupos del 41 al 50
3,1

Grupos del 31 al 40
3,9

Grupos del 21 al 30
5,9

Grupos del 11 al 20
11,6

Grupos del 1 al 10
66,8

Grupos del 51 al 100
8,8

Grupos del 41 al 50
2,2

Grupos del 31 al 40
3,6

Grupos del 21 al 30
5,7

Grupos del 11 al 20
11,0

Grupos del 1 al 10
69,0

Grupos del 51 al 100
8,6

Grupos del 41 al 50
4,4

Grupos del 31 al 40
4,3

Grupos del 21 al 30
6,4

Grupos del 11 al 20
12,5

Grupos del 1 al 10
63,5

Grupos del 51 al 100
9,1

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos obtenidos de la revista Expansión y del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 
Informática (inegi).

como la suma de cuadrados de las participaciones de 
los activos totales de cada decil en el total de los 100 
grupos.3 El valor máximo de ihh es 10.000 cuando 

3  IHH Si
i

n

=
=
∑ 2

1

, donde Si es la participación de cada grupo en el 

total.

un decil concentra el 100% del total de los activos 
(concentración máxima), desconcentrado (ihh<1.000), 
moderadamente concentrado (1.000<ihh<1.800) o 
altamente concentrado (ihh>1.800). Al respecto, con la 
información disponible es claro que la concentración de 
los activos es muy elevada y se incrementa en el tiempo, 
ya que el ihh de 2005 fue 4.506,4, en 2006 fue 4.672,5 
y en 2007 ascendió a 5.208,7.
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En el cuadro 3 se consigna la información relativa a las 
principales partidas contables del total de los empresa-
rios mexicanos para los años 2004 al 2007 en millones 
de pesos corrientes. Se consideran los activos totales, 
pasivos totales, patrimonio, ventas totales y utilidades 
netas. En dicho cuadro se incluye no solo la información 
para el total, sino la concerniente a los cinco primeros 
deciles (posiciones del 1 al 10, 11 al 20, 21 al 30, 31 al 
40, 41 al 50) y el subtotal de los valores para las empresas 
ubicadas en las posiciones del 51 al 100.

Un primer elemento que resalta es que entre 2004 
y 2005 se reducen las ventas totales, los activos totales, 
los pasivos y el patrimonio de todos los empresarios. 
Entre esos años solo se incrementan las utilidades 
netas. Este fenómeno puede ser explicado mediante 
varias hipótesis. En primer lugar, puede obedecer a la 
presencia de ajustes en los criterios contables dispues-
tos por las autoridades gubernamentales, relativos a la 
consolidación de las empresas de un grupo económico. 
En segundo lugar, puede derivarse de la combinación 

IV
Dinámica de crecimiento de los grupos 

económicos, 2004-2007

CUADRO 3

Valores de las principales partidas contables
de los grupos económicos mexicanos, 2004-2007
(En millones de pesos corrientes)

Grupo Año Activos totales Pasivos totales Patrimonio total Ventas Utilidades netas

 Grupos del 1 al 10 2004 2 265 072,0 1 374 430,0 890 642,0 1 314 944,0 137 250,0
2005 1 722 874,9 966 419,7 756 455,3 1 141 545,5 139 267,8
2006 1 615 730,7 888 420,5 727 310,3 1 302 136,5 160 293,4
2007 1 934 035,2 1 192 394,4 741 640,7 1 579 250,8 214 041,2

Grupos del 11 al 20 2004 291 554,0 143 978,0 147 576,0 284 168,0 22 857,0
2005 419 231,0 272 472,1 146 758,8 283 991,4 26 053,7
2006 395 449,6 211 700,8 183 748,8 423 366,5 32 995,3
2007 335 344,7 189 553,9 145 790,9 375 056,5 24 341,3

Grupos del 21 al 30 2004 167 222,0 96 864,0 70 358,0 134 669,0 4 128,0
2005 205 516,2 94 855,3 110 660,8 194 277,1 10 948,0
2006 175 905,6 100 453,0 75 452,6 209 954,2 11 956,9
2007 172 219,9 97 955,0 74 264,9 242 440,5 13 920,8

Grupos del 31 al 40 2004 126 921,0 63 579,0 63 342,0 103 838,0 4 481,0
2005 159 153,1 96 442,0 62 711,0 144 607,1 6 471,5
2006 133 482,0 72 909,0 60 573,1 102 255,7 7 164,3
2007 111 558,2 61 808,5 49 749,7 141 402,5 4 417,6

Grupos del 41 al 50 2004 70 022,0 38 544,0 31 478,0 101 312,0 3 496,0
2005 85 849,4 58 681,8 27 167,6 36 942,6 4 456,6
2006 82 866,0 45 510,7 37 355,3 80 883,5 4 314,3
2007 88 971,3 38 078,4 50 893,0 56 676,4 8 801,8

Grupos del 51 al 100 2004 184 840,0 114 764,0 70 076,0 129 632,0 1 591,0
2005 242 684,5 146 697,8 95 986,7 137 580,6 6 647,1
2006 167 056,0 75 553,1 91 502,8 163 248,5 6 995,0
2007 253 811,9 147 997,0 105 814,9 166 019,6 9 283,2

Total 2004 3 105 631,0 1 832 159,0 1 273 472,0 2 068 563,0 173 803,0
2005 2 835 309,1 1 635 568,8 1 199 740,3 1 938 944,3 193 844,7
2006 2 570 489,9 1 394 547,1 1 175 942,8 2 281 844,9 223 719,2
2007 2 895 941,2 1 727 787,2 1 168 154,0 2 560 846,3 274 805,9

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos obtenidos de la revista Expansión y del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Infor-
mática (inegi).
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de los criterios contables mencionados anteriormente 
con la venta de activos o patrimonio por parte de algu-
nos grupos nacionales al capital extranjero, aunque la 
información sobre la inversión extranjera directa para 
esos años no muestra un aumento significativo de los 
activos en manos de extranjeros.

Por otra parte, es importante consignar que las modi-
ficaciones suscitadas entre 2004 y 2005 en algunos de los 
10 primeros grupos mexicanos (Slim, Larrea, Fernández, 
Garza Medina y Salinas Pliego) permitirían explicar la 
mayor parte de los montos observados para los 100 prin-
cipales grupos empresariales del país. El mayor nivel de 
los activos totales, los pasivos y el patrimonio en 2004 
respecto del 2005 se presenta también en los deciles de 
los grupos económicos de menor dimensión, a excepción 
de los ubicados en las posiciones del 41 al 50.

De 2005 a 2007 se produce un incremento en las 
ventas para el total de los 100 principales empresarios 
nacionales. Los activos totales nuevamente decrecen entre 
2005 y 2006, para elevarse entre 2006 y 2007. En los 
pasivos totales se aprecia igual movimiento, contrayéndose 
nuevamente entre 2005 y 2006, para aumentar de 2006 
a 2007. En el patrimonio, a pesar de que se engrosan las 
utilidades año con año, se observa una ligera tendencia 
decreciente a lo largo del tiempo.

En el cuadro 4 se presentan los flujos financieros 
anuales de los activos totales, los que deben explicarse por 

las variaciones en los pasivos totales y en el patrimonio 
para todos los 100 grandes empresarios mexicanos (y 
presentados por deciles). Solo se muestra la información 
para los períodos 2005-2006 y 2006-2007, ya que el 
período 2004-2005 involucra los elementos metodoló-
gicos comentados anteriormente. En virtud de que se 
trabaja con información de dos años en particular, no se 
considera necesario transformarla de millones de pesos 
corrientes a constantes.

Una primera anotación sobre la información dis-
ponible es que los mayores niveles de ventas no van 
acompañados de modificaciones en los activos tota-
les: financieros, fijos o de intangibles. Estos niveles, 
relacionados con una demanda interna o externa más 
elevada, se derivan de una mayor rotación en los activos 
totales y de decisiones de inversión que se producen 
de manera discontinua en el tiempo. Con la reducida 
información disponible no es posible establecer otras 
hipótesis al respecto. De 2005 a 2006 hay una reducción 
de los activos totales que tiene su contrapartida en una 
mayor disminución de los pasivos totales respecto del 
patrimonio. Este fenómeno es general y puede deberse 
a razones de tipo contable u otras.

Entre 2006 y 2007 se registra un importante cre-
cimiento en los activos totales de los 100 empresarios 
analizados. Sin embargo, el comportamiento es disímil, 
ya que la mayor parte de este incremento se explicaría 

CUADRO 4

Flujos financieros de los grupos mexicanos, 2005-2007a

(En millones de pesos corrientes)

Grupos  Año Variación de los activos totales Variación de los pasivos totales  Variación del patrimonio

Grupos del 1 al 10 2005-2006 –107 144,2 –77 999,2 –29 145,0
2006-2007 318 304,5 303 974,0 14 330,5

Grupos del 11al 20 2005-2006 –23 781,4 –60 771,3 36 989,9
2006-2007 –60 104,9 –22 147,0 –37 957,9

Grupos del 21 al 30 2005-2006 –29 610,6 5 597,7 –35 208,3
2006-2007 –3 685,7 –2 498,0 –1 187,7

Grupos del 31 al 40 2005-2006 –25 671,0 –23 533,1 –2 138,0
2006-2007 –21 923,9 –11 100,5 –10 823,4

Grupos del 41 al 50 2005-2006 –2 983,4 –13 171,1 10 187,7
2006-2007 6 105,3 –7 432,4 13 537,6

Grupos del 51 al 100 2005-2006 –75 628,6 –71 144,7 –4 483,9
2006-2007 86 755,9 72 443,9 14 312,0

Total 100 2005-2006 –264 819,2 –241 021,7 –23 797,5
2006-2007 325 451,2 333 240,1 –7 788,8

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos obtenidos de la revista Expansión y del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Infor-
mática (inegi).

a	 Empresas ordenadas según el ranking presentado en Expansión 2008 para el año 2007.
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por lo ocurrido en los 10 primeros grupos y en los menos 
importantes ubicados en las posiciones del 41 al 100. 
Resalta la reducción del valor de los activos y pasivos 
de los grupos ubicados en las posiciones del 11 al 40. 
La otra observación relevante, cuando se trabaja con el 
conjunto de las empresas, es que la variable de ajuste 
principal son los pasivos, mientras que el patrimonio 
tiene modificaciones menores.

En conjunto, los 100 mayores empresarios se 
financian sobre todo con capital de terceros (pasivos), 
mientras que las aportaciones de capital propio por medio 
del patrimonio son limitadas. La situación es obvia en 
el caso de los 10 primeros grupos empresariales cuya 
expansión de los activos totales se financia con pasivos 
y en menor proporción mediante el incremento del 
patrimonio. En cambio, la ampliación del patrimonio 
como mecanismo de financiamiento es más importan-
te en los grupos vinculados a las posiciones del 41 al 
100, en que destacan los empresarios ubicados en las 
posiciones del 41 al 50 cuya expansión de los activos 
totales se explica por un aumento del patrimonio y una 
reducción de los pasivos totales.

El financiamiento corporativo mediante los pa-
sivos comprende el otorgado por el sistema bancario 

nacional, el sistema bancario internacional, la emisión 
de títulos de deuda colocados en los mercados locales 
e internacionales, entre los principales instrumentos 
financieros. Solo como referencia, es interesante 
constatar que entre 2006 y 2007 la expansión de los 
pasivos de los 100 primeros empresarios mexicanos 
fue equivalente al 76,2% de la variación del crédito al 
sector privado del sistema financiero, de acuerdo con la 
información reportada por las Estadísticas financieras 
internacionales del Fondo Monetario Internacional 
(fmi, 2009).

En el cuadro 5 se muestran los resultados de dos 
regresiones de corte transversal mediante las cuales 
se pretende explicar el crecimiento de las ventas y de 
los activos totales, entre 2005 y 2007, de los grupos y 
empresarios reportados por Expansión. Se postula que 
el incremento de las ventas depende directamente de 
la rotación de los activos fijos y de la expansión de los 
activos totales, y estos últimos se explicarían más por 
el crecimiento de los pasivos que por el aporte de los 
accionistas (patrimonio). En los Anexos 1 y 2 se presenta 
la información básica para estas regresiones, la que se 
convierte a variaciones porcentuales para elevar el grado 
de exigencia en las regresiones.

CUADRO 5

Principales resultados de las regresiones de crecimiento en las ventas

Variables Dependientes

Independientes
Variación porcentual en ventas 

2005-2007
Variación porcentual en activos 

2005-2007

Constante 24,3097 –3,0039
(–3,0426) (–1,8231)

Variación porcentual razón ventas/activos 2005-2007 0,2794  
(10,1443)  

Variación porcentual activos totales 2005-2007 0,8348  
(4,4317)  

Variación porcentual pasivos totales 2005-2007   0,5563
  (19,3295)

Variación porcentual patrimonio 2005-2007   0,4618
  (7,4837)

Variación porcentual utilidades 2005-2007   –0,0002
  (–0,1210)

R2 0,6093 0,9092
R2 ajustado 0,5974 0,9050
Prueba F 51,4541 216,9358
Test de Durbin-Watson 1,8482 1,9499

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos obtenidos de la revista Expansión y del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Infor-
mática (inegi).
Nota: Debajo de los valores de los parámetros se muestra el valor de la prueba t.
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Al observar estos resultados, se concluye que me-
diante la primera regresión no se rechaza la hipótesis de 
que la variación porcentual en el crecimiento de las ventas 
depende positivamente de la variación porcentual de la 
razón ventas totales sobre activos totales y de la variación 
porcentual de los activos totales. En la segunda ecuación 
tampoco se rechaza que la variación porcentual de los 
activos totales depende en primer lugar de la variación 
porcentual de los pasivos y en segundo término del 
patrimonio. No hay vinculación directa con la variación 
porcentual de las utilidades netas del ejercicio.

Las bondades de ajuste de ambas ecuaciones son 
de más del 60% y el 90%, respectivamente, que son 
valores altos para regresiones de corte transversal y en 
variaciones porcentuales. En los parámetros se refleja 
la lógica de lo postulado, pues estos tienen los signos 
correctos y son significativamente diferentes de cero de 
acuerdo con la prueba t. En conjunto, de acuerdo con la 
prueba F, son también diferentes de cero. En ambos casos 
se consideraron los datos para empresas que contaban 
con la información completa para el período 2005-2007: 
69 en total. En ambas resgresiones no se detectaron 
problemas de autocorrelación, heterocedasticidad y 
multicolinealidad.

No se realizará un análisis detallado de las fuentes 
de crecimiento de los activos totales de los principales 

grupos empresariales o empresarios del país, ya que la 
información secundaria es todavía fragmentaria. Sin em-
bargo, puede ser interesante anotar que de 2006 a 2007, 
de los 10 principales grupos nacionales, 4 aumentaron los 
niveles relativos de endeudamiento/activos (Zambrano-
Cemex, Garza Medina-Alfa, Fernández González-Modelo 
y González Barrera-Maseca), 3 los mantuvieron (Slim, 
Bailléres-Bal y Salinas Pliego-Elektra) y 3 los redujeron 
(Larrea-Grupo México, Fernández Carbajal-Femsa y 
Servitje-Bimbo).

Por último, a diferencia de otros países, los grupos 
locales no cuentan en general con instituciones financieras 
bajo su control o que formen parte del grupo correspon-
diente. En 2007, de los 100 empresarios nacionales solo 
12 contaban con instituciones financieras asociadas o que 
constituyen el núcleo central de sus actividades. En los 
10 primeros grupos nacionales solo existen vinculacio-
nes financieras directas en Slim-Grupo Financiero (gf) 
Inbursa y González Barrera-gf Banorte. En los grupos 
del 11 al 20 en solo 2: Salinas Pliego-Banco Elektra y 
Del Valle Ruiz-gf Ve por más. En las posiciones del 31 
al 40 aparecen el gf Ixe y el gf Invex. En las posiciones 
del 51 al 100 figuran grupos propiamente financieros, 
pero de limitada envergadura nacional: Banco del Bajío, 
gf Banregio, gf Interacciones, gf Afirme, gf Mifel y 
gf Monex.

V
Reflexiones finales

La formación de los grupos económicos en México 
sigue la misma dinámica que lo ocurrido en la mayoría 
de los países de América Latina. Estos grupos surgieron 
principalmente con la industrialización temprana de 
finales del siglo XIX y comienzos del XX, durante el 
proceso de sustitución de importaciones entre los años 
cincuenta y setenta, y a partir de la reestructuración 
productiva neoliberal de los años ochenta. A lo largo 
del tiempo surgen nuevos grupos, otros mantienen su 
presencia, mientras algunos pierden importancia.

Las hipótesis propuestas para explicar el origen y 
funcionamiento de los grupos económicos son diversas. 
Una revisión extensiva de la literatura permite cons-
tatar que hay muchos elementos bajo discusión y que 
las evidencias concluyentes son limitadas. Coexisten 
principalmente los planteamientos en que se sostiene 
que los grupos surgen como resultado de las fallas o 

limitaciones en diversos mercados, pero también parecen 
tener asidero otras explicaciones sobre la vinculación de 
estos grupos con el Estado. Los grupos económicos man-
tienen una relación compleja con el Estado (dependiendo 
del gobierno), de apoyo mutuo, pero en determinadas 
circunstancias surgen los distanciamientos.

A partir de los estados financieros de cualquier grupo 
económico o empresa se pueden determinar las fuentes 
de expansión de los activos totales (financieros, fijos e 
intangibles), como contrapartida de las variaciones en 
los pasivos y el patrimonio. Las fuentes de expansión 
de los pasivos pueden encontrarse en el financiamiento 
bancario nacional e internacional, la emisión de deuda 
nacional e internacional y otros pasivos. En el caso del 
patrimonio, nos referimos a las utilidades reinvertidas 
y a las nuevas emisiones de acciones. Las proporciones 
entre pasivos y patrimonio se determinan de acuerdo con 
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parámetros sectoriales, nacionales e internacionales, 
y según la propia evaluación del grupo financiero o 
empresario de que se trate.

Sobre la base de la información disponible, se 
aprecia que los grupos económicos mexicanos registran 
una creciente aportación al producto (pib), lo que da 
cuenta de un proceso de concentración y centralización 
de ventas, activos totales, pasivos y patrimonio en manos 
de pocos grupos. La aportación de estos mismos grupos 
en términos del empleo y de los excedentes de explota-
ción es de menor importancia. Sin embargo, la menor 
contribución al empleo obedece a mayores niveles de 
productividad respecto de las otras empresas que operan 
en la economía. No se ha realizado una evaluación de 
las empresas transnacionales y de los otros empresarios 
nacionales de menor dimensión.

Se observa un fenómeno de concentración en favor 
de los 10 primeros grupos económicos mexicanos y en 
desmedro de los otros grupos y empresarios registrados 
por Expansión. Los 10 primeros representan más del 
60% de los activos totales, pasivos y patrimonio. Entre 
2005 y 2007, llama la atención que esta participación es 
creciente en lo concerniente a los activos totales y pasivos, 
implicando un fenómeno de concentración. Al respecto, 
es interesante señalar que esta participación parece co-
rrelacionarse positivamente con los resultados, ya que el 
rendimiento sobre el patrimonio (roe) tiende también a 
crecer con el tiempo en el período bajo análisis.

Es claro que el crecimiento de las ventas de los grupos 
económicos se explica por incrementos en la rotación de 
los activos fijos (ventas totales/activos totales) y en los 
activos totales. Lo anterior resulta del análisis directo de 
la información financiera y de las regresiones de corte 
transversal. Asimismo, la inversión que realizan los 
diferentes grupos económicos no se produce de manera 
continua en el tiempo, sino que con saltos discretos 
(esporádicamente), aprovechando ventajas particulares 
que pueden vincularse al tipo de cambio real, a tasas de 
interés y a aranceles, entre otras.

Pese a que la mayor parte de los grupos económicos 
mexicanos no guardan tan estrechas relaciones con las 
empresas del sector financiero, como antes era carac-
terístico, en el período bajo análisis de 2005 a 2007, la 

principal fuente de financiamiento de la expansión de los 
activos totales corresponde al crecimiento del capital de 
terceros (pasivos) y en menor proporción al incremento 
del capital propio (patrimonio). Los principales grupos 
económicos, en particular los 10 primeros, aprovechan su 
posición para obtener más capital de terceros mediante 
un mayor nivel de apalancamiento respecto del promedio 
de los grupos económicos y empresarios nacionales.

Entre los 15 grupos económicos de mayor di-
mensión destacan 3: Slim, González Barrera y Salinas 
Pliego, que han mostrado un gran dinamismo a partir 
de los años ochenta y cuentan con instituciones finan-
cieras propias. Por otra parte, los grupos económicos 
de menor dimensión ubicados en las posiciones del 
41 al 100 requieren recurrir a capital propio más que 
a capital de terceros para financiar la expansión de los 
activos totales. Los ubicados en las posiciones del 41 al 
50 autofinanciaron la expansión de sus activos totales 
en el período bajo análisis.

En la menor rotación de las ventas de los 10 prin-
cipales grupos económicos nacionales se aprecia una 
constatación comentada por otros autores, cual es que 
como parte de sus estrategias defensivas estas empresas 
tienden a “sobreinvertir”, generando barreras a la entrada 
de competidores. La menor rotación denotaría niveles 
inferiores de productividad con respecto al uso de los 
activos, pero estas empresas están dispuestas a asumir 
el costo de oportunidad por su subutilización a fin de 
garantizar los espacios de crecimiento para sus grupos. 
Asimismo, no hay que olvidar que probablemente estos 
grupos de mayor dimensión enfrentan costos financieros 
más reducidos que el resto de los grupos y empresarios 
de menor envergadura.

Por último, una constatación importante con re-
lación a los grupos económicos mexicanos es que las 
redes empresariales pueden ser grandes y más o menos 
complejas, y contar con estrategias ofensivas y defensi-
vas, pero la estructura de capital continúa siendo muy 
tradicional, donde son claros la presencia y el control 
de un grupo familiar en particular. Del mismo modo, 
llama la atención que ninguno de los grandes grupos 
mexicanos ocupa un lugar significativo en ramas de alta 
tecnología (Salas-Porras, 2006a, p. 6).
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Anexo 1

Estadísticas básicas para las regresiones econométricas, 2005-2007
(En millones de pesos corrientes)

Grupos económicos / Empresarios
Ventas Activos totales Pasivos totales

2005 2007 2005 2007 2005 2007

Grupo Carso, América Móvil, Imbursa (Carlos Slim Helú e hijos) 495 434,1 618 238,6 669 234,49 782 354,99 371 796,94 488 971,87
Cemex (Lorenzo Zambrano Treviño) 162 708,6 236 669,0 293 138,56 370 126,53 183 211,60 231 329,08
Grupo México (Germán Larrea Mota Velasco) 58 101,8 80 950,2 99 512,20 81 865,12 41 463,41 29 237,54
Fomento Económico Mexicano (José Antonio Fernández Carbajal) 105 581,7 147 556,1 127 642,28 99 505,10 60 782,04 45 229,59
Grupo Alfa (Dionisio Garza Medina) 69 334,8 106 832,7 61 966,70 74 323,26 29 507,95 41 290,70
Grupo Modelo (Carlos Fernández González) 49 550,5 72 894,6 80 311,38 71 325,47 12 168,39 12 736,69
Gruma y Banorte (Roberto González Barrera) 63 856,4 97 308,6 240 468,45 224 355,33 200 390,37 186 962,78
Grupo Bimbo (Daniel Servitje Montull) 56 102,2 72 293,6 36 270,51 36 797,82 16 486,60 13 628,82
Grupo Bal (Alberto Bailléres González) 57 278,4 85 127,4 76 248,60 104 607,88 54 463,29 74 719,92
Grupo Salinas Elektra (Ricardo Salinas Pliego) 47 075,9 61 380,0 70 101,08 88 773,67 58 417,57 68 287,44
Organización Soriana (Ricardo Martín Bringas) 48 394,4 65 190,7 35 798,32 54 005,17 14 915,97 30 002,87
Grupo Televisa (Emilio Azcárraga Jean) 32 481,0 41 561,5 78 532,05 85 121,11 35 696,39 50 071,24
Mexichem (Antonio del Valle Ruiz) 8 677,4 24 236,9 91 030,97 16 104,43 56 894,35 11 503,16
Grupo Coppel (Enrique Coppel Luken) 19 607,5 34 752,7 18 733,54 33 933,85 10 407,52 22 622,57
Empresas ICA (Bernardo Quintana Isaac) 18 404,9 22 447,8 31 241,39 18 372,94 18 377,29 8 749,02
Comercial Mexicana (Guillermo González Nova y Carlos González Zabalegui) 40 308,9 50 409,2 30 453,33 34 886,57 13 842,42 15 857,53
Liverpool (Max David Michel y Max Michel Souberville) 32 055,2 42 976,3 36 910,44 42 109,51 17 576,40 19 140,69
Axtel y Avantel (Tomás Milmo Santos) 4 966,8 12 190,6 10 872,34 16 789,51 3 749,08 9 327,51
Grupo Xignux (Eugenio Garza Herrera) 21 983,1 39 142,7 15 352,04 12 737,86 9 030,61 7 076,59
Homex (Eustaquio Tomás de Nicolás Gutiérrez) 8 571,4 16 166,1 14 143,73 17 598,52 8 319,84 10 352,07
Bachoco (Francisco Robinson Bours-Castelo) 14 437,4 18 208,8 15 286,38 17 068,65 2 779,34 3 555,97
Grupo Acerero del Norte (Xavier Autrey Maza y Alonso Ancira Elizondo) 22 718,0 27 379,0 40 265,28 36 682,58 28 760,92 24 455,05
Casas Geo (Luis Orvañanos Lascurain) 10 091,3 14 975,6 13 495,70 14 883,51 8 434,81 8 268,62
Arca (Manuel Barragán Morales y Miguel Fernández Iturriza) 14 647,0 18 572,7 14 178,57 15 602,39 3 832,05 4 216,86
Kimberly-Clark (Claudio X. González Laporte y Pablo González Guajardo) 21 983,1 21 480,2 25 247,33 22 765,19 13 288,07 13 391,29
Fragua (Javier Arroyo Chávez) 9 832,2 14 575,2 3 811,36 4 594,67 1 732,44 1 997,68
Grupo Posadas (Gastón Azcárraga Andrade) 5 126,8 25 948,9 11 865,63 17 941,06 6 592,01 13 800,81
Grupo Simec (Rufino Vigil González) 16 219,0 27 640,1 19 314,24 19 489,57 6 230,40 4 753,55
Urbi (Cuauhtémoc Pérez Román Urbi) 8 194,3 12 779,4 12 376,05 16 218,86 5 625,48 7 723,27
Grupo Kuo (Fernando Senderos Mestre) 24 577,4 22 722,8 24 460,23 20 343,34 11 647,73 11 301,86
Corporación Durango (Miguel Rincón Arredondo) 8 150,4 15 430,0 14 400,00 14 653,13 9 600,00 9 768,75
Quálitas Compañía de Seguros (Joaquín Brockman Lozano) 4 450,3 8 593,4 4 955,84 11 031,07 4 129,87 10 028,25
Alsea (Cosme Alberto Torrado Martínez) 4 318,3 7 047,3 3 039,07 4 369,28 1 266,28 1 820,53
Grupo Lamosa (Federico Toussaint Elosúa) 3 782,0 6 817,3 5 494,06 11 423,86 2 616,22 8 159,90
Grupo Continental (Cynthia Helena Grossman) 10 623,8 12 283,3 8 900,13 9 394,08 1 934,81 1 957,10
Interacciones (Carlos Hank Rhon) 1 773,3 11 055,1 9 412,80 3 098,05 7 844,00 1 032,68
Grupo Embotelladoras Unidas (Juan Gallardo Thurlow) 6 304,3 7 713,6 4 664,87 3 841,39 2 028,21 1 670,17
Consorcio ara (Germán Ahumada Russek) 6 772,7 9 257,3 9 685,22 11 543,01 2 934,92 4 439,62
Minera Autlán (José Antonio Rivero Larrea) 2 097,9 2 461,7 2 667,11 2 917,99 919,69 1 080,74
Grupo Cementos de Chihuahua (Federico Terrazas Torres) 4 722,9 8 453,2 11 159,42 15 641,39 3 985,51 7 109,72
Grupo Aeroportuario del Sureste (Fernando Chico Pardo) 2 063,8 2 785,9 14 114,58 15 967,29 1 037,84 2 073,67
Ixe Grupo Financiero (Enrique Luis Castillo Sánchez Mejorada) 2 261,7 6 460,0 22 641,67 15 410,96 20 583,33 12 842,47
Grupo Gigante (Ángel Losada Moreno) 32 524,6 27 115,3 28 514,10 27 583,94 12 397,44 11 493,31
Promotora Ambiental (Alberto Garza Santos) 2 096,5 3 004,5 2 477,71 2 843,04 952,96 1 292,29
Verzatec (Eugenio Clariond Reyes) 39 182,1 7 148,4 35 469,47 33 221,82 15 421,51 10 381,82
Promotora y Operación de Infraestructura (David Peñalosa Sandoval) 2 645,8 2 715,5 6 450,18 10 620,09 5 863,80 9 654,63
Coorporación Interamericana de Entretenimiento (Alejandro Soberón Kuri) 8 658,9 10 187,9 15 672,84 9 786,37 9 795,52 6 116,48
sanluis Rassini (Antonio Madero Bracho) 6 841,0 7 999,7 8 190,48 3 200,63 5 119,05 2 133,75
Grupo Transportación Marítima Mexicana (José Francisco Serrano Segovia) 3 260,5 3 306,8 8 631,50 12 156,15 7 192,91 10 130,12
Grupo Martí (Alfredo Harp Helú) 2 322,7 3 282,0 2 969,70 3 442,50 1 414,14 1 912,50
Internacional de Cerámica (Óscar Almeida Chabre) 4 462,0 5 503,4 4 465,51 4 629,50 2 480,84 2 571,94
Corporacion Mexicana de Restaurantes (Joaquín Vargas Guajardo) 1 137,4 1 643,7 1 092,86 1 366,47 242,86 440,80

(Continúa en página siguiente)
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Grupos económicos / Empresarios
Ventas Activos totales Pasivos totales

2005 2007 2005 2007 2005 2007

Mifiel Grupo Financiero (Daniel Becker Feldman) 1 248,7 2 597,1 4 877,78 14 532,45 4 064,81 13 211,31
Cydsa (Tomás González Sada) 5 355,4 6 186,4 8 071,56 6 833,16 3 668,89 2 628,14
Invex Grupo Financiero (Juan Guichard Michel) 889,7 3 976,9 9 137,36 11 682,19 7 028,74 8 986,30
Grupo Mexicano de Desarrollo (Jorge Ballesteros Franco) 1 080,1 1 517,9 3 866,10 3 734,13 1 431,89 1 383,01
Grupo Collado (Guillermo Vogel Hinojosa) 4 954,2 5 883,2 3 371,43 4 330,19 2 107,14 3 092,99
Médica Sur (Misael Uribe Esquivel y Manuel Martínez López) 1 069,4 1 397,2 1 566,65 1 742,52 540,23 528,04
Monex Grupo Financiero (Héctor Lagos Cué y Héctor Lagos Dondé) 1 335,0 2 232,0 2 399,51 1 975,28 1 090,69 1 097,38
Grupo Industrial Saltillo (Ernesto López de Nigris y Juan Carlos López Villarreal) 9 518,2 8 823,7 12 366,67 10 480,18 6 183,33 4 556,60
Grupo Famsa (Humberto Garza González) 10 611,3 14 181,2 10 968,49 14 029,05 7 312,33 8 252,38
Grupo Casa Saba (Isaac Saba Raffoul) 21 829,3 25 126,5 10 008,28 11 157,17 5 267,52 5 872,20
Grupo Bafar (Óscar Eugenio Baeza Farés) 3 407,6 4 318,7 2 741,74 3 330,13 1 096,70 1 189,33
Sare (Dionisio Sánchez Carbajal) 3 370,7 4 899,2 4 926,07 5 364,84 1 894,64 2 554,69
Grupo la Moderna (Eduardo Monroy Cárdenas) 3 676,1 4 651,8 4 216,38 4 035,01 795,54 733,64
Grupo Ruba (Enrique Terrazas Torres) 2 557,0 4 567,6 2 511,22 3 587,37 1 141,47 1 559,72
Copamex (Juan Bosco Maldonado Quiroga) 4 724,7 5 562,5 6 800,00 7 287,80 3 400,00 3 643,90
Grupo Minsa (Raymundo, Armando, Alfonso y Guillermo Gómez Flores) 2 214,2 3 033,1 2 085,12 2 604,64 347,52 685,43
Grupo Accel (Eloy Vallina Lagüera) 1 537,3 1 726,1 1 713,13 1 628,85 535,35 542,95

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos obtenidos de la revista Expansión y del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Infor-
mática (inegi).

Anexo 2

Estadísticas básicas para las regresiones econométricas, 2005-2007
(En millones de pesos corrientes)

Grupos económicos / Empresarios
Patrimonio

Utilidad 
neta

Razón 
Ventas/Activos

2005 2007 2005 2007 2005 2007

Grupo Carso  América Móvil  Imbursa (Carlos Slim Helú e hijos) 297 437,55 293 383,12 70 492,7 122 370,1 0,74 0,79
Cemex (Lorenzo Zambrano Treviño) 109 926,96 138 797,45 22 425,1 26 107,8 0,56 0,64
Grupo México (Germán Larrea Mota Velasco) 58 048,78 52 627,58 7 140,0 18 356,5 0,58 0,99
Fomento Económico Mexicano (José Antonio Fernández Carbajal) 66 860,24 54 275,51 5 549,4 8 510,4 0,83 1,48
Grupo Alfa (Dionisio Garza Medina) 32 458,75 33 032,56 7 790,1 3 551,0 1,12 1,44
Grupo Modelo (Carlos Fernández González) 68 142,99 58 588,78 7 291,3 9 503,1 0,62 1,02
Gruma y Banorte (Roberto González Barrera) 40 078,07 37 392,56 7 494,6 9 744,5 0,27 0,43
Grupo Bimbo (Daniel Servitje Montull) 19 783,92 23 169,00 2 829,1 3 811,3 1,55 1,96
Grupo Bal (Alberto Bailléres González) 21 785,31 29 887,97 3 115,3 5 762,4 0,75 0,81
Grupo Salinas Elektra (Ricardo Salinas Pliego) 11 683,51 20 486,23 5 386,1 6 324,1 0,67 0,69
Organización Soriana (Ricardo Martín Bringas) 20 882,35 24 002,30 2 130,0 3 134,7 1,35 1,21
Grupo Televisa (Emilio Azcárraga Jean) 42 835,66 35 049,87 6 125,5 8 082,5 0,41 0,49
Mexichem (Antonio del Valle Ruiz) 34 136,61 4 601,27 6 247,0 2 108,3 0,10 1,50
Grupo Coppel (Enrique Coppel Luken) 8 326,02 11 311,28 1 024,1 2 616,3 1,05 1,02
Empresas ica (Bernardo Quintana Isaac) 12 864,10 9 623,92 501,7 –893,1 0,59 1,22
Comercial Mexicana (Guillermo González Nova y Carlos González Zabalegui) 16 610,91 19 029,04 1 827,2 2 555,6 1,32 1,44
Liverpool (Max David Michel y Max Michel Souberville) 19 334,04 22 968,82 2 726,1 3 831,2 0,87 1,02
Axtel y Avantel (Tomás Milmo Santos) 7 123,26 7 462,01 306,3 491,0 0,46 0,73
Grupo Xignux (Eugenio Garza Herrera) 6 321,43 5 661,27 531,0 1 049,6 1,43 3,07
Homex (Eustaquio Tomás de Nicolás Gutiérrez) 5 823,89 7 246,45 1 048,3 2 193,5 0,61 0,92
Bachoco (Francisco Robinson Bours-Castelo) 12 507,04 13 512,68 1 776,0 1 278,3 0,94 1,07
Grupo Acerero del Norte (Xavier Autrey Maza y Alonso Ancira Elizondo) 11 504,37 12 227,53 2 634,5 1 972,3 0,56 0,75
Casas Geo (Luis Orvañanos Lascurain) 5 060,89 6 614,89 1 138,7 1 448,0 0,75 1,01

(Continuación anexo 1)

(Continúa en página siguiente)



R E V I S T A  c e p a l  1 0 1  •  A G O S T O  2 0 1 0

Crecimiento y concentración de los principales grupos empresariales en México • Germán Alarco y Patricia del Hierro

196

Grupos económicos / Empresarios
Patrimonio

Utilidad 
neta

Razón 
Ventas/Activos

2005 2007 2005 2007 2005 2007

Arca (Manuel Barragán Morales y Miguel Fernández Iturriza) 10 346,52 11 385,53 1 934,8 2 501,4 1,03 1,19
Kimberly-Clark (Claudio X, González Laporte y Pablo González Guajardo) 11 959,26 9 373,90 2 906,1 3 728,0 0,87 0,94
Fragua (Javier Arroyo Chávez) 2 078,92 2 596,99 463,6 672,1 2,58 3,17
Grupo Posadas (Gastón Azcárraga Andrade) 5 273,61 4 140,24 379,7 135,8 0,43 1,45
Grupo Simec (Rufino Vigil González) 13 083,84 14 736,02 1 295,3 1 791,9 0,84 1,42
Urbi (Cuauhtémoc Pérez Román Urbi) 6 750,57 8 495,60 1 174,6 1 832,5 0,66 0,79
Grupo Kuo (Fernando Senderos Mestre) 12 812,50 9 041,48 307,5 –828,2 1,00 1,12
Corporación Durango (Miguel Rincón Arredondo) 4 800,00 4 884,38 52,8 –312,6 0,57 1,05
Quálitas Compañía de Seguros (Joaquín Brockman Lozano) 825,97 1 002,82 –63,6 35,5 0,90 0,78
Alsea (Cosme Alberto Torrado Martínez) 1 772,79 2 548,75 260,6 478,4 1,42 1,61
Grupo Lamosa (Federico Toussaint Elosúa) 2 877,84 3 263,96 506,5 900,2 0,69 0,60
Grupo Continental (Cynthia Helena Grossman) 6 965,32 7 436,98 1 205,0 1 604,9 1,19 1,31
Interacciones (Carlos Hank Rhon) 1 568,80 2 065,37 196,1 603,5 0,19 3,57
Grupo Embotelladoras Unidas (Juan Gallardo Thurlow) 2 636,67 2 171,22 158,2 294,2 1,35 2,01
Consorcio ARA (Germán Ahumada Russek) 6 750,31 7 103,39 1 100,3 1 339,7 0,70 0,80
Minera Autlán (José Antonio Rivero Larrea) 1 747,41 1 837,25 202,7 296,9 0,79 0,84
Grupo Cementos de Chihuahua (Federico Terrazas Torres) 7 173,91 8 531,66 990,0 1 670,5 0,42 0,54
Grupo Aeroportuario del Sureste (Fernando Chico Pardo) 13 076,74 13 893,62 562,3 522,4 0,15 0,17
Ixe Grupo Financiero (Enrique Luis Castillo Sánchez Mejorada) 2 058,33 2 568,49 123,5 –75,0 0,10 0,42
Grupo Gigante (Ángel Losada Moreno) 16 116,67 16 090,63 –96,7 4 722,6 1,14 0,98
Promotora Ambiental (Alberto Garza Santos) 1 524,74 1 550,75 147,9 93,2 0,85 1,06
Verzatec (Eugenio Clariond Reyes) 20 047,96 22 840,00 1 964,7 285,5 1,10 0,22
Promotora y Operación de Infraestructura (David Peñalosa Sandoval) 586,38 965,46 163,6 547,9 0,41 0,26
Coorporación Interamericana de Entretenimiento (Alejandro Soberón Kuri) 5 877,31 3 669,89 –1 269,5 –569,2 0,55 1,04
SANLUIS Rassini (Antonio Madero Bracho) 3 071,43 1 066,88 –21,5 –982,7 0,84 2,50
Grupo Transportación Marítima Mexicana (José Francisco Serrano Segovia) 1 438,58 2 026,02 1 827,0 –731,8 0,38 0,27
Grupo Martí (Alfredo Harp Helú) 1 555,56 1 530,00 112,0 76,5 0,78 0,95
Internacional de Cerámica (Óscar Almeida Chabre) 1 984,67 2 057,55 271,9 28,6 1,00 1,19
Corporacion Mexicana de Restaurantes (Joaquín Vargas Guajardo) 850,00 925,68 47,6 82,2 1,04 1,20
Mifiel Grupo Financiero (Daniel Becker Feldman) 812,96 1 321,13 87,8 79,4 0,26 0,18
Cydsa (Tomás González Sada) 4 402,67 4 205,02 –330,2 100,5 0,66 0,91
Invex Grupo Financiero (Juan Guichard Michel) 2 108,62 2 695,89 122,3 196,8 0,10 0,34
Grupo Mexicano de Desarrollo (Jorge Ballesteros Franco) 2 434,21 2 351,12 185,0 136,6 0,28 0,41
Grupo Collado (Guillermo Vogel Hinojosa) 1 264,29 1 237,20 53,1 –45,9 1,47 1,36
Médica Sur (Misael Uribe Esquivel y Manuel Martínez López) 1 026,43 1 214,49 143,7 216,3 0,68 0,80
Monex Grupo Financiero (Héctor Lagos Cué y Héctor Lagos Dondé) 1 308,82 877,90 267,0 370,3 0,56 1,13
Grupo Industrial Saltillo (Ernesto López de Nigris y Juan Carlos López Villarreal) 6 183,33 5 923,58 74,2 364,3 0,77 0,84
Grupo Famsa (Humberto Garza González) 3 656,16 5 776,67 266,9 519,9 0,97 1,01
Grupo Casa Saba (Isaac Saba Raffoul) 4 740,76 5 284,98 744,3 921,7 2,18 2,25
Grupo Bafar (Óscar Eugenio Baeza Farés) 1 645,05 2 140,80 365,2 193,1 1,24 1,30
Sare (Dionisio Sánchez Carbajal) 3 031,43 2 810,16 318,3 487,0 0,68 0,91
Grupo la Moderna (Eduardo Monroy Cárdenas) 3 420,83 3 301,37 328,4 361,5 0,87 1,15
Grupo Ruba (Enrique Terrazas Torres) 1 369,76 2 027,64 339,7 579,5 1,02 1,27
Copamex (Juan Bosco Maldonado Quiroga) 3 400,00 3 643,90 17,0 74,7 0,69 0,76
Grupo Minsa (Raymundo  Armando  Alfonso y Guillermo Gómez Flores) 1 737,60 1 919,21 420,5 125,9 1,06 1,16
Grupo Accel (Eloy Vallina Lagüera) 1 177,78 1 085,90 21,2 49,3 0,90 1,06

Fuente: elaboración propia sobre la base de datos obtenidos de la revista Expansión y del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Infor-
mática (inegi).

(Continuación anexo 2)



R E V I S T A  c e p a l  1 0 1  •  A G O S T O  2 0 1 0

Crecimiento y concentración de los principales grupos empresariales en México • Germán Alarco y Patricia del Hierro

197

Bibliografía

Basave, J. y M. Hernández (coords.) (2007), Los estudios de empresarios 
y empresa: una perspectiva internacional, México, D.F., 
Instituto de Investigaciones Económicas, Universidad Nacional 
Autónoma de México.

Batchikov, S. e I. Petrov (1997), “The formation of financial-industrial 
groups and the estate”, Russian and East European Finance 
and Trade, vol. 33, Nº 1, Armonk, M.E. Sharpe, Inc., enero-
febrero.

Calderón, Á. (2006), “El modelo de expansión de las grandes cadenas 
minoristas chilenas”, Revista de la cepal, Nº 90 (LC/G.2323-P), 
Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe (cepal), diciembre.

Castañeda, G. (2004), “Los grupos económicos como estabilizadores 
financieros de la economía mexicana 1996-2000”, Problemas 
del desarrollo, vol. 35, Nº 136, México, D.F., Instituto de 
Investigaciones Económicas, Universidad Nacional Autónoma 
de México, enero-marzo.

Cerutti, M., I. Ortega y Lylia Palacios (2000), “Empresarios y empresas 
en el norte de México: Monterrey, del Estado oligárquico a 
la globalización”, European Review of Latin American and 
Caribbean Studies, Nº 69, Amsterdam, Centro de Estudios y 
Documentación Latinoamericanos (cedla), octubre.

Chavarín, R. (2006), “La arquitectura organizacional y gobierno 
corporativo de los grupos económicos en México”, Ciencia 
Ergo Sum, vol. 13, Nº 2, Toluca, Universidad Autónoma del 
Estado de México (uamex), julio-octubre.

Correa. E. (2000), “Conglomerados y reforma financiera”, Comercio 
exterior, vol. 49, Nº 6, México, D.F., Bancomext, junio.

Expansión, S.A. de C.V. (2008), “Los 100 empresarios más importantes 
de México”, Expansión, México, D.F., Grupo Editorial Expansión, 
28 de abril-11 de mayo.

 (2007), “Los 100 empresarios más importantes de México”, 
Expansión, México, D.F., Grupo Editorial Expansión, 30 de 
abril-15 de mayo.

 (2006), “Los 100 empresarios más importantes de México”, 
Expansión, México, D.F., Grupo Editorial Expansión, 31 de 
mayo-14 de junio.

 (2005), “Los 100 empresarios más importantes de México”, 
Expansión, México, D.F., Grupo Editorial Expansión, 4-18 
de mayo.

Fernández, A. (2000), “América Latina: el debate sobre los nuevos 
grupos económicos y conglomerados industriales después de la 
reestructuración neoliberal”, European Review of Latin American 
and Caribbean Studies, Nº 69, Amsterdam, Centro de Estudios 
y Documentación Latinoamericanos (cedla), octubre.

fmi (Fondo Monetario Internacional) (2009), Estadísticas financieras 
internacionales, Washington, D.C.

Garrido, C. (2002), “Industrialización y grandes empresas en el 
desarrollo estabilizador, 1958-1970”, Análisis económico, 
vol. 17, Nº 35, Azcapotzalco, D.F., Universidad Autónoma 
Metropolitana (uam).

 (2001), “Estrategias empresariales ante el cambio estructural 
en México”, Comercio exterior, vol. 67, Nº 12, México, D.F., 
Bancomext, diciembre.

 (1997), “Las grandes empresas privadas nacionales mexicanas”, 
Nueva sociedad, Nº 151, Caracas, Fundación Friedrich Ebert, 
septiembre-octubre.

Garrido, C. y C. Ortiz (2008), “Instituciones, actores y mercados en 
el cambio empresarial. El caso de Cemex y Vitro”, México, 
D.F., UAM-Xochimilco.

Guillén, M. (2000), “Business groups in emerging economies: a 
resource-based view”, Academy of Management Journal, vol. 43, 
Nº 3, junio, Briarcliff Manor, Academy of Management.

Hober, G. y G. Phillips (2008), “Real and financial industry booms 
and busts”, nber Working Papers Series, Nº 14290, Cambridge, 
Massachusetts, National Bureau of Economic Research, agosto 
[en línea] http://www.nber.org/papers/w14290.

Huerta, P. y J.E. Navas (2007), “Análisis de la relación entre la 
diversificación y los resultados empresariales: una visión 
teórica”, Análisis económico, vol. 22, Nº 49, Azcapotzalco, D.F., 
Universidad Autónoma Metropolitana (uam), enero-abril.

Khanna, T. e Y. Yafeh (2007), “Business groups in emerging markets: 
paragons or parasites?”, Journal of Economic Literature, vol. 45, 
Pittsburgh, American Economic Association Publications, 
julio.

Levanti, C. (2001), “Prácticas empresariales y apertura económica 
en México”, Comercio exterior, vol. 67, Nº 12, México, D.F., 
Bancomext, diciembre.

Mahmood, I. y W. Mitchell (2004), “Two faces: effects of business 
groups on innovation in emerging economies”, Management 
Science, vol. 50, Nº 10, Hanover, Informs, octubre.

Morck, R. y M. Nakamura (2007), “Business groups and the big push: 
Meiji Japan’s mass privatization and subsequent growth”, nber 
Working Papers Series, Nº 13171, Cambridge, Massachusetts, 
National Bureau of Economic Research, junio [en línea] 
http://www.nber.org/papers/w13171.

Mortimore, M. y W. Peres (2001), “La competitividad empresarial 
en América Latina y el Caribe”, Revista de la cepal, Nº 74 
(LC/G.2135-P), Santiago de Chile, Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (cepal), agosto.

Pérez, J.A. y F. Vela (2008), “Cambio en la concentración industrial 
manufacturera en el contexto de apertura comercial de México, 
1980-2003”, Análisis económico, vol. 23, Nº 52, Azcapotzalco, 
D.F., Universidad Autónoma Metropolitana (uam), enero-
abril.

Rendón, A. (1997), “Grupos económicos en la década de los ochenta. 
Estrategia de diversificación o especialización”, Economía: teoría 
y práctica, Nº 8, México, D.F., uam Xochimilco, enero-junio.

Rendón, A. y A. Morales (2008a), “Grupos económicos en la industria 
de alimentos: la estrategia de Gruma”, Argumentos, Nº 57, 
México, D.F., Universidad Autónoma Metropolitana (uam), 
mayo-agosto.

 (2008b), “Estrategias de competencia (1987-2005)”, Ide@s 
concyteg, año 3, Nº 41, Guanajuato, México, Consejo de 
Ciencia y Tecnología del Estado de Guanajuato (concyteg), 
noviembre.

Salas-Porras, A. (2006a), “Los grupos mexicanos y coreanos ante el 
desmantelamiento del Estado”, documento presentado en el 
52º Congreso Internacional de Americanistas (Sevilla, España, 
17 al 21 de julio de 2006).

 (2006b), “Fuerzas centrípetas y centrífugas en red corporativa 
mexicana (1981-2001)”, Revista mexicana de sociología, vol. 68, 
Nº 2, México, D.F., Instituto de Investigaciones Sociales, 
Universidad Nacional Autónoma de México, abril-junio.

Santiso, J. (2008), “La emergencia de las multilatinas”, Revista de 
la cepal, Nº 95 (LC/G.2382-P), Santiago de Chile, Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (cepal), agosto.

Tarziján, J. y R. Paredes (2006), Organización industrial para la 
estrategia empresarial, México, D.F., Pearson Education.

Vázquez, M.A. (2004), “Grupos económicos en el norte de México”, 
Problemas del desarrollo, vol. 35, Nº 137, México, D.F., Instituto 
de Investigaciones Económicas, Universidad Nacional Autónoma 
de México, abril-junio.

 (1997), “Reestructuración económica y grupos empresariales 
en el norte de México”, Economía y sociedad, Nº 3, Ciudad 
Juárez, Universidad Autónoma de Ciudad Juárez, agosto.





R E V I S T A  c e p a l  1 0 1  •  a G O S T O  2 0 1 0

PUBLICACIONES RECIENTES DE LA CEPAL

199R E V I S T A  c e p a l  1 0 1

A G O S T O  2 0 1 0

La Dirección de la Revista, con el propósito de facilitar la presen-
tación, consideración y publicación de los trabajos, ha preparado 
la información y orientaciones siguientes, que pueden servir de 
guía a los futuros colaboradores.

El envío de un artículo supone el compromiso del autor de 
no someterlo simultáneamente a la consideración de otras publica-
ciones. Los derechos de autor de los artículos que sean publicados 
por la Revista pertenecerán a las Naciones Unidas.

Los artículos serán sometidos a la opinión de jueces externos.

Los trabajos deben enviarse en su idioma original (español, 
francés, inglés o portugués), y serán traducidos al idioma que 
corresponda por los servicios de la cepal.

Junto con el artículo debe enviarse un resumen de no más de 
150 palabras, en que se sinteticen sus propósitos y conclusiones 
principales.

La extensión total de los trabajos —incluyendo resumen, 
notas y bibliografía— no deberá exceder de 10.000 palabras. 
También se considerarán artículos más breves.

Los artículos deberán enviarse por correo electrónico a: 
revista@cepal.org o por correo regular, en un CD o disquete, a: 
Revista cepal, Casilla 179-D, Santiago, Chile. No deben enviarse 
textos en pdf.

Guía de estilo:
Los títulos no deben ser innecesariamente largos.
Notas de pie de página
—	 Se recomienda limitar las notas a las estrictamente 

necesarias.

—	 Se recomienda no usar las notas de pie de página para citar 
referencias bibliográficas, las que de preferencia deben ser 
incorporadas al texto.

—	 Las notas de pie de página deberán numerarse correlativa-
mente, con superíndices (superscript).

Cuadros y gráficos
—	 Se recomienda restringir el número de cuadros y gráficos al 

indispensable, evitando su redundancia con el texto.

—	 Los cuadros, gráficos y otros elementos deben ser insertados 
al final del texto en el programa en que fueron diseñados; 
la inserción como “picture” debe evitarse. Los gráficos en 
Excel deben incluir su correspondiente tabla de valores.

Orientaciones
para los colaboradores
de la Revista cepal

—	 La ubicación de los cuadros y gráficos en el cuerpo del 
artículo deberá ser señalada en el lugar correspondiente de 
la siguiente manera:

		 Insertar gráfico 1
		 Insertar cuadro 1
—	 Los cuadros y gráficos deberán indicar sus fuentes de modo 

explícito y completo.

—	 Los cuadros deberán indicar, al final del título, el período 
que abarcan, y señalar en un subtítulo (en cursiva y entre 
paréntesis) las unidades en que están expresados.

—	 Para la preparación de cuadros y gráficos es necesario tener 
en cuenta los signos contenidos en las “Notas explicativas”, 
ubicadas antes del Índice de la Revista.

—	 Las notas al pie de los cuadros y gráficos deben ser ordena-
das correlativamente con letras minúsculas en superíndice 
(superscript).

—	 Los gráficos deben ser confeccionados teniendo en cuenta 
que se publicarán en blanco y negro.

Siglas y abreviaturas
—	 No se deberá usar siglas o abreviaturas a menos que sea 

indispensable, en cuyo caso se deberá escribir la denomi-
nación completa la primera vez que se las mencione en el 
artículo.

Bibliografía
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tores toda la información necesaria: nombre del o los 
autores, año de publicación, título completo del artículo 
—de haberlo—, de la obra, subtítulo cuando corresponda, 
ciudad de publicación, entidad editora y, en caso de tratarse 
de una revista, mes de publicación.

La Dirección de la Revista se reserva el derecho de realizar los 
cambios editoriales necesarios en los artículos, incluso en sus 
títulos.

Los autores recibirán una suscripción anual de cortesía, más 30 
separatas de su artículo en español y 30 en inglés, cuando aparezca 
la publicación en el idioma respectivo.
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firmados, incluidas las colaboraciones de los funcionarios de la Secretaría, son las de los autores y, por lo tanto, no reflejan necesariamente 
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Cuadernos de la CEPAL 
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